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IN MEMORIAM MATRI ATQUE PATRI 


[...] el Pueblo de Dios es liberado de Babilonia por la fe, y así, 
mientras tanto sólo peregrina por esa tierra. Por eso el Apóstol 
ordena a la Iglesia elevar una oración por los reyes de esa ciudad 
y por quienes ocupan altos puestos, y añade “para que podamos 
llevar una vida sosegada y apacible, imbuida de devoción y 
amor”. 


SAN AGUSTÍN, La Ciudad de Dios 
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PRÓLOGO 


En 1979 fui a Morelia —a Valladolid virreinal— con objeto de 
estudiar la historia de la Iglesia mexicana en el siglo XVII. En 
Mineros y comerciantes en el México borbónico (1971) yo había 
descrito la revolución del gobierno proyectada por Carlos III y 
rastreado los destinos de la élite empresarial que promovió la ex- 
pansión económica de aquella época, concentrándome particular- 
mente en la gran ciudad minera de Guanajuato. Más adelante, en 
Haciendas y Ranchos del Bajío. León, 1700-1860 (1978), analicé las 
pautas de tenencia de la tierra y la estructura de la producción 
agrícola en León. Durante mi investigación, yo había trabajado 
brevemente en el archivo de la curia episcopal de Michoacán, 


diócesis que en el periodo colonial abarcaba los territorios de los 
actuales estados de Guanajuato, Michoacán, San Luis Potosí y 
parte de Jalisco y de Colima. Este archivo fue confiscado por las 
autoridades estatales durante la Revolución mexicana, y por en- 
tonces era la única colección de registros diocesanos abierta a mi 
pesquisa. Mi objetivo era completar mi estudio del México borbó- 
nico penetrando en el mundo de la religión popular y la piedad 
conventual, para de esa manera examinar las ideas y los senti- 
mientos de aquella época, más minuciosamente de lo que había 
sido posible en mis libros anteriores. 


Como resultaron las cosas, los pocos meses de licencia sabática 
que yo tenía fueron demasiado breves para tratar de dominar la 
enorme masa de documentos no catalogados que se encuentran 
en la Casa Morelos. Con más de mil legajos tan sólo para el siglo 
XVIII, estaba condenado a fracasar cualquier intento de revisar 
siquiera su contenido. Además, la tendencia de aquellos registros 
me impelía hacia el aspecto material y financiero de la vida ecle- 
siástica. En consecuencia, a menudo me encontré siguiendo la 
pista trazada por Nancy Farris en Crown and Clergy in Colonial 
Mexico (1968), en que los intentos de Carlos III y sus ministros 
por reformar la Iglesia quedaron plasmados con toda precisión. 
Sobre el tema de la Ilustración en Valladolid, descubrí que Ger- 
man Cardozo Galué, en Michoacán en el siglo de las luces (1973), 
ya había cubierto gran parte del terreno. Y breves investigaciones 
ulteriores en la ciudad de México y en el Archivo de Indias de Se- 
villa no modificaron mi impresión. En ese punto, dejé a un lado 
mis notas y me enfrasqué durante nueve años en un trabajo de 
extensas lecturas y apretada escritura, que se convirtió en Orbe 
indiano (1991). 

Sin embargo, no todo se había perdido, ya que en ese libro tra- 
té del florecimiento del catolicismo postridentino en la Nueva Es- 
paña y, a la vez, del ataque a su cultura barroca, lanzado por la 
Ilustración borbónica. 

En 1990-1991 volví a Morelia, sólo para enterarme de que en 
los archivos en 11 

que yo había trabajado como solitario investigador, libre de 
buscar y abrir todos los documentos que necesitara, ahora esta- 
ban en acción grupos de jóvenes graduados, catalogando, reorga- 
nizando y escribiendo sus tesis. En poco más de un decenio había 
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aparecido en escena una nueva generación, influida en parte por 
un renovado interés en la historia regional, gracias a Luis Gonzá- 
lez y al Colegio de Michoacán, en Zamora. Uno de los primeros 
frutos de ese nuevo interés fue Entre ambas majestades de Óscar 
Mazín (1987), estudio que examinaba la administración del obis- 
po Sánchez de Tagle, prelado del cual yo había encontrado hue- 
llas abundantes. Otra manifestación del cambio fue la decisión 
del cabildo de la catedral de permitir que un equipo del Colegio 
de Michoacán catalogara y estudiara sus registros, hasta entonces 
celosamente guardados. Ante este brote de interés por los archi- 
vos, decidí que la mejor manera de ayudar en esta empresa colec- 
tiva sería emplear los materiales que yo había recabado para ha- 
cer una descripción general de la Iglesia en Michoacán durante la 
segunda mitad del siglo XVIIL Aunque este libro ciertamente 
puede considerarse como el último volumen de una trilogía sobre 
el México borbónico, tiene un carácter más introductorio que el 
de sus dos antecesores. 


Para mostrar plenamente la conmoción causada por el ataque 
borbónico a la Iglesia mexicana, he incluido algunos capítulos ba- 
sados en los cronistas mendicantes de Michoacán, donde se 
muestra el carácter dinámico del catolicismo barroco en la Nueva 
España durante los primeros decenios del siglo XVIH. Aquí so- 
bresalen los colegios franciscanos de propaganda fide, el Oratorio 
de San Miguel el Grande y el surgimiento de beaterías. La segun- 
da sección del libro trata del clero secular, del papel de las confra- 
ternidades en la vida parroquial y de las formas de la religión po- 
pular. En la tercera sección examino el cabildo de la catedral de 
Valladolid y ofrezco una relación sistemática de las finanzas del 
clero. El libro concluye con un estudio de la vida y los escritos de 
Manuel Abad y Queipo, último obispo español de Michoacán. De 
hecho, el libro consta de ensayos separados sobre diversos aspec- 
tos de la vida eclesiástica, tomados algunos de ellos de materiales 
publicados, y en su mayoría se basan en fuentes de archivos, pero 
todos ellos tratan de la diócesis de Michoacán. 

Dos puntos necesitan mencionarse: uno, de principio, y otro, 
de método. En algunos pasajes describo escenas de conflicto y co- 
rrupción entre el clero, pero siempre debe tenerse en cuenta que 
un mal sacerdote era apto de generar más documentos episcopa- 
les que 10 sacerdotes buenos dedicados tranquilamente a sus ta- 


reas. Desde que terminé este libro he comprobado que tanto la 
ubicación como la enumeración de documentos en el archivo Ca- 
sa Morelos han sido radicalmente alterados; para rastrear mis re- 
ferencias será necesario descubrir sus posibles correlativos en el 
nuevo catálogo. 


Durante la investigación y la redacción de este libro he incu- 
rrido en deudas que estoy ansioso por reconocer. En mi primer 
viaje a Morelia, fui generosamente ayudado por Alfonso de Ma- 
ria y Campos. Asimismo, el finado 12 

director del archivo en la Casa Morelos, Manuel Castañeda Ra- 
mírez, me permitió emplear continuamente sus materiales. A mi 
retorno a esa ciudad, fui acogido por Fausto Zerón Medina; Car- 
los Herrejón Peredo me llevó al archivo del cabildo de la catedral; 
y Óscar Mazín y Marta Parada me ayudaron a aclarar mis ideas 
sobre la administración de la diócesis y la catedral. Los padres del 
Oratorio de San Miguel me obsequiaron un ejemplar de la vida 
de su Fundador, y pude así consultar un documento clave. El ar- 
chivista de la provincia de San Pedro y San Pablo permitió que 
inspeccionase el archivo franciscano de Celaya. Por lo demás, de- 
seo agradecer a Margaret Rankine, quien mecanografió el manus- 
crito y a menudo corrigió mis errores. Mi investigación en More- 
lia fue posible gracias a una beca de la Academia Británica, y fon- 
dos del University Fund de Cambridge me permitieron realizar 
ulteriores visitas a México y a Sevilla. Por último, quiero agrade- 
cer a Celia Wu su invariable apoyo durante mi estadía en Morelia 
y durante los veranos en que fue escrito el libro. 


Cambridge, 1992 
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PRIMERA PARTE 

LAS ÓRDENES RELIGIOSAS 

14 

L LA EXPULSIÓN DE LOS JESUITAS 

1 

EN 1767, Carlos III (1759-1788) expulsó sumariamente a todos 
los jesuitas de sus dominios de Europa y América. Por entonces, 
la provincia mexicana de la Compañía de Jesús contaba con 678 


sacerdotes y hermanos, muchos de los cuales procedían de distin- 
guidas familias criollas. De un plumazo, fueron clausurados los 
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colegios que habían dado educación en todas las principales ciu- 
dades del reino. En la capital, el colegio de San Ildefonso había si- 
do reconstruido en una escala majestuosa durante el decenio de 
1740, y era renombrado por la distinción de sus estudiantes que 
llegaron a ser “hombres insignes, obispos, oidores, canónigos y 
catedráticos de todas facultades”. En Puebla, los jesuitas acababan 
de terminar la reconstrucción de su nueva iglesia, espléndida- 
mente decorada. La provincia mexicana se encontraba en plena 
expansión de actividad y daba todas las señales de una regenera- 
ción intelectual, cuando a todos sus colegios y misiones llegaron 
destacamentos de soldados con las órdenes de expulsión. Un 
sacerdote recordó tiempo después cómo a sus hermanos se les 
dieron instrucciones perentorias de empacar sus escasos bienes, 
y dos días después fueron escoltados al puerto de Veracruz; su 
viaje sólo fue interrumpido para hacer una última piadosa visita 
y para orar ante Nuestra Señora de Guadalupe, santa patrona de 
México, en su santuario del Tepeyac. 


Después, los jesuitas tuvieron que emprender el largo viaje a 
Cádiz, seguido por otra jornada, no menos ardua, primero a Cór- 
cega, y luego a los Estados Pontificios. 1 Varios sacerdotes viejos 
o enfermos murieron en camino; unos cuantos pidieron ser libe- 
rados de sus votos; y los leales sobrevivientes encontraron hos- 
pedaje en ciudades italianas donde llevaron una existencia peno- 
sa y oscura, hasta su muerte. De más de 500 jesuitas nacidos en 
México, sólo dos estaban destinados a volver a ver su amada pa- 
tria. 

Las “causas, justas y competentes” que habían impelido al rey 
a sancionar ese ejercicio de poder, aparentemente arbitrario, 
nunca fueron divulgadas a sus súbditos, sino “S. M. las reservó en 
los secretos de su real dilatado pecho”. La lealtad incondicional 
exigida por la monarquía borbónica fue expresada por el arzobis- 
po Francisco Antonio de Lorenzana (1766-1772), quien en una 
carta pastoral advirtió a su grey que ni siquiera debiera discutirse 
la cuestión: “lo que debe ejecutarse es obedecer y callar”. El mis- 
mo prelado fue quien persuadió al Cuarto Concilio de la Iglesia 
mexicana, convocado en 1771, a pedir la disolución de la Compa- 
ñía de Jesús, resolución debidamente citada por el embajador de 
15 


España en la Santa Sede cuando en 1774 obtuvo del papa Cle- 
mente XIV la extinción de los jesuitas como instituto reconocido 
de la Iglesia católica. 2 Para acallar la consternación popular cau- 
sada por estos hechos, el obispo de Oaxaca preparó una pastoral, 
que nunca llegó a circular, en que exclamaba: Cómo puede haber 
pluma ni boca que sin asombro y espanto hable y escriba en una 
materia en que ni el Papa ni el rey quieren que se escriba y hable 
y que debiera estar ya sepultada en el más profundo olvido [...]. 
Es un asumpto que sólo exige desde sus principios un religioso 
silencio y veneración rendida a las disposiciones inescrutables de 
la divina providencia y de las dos potestades supremas de la tie- 
rra eclesiástica y secular.3 


La expulsión de los jesuitas coincidió con la visita general de la 
Nueva España (1765-1771), dirigida por José de Gálvez, y había 
sido precedida por la llegada a México de dos regimientos de tro- 
pas regulares. Tanto para la élite criolla como para las masas for- 
mó parte de toda una serie de medidas introducidas por la Coro- 
na española, destinadas a fortalecer el poder de la monarquía y 
llamadas a transformar el gobierno colonial, pero que lesionaron 
los intereses del pueblo mexicano. Cuando Juan de Villalba, ins- 
pector general de las tropas, recién llegado trató de reclutar fuer- 
zas de milicia sin distinción de rango ni de casta, el cabildo de la 
ciudad de México se quejó, indignado, a la Corona, diciendo que 
había actuado “contra las ordenanzas, contra la constitución del 
país”, sin atender para nada a los derechos de preeminencia de la 
nobleza criolla en la formación de los oficiales de los nuevos regi- 
mientos. 4 Aunque el cabildo no se atrevió a protestar contra la 
expulsión de los jesuitas, sin embargo el virrey en funciones, 
marqués de Croix, advirtió al ministro de Indias, Julián de Arria- 
ga: 

“No ocultaré a Vuestra Excelencia que todo el clero y la toga 
que son enteramente suyos [de los jesuitas] son también los que 
más los han sentido”. 5 

En efecto, oidores criollos de la audiencia y canónigos del ca- 
bildo de la catedral de México iniciaron una campaña de murmu- 
ración contra Gálvez, alegando que en su casa se celebraban unos 
entretenimientos “extrañamente” desordenados. 

Como respuesta, el virrey acusó a Francisco Javier de Gamboa, 
alcalde del crimen de la Audiencia y al fiscal Juan Antonio de Ve- 
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larde, de encabezar un 


“partido contra el gobierno”. El asunto se volvió más grave 
cuando Gamboa y el canónigo Antonio López Portillo, clérigo 
criollo célebre por su erudición, fueron acusados de ser los auto- 
res de un volante escrito en defensa de los jesuitas, contra el ar- 
zobispo Lorenzana. 6 Aunque no hubo pruebas, en 1768 la Coro- 
na atendió a las insinuaciones de Croix y trasladó a Velarde, 
Gamboa, López Portillo y su primo, el arcediano Ignacio Ceba- 
llos, a ocupar otros cargos en la Península. 

En la diócesis de Michoacán, provincia que por entonces abar- 
caba los actuales estados de San Luis Potosí, Guanajuato, Micho- 
acán y Colima, la expulsión de los jesuitas causó motines popula- 
res, que fueron suprimidos con brutal vigor por el visitador gene- 
ral. La compañía poseía siete colegios en la diócesis, situados en 
16 


Valladolid, León, Guanajuato, San Luis Potosí, Celaya, Pátzcua- 
ro y San Luis de la Paz, que albergaban a unos 52 sacerdotes y a 
15 escolares y ayudantes. En Guanajuato, los jesuitas habían lle- 
gado sólo una generación antes de su expulsión, y tanto los pro- 
pietarios de sus minas como sus trabajadores habían contribuido 
generosamente a la edificación de un colegio y una iglesia mag- 
níficos, construidos en estilo churrigueresco, y que habían sido 
consagrados con regocijo universal en 1765. 7 Más aún: el pueblo 
de la gran ciudad minera se había amotinado el año anterior co- 
mo protesta contra la imposición del pago de alcabala por el 
maíz, la harina y la carne; contra los defectuosos cigarros puros 
del recién establecido estanco real del tabaco, y contra la forma- 
ción de una milicia local. Al hacerse públicas las noticias de la ex- 
pulsión de los jesuitas, “un gran número de trabajadores de las 
minas y de las haciendas del beneficio, junto con muchos vagos 
de la ciudad y de la región, amotinaron, apedreando las sedes de 
la caja real, de los monopolios del tabaco y de la pólvora y mu- 
chos otros edificios”. Con un regimiento español enviado desde la 
ciudad de México y con el apoyo de varios ricos criollos, temero- 
sos de la violencia popular, José de Gálvez suprimió esta *rebe- 
lión” con severidad sin precedentes, encarcelando a 600 

hombres para interrogarlos, de los cuales ahorcó a nueve, 
mandó a 31 a cadena perpetua y sentenció a otros 148 a diversos 
periodos de prisión. 8 


11 


Hechos muy similares ocurrieron en San Luis Potosí, donde 
mineros del Cerro de San Pedro se unieron a los amotinados de 
los barrios indios de la ciudad, en un ataque a las tiendas y los 
edificios del gobierno, liberando a los presos y amenazando con 
“acabar de una vez con todos los españoles”. En este caso, un rico 
terrateniente del distrito movilizó sus fuerzas y se unió a Gálvez 
para dispersar y capturar a los amotinados. Otros estallidos ocu- 
rrieron en Valle de San Francisco, Guadalcázar y Venado.9 Tam- 
bién en Michoacán, el gobernador indio de Pátzcuaro, Pedro de 
Soria Villarroel, logró que las comunidades indias del altiplano se 
sublevaran contra la expulsión y los nuevos impuestos. Según 
Gálvez, “este indio mestizo y de oficio herrero, en que sobresalían 
con exceso la astucia y la ambición, logró hacerse caudillo de to- 
das las castas de la ínfima plebe y extender su gobierno a ciento y 
trece pueblos comprehendidos en toda la provincia” .10 Pero 
aunque ocurrieron varios motines, sobre todo en Uruapan y Pátz- 
cuaro, fueron fácilmente sofocados; los cabecillas fueron deteni- 
dos y ejecutados, y otros participantes fueron aprisionados o azo- 
tados. 


Aunque el virrey Croix y las autoridades de Madrid elogiaron 
a Gálvez por la forma decisiva en que sofocó aquel desafío popu- 
lar a la autoridad real, muchos clérigos y funcionarios se horrori- 
zaron ante la severidad de sus castigos. En total, Gálvez ahorcó a 
85 hombres, mandó azotar a 73, desterró a 117 y sentenció a 674 


a diversos periodos de prisión. Y, lo que no es menos impor- 
tante, abolió el gobierno municipal de los pueblos indios de San 
Luis Potosí y de Michoacán que habían participado en los moti- 
nes. Pocos años después, el párroco de Santa Clara del Cobre afir- 
mó que “todo el gobierno económico, político y cristiano de los 
17 


indios ha dado por tierra ya que fue abolido el orden jerárqui- 
co que tenían entre ellos”. 11 Pero aunque se elevaron peticiones 
para devolver la autonomía al gobierno de estas comunidades, en 
1776 el nombramiento de Gálvez como ministro de Indias impi- 
dió toda revisión del caso. Gálvez tampoco mostró ningún arre- 
pentimiento por sus medidas, insistiendo en que debía prohibirse 
a los indios ponerse ropas españolas y montar a caballo, a fin de 
conservarlos en “la humilde condición en que los puso el Crea- 
dor”. Era necesario que el gobierno adoptara medidas enérgicas 
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en América, porque aquí el populacho era más peligroso que en 
España, ya que era “mayor el libertinaje, general la desnudez, ex- 
terior la religión y el pudor ninguno” .12 Estas ideas fueron las 
que lo llevaron a establecer regimientos de milicia y piquetes de 
tropas que continuamente patrullaban las principales ciudades de 
la provincia. 


En San Luis de la Paz, donde los jesuitas habían administrado 
la parroquia, el obispo Anselmo Sánchez de Tagle nombró a dos 
curas seculares con el objeto de atenderla entre ambos. Al infor- 
mar de su decisión al virrey, hizo notar que había visitado Pátz- 
cuaro para impedir nuevas perturbaciones, y que en las parro- 
quias de Dolores y San Miguel el Grande no habían ocurrido mo- 
tines, ya que los sacerdotes de ahí podían hablar las lenguas in- 
dias y, en verdad, eran “indios”. El recién nombrado cura de San 
Luis de la Paz informó al obispo que Gálvez había partido rumbo 
al norte dando “un ejemplar que nos ha dejado horrorisados, 
pues el día de ayer se horcaron tres indios y se pasó por las ar- 
mas otro y se hallan las cabezas de cada uno puestas en las esqui- 
nas de la plaza”. Las familias de estos cuatro revoltosos habían si- 
do expulsadas del pueblo, destruidas sus casas y sembrado el te- 
rreno con sal. Y, sin embargo, hacía observar que “los indios son 
muy de razón”, de buena conducta e instruidos en la ley de Dios, 
y que en realidad “los más en saben leer y algunos escribir”. 13 
Entre el clero del lugar había “un padre indito de San Miguel Ra- 
mírez”, señal de la aculturación étnica de esta zona durante el si- 
glo XVIII 

Los graves acontecimientos de 1767 constituyen un marcado 
rompimiento en la historia de la Nueva España: una poderosa 
corporación eclesiástica había sido brutalmente destruida por un 
simple fiat de la Corona, y el pueblo había sido bárbaramente re- 
primido por oponerse al cambio. En México, el asombro fue tanto 
mayor, ya que el país había estado aislado de las guerras civiles y 
las invasiones extranjeras que en los dos siglos anteriores devas- 
taron muchos estados europeos, incluyendo España. Desde la 
conquista, México había disfrutado de una envidiable Pax hispa- 
nica, perturbada tan sólo por incursiones en las fronteras de las 
indómitas tribus indias como los apaches, por un ciclo de ataques 
de piratas a las poblaciones de las costas y por dos grandes moti- 
nes en la ciudad de México durante el siglo XVII Aparte de una 
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minúscula guardia virreinal, en el interior del país no había nin- 
gún establecimiento militar, por lo que todas las conmociones 
populares tenían que ser sofocadas por los ciudadanos principa- 
les con sus seguidores o por el clero, que solía salir a las 18 


calles llevando el Santísimo Sacramento. Como los magistra- 
dos de distrito se interesaban más por buscar el lucro comercial 
que por la administración de justicia, el clero había adquirido la 
autoridad y el prestigio que en otras partes ejercían los poderes 
civiles. De hecho, en algunas zonas del imperio la Iglesia era el 
Estado y sus ministros actuaban como jueces y representantes de 
la monarquía. 14 


En Madrid, el ascenso de la dinastía borbónica llevó al poder a 
ministros que estaban obsesionados por la restauración del pode- 
río español en Europa. 


Conocedores de las máximas mercantilistas e impresionados 
por la Francia de Luis XIV, pretendieron reanimar la economía y 
reformar la sociedad, pues sólo un enorme flujo del comercio da- 
ría al Estado los recursos necesarios para financiar la expansión 
de su poderío militar, en la tierra y en el mar. En este proyecto de 
reforma ocupaba lugar central el imperio de América, ya que con 
mejor administración de sus minas y plantaciones se intensifica- 
ría el comercio atlántico, con base en el cual podrían restaurarse 
la prosperidad y la fuerza de la monarquía. Pero los informes lle- 
gados de México y de Perú, escritos por virreyes y por visitado- 
res oficiales, denunciaban a la Iglesia como principal obstáculo a 
la revitalización del poder de la Corona en el Nuevo Mundo. Til- 
daban de corrompidas a las órdenes religiosas, y decían que sus 
obispos y cabildos eran demasiado ricos. Por razón de su inde- 
pendencia, su extensa jurisdicción, sus grandes riquezas y fre- 
cuente laxitud, las múltiples instituciones de la Iglesia de Améri- 
ca presentaban así un importante obstáculo a los planes de los 
ministros borbónicos, de aumentar el poderío del Estado colonial, 
de reanimar la economía colonial y de procurarse un mayor flujo 
de ingresos provenientes del Nuevo Mundo. 15 

Si la expulsión de los jesuitas constituyó el más bárbaro golpe 
asestado a la Iglesia mexicana, no fue, empero, un incidente aisla- 
do. En 1749, una junta especial de ministros y clérigos recomen- 
dó que las extensas doctrinas administradas por las órdenes men- 
dicantes en el centro de la Nueva España fuesen puestas al cuida- 


14 


do del clero secular, con el resultado de que durante el decenio de 
1750 hubo frailes sumariamente expulsados de sus iglesias y con- 
ventos, que habían ocupado desde el siglo XVI. Poco después, en 
1771, en el Cuarto Concilio de la Iglesia mexicana se discutió so- 
bre si debía autorizarse una visita general de las órdenes religio- 
sas, y cuando algunos obispos retrocedieron ante esta medida la 
Corona procedió a enviar visitadores para lograr sus propósitos. 
Se redujo la cantidad de novicios admitidos a profesar, y los men- 
dicantes se encontraron limitados o bien a un ministerio urbano 
o a la actividad misionera en regiones fronterizas. Al término del 
siglo, los provinciales se quejaron de que muchos frailes pedían 
ser liberados de sus votos, obteniendo una secularización indivi- 
dual en Roma. 


Aunque los obispos de México y los cabildos de sus catedrales 
colaboraran con la Corona en su ataque a las órdenes religiosas, 
a partir del decenio de 1780 sus 19 


propias jurisdicciones e ingresos se encontraron sometidos a 
reiterados ataques de los ministros y funcionarios de Carlos III y 
de su sucesor, Carlos IV. El primer gran asalto contra sus intere- 
ses llegó en 1786, cuando recibieron un edicto, apoyado por las 
Ordenanzas de intendentes, el cual exigía que la administración 
del diezmo eclesiástico fuese transferida a unas juntas provincia- 
les encabezadas por los intendentes. En este caso, la resuelta re- 
sistencia de la jerarquía obligó a los ministros a retirar la medida. 
Por contraste, cuando en 1795 la Corona abrogó la absoluta in- 
munidad del clero en la jurisdicción de los juzgados reales, en los 
casos en que eclesiásticos fuesen acusados de delitos graves, las 
protestas no menos resueltas de los obispos no lograron impedir 
que la sala de lo criminal de la Audiencia de México procediera 
contra varios clérigos. La vista de unos sacerdotes en una cárcel 
común resultó una verdadera afrenta a los fieles y al clero. 16 En 
la misma década, algunos ministros introdujeron una serie de pe- 
queños impuestos, planeados para reducir los ingresos del clero, 
especialmente de los cabildos de las catedrales. Esta busca de in- 
gresos, a la que se dio nuevo ímpetu por la virtual bancarrota de 
la Corona, culminó en el decreto de Consolidación de 1804, el 
cual exigía que todos los capitales del clero fuesen depositados en 
las cajas reales, que, en adelante, sería la encargada del pago de 
intereses. Esta amortización fue aplicada por un virrey corrompi- 
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do, pese a una lluvia de protestas de las principales instituciones, 
y sirvió para enajenar más aún al clero de su tradicional lealtad a 
la monarquía. 

Sin duda alguna, en todos los niveles, la Iglesia mexicana su- 
frió un asalto sin precedente, iniciado por ministros y funciona- 
rios que se jactaban de sus ideas 

“ilustradas”, mostraban una creciente envidia a la riqueza del 
clero y temían su influencia sobre los fieles. Muchos de estos 
hombres se unieron a José Bonaparte cuando, en 1804, fuerzas 
francesas lo instalaron en el trono de España, y esperaron com- 
pletar su “reforma” de la Iglesia cerrando monasterios y confis- 
cando bienes del clero. Por esta razón, obispos y frailes desempe- 
ñaron papeles tan importantes en la resistencia a los franceses. 
Irónicamente, en la Nueva España los principales clérigos de la 
diócesis de Michoacán llamaron a sus fieles a rebelarse contra las 
autoridades de la colonia, poniendo como pretexto el peligro de 
que Bonaparte fuese reconocido rey. Su papel en la insurgencia 
de 1810 sólo se puede explicar como reacción al prolongado y 
continuo ataque a los privilegios, la jurisdicción, la riqueza y los 
ingresos de la Iglesia mexicana, ataque lanzado desde Madrid por 
ministros que no conocían siquiera las realidades de la Nueva Es- 
paña. 

2 

Para explicar la expulsión de los jesuitas, los observadores de 
la época se basaron en el famoso Motín de Esquilache, cuando en 
1766 el pueblo de Madrid se 20 

amotinó e invadió el palacio real gritando : ¡Viva España! 
¡Muera Esquilache!” 

El hecho de que un ministro italiano hubiese emitido un decre- 
to que prohibía a los españoles llevar sus voluminosas capas y 
sus sombreros de alas anchas resultó un insulto excesivo al orgu- 
llo castellano. Pero Carlos II y sus ministros quedaron convenci- 
dos de que tan descarado desafío a la autoridad de la Corona ha- 
bía sido causado por una vasta coalición de intereses creados, 
opuestos a su programa de reforma de la Iglesia y del Estado. En 
un documento ministerial escrito a propósito del motín, Pedro 
Rodríguez Campomanes (1723-1803), fiscal del Consejo de Casti- 
lla, identificó a los jesuitas como sus principales y solapados pro- 
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motores. No era la primera vez que los jesuitas habían conspira- 
do contra la monarquía española, ya que en 1640 la provincia 
portuguesa había apoyado con todas sus fuerzas la rebelión enca- 
bezada por el duque de Braganza. Según Campomanes, “el pri- 
mer vicio” de la Compañía de Jesús consistía en ser una institu- 
ción internacional que exigía una lealtad superior a las obligacio- 
nes de sus miembros como ciudadanos, de modo que cada jesuita 
“es enemigo de la Soberanía, depende de un gobierno despótico 
residente en un país extranjero”. 17 


El rasgo más notable de este informe fue la importancia dada a 
los asuntos de América. La humillación de Juan de Palafox y 
Mendoza, obispo de Puebla (1640-1654), quien fue expulsado de 
su sede por su intento de obligar a los jesuitas a pagar diezmos 
sobre el producto de sus fincas, ofreció una lección objetiva a to- 
dos los leales servidores de la Corona. En cuanto a las misiones 
jesuitas en Paraguay, ¿qué eran, sino un reino totalmente gober- 
nado por el padre general, residente en Roma? El rey de España 
no tenía más que una autoridad nominal en una provincia en que 
los misioneros ejercían un poder despótico sobre los naturales, 
obligándolos a trabajar en sus plantaciones, vendiendo sus pro- 
ductos y destinando las ganancias a fines desconocidos. Todo es- 
to condujo a la conclusión de que, puesto que los reyes de Portu- 
gal y de Francia habían expulsado a los jesuitas por “razones de 
Estado”, ya era tiempo de que la Corona española ejerciera su 
“poderío económico” expulsando a los jesuitas, confiscando sus 
propiedades y prohibiendo sus doctrinas: medidas necesarias, to- 
das ellas, para “salvar la patria y la religión verdadera” .18 

Si Campomanes condenó tan furiosamente a los jesuitas fue 
porque trataba de ensanchar la autoridad absoluta de la monar- 
quía española. Citando las leyes medievales de Partida, las cuales 
declaraban que *vicarios de Dios son los reyes cada uno en su re- 
yno”, afirmó que su poder soberano derivaba directamente del 
Todopoderoso. Como “ungido de Dios”, el rey tenía el derecho y 
el deber de actuar como protector de la Iglesia, aplastando la he- 
rejía y vigilando la disciplina del clero. ¿No había presidido 
Constantino el Grande los Concilios Generales de la Iglesia? En 
España, los reyes visigodos habían convocado a concilios para 
elucidar cuestiones de la Iglesia, y también las Cortes medievales 
habían intervenido en tal esfera. Efectivamente, los privilegios, 
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las inmunidades, la jurisdicción y la propiedad que poseía la Igle- 
sia se derivaban de concesiones del 21 

poder soberano de los monarcas, quienes conservaban la auto- 
ridad tanto de abrogar como de confirmar estos derechos tempo- 
rales. Campomanes, en su Tratado de la regalía de amortización 
(1765), demostró que todas las monarquías de la Europa medieval 
habían dictado leyes que limitaban la adquisición de propiedades 
por la Iglesia, legislación que iba dirigida especialmente contra 
las órdenes religiosas. Sin embargo, pese a estas medidas, en Es- 
paña las instituciones eclesiásticas habían seguido acumulando 
riquezas hasta el punto de que, en el siglo XVII, la Iglesia se ha- 
bía vuelto tal carga para la sociedad que era la principal culpable 
de la despoblación de ciudades y del empobrecimiento del reino. 
19 De esta triste historia, Campomanes sacó la conclusión de que 
la monarquía tenía precedentes sobrados y autoridad clara para 
limitar el número de miembros y la riqueza del clero, medidas 
que consideró eminentemente deseables. 

Además, en su Juicio imparcial (1769), sostuvo Campomanes 
que la autoridad del Papado era enteramente espiritual y que la 
Iglesia no poseía ningún derecho inherente a ejercer una juris- 
dicción obligatoria o legal. Recurrió a la historia para demostrar 
que el derecho del papa a ungir obispos era una innovación me- 
dieval. 


En consonancia con este ataque a las pretensiones de Roma, 
aconsejó que no se permitiera al Papado admitir apelaciones so- 
bre asuntos eclesiásticos de España o de América y que aún me- 
nos se le permitiese despachar decretos o bulas a la Iglesia hispá- 
nica sin consultar antes a los consejos del rey. Todo esto lo llevó 
a la conclusión de que “la Iglesia ella misma está dentro del Esta- 
do” y que los clérigos no estaban exentos de sus obligaciones de 
“vasallos de Su Majestad y ciudadanos”. El derecho divino de los 
reyes a gobernar incluía su autoridad sobre todos los aspectos de 
la vida eclesiástica, aparte de los estrictamente doctrinales y espi- 
rituales. 20 En estas declaraciones inequívocas encontramos los 
fundamentos dogmáticos de la sostenida campaña lanzada por 
los ministros “ilustrados” de los últimos Borbones contra los pri- 
vilegios, los ingresos y la propiedad de la Iglesia mexicana. 

Carlos MI jamás se habría atrevido a expulsar a los jesuitas de 
no haber estado seguro de que contaba con el apoyo de un bando 
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influyente dentro de la Iglesia española. Según una fuente infor- 
mativa posterior, fue Manuel Roda, ministro de justicia y talento- 
so abogado de extracción humilde, el que organizó una alianza de 
“libre pensadores y jansenistas” para destruir a los jesuitas. Aquí, 
lo difícil es definir lo que en este contexto significaba el jansenis- 
mo, sobre todo porque los jesuitas, entonces y después, solieron 
acusar de jansenismo a todos sus adversarios. Lo seguro es que 
los clérigos de la España borbónica se interesaron poco por las 
grandes cuestiones agustinianas del libre albedrío y la gracia di- 
vina que habían opuesto tan enconadamente a jesuitas y janse- 
nistas en Francia durante el siglo XVII. Ciertamente había mucha 
influencia francesa. Pero sin duda, las más frecuentemente leídas 
y citadas fueron las tesis galicanas de Bossuet y la historia ecle- 
siástica del abate Fleury. Además, la tradición 22 


monárquica española en derecho canónico (en que se había ba- 
sado Campomanes) encontró un refuerzo en las obras de Van Es- 
pen y de “Febronius”, canonistas que criticaron furiosamente la 
monarquía papal, definiendo sus pretensiones absolutistas como 
un abuso medieval que había socavado la autoridad legítima de 
los episcopados nacionales y concilios de la Iglesia. 21 

Pero el jansenismo español del siglo XVIII fue más allá de las 
formas de gobierno de la Iglesia, y puso en entredicho el valor de 
las órdenes religiosas, decidiendo subrayar la supremacía pasto- 
ral de los obispos y del clero parroquial. 


La glorificación del ascetismo y de la plegaria mística, tan pre- 
valeciente en la España de los Habsburgo, fue remplazada por la 
enseñanza de una sencilla piedad interior y de las obras pías. La 
prédica del evangelio basada en los textos de la Sagrada Escritura 
fue más valuada, en adelante, que la pompa y los gastos de las ce- 
lebraciones litúrgicas. Como resultado, obispos y sacerdotes 
adoptaron una visión crítica de la religión popular, poniendo en 
duda la fe en las curas milagrosas y el valor atribuido a las pere- 
grinaciones a los santuarios de las santas imágenes. No pasó mu- 
cho tiempo antes de que el clero “ilustrado” llegara también a cri- 
ticar las sobredoradas iglesias y altares de los estilos barroco y 
churrigueresco, tildándolos de ofensivos a la piedad cristiana y al 
buen gusto. Y 

las simples líneas sin ningún adorno del estilo neoclásico satis- 
ficieron a la vez a los jansenistas y a la opinión ilustrada. En el 
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ámbito de la teología y la filosofía, el escolasticismo fue ruda- 
mente atacado por depender de las anticuadas doctrinas de Aris- 
tóteles y por sus métodos de disputa. En cambio, se aconsejó a 
los estudiosos que retornaran a los primeros Padres de la Iglesia 
y que profundizaran en la historia de la Iglesia y en las actas de 
los grandes concilios. 


En efecto, el jansenismo fue la punta de lanza de todo un vasto 
movimiento de reforma y de renovación dentro de la Iglesia es- 
pañola, movimiento que incluía a fanáticos, moderados y simples 
oportunistas unidos tan sólo por su rechazo de la cultura espiri- 
tual e intelectual del catolicismo barroco postridentino. 22 Si los 
jesuitas fueron atacados con tal furia, fue por haber aplicado su 
formidable talento para defender las doctrinas escolásticas, fo- 
mentar las devociones populares como la del Sagrado Corazón de 
Jesús, y construir iglesias suntuosamente decoradas. 

La cuestión que unió a los clérigos jansenistas y a los abogados 
monarquistas fue la negativa de los jesuitas de América a pagar 
todo el diezmo eclesiástico sobre el producto de sus numerosas 
haciendas. Fue la insistencia del obispo Palafox (fervoroso prela- 
do a quien Carlos III aspiraba a ver canonizado) en que los jesui- 
tas pagaran este impuesto la que determinó la caída. Lo que enfu- 
reció especialmente a la camarilla de ministros que aconsejaron 
al rey fue la dispensa especial que la Compañía de Jesús había 
obtenido de la Corona en 1750 y por la cual, en vez del diezmo 
regular, sólo debía pagar una decimotercera parte de sus produc- 
tos. El efecto de este acuerdo fue disminuir el ingreso de los obis- 
pos y cabildos de catedrales que se mantenían del diezmo, y re- 
ducir el ingreso de la 23 


Corona proveniente de su parte de este impuesto, los dos nove- 
nos. El que tal acuerdo lo hubiese negociado una junta especial 
dirigida por José de Carbajal y Lancaster, apoyado por el mar- 
qués de Ensenada, principal ministro de Fernando VÍ, y por el 
confesor del rey, el jesuita Francisco de Rábago, sólo vino a in- 
tensificar las sospechas de estos ministros, de quienes Ensenada 
era enemigo y cuya mano también descubrirían más adelante en 
el Motín de Esquilache. 23 

La cuestión de los diezmos fue planteada, de nuevo, por el con- 
fesor de Carlos III, fray Joaquín de Osma, miembro del ala refor- 
mada de la orden franciscana y originario de Osma, última sede 
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de Palafox. Osma compiló todo un expediente, comenzando en 
los años de 1760, cuando los residentes de las haciendas jesuitas 
de Chile se negaron a pagar todo el diezmo, citando el acuerdo de 
1750, según el cual tales fincas sólo debían pagar la decimoterce- 
ra parte. Aunque el cabildo eclesiástico de Santiago de Chile ha- 
bía protestado con energía, la audiencia apoyó a los jesuitas y, 
cuando se recurrió al Consejo de Indias, el fiscal de la Corona ar- 
guyó que esto no podía resolverlo el rey (en su persona real) co- 
mo problema de gobierno ejecutivo sino que, en cambio, había de 
plantearse a la sala judicial del Consejo. Osma sostuvo que esta 
opinión era enteramente favorable a los jesuitas, ya que “así se 
eternizaría esta causa y lograría el Consejo que sus clientes se 
mantuviesen a sus usurpados derechos”. Aunque siempre se ha- 
bía reconocido al rey como “dueño único y absoluto de los diez- 
mos”, la transacción de 1750 había socavado claramente este de- 
recho, pues ahora los jesuitas afirmaban que sus privilegios se 
derivaban del Papado. En un memorando escrito en enero de 
1765 al ministro de Indias, Julián de Arriaga, declaró Osma que si 
el rey leyese así fuera un resumen del caso, al punto observaría 
cómo 

“algunos españoles, enemigos de su patria y de su Rey” habían 
traicionado los derechos reales en favor de los jesuitas, quienes 
habían llegado a América “como si huvieran ydo más a conquis- 
tar haciendas que no almas”. 24 Exigió que se diera una repri- 
menda a los ministros de la Audiencia de Chile y del Consejo de 
Indias y pidió urgentemente que se pusiese fin al acuerdo de 
1750. 

El resultado de estas recomendaciones fue que el conde de la 
Villanueva, ministro del Consejo de Castilla, fue nombrado jefe 
de una junta a la que se encargó examinar la cuestión de los diez- 
mos. Su informe, presentado en abril de 1766, causó sensación. 25 
A manera de introducción, Villanueva observaba que había resul- 
tado difícil y a veces imposible encontrar todos los documentos 
pertinentes, en especial los que trataban del acuerdo de 1750. 
Sostuvo entonces que el interés de la Corona en el asunto proce- 
día de la bula papal del 16 de diciembre de 1501, que había conce- 
dido a los reyes de España “pleno, absoluto e irrevocable domi- 
nio” sobre todos los diezmos eclesiásticos cobrados en las Indias, 
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derechos que eran expresión de su patronato de la Iglesia ameri- 
cana. 


Aunque la Corona había donado entonces los diezmos a los 
obispos y cabildos, sin embargo siempre había conservado dos 
novenos como expresión de su dominio primordial de este im- 
puesto. No obstante, cuando las órdenes religiosas 24 

adquirieron posesiones en el Nuevo Mundo, afirmaron que es- 
taban exentas del pago del diezmo. Los jesuitas obtuvieron en 
1549 y 1561 sucesivas bulas del Papado, que eximían a la Compa- 
ñía del pago de este impuesto, en España o en América. Si en Eu- 
ropa se puso fin a este privilegio en 1605, en cambio en México el 
litigio sólo empezó en 1624 y duró hasta 1655, en un proceso que 
afectó a todas las órdenes religiosas. Durante el decenio de 1640, 
el obispo Palafox se había quejado de las enormes posesiones que 
los jesuitas ya habían adquirido, e intentó arrancarles un pago. El 
caso finalmente fue resuelto en 1655 por el Consejo de Indias, el 
cual determinó que, en adelante, todas las órdenes religiosas de- 
bían pagar diezmos sobre el producto de sus fincas. Ante un fallo 
tan autoritario, todos los bandos en disputa convinieron en cum- 
plir con sus obligaciones. Sólo los jesuitas objetaron e introduje- 
ron apelaciones. Además, los diezmos que tuviesen que pagar en 
adelante —ya que la documentación no era muy clara al respecto 
— se basarían en su propia declaración de sus productos. 


Como resultado, en 1735 el cabildo eclesiástico de México ele- 
vó una enérgica protesta a la Corona, quejándose de las dificulta- 
des de cobrar los diezmos a los jesuitas. Sus quejas fueron apoya- 
das por la Audiencia de México, la cual reveló que para entonces 
los jesuitas poseían un ingreso de 400 000 pesos, procedente de 
una cadena de 79 haciendas (cálculo probablemente exagerado). 

Al revisar estos documentos, Villanueva exclamó que en todo 
el curso de este pleito la Compañía ha negado el dominio de Su 
Majestad, “porque sólo de este modo podrían tener valor sus pri- 
vilegios..”. Desde 1742, el padre Pedro Ignacio Altamirano había 
negociado el caso con los ministros reales, ayudado en su conclu- 
sión por el también jesuita Francisco de Rábago, confesor de Fer- 
nando VÍ. 


Sólo en 1750 aceptó Altamirano el principio del “pleno domi- 
nio” sobre los diezmos, y aun entonces se negó a reconocer los 
derechos de los obispos y cabildos de América, sosteniendo que 
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los privilegios concedidos por el Papado a la Compañía de Jesús 
la dejaban exenta de su jurisdicción. De hecho, Altamirano había 
rechazado categóricamente la autoridad del Consejo de Indias y 
había insistido en negociar directamente con la Corona y sus mi- 
nistros. Fue esta encendida defensa la que movió a Villanueva a 
comentar, indignado, “que litiga un vasallo con su Rey, un tal je- 
suita con el señor d. Ferdinand VI..”. El resultado fue un triunfo 
para la Compañía, pues aunque los jesuitas acabaron por recono- 
cer el pleno dominio de la Corona sobre los diezmos en las In- 
dias, obtuvieron la extraordinaria concesión de sólo pagar una 
decimotercera parte del producto de las haciendas, en lugar del 
diezmo regular. Además, la declaración del producto que harían 
los administradores de sus fincas sería aceptada sin mayor escru- 
tinio para evitar toda futura querella y pleito legal. Al narrar esta 
extraordinaria secuencia de hechos, observó Villanueva que al 
menos dos autores jesuitas habían defendido la legitimidad moral 
de hacer declaraciones falsas a las autoridades fiscales en caso de 
necesidad económica. En conclusión, recomendó que el acuerdo 
de 1750 fuese declarado nugatorio y vano y que, en 25 

adelante, los jesuitas pagaran todo el diezmo. 

El 4 de diciembre de 1766, o sea sólo tres meses antes de que 
fuera firmada la orden de expulsión, la Corona emitió un edicto 
en que anulaba el acuerdo de 1750. Se refería a los “importunos 
ruegos y representaciones capciosas, sujestivos y complicados 
con los vicios de obrepción y subrepción” presentados por el abo- 
gado de la Compañía, y observaba que el acuerdo había sido 
aceptado y firmado por ministros del Consejo de Castilla pasando 
por alto las quejas de los cabildos de las catedrales de América y 
el conocimiento especial del Consejo de Indias.26 En efecto, du- 
rante dos siglos la Compañía de Jesús había evitado los rigores 
del pago del diezmo cobrado a todas las demás haciendas y plan- 
taciones de la América española, lo que había contribuido a su 
extraordinario éxito en la administración de sus terrenos. 


Desconociendo el peligro que los amenazaba, en septiembre de 
1766 los jesuitas lograron obtener un breve papal que confirmaba 
y renovaba todos los poderes y privilegios de que por entonces 
gozaban sus misioneros. Entre estos derechos se encontraban la 
facultad de emitir dispensas de matrimonio, licencia para leer li- 
bros prohibidos por la Inquisición, y la definición de los indios 
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como neófitos en la fe católica. Cuando Julián de Arriaga, minis- 
tro de Indias, fue enterado por el agente español residente en Ro- 
ma del contenido de este breve, se quejó tanto del Papado como 
de los jesuitas, pues *veo la desigualdad con que esta Corte trata 
a nuestros obispos de Indias respecto a los jesuitas, pues lo que a 
aquellos dificulta tanto conceder, dispensa a éstos con una fran- 
queza sin ejemplar, y lo que cuesta muchas instancias a el Rey 
Nuestro Señor, lo hace por una insinuación del General de la 
Compañía”. En particular le irritó el derecho de los jesuitas a de- 
finir a sus vasallos indios como neófitos, ya que esto equivalía al 
reconocimiento de unas misiones virtualmente permanentes: *só- 
lo con este privilegio les sobra para mantener fuera de la jurisdic- 
ción del Rey y de los obispos por siglos y siglos quanto número 
de indios se les antoje”. Obviamente, estaba pensando en la situa- 
ción de Paraguay como estado jesuita virtualmente autónomo, 
sometido casi sólo de nombre a la autoridad del monarca. En ene- 
ro de 1766, Carlos III ordenó al presidente del Consejo de Indias 
sacar de la circulación el breve papal, pues había socavado la au- 
toridad de la Corona, de los obispos de América y de la Inquisi- 
ción. 27 Al enterarse del asunto, los abogados del Consejo lamen- 
taron que los jesuitas tan obviamente hubiesen tratado de enviar 
ejemplares del breve a sus colegios y misiones de América sin 
haber obtenido antes la autorización ministerial, y se quejaron de 
que las leyes civiles no recibieran la veneración que se daba a las 
leyes eclesiásticas, “como promulgadas en nombre del mismo 
Dios, de quienes son vicarios en lo temporal los príncipes y su- 
premas potestades”. 


Cuando el conde de Aranda, ministro habitualmente conside- 
rado 

“librepensador”, entregó al presidente del Consejo de Indias 
varios ejemplares del decreto fechado el 17 de marzo de 1767, el 
cual expulsaba a los jesuitas de los 26 


dominios españoles de América y de Europa, insistió en que 
habían sido las constantes maniobras de los jesuitas por obtener 
privilegios que les eximieran de la jurisdicción episcopal las que 
habían causado su caída. “Preví el peligro de fiar provincias ente- 
ras a un cuerpo de regulares con superior fuera del reyno”, en es- 
pecial “por hallarse estas provincias o misiones separadas en 
substancia de la monarquía”. En regiones como el Paraguay, los 
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jesuitas no habían enseñado la lengua española a los indios, ha- 
bían prohibido a españoles entrar en sus misiones a comerciar, y 
no reconocían la autoridad de los tribunales reales. 28 En el futu- 
ro, la Corona dependería del clero secular para gobernar a los in- 
dios y colocaría aquellos territorios bajo la jurisdicción de magis- 
trados reales, concediendo a los españoles el derecho de entrar en 
esas tierras. En adelante, Leviatán no admitiría rivales en el ejer- 
cicio del poder del Estado. 


3 


Si el ataque de los Borbones a la Iglesia causó tal escándalo en- 
tre el clero mexicano fue porque muchos sacerdotes aún mante- 
nían una interpretación providencialista de la monarquía españo- 
la. En la Política indiana (1648), comentario autorizado de las Le- 
yes de Indias, escrito por Juan de Solórzano Pereira, habían en- 
contrado una resonante afirmación de que el imperio español se 
debía a los designios del Todopoderoso, que había elegido a Espa- 
ña entre todas las naciones de Europa para llevar el evangelio 
cristiano a los naturales del Nuevo Mundo. Su título de propiedad 
lo constituía el donativo papal de 1493, cuando Alejandro VI re- 
conoció a los Reyes de Castilla como señores del Nuevo Mundo, a 
condición de que se dedicaran a convertir a sus habitantes a la fe 
católica. Más adelante, el papa Julio II concedió a los reyes el pa- 
trocinio universal de la Iglesia americana, con derecho de nom- 
brar a todos los obispos y canónigos por todo ese vasto imperio. 
Por cuanto a la relación entre las jurisdicciones secular y ecle- 
siástica, Solórzano afirmó que “de uno y otro brazo se compone 
el estado de la república y en ambos se ha esmerado y desvelado 
igualmente el cuidado de nuestros reyes...”. Definió así la religión 
católica como principal fundamento del imperio de España en el 
Nuevo Mundo y declaró que, como patrones universales de la 
Iglesia americana, los reyes católicos actuaban como *vicarios del 
Romano Pontífice y como condestables del ejército de Dios...” .29 
En realidad, Solórzano consideraba el imperio de los Habsburgo 
como una monarquía universal, compuesta de varios reinos en 
que la Corona era apoyada por dos grandes órdenes de gobierno, 
el secular y el eclesiástico, provisto cada uno de sus propias le- 
yes, tribunales, ministros e ingresos, y encabezados, respectiva- 
mente, por magistrados y obispos nombrados por su soberano 
común. 
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En la Nueva España, el providencialismo imperial armonizaba 
con un culto 27 


religioso que afirmaba que la Madre de Dios había elegido al 
pueblo mexicano para darle su protección especial. En 1737, 
cuando la ciudad de México sufrió una devastadora peste que 
causó la muerte de miles de sus habitantes, Nuestra Señora de 
Guadalupe fue proclamada su patrona. Esta medida tuvo tal 
aceptación popular que en 1747 los obispos y los cabildos de to- 
das las diócesis de México se unieron para proclamar patrona 
universal de la Nueva España a la Virgen del Tepeyac. Este acto 
solemne, que no tardó en ratificar el Papado, constituyó la culmi- 
nación de una campaña —que había durado todo un siglo— 

del clero criollo por fomentar y predicar la veneración a esta 
imagen. Pues fue apenas en 1648, cuando Miguel Sánchez publicó 
el primer relato circunstanciado de la milagrosa aparición de la 
Virgen María al indio Juan Diego en el Tepeyac, en 1531, y la im- 
presión igualmente milagrosa de su imagen en su sayal, presen- 
tado al obispo Zumárraga. Hasta entonces, el santuario del Tepe- 
yac, edificado en un pequeño peñón fuera de la ciudad de México 
y antes dedicado a la diosa azteca Tonantzin, sólo había tenido 
veneración local y hasta había sido acremente criticado por mi- 
sioneros franciscanos, diciendo que servía para encubrir la idola- 
tría de los peregrinos indios. Pero con la publicación de la obra 
de Sánchez, canónigos criollos y catedráticos universitarios com- 
pitieron en la exaltación y propagación del culto a la imagen gua- 
dalupana. En el decenio de 1660, en el camino de los peregrinos 
que conectaba el santuario con la capital, se edificaron pequeñas 
capillas o estaciones dedicadas a los misterios del rosario, y en 
1695 


comenzó la construcción de una magnífica iglesia nueva. 30 
Aumentaron los donativos y en 1751 se estableció un colegio de 
canónigos para oficiar en el santuario: único organismo de este 
tipo en la Nueva España, aparte de los cabildos de las catedrales. 

Este culto tuvo importancia por tres razones. El relato de la 
aparición y el patrocinio conferido por la conservación de la ima- 
gen fue interpretado por la élite criolla del clero como fundamen- 
to celestial para la Iglesia mexicana, totalmente distinto y supe- 
rior a la conquista espiritual, celebrada con tanto júbilo por mi- 
sioneros franciscanos de la Península. El paganismo había sido 
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erradicado tan rápidamente de la Nueva España por intercesión 
de la Virgen María. Lejos de constituir una extensión misionera 
de Europa, la Iglesia mexicana tenía su base en la aparición del 
Tepeyac. Al mismo tiempo, la veneración a la imagen en que la 
Virgen María aparece como india o mestiza unió al clero criollo y 
a las masas indias en una devoción común. Y cuando se dijo que 
sólo se podría nombrar canónigo para este santuario a quien co- 
nociese las lenguas indias, esto vino a subrayar el carácter popu- 
lar de su devoción. Mariano Veytia, historiador de aquella época, 
comentó que cada semana aparecían peregrinos indios en el atrio 
de la iglesia, para bailar y cantar himnos en su propia lengua. 31 
Por último, esta devoción sirvió para exaltar la supremacía de la 
ciudad de México y de su arzobispo, y a su vez unir a todo el país 
bajo una patrona común. En todas las ciudades con catedrales y 
en las capitales de las provincias de la Nueva España se 28 


edificaron capillas y altares en honor de la guadalupana, y en 
muchos lugares se construyó un santuario en las afueras de la 
ciudad, conectado por un camino de peregrinos, en emulación di- 
recta de la relación entre México y el Tepeyac. 


Encontramos aquí —a la vez— un mito fundador y un culto po- 
pular, que suscitó una devoción a la vez patriótica y religiosa: el 
símbolo mismo de una Iglesia criolla e india. 


En los mismos decenios en que la veneración a la guadalupana 
alcanzó su clímax, la arquitectura religiosa entró en una verdade- 
ra fiebre de construcción, dominada por el estilo llamado churri- 
gueresco. Una vez más, la catedral de la ciudad de México desem- 
peñó un papel central: se llamó a dos arquitectos españoles para 
diseñar el Altar de los Reyes y el nuevo Sagrario. El resultado 
consistió en introducir en la Nueva España los últimos avances 
del barroco español. En adelante, durante los 60 años que van de 
1730 a 1790, los altares y las fachadas de las iglesias mexicanas, 
divididas hasta entonces en paneles rectangulares, dominados 
sus decorados y pilares por líneas horizontales, parecieron dan- 
zar al disolverse los órdenes tradicionales del Renacimiento y ser 
remplazados por estípites: pilares con nichos y moldes elabora- 
dos; así, el detalle escultórico quedó enteramente subordinado al 
movimiento ascendente de todo su marco. La Santa Prisca de Ta- 
xco, la Valenciana cerca de Guanajuato y los altares de Santa Cla- 
ra de Querétaro nos ofrecen ejemplos de arquitectura religiosa de 
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la que, en Europa, sólo se encuentran paralelos en Andalucía y 
en Austria.32 A juzgar por las crónicas de la época, tanto la élite 
intelectual cuanto las masas se unieron, aclamando las nuevas 
maravillas que provocaban su gozo y su devoción; esta fase ten- 
dría un fin súbito con la promulgación del estilo neoclásico por la 
Academia de San Carlos, fundada en 1784. 


Los cien años o más que transcurrieron desde el decenio de 
1640 hasta el de 1750 fueron un periodo de renovación espiritual 
dentro de la Iglesia mexicana, en el cual las formas y el espíritu 
del catolicismo barroco y postridentino echaron profundas raíces 
en la Nueva España. La devoción a Nuestra Señora de Guadalupe 
no fue más que una manifestación del culto a las imágenes mila- 
grosas, culto tan omnipresente que puede decirse que en cada 
provincia surgieron santuarios eregidos en honor de las imáge- 
nes locales, aclamadas a menudo como patronas de sus urbes y 
comunidades. Si el ciclo de construcción de iglesias cobró tan 
enorme auge, en gran medida fue porque el aumento de la pobla- 
ción de los territorios situados inmediatamente al norte de los 
valles centrales resulto enorme: los mineros ricos competían edi- 
ficando edificios cada vez más espléndidos. Además, en los pri- 
meros decenios del siglo XVIII hubo una renovación de la activi- 
dad misionera, tan extensa y profunda que llegó a ser una segun- 
da evangelización de la Nueva España. En 1683, la fundación de 
un colegio franciscano de propaganda fide que reclutaba frailes 
de todas las provincias existentes en España y México, tuvo tal 
éxito que otros institutos se establecieron en Zacatecas, la ciudad 
de México y Pachuca. Los vastos territorios 29 


de la frontera septentrional ofrecieron un marco al esfuerzo 
misionero, en escala tan heroica que los franciscanos re-vivieron 
la experiencia de sus antecesores del siglo XVI, convirtiendo a 
centenares de indios a la fe cristiana. Pero los frailes de estos co- 
legios también emprendieron extensas misiones regulares entre 
los fieles, recorriendo las parroquias de las diócesis centrales. A 
veces, sus sermones penitenciales fueron tan poderosos que con- 
gregaciones enteras se echaron a las calles llevando cruces y azo- 
tándose las carnes como señal de arrepentimiento por sus peca- 
dos. Además, si el ímpetu para la fundación de esos colegios llegó 
de la Península, pronto se unieron frailes criollos que llegarían a 
dominar el colegio de Nuestra Señora de Guadalupe en Zacate- 
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cas. Y su influencia no se limitó a espectaculares actos de peni- 
tencia, ya que los fundadores del Oratorio de San Miguel el Gran- 
de y del santuario de Atotonilco reconocieron la deuda que te- 
nían para con los franciscanos. ¿Puede ser coincidencia que en 
esta época un buen número de herederas criollas decidieran dedi- 
car sus vidas y sus riquezas a la fundación de nuevos conventos? 
¿O que grupos de mujeres devotas se unieran formando beate- 
rías, grupos de monjas sin votos que se ganaban la vida enseñan- 
do a niños y niñas? En todos los niveles de su variada existencia, 
la Iglesia mexicana, y en particular la diócesis de Michoacán, ex- 
perimentaron así una intensificación de su vida cristiana. 


30 
II. CRÓNICAS MENDICANTES 
1 


EN SU crónica de la provincia franciscana de San Pedro y San 
Pablo, publicada en 1643, Alonso de la Rea llamó a Michoacán 
“este Paraíso Terrenal” cuyas feraces tierras eran regadas por di- 
versos ríos, lagos y lluvias abundantes. El ganado, el trigo y el 
maíz de las tierras yacentes entre Celaya y Querétaro y los ricos 
depósitos de plata de las cordilleras de Guanajuato y de Tlalpu- 
jahua podían competir con el azúcar, las frutas y los peces de los 
distritos que rodeaban al lago de Pátzcuaro. Hasta el aire era tan 
fresco y tibio que “así el templo es de los mejores del reino”. De la 
Rea, originario de Querétaro y animado “con el amor natural de 
patria”, celebró a la ciudad y a sus campos y huertos circundantes 
diciendo que le recordaban a Italia, y declaró que no hay vecino 
que no sea criador y señor de muy grandes haciendas”. La prodi- 
galidad de la naturaleza se combinaba con la influencia benigna 
de las estrellas, que “producen grandes habilidades y talentos... 
en los púlpitos y catedrales, como en lo político y moral”. 1 La 
ciudad ya poseía conventos de franciscanos, agustinos y carmeli- 
tas, así como un colegio jesuita y un santuario en las colinas, que 
albergaba una cruz milagrosa. 


Si hubiesen existido memorias escritas, De la Rea habría trata- 
do de cantar a quienes “eternizaron el valor del tarasco con el po- 
lítico y militar gobierno”, especialmente porque su reino nunca 
pudo ser conquistado por sus vecinos, los aztecas. De la Rea tam- 
bién hizo notar que su último monarca se había sometido por vo- 
luntad propia a Hernán Cortés, aceptando el bautismo de Martín 
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de Valencia, jefe de la misión franciscana en la Nueva España. 
Sostuvo que los tarascos “son eminentes en todos los oficios”, cé- 
lebres tanto en la escultura como en la pintura. Sus iglesias se 
contaban entre las mejor atendidas de la Nueva España, ya que 
“es el tarasco de su natural muy ceremoniático y cuidadoso en el 
culto de su religión”. Sin embargo, al mismo tiempo confesó De 
la Rea que la conquista había inaugurado una época trágica para 
los pueblos originarios de Michoacán, que sufrieron las depreda- 
ciones de los españoles y el ataque de terribles epidemias. Duran- 
te la gran peste de 1543 habían perecido cinco sextas partes de la 
población. El que pudo sobrevivir vio, por una parte, “el reino de- 
solado y sin gente; y por otra, los cimientos y ruinas de las ciuda- 
des: sus haciendas en poder ajeno y ellos mismos en su tierra co- 
mo extranjeros heriles y despóticos”. Esta epidemia fue seguida 
por otra peste, en 1577, “en que murió la mayor parte de los in- 
dios”. El resultado era que, ahora, la provincia tenía menos 31 


personas de las que antes habían vivido en una sola ciudad; la 
antigua capital tarasca, Tzintzuntzan, que había albergado a 20 
000 habitantes, ahora contaba con 200 familias. 2 

Aunque De la Rea elogió a Vasco de Quiroga, primer obispo de 
Michoacán, por su “celo, santidad y prudencia”, presentó a los 
franciscanos como los verdaderos padres fundadores de la Iglesia 
misionera. En particular, se refirió a fray Martín de Jesús como a 
otro Moisés, quien conversó con Dios en las más altas montañas 
y cuya santidad fue ratificada por “los éxtasis y arrobos”, y que 
en su combate diario contra el diablo se azotaba y llevaba un cili- 
cio. Martín de Jesús, fundador de la provincia franciscana de San 
Pedro y San Pablo —que se separó de sus padres mexicanos en 
1565—, se sintió muy afligido por los excesos de los españoles, 
que “como leones daban en la manada desgarrando, destruyendo 
y matando, como en simples ovejuelas”. Sin embargo, el más in- 
fatigable, con mucho, de los primeros misioneros franciscanos 
fue fray Juan de San Miguel, quien predicó el evangelio en los 
montes y los valles de Michoacán y recorrió las llanuras del Ba- 
jío, intentando por doquier concentrar a la población india en co- 
munidades nuevas. De la Rea comenta que iba “descubriendo en 
sus retiros a los tarascos, por moradores tan incultos entonces, 
bárbaros e ignorantes que fue menester tal ministro para reducir- 
los y bajarlos a vida política y sociable”. En Uruapan, Juan de San 
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Miguel construyó la iglesia y el hospital y dividió el nuevo asen- 
tamiento en nueve barrios, cada uno con su propia capilla y su 
santo patrono. Enseñó a los indios todos los oficios y las artes de 
los españoles, desde la ebanistería y el trabajo del metal hasta la 
música y la pintura. Y fue Juan de San Miguel, sostuvo De la Rea, 
quien estableció los hospitales dedicados a la Inmaculada Con- 
cepción, de los cuales aún quedaban 20: precedente que fue imi- 
tado en Pátzcuaro por el obispo Vasco de Quiroga. 3 Y no fue el 
único que se consagró a la tarea de fundar comunidades como 
Uruapan y San Miguel el Grande, ya que hasta en Tzintzuntzan, 
fray Pedro de Pilar reconstruyó la ciudad y 


“dio leyes al gobierno de su república, en lo político y popular, 
como pudiera un cónsul de Roma”. 

Fueron los franciscanos quienes empezaron a aprender las len- 
guas indias, publicando vocabularios, gramáticas y catecismos en 
tarasco, náhuatl, mazahua y otomi. El fraile francés Maturino 
Gilberti publicó traducciones de las Sagradas Escrituras, lo que 
motivó a De la Rea a dirigirse a él, como “el Jerónimo o Cicerón 
de Tarasco”, añadiendo que en la lengua tarasca “que es muy dul- 
ce, elegante y copiosa fue el universal maestro, el gran Maturino 
Gilberti”. Para consolidar la conversión, los franciscanos forma- 
ron a sus pupilos aborígenes en cofradías, dedicadas a la Santa 
Cruz y a las Benditas Ánimas del Purgatorio, cuyos miembros se 
reunían con regularidad durante la Cuaresma para azotarse y ce- 
lebrar procesiones semanales. El día de la fiesta del Descubri- 
miento de la Santa Cruz, los indios organizaban simulacros de 
batallas, según el modelo español de 


“batallas entre moros y cristianos”, en que se dividían en ban- 
dos de guerreros 32 

españoles y chichimecas. Estos últimos celebraban “unos mito- 
tes y bailes gentiles, con tan hermosas plumas”, versiones de las 
cuales se celebraban en Querétaro, Pátzcuaro, Uruapan, Tzin- 
tzuntzan y Celaya. 4 


Aunque el principal propósito de De la Rea era conmemorar 
los heroicos logros de los padres fundadores de su provincia, 
también se fijaba en los ejemplos contemporáneos de santidad. 
Observó a un fraile al que sus hermanos habían visto en su con- 
vento, “donde tenía su retiro en un rosal, y allí pasaba sus arro- 
bas, éxtasis y raptos; y así lo vieron muchas veces arrobado en el 
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aire, insensible y con el rostro tan hermoso y encendido como las 
rosas heridas del sol”. Mencionó también a un hermano lego del 
convento de Valladolid, que recogía las limosnas atravesando la 
Nueva España, donde llegó por el sur hasta las minas de plata de 
Texcoco, “a pie y descalzo, con el hábito a raíz de las carnes y de 
ordinario con diversos y varios cílices y por todos los caminos 
con una cruz de madera de dos varas de largo sobre el hombro”. 
Y, de no menor importancia, De la Rea describió la fundación, en 
1607, del convento de Santa Clara en Querétaro, establecido por 
Diego de Tapia, hijo del fundador otomí de la ciudad y 


“señor de las mayores haciendas que había en el pueblo de 
Querétaro”. Tapia donó al convento unas fincas que producían un 
ingreso anual de 13 500 pesos, suma suficiente para que su hija 
Luisa pudiese ser abadesa: hemos de suponer que fue la única 
monja india en una institución que exigía a cada aspirante una 
dote de 2 000 pesos. En 1633, al completarse la construcción, San- 
ta Clara tenía más de 60 monjas profesadas.5 En efecto, la cróni- 
ca de De la Rea registró tanto el trágico curso de la “conquista es- 
piritual” de los pueblos indios de Michoacán como el nacimiento 
de una Iglesia hispánica basada en las ciudades y las haciendas de 
la región. Su naciente patriotismo criollo pudo expresarse en la 
celebración de las realizaciones tarascas, de la santidad francisca- 
na y de los hechos positivos de la sociedad hispánica de Micho- 
acán. 

2 


La primera crónica de los frailes agustinos de Michoacán, pu- 
blicada en 1624 por Juan González de la Puente, carece por com- 
pleto del carácter patriótico de su equivalente franciscano y tiene 
relativamente poco qué decir acerca de los indios o de su región. 
Tras un prólogo que trata de la conquista, se concentra por com- 
pleto en narrar las vidas y las obras de nueve santos frailes. Aquí, 
virtualmente todo el hincapié se hace en las mortificaciones de la 
carne como medio de alcanzar la santidad. Aunque De la Puente 
reconoce que el orgullo es 

“raíz de todos los vicios” y que las prácticas ascéticas eran las 
expresiones exteriores del “sacrificio interior” de la voluntad, de- 
fine los azotes y cilicios como armas esenciales en la diaria bata- 
lla contra las tentaciones del mundo, el demonio y la carne. Ha- 
blando de la necesidad de dominarse a sí mismo, añade: 33 
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“el hombre es casado consigo mismo adonde la carne es la Eva, 
la razón es el Adán”. Al narrar su experiencia de caminar durante 
tres días al lado de fray Pedro de Vera, añadió que este venerable 
eclesiástico casi no habló durante todo ese tiempo, absorto en sus 
plegarias, que casi no comió y que durmió en el suelo, levantán- 
dose a media noche para flagelarse. Asimismo, al describir la vida 
de Juan de Medina Rincón, que fue el tercer obispo de Micho- 
acán, no menciona siquiera sus actos de gobierno, pero en cam- 
bio insiste en su invariable ascetismo y en la enorme escala de las 
limosnas que daba a los pobres de su diócesis. Fue un triunfo que, 
siendo obispo, conservara las virtudes del fraile. Narra después 
un incidente revelador de un resentido prebendario de la cate- 
dral, a quien Medina Rincón había reprimido por su costoso 
atuendo; fue a espiar al obispo a su retiro campestre, con la espe- 
ranza de descubrir algún escándalo amoroso, sólo para ser salpi- 
cado de sangre por los azotes que el prelado se daba en la espalda 
a la media noche. 6 


Como corresponde a un español peninsular, De la Puente cele- 
bró la conquista de México como acto de la providencia divina, 
comparando con toda seriedad a Colón con Moisés y a Cortés 
con Gedeón. La decisión de este último de marchar tierra adentro 
con sólo 300 hombres fue, según él, “hecho digno de eterna me- 
moria y de un ánimo y corazón más que humanos, adonde a mi 
parecer, tuvo más parte la Gracia que la naturaleza”. Anunciada 
por prodigios y confirmada por las apariciones de la Virgen Ma- 
ría y de Santiago en momentos decisivos de combate, “esta con- 
quista fue milagrosa y como tal estuvo antes profetizada en algu- 
nos lugares de Escritura”. Después de todo, Satanás, “gran maes- 
tro de bailes y danzas”, había bañado en sangre la tierra, creando 
en México “este gran caos de abominaciones”. Por esta razón, De 
la Puente cita el capítulo 18 del profeta Isaías, donde Dios envía a 
sus embajadores a una nación que en un tiempo fue terrible en 
su crueldad y su idolatría pero ahora ha caído y ha sido devasta- 
da. De acuerdo con esta interpretación espiritual de los hechos, 
dijo De la Puente que 

“tres órdenes han sido los conquistadores de estas nuevas tie- 
rras”: franciscanos, dominicos y agustinos, hombres que entraron 
como corderos en su reino. 7 Tal vez fuese inevitable que De la 
Puente celebrara a la suya como la primera de todas las órdenes 
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religiosas reconocida por la Iglesia católica, fundada por San 
Agustín en el siglo IV y establecida en España mucho antes de la 
llegada de los musulmanes. 


La parte más atractiva, con mucho, de la crónica de De la 
Puente, es la que está dedicada a la vida de fray Juan Bautista de 
Moya, quien llegó a México en 1536 y se dedicó a la conversión 
de los indios de Michoacán. Manteniéndose a base de un régimen 
de tamales de maíz y de verduras, fray Juan Bautista iba descalzo, 
exponiéndose al sol y a los mosquitos y abreviaba sus horas de 
sueño para orar y flagelarse hasta sacarse sangre. Pero estas 
prácticas no eran sino los medios por los cuales se fortalecía para 
su misión entre los indios, pues recorría las montañas y los valles 
tropicales en su busca para convertirlos. Basándose en 34 


materiales reunidos por un fraile de la época, De la Puente 
también narró cierto número de incidentes extraordinarios, como 
cuando fray Juan Bautista resbaló de un alto sendero en la mon- 
taña, sólo para ser visto poco después ascendiendo del otro lado: 
su cuerpo se sostuvo en el aire. También se le vio atravesar una 
corriente sobre el lomo de un manso caimán. Por último, unos es- 
pañoles lo vieron una vez tan arrobado en la plegaria que sus 
pies claramente se despegaron de la tierra. Aunque De la Puente 
describe con cautela estos evidentes milagros, sus conclusiones 
son inequívocas. Y tales virtudes no eran desconocidas en su pro- 
pia época, ya que el ascético Pedro de Vera, quien caminó de Mi- 
choacán a San Luis a predicar los sermones de cuaresma a los in- 
dios que trabajaban en las minas de plata, no murió hasta 1621. 
Por contraste, un cambio se registró en la vida de Diego de Chá- 
vez, quien pasó la mayor parte de su existencia como fraile en 
Yuriria, donde fue responsable de la construcción de su magnífica 
iglesia y convento, edificio al que De la Puente llama “otro Esco- 
rial en las Indias”. 8 


Decíase que Chávez nunca había salido del priorato, viviendo 
como monje en un desierto. 


Las deficiencias de las crónicas de De la Puente fueron tan ob- 
vias —en especial si se les compara con su equivalente francis- 
cano— que en 1671 el provincial obtuvo licencia para la publica- 
ción de la Historia de la Provincia de San Nicolás de Tolentino de 
Michoacán, redactada 30 años antes por Diego Basalenque (1577- 
1651). Basalenque, peninsular que llegó de nueve años a México, 
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ingresó en la orden de los agustinos en 1593 y fue su provincial 
durante 1623-1626 antes de retirarse al pequeño convento de 
Charo, donde escribió una crónica que dio una vasta información 
acerca de su orden y también de Michoacán. Como ocurre a to- 
das las historias monásticas, su afán era edificante y presentaba 
las vidas de los santos fundadores de su provincia como modelos 
para los frailes jóvenes. 


Para informarse se basó en De la Puente y en la historia de la 
orden agustina en la Nueva España, publicada en 1624 por Juan 
de Grijalva. Pero él mismo había conversado con viejos sobrevi- 
vientes de las primeras misiones y, siendo provincial, había refle- 
xionado sobre los progresos de su orden en Michoacán. 


Habiendo escrito su crónica en el retiro, declaró que mientras 
la gramática era necesaria para los niños y la metafísica era el es- 
tudio apropiado para los hombres maduros, la historia constituía 
el solaz del anciano. 9 


Como los franciscanos, también los primeros agustinos que lle- 
garon a Michoacán fueron a pie desde México, descalzos y lle- 
vando cruces. Establecieron su primer convento en Tiripitío, 
donde los encomenderos locales, los hermanos Alvarado, ya les 
habían asignado unas tierras. Los frailes enseñaron la carpintería, 
el tejido y la albañilería a los indios e inauguraron una escuela 
para músicos y coristas, por lo que Tiripitío surgió como “la es- 
cuela de todos los oficios para los demás pueblos de Michoacán”. 
Como Uruapan, también este poblado fue dividido en cuadras y 
calles; el agua fue llevada por un acueducto y luego distribuida 
en tubos de teja hasta las fuentes del hospital, el convento y la 35 

plaza. Desde el principio, los agustinos celebraron la misa con 
gran pompa, ya que “sabían cuánto se llevan los maltratos de las 
ceremonias exteriores”, es decir, cómo impresionaban éstas a los 
indios. Organizaron grandes danzas al llegar la Pascua, adaptaron 
la confesión a la *poca razón” de los naturales y, tras un examen 
de la doctrina, durante la cuaresma, les dieron la comunión 
anual. 


Mientras escribía su crónica, Basalenque observó que en Charo 
los indios aún asistían a las plegarias diarias seguidos por sus ni- 
ños, que iban en busca de instrucción, y mantenían un excelente 
coro con su orquesta. En casi todas las casas había cruces e imá- 
genes de los santos, y cada viernes los aldeanos participaban en 
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procesiones encabezadas por la imagen de Nuestra Señora de la 
Inmaculada Concepción, patrona del hospital. A Vasco de Quiro- 
ga, reconoció Basalenque, se le debía el establecimiento de hospi- 
tales por todas las comunidades indias de Michoacán. 10 Al hacer 
esta descripción de la aportación de los agustinos a la “conquista 
espiritual”, se basó abundantemente en la vida de fray Juan Bau- 
tista, escrita por De la Puente, presentándolo como un verdadero 
santo, cuyo ascetismo y milagrosas escapadas de peligros sólo 
podían compararse con su infatigable prédica del evangelio a los 
indios. 

En contraste con la idílica celebración que De la Rea hizo de su 
patria y su orden, Basalenque no vaciló en describir los conflictos 
habidos entre los agustinos. Siguiendo la crónica de Juan de Gri- 
jalva, describió la carrera de Alonso de la Veracruz, el gran teólo- 
go del siglo anterior que fue provincial en cuatro ocasiones dis- 
tintas y que resistió con firmeza las exigencias de los obispos, de 
que los indios pagaran diezmo sobre su producción agrícola. Y, lo 
que es más importante, en 1567 Veracruz obtuvo del papa Pío V 
la exención de los requerimientos del Concilio de Trento, según 
los cuales las órdenes religiosas necesitaban licencia episcopal 
para celebrar matrimonios y fundar nuevos conventos o colegios. 
Pero la Corona española respondió en 1574 ordenando que los 
frailes informaran al virrey de todo nombramiento de sacerdotes 
que hicieran para administrar parroquias. De hecho, los obispos 
deseaban poner fin a la Iglesia misionera, exigiendo que las doc- 
trinas se convirtieran en parroquias regulares, cada una con su 
cura nombrado canónicamente y sujeto a visita episcopal. Los 
frailes se opusieron decididamente a estos intentos, arguyendo 
que era menos caro mantener a un religioso que al clero secular, 
y que los obispos no tenían derecho de despojarlos de sus iglesias 
y conventos. Como respuesta, los prelados obtuvieron unos de- 
cretos reales de 1583 y de 1603 que reconocían su derecho a efec- 
tuar visitas y a examinar el conocimiento que de las lenguas nati- 
vas tuviesen los solicitantes. A estas pretensiones les resistió con 
energía un frente común formado por franciscanos, dominicos y 
agustinos, quienes en 1622 obtuvieron un aplazamiento de los de- 
cretos. 11 Esto siguió siendo causa de conflictos, y poco después 
de ser nombrado obispo de Puebla en 1640, Juan de Palafox y 
Mendoza expulsó de sus doctrinas a los frailes de su diócesis, 
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remplazándolos por miembros del clero secular. Pero ningún otro 
36 


prelado siguió su ejemplo, y en Michoacán los frailes continua- 
ron en posesión de sus extensas parroquias hasta bien entrado el 
siglo XVIII 


Sin embargo, la característica más notable de los agustinos en 
Michoacán fue el esplendor de sus iglesias y la riqueza de sus ha- 
ciendas. En Yuriria, fray Diego de Chávez, nieto de los Alvarado, 
logró movilizar la mano de obra de esa doctrina para construir 
una majestuosa iglesia y un convento en no más de nueve años, 
edificio que Basalenque celebró como “la obra por la primera ma- 
ravilla de las fábricas de la Nueva España”. Cuando un virrey cri- 
ticó la magnificencia de esta iglesia, que poseía una fachada pla- 
teresca ricamente decorada y que se elevaba muy por encima del 
pueblo circundante, Chávez justificó su grandeza citando el ejem- 
plo del Templo de Salomón, prototipo bíblico de todas las iglesias 
católicas. 


Debe notarse que si los primeros conventos agustinos se esta- 
blecieron en comunidades indias como Tiripitío, Charo, Cuitzeo 
y Yuriria para mencionar unas cuantas, la segunda oleada de fun- 
daciones se centró en poblados españoles como Zacatecas, San 
Luis Potosí y Salamanca, donde ricos mineros y terratenientes hi- 
cieron donativos de tierras y de dinero. Como resultado, la mayor 
parte de los principales conventos llegaron a obtener un buen in- 
greso de las haciendas que compraron o que recibieron por dona- 
tivo. La joya de la Corona, reservada a la provincia, fue la hacien- 
da de San Nicolás, situada en la jurisdicción de Yuriria y Salvatie- 
rra, donde sucesivos administradores habían logrado abrir un ca- 
nal de varios kilómetros que conectaba las fincas con el río Ler- 
ma, permitiéndole así cultivar trigo en tierras de riego. En el de- 
cenio de 1640, la hacienda de San Nicolás mantenía 400 bueyes 
de arado y 150 mulas de tiro, y daba empleo a 400 peones indios; 
su producción de trigo llegó a ser de 50 000 

fanegas anuales, cosecha suficiente para obtener un ingreso 
anual de 6 000 

pesos.12 Los informes que nos da Basalenque sobre la opera- 
ción y el valor de esta finca contrastan vivamente con su hinca- 
pié en el ascetismo y el ministerio apostólico de los primeros 
agustinos en Michoacán. 
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Pese a su confesado deseo de ser edificante, Basalenque con- 
cluyó su crónica citando las divisiones internas de los Macabeos 
y evocó las lamentaciones de Jeremías por la destrucción del 
templo de Jerusalén. En 1602, los agustinos de la Nueva España 
se habían dividido en dos provincias: la de San Nicolás Tolentino 
de Michoacán administraba sus doctrinas y conventos en una 
vasta zona que comprendía Zacatecas, Guadalajara y Querétaro, 
así como la diócesis de la que tomó su nombre. Aunque sus 
miembros pronto pasaron de 120 a cerca de 250 


entre sacerdotes y hermanos legos, surgió la discordia cuando 
el gran influjo de criollos fue compensado por la llegada de espa- 
ñoles de la Península destinados a las misiones de las Filipinas y 
de China, que prefirieron quedarse en la Nueva España. Tanto se 
intensificó el conflicto entre criollos y gachupines, que las elec- 
ciones de 1614 para el provincial y los priores debieron celebrar- 
se en la ciudad de México en presencia del virrey y dos oidores 
de la Real Audiencia. Tal fue el año en que se introdujo la alter- 
nativa por la cual criollos y peninsulares 37 

ocuparían los puestos de mayor importancia en la provincia, 
en periodos alternos de tres años. En parte, confesó Basalenque, 
la querella fue entre “los viejos observantes” y “los mozos descui- 
dados”. Sea como fuere, su periodo como provincial (1623-1626) 
se caracterizó por haber instalado el principal noviciado en el 
convento de Valladolid y por la construcción de su nueva iglesia, 
mas no por ello se redujo la animosidad entre los bandos. Como 
resultado, en 1629 el virrey anuló la elección de un provincial 
criollo, impuso en su lugar a un peninsular y en adelante prohi- 
bió el ingreso de novicios criollos hasta que se hubiese recupera- 
do el equilibrio numérico entre los dos bandos. Y esta prohibición 
no se levantaría hasta 1646. 13 En efecto, el patriotismo criollo al 
que De la Rea había dado tan sincera expresión hizo que se for- 
maran bandos hostiles en todas las provincias de frailes mendi- 
cantes en la Nueva España. Las tensiones en el claustro se reduje- 
ron, pero no fueron erradicadas, por la introducción de la alter- 
nativa, sobre todo porque el declinar del número de misioneros 
llegados de España hizo que la pequeña facción de frailes expa- 
triados gozara de un acceso injusto a los altos cargos. 


Si Basalenque concluyó su relato con una nota melancólica, la- 
mentando como Jeremías la destrucción de Jerusalén, en cambio 
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el cronista que le sucedió, Matías de Escobar (1690-1748), justificó 
audazmente su tarea histórica evocando la célebre visión del pro- 
feta Ezequiel rescatando a Israel de la muerte en el valle de los 
huesos. También se vio a sí mismo como otro San Jerónimo que 
escribiera las vidas de los padres del desierto, y, más atrevido 
aún, se comparó con San Juan Evangelista. Por ser el cuarto cro- 
nista que narraba los hechos gloriosos de los agustinos en Micho- 
acán, Escobar, predicador célebre que gozaba de gran demanda 
en las catedrales de la región, se enorgullecía de su amistad con 
el obispo de Michoacán, Juan José de Escalona y Calatayud 
(1729-1737), durante cuyo episcopado él se retiró al pequeño con- 
vento de Charo, cerca de Valladolid, para componer allí su Ameri- 
cana Thebaida (1729-1740?). En efecto, Escobar pasó los mejores 
años de su vida habitando una celda contigua a la que había ocu- 
pado Basalenque, cerca de una biblioteca cuyos estantes se halla- 
ban atestados de manuscritos de los frailes de su provincia.14 Pe- 
ro era más literato que historiador, y dedicó todo su considerable 
talento a pulir su prosa, multiplicar sus metáforas, personificacio- 
nes y símiles hasta el punto en que su crónica llegó a ser el equi- 
valente literario de un altar ultrabarroco. Precisamente en las dé- 
cadas en que Escobar estaba escribiendo, las iglesias de la Nueva 
España pasaban por una asombrosa transformación de estilo, 
cuando la exuberancia churrigueresca disolvía las formas arqui- 
tectónicas del barroco, subordinando el detalle escultórico y los 
órdenes tradicionales al concepto del retablo y la fachada como 
composición homogénea, totalmente subordinada al vertiginoso 
impulso ascendente. Así, también Escobar apilaba un epíteto clá- 
sico sobre otro, sacrificando a veces el significado en aras del 
efecto retórico, mientras los imperativos del panegírico nublaban 
su inteligencia crítica. Sin embargo, una vez 38 


que comprendemos las convenciones de su prosa, mucho tene- 
mos que aprender del relato de Escobar, pues su extravagancia 
misma nos permite acercarnos a la sensibilidad religiosa de su 
época. 

Originario de las islas Canarias, Escobar fue llevado de niño 
por sus padres a Celaya, donde adoptó con todo entusiasmo la 
descripción de Michoacán hecha por De la Rea como paraíso te- 
rrenal, y afirmó que ninguna otra región de México disfrutaba de 
lluvias tan abundantes o poseía tierras tan fértiles. No contento 
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con esa afirmación general, hizo una enumeración detallada de 
los principales ríos y lagos de la provincia, afirmando que él, cual 
otro Colón, había navegado por todas esas vías de agua. Asimis- 
mo, presentó un cuadro favorable de los antiguos tarascos, na- 
rrando su peregrinación desde las cavernas del norte, en Aztlán, 
hasta Michoacán, donde bajo la influencia de su deidad principal 
—a la que identificó como Satanás— establecieron una monar- 
quía, que logró defender su independencia ante los emperadores 
mexicas. Elogiando a Calzontzin, último rey, como otro Constan- 
tino por haberse sometido pacíficamente a Cortés y haber recibi- 
do el bautismo, lamentó que la historia de los tarascos escrita por 
don Antonio, hijo de Calzontzin, no se hubiese conservado, pues 
de otra manera ese piadoso príncipe sería tan célebre como el In- 
ca Garcilaso de la Vega, cronista peruano. 15 Como sus predece- 
sores, también Escobar elogió la habilidad de los tarascos en to- 
dos los oficios que les enseñaron los españoles. 


Al hablar de los logros de los agustinos, Escobar recordó con 
orgullo que habían llegado descalzos y llevando cruces a Micho- 
acán, lo que le hizo exclamar: 


“Nacimos en los desiertos y volvemos a ellos”, y luego proce- 
dió a comparar sus modestas chozas de paja con el establo de Be- 
lén: símbolo apropiado de sus votos de pobreza. Una vez más, se 
narran con todo cariño los milagrosos incidentes de la vida de 
fray Juan Bautista y se explican los motivos de su posible canoni- 
zación, que daría a la provincia un santo patriarca. Pero cuando 
llega a los medios por los cuales se enseñaron la doctrina y la 
práctica cristianas a los indios durante la conquista espiritual, Es- 
cobar sigue a Basalenque, informando que en Charo las prácticas 
religiosas introducidas durante el siglo XVI aún podían observar- 
se sin cambio notable. Cada día se reunía a los niños para darles 
instrucción en el catecismo, y en las nueve capillas del pueblo ha- 
bía plegarias cotidianas. 


Asimismo, cada viernes partía del hospital una procesión: 
práctica fortalecida por todo Michoacán gracias a la construcción 
de calvarios y estaciones del viacrucis fuera de los pueblos. En 
Charo proliferaban los músicos y cantantes y, de cuando en 
cuando, el coro cantaba en la catedral de Valladolid. Aún quedaba 
en muchas comunidades la costumbre de organizar batallas si- 
muladas entre españoles y chichimecas o entre moros y cristia- 
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nos. Aunque Escobar reconoce que la embriaguez era entre los 
indios un vicio tan arraigado como entre los alemanes o los in- 
gleses, en cambio no tenía dudas de su devoción cristiana, obser- 
vando que muchos de ellos se abstenían de probar el alcohol du- 
rante la Cuaresma, cuando invariablemente confesaban sus peca- 
dos y recibían la comunión.16 
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Escobar muestra gran cariño a los paisajes y a los habitantes 
originarios de Michoacán, pero en todo momento trata de digni- 
ficar su relato haciendo comparaciones extravagantes, frecuente- 
mente fuera de tono, con lugares y personajes europeos. No con- 
tento con describir las sublimes virtudes y los milagros de fray 
Juan Bautista, también se explaya sobre sus talentos, declarando 
que en historia podía rivalizar con Tucídides y Tito Livio, en elo- 
cuencia con Demóstenes y Cicerón, en poesía con Homero y Vir- 
gilio, y en filosofía con Platón y Aristóteles. Cuando “el célebre 
Antonio Rodríguez” es saludado como el Ticiano de América, lo 
exagerado de esta comparación nos toma por sorpresa. La gran 
iglesia de Yuriria, que el propio De la Puente había visto como 
otro Escorial, es comparada ahora con el templo de Diana en Éfe- 
so: su grandeza provoca la reflexión de que en América un pobre 
fraile había edificado lo que en Europa sólo podían hacer los re- 
yes. Al hablar de las impresionantes ruinas de la mansión de un 
encomendero, situada entre los picos montañosos de Guango, Es- 
cobar exclama que si los primeros colonos hubiesen sentido au- 
téntica curiosidad por el país que habían conquistado, “pudiera 
ser guango el Versalles de esta América o la Florencia de este 
Nuevo Mundo”. En cuanto al apacible vallecillo de Jacona, lo 
aclamó como el “Chipre de esta América, Elíseos Campo de este 
Nuevo Mundo y vistoso paraíso de esta occidental Indias”. Como 
en la arquitectura churrigueresca, que Escobar elogió como “la 
nueva moda de retablos”, la exuberancia del vocabulario clásico 
sacrificó el significado en aras del efecto retórico: pero mientras 
que en un retablo el detalle escultórico era contenido y ordenado 
por el movimiento ascendente del marco, por contraste en la pro- 
sa narrativa la simple hipérbole de tales epítetos deja a las des- 
cripciones sin otra cualidad que un extraño y tedioso encanto. 17 


Escobar, prior de la casa de los agustinos en Valladolid durante 
algunos años, nos dejó una valiosa descripción de la ciudad y de 
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sus obispos, insertando en su crónica una historia en miniatura 
de su diócesis. Tal vez era inevitable que considerara a Vasco de 
Quiroga como otro San Ambrosio; pero también rindió homenaje 
a sus virtudes e insistió en su íntima amistad con fray Alonso de 
la Veracruz, el gran defensor agustino de los indios de México. 
Fue el tercer obispo, Juan de Medina Rincón, otro agustino, quien 
en 1580 mandó transferir la catedral y el colegio de Pátzcuaro a 
Valladolid, lo que equivale a decir, de un poblado fundamental- 
mente indio a una ciudad fundada por encomenderos españoles. 
Para cuando ocurrió esta mudanza, Valladolid ya contaba con 
conventos franciscanos y agustinos, cada uno con sus parroquias, 
a los que pronto se unirían un colegio jesuita y unos conventos 
de carmelitas y mercedarios. Sin embargo, las obras de la nueva 
catedral no comenzaron hasta 1660; y sólo en 1705 ya iba lo bas- 
tante avanzada la construcción para ser consagrada por el nuevo 
obispo.18 

En sus Voces de tritón sonora (1746) Escobar relató la vida, las 
obras y la 40 

última enfermedad de su querido amigo, el obispo Juan José de 
Escalona, fallecido en 1737. Lo que motivó este panegírico fue el 
descubrimiento, hecho por un obrero que trabajaba en la cate- 
dral, de que la sangre y los intestinos de Escalona, quien había si- 
do enterrado en la sacristía, aún se encontraban en estado líqui- 
do, pese a haber transcurrido siete años. Además, su cuerpo em- 
balsamado —sin el corazón—, que fue donado al convento de San- 
ta Catalina, había permanecido incorrupto y emitía un tenue 
olor. Todo esto pareció un portento y signo de santidad. Lo que 
dio aún más importancia al caso fue que la muerte del obispo ha- 
bía sido anunciada por la aparición de un cometa, fenómeno cau- 
sado, sin duda, por las exhalaciones de los mares y los humores 
deletéreos del cuerpo, que los astrónomos generalmente interpre- 
taban como 


“cuchillos que amenazan a las cabezas de los príncipes..”. La 
causa directa de la muerte de Escobar fue la disentería, enferme- 
dad tan común durante la temporada de lluvias en la Nueva Es- 
paña, que había un proverbio al respecto: por mayo me desmayo. 
En una sorprendente conclusión, dice Escobar: *sin duda que las 
entrañas del venerable príncipe serían el circo de estos dos males, 
la disentería y el cometa: allí lidiarían a fin de rendirle el sujeto”. 
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Mayor interés para la historia de la Iglesia tiene la lista de las 
buenas obras de Escalona, que incluye la edificación del palacio 
episcopal, la de un santuario en las afueras de la ciudad en honor 
de Nuestra Señora de Guadalupe, conectada por un puente y un 
camino, y un donativo que “consumió muchos miles de pesos en 
finalizar el convento de las madres monjas de Santa Caterina de 
esta ciudad”. 19 El hecho de que el obispo pasara muchos días en 
Charo y donara su biblioteca al convento agustino de Valladolid 
sólo confirmó la veneración de Escobar a su difunto amigo. 


En el último capítulo de la Americana Thebaida, que trata del 
valle de Jacona, Escobar enumera nada menos que diez crucifijos 
venerados en las iglesias y capillas de la región, que en su mayor 
parte se encontraban tallados en el tronco o en las raíces de árbo- 
les de la zona, el más conocido de los cuales era el célebre Cristo 
de la Piedad. También narra cómo un pescador indio encontró 
una gran raíz de árbol flotando en las aguas del lago de Chapala. 
Cuando en su casa estaba a punto de arrojar este leño al fuego, 
un amigo suyo de nombre Juan, indio de Jacona, le pidió el leño, 
pues en sus complicadas formas le había parecido ver la figura de 
la Virgen con el Niño Jesús. Habiéndola llevado a su casa en 
1685, la imagen pronto despertó la veneración local, y en 1711 se 
edificó una capilla en Jacona y se formó una numerosa confrater- 
nidad en honor de esta imagen milagrosa. Al describir estos he- 
chos extraordinarios, Escobar se apresuró a comparar la apari- 
ción de esta figura con la célebre imagen de Nuestra Señora de 
Guadalupe en el Tepeyac, observando que en ambos casos las 
imágenes habían sido descubiertas por indios llamados Juan, en 
años en que también los respectivos obispos de México y de Mi- 
choacán se llamaban Juan. El rasgo más notable de todos los cru- 
cifijos y las imágenes mencionados por Escobar es que su 41 

descubrimiento no fue acompañado por apariciones milagro- 
sas: en cambio, todos fueron “descubiertos” en árboles o raíces, e 
identificados tan sólo por el ojo experto de los fieles. 20 Este era, 
pues, el fruto final de la conquista espiritual de Michoacán: en 
una región que en un tiempo fue un desierto habitado por nóma- 
das idólatras, ahora la Naturaleza misma mostraba las imágenes 
de Cristo y de la Madre de Dios. 
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En su Crónica de los colegios de propaganda fide de la Nueva Es- 
paña (1746), Isidro Félix de Espinosa (1679-1755) narró la historia 
del dramático resurgimiento del fervor misionero de los francis- 
canos, destinado a ejercer tan poderosa influencia sobre la vida 
religiosa del pueblo mexicano en el siglo XVIIL 


Esta renovación espiritual de frailes observantes no brotó en 
las provincias ya existentes sino que, en cambio, se expresó en la 
fundación de “colegios apostólicos” en Querétaro (1683), Zacate- 
cas (1707) y la ciudad de México (1731). 

Espinosa, originario de Querétaro, había ingresado en el cole- 
gio local de Santa Cruz siendo poco más que un niño y luego, en 
1716 y en 1721, se encontró entre los que dirigieron misiones a 
Texas, antes de volver para servir, primero como guardián de la 
Santa Cruz y luego como presidente del hospicio de San Fernan- 
do en la ciudad de México. Víctima de mala salud, pasó sus últi- 
mos años preparando la crónica de los emocionantes aconteci- 
mientos que había presenciado. Después fue aclamado como un 
nuevo Julio César que entablaba sus batallas espirituales durante 
el día, escribiendo la crónica por la noche. Poco antes de su 
muerte se le encargó escribir una historia de la provincia francis- 
cana de Michoacán, labor que desempeñó profiriendo verdaderos 
gemidos. Pero su biografía de fray Antonio Margil de Jesús y su 
crónica de los colegios son indispensables para la historia de la 
Iglesia mexicana durante este periodo, pues, aunque con un ma- 
nifiesto afán edificante, trata de inspirar a los fieles mediante 
ejemplos de devoción heroica. 


Su estilo llano y directo nos revela más de las actitudes religio- 
sas de su periodo que todas las áureas elucubraciones de Escobar. 
21 A pesar de su origen, en su narrativa no interviene el patrio- 
tismo criollo: su identidad social parece enteramente opacada por 
su vocación franciscana. 

Según Espinosa, la renovación espiritual de las provincias ob- 
servantes de su orden empezó en el siglo XVII, cuando en España 
y en México se establecieron ciertos conventos para los frailes 
que deseaban retirarse del mundo a fin de llevar una forma de vi- 
da más austera y contemplativa. Fue fray Antonio Linaz, origina- 
rio de Mallorca, y familiarizado desde su época de universitario 
con las doctrinas de su compatriota Raimundo Lulio, quien logró 
convencer a sus hermanos de estos conventos recoletos, de que de- 
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bían dedicar al menos la mitad del año, o diez años de su vida, a 
predicar el evangelio, tanto a los fieles como a 42 


los aún no convertidos. 22 Él mismo había vivido 13 años en la 
provincia michoacana de San Pedro y San Pablo, a la vez como 
prior y como catedrático antes de sufrir una crisis espiritual que 
le hizo renunciar a todos los puestos de autoridad con objeto de 
predicar por toda la Nueva España. A su regreso a la Península 
en 1679, encontró apoyo a sus ideas y obtuvo del Papado y de la 
Corona las licencias necesarias para establecer un colegio de mi- 
sioneros en Querétaro, llegando a ocupar el convento recoleto de 
la Santa Cruz. En 1683 


arribó a Veracruz con 20 frailes reclutados en diversas provin- 
cias de España, entre los cuales venía el célebre fray Antonio 
Margil de Jesús. Una vez establecido, Linaz se apresuró a estable- 
cer misiones en la ciudad de México, Puebla y Valladolid, con el 
resultado de que buen número de franciscanos, tanto criollos co- 
mo peninsulares, abandonaron sus provincias y se inscribieron 
en el colegio. Así, desde 1707 ya fue posible fundar en Zacatecas 
un nuevo instituto, que llevó el nombre de Nuestra Señora de 
Guadalupe.23 Lo que atrajo a los frailes de estos colegios de la 
Península fue que allí se escapaban de asumir toda labor admi- 
nistrativa, y de compartir las tensiones partidistas, peculiaridad 
notable en las provincias observantes. Estas ventajas les permi- 
tían seguir su vocación misionera sin incurrir en la enemistad de 
los criollos. 


En El peregrino septentrional atlante (1737), fray Antonio Mar- 
gil de Jesús (1657-1726) aparece virtualmente como un santo, 
quien desde su noviciado en Valencia hasta su muerte en la ciu- 
dad de México practicó un ascetismo riguroso, caminando descal- 
zo y predicando el Evangelio por toda la Nueva España. 

Espinosa reconoció que la mortificación interior, la disciplina 
de la voluntad y las emociones eran superiores a toda penitencia 
física, sin embargo contrastó esta mortificación “pasiva” con la 
“activa”, que es “de mucha importancia hasta rendir lo brutal a la 
razón”. Temiendo caer en tentación, Margil nunca miró a nadie 
directamente a la cara, y al salir de España no quiso besar la ma- 
no de su madre 


“ya fuese, porque aunque era madre, era mujer: ya por recono- 
cerse indigno del carácter sacerdotal: mas hubo de condescender 
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a costa de su humildad, dándole este corto consuelo”. Como la 
mayoría de los frailes decididos a tomar el cielo por asalto, Mar- 
gil se azotaba cada día y se ponía cilicios tres veces por semana, y 
cuando estaba en residencia salía cada anochecer cargando una 
pesada cruz.24 


En realidad, Margil concebía la imitación de Cristo como una 
virtual repetición de la Pasión, lo que hizo comentar a Espinosa: 
“retrató en su mismo cuerpo la imagen de Jesuscristo con dolores 
voluntarios, penosas mortificaciones, hambre, sed, cansancio y 
caminos y vivió siempre muriendo a sus pasiones”. Acerca de 
Cristo el propio Margil escribió: “desde que nació hasta que mu- 
rió todo fue cruz, contradicción y más contradicción para ense- 
ñarnos, que ése es el mejor sayal de amigos”. Esta extrema peni- 
tencia iba acompañada paralelamente por una intensa concentra- 
ción en la plegaria. En una ocasión alguien que había ido a visi- 
tarlo a su celda —narra piadosamente Espinosa— le vio despegar- 
se de tierra, 


“y el cuerpo dando vueltas en círculo con tal violencia que for- 
maba una línea 43 


oscura con la cabeza y las sandalias y no distinguía otra cosa 
por la ligereza del circular movimiento”. El hecho de que el cro- 
nista pudiese relatar tal incidente acerca de un hombre con el que 
había colaborado durante varios años demuestra ese afán de ates- 
tiguar milagros físicos que caracterizó la religiosidad barroca de 
esta época.25 

Lo que distinguió a Margil de muchos ascetas fue su compro- 
miso con la prédica del evangelio cristiano tanto a los indios no 
conversos que habitaban los confines del imperio como a los ca- 
tólicos leales de la Nueva España. En compañía de fray Melchor 
López de Jesús recorrió Guatemala y Yucatán, y después encabe- 
zó dos misiones sucesivas a Texas, vasta provincia donde, junto 
con Espinosa, fue el encargado de establecer misiones permanen- 
tes. Fundador y guardián del colegio de Nuestra Señora de Gua- 
dalupe en Zacatecas, llamó a los habitantes de tal ciudad para 
que se arrepintieran de sus pecados, y logró impedir que una 
compañía de cómicos actuara en el teatro local, por considerar 
que aquella sería una fuente de tentaciones. Durante un sermón 
se quitó el hábito en el púlpito y se flageló los hombros con una 
pesada cadena de hierro hasta arrancarse sangre y provocar ge- 
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midos de compasión entre los congregados. Tal impresión causa- 
ban sus sermones en Guadalajara y en Valladolid que los canóni- 
gos de la catedral se pusieron a la cabeza de las procesiones de 

penitentes, llevando cruces por las calles. Tan grande era su fama 
que cuando Margil falleció en la ciudad de México, en 1726, a sus 
funerales asistieron el virrey, el Consejo de la ciudad y el cabildo 
de la catedral, y todas las comunidades religiosas de la capital. 26 


Si Margil fue querido por su dulzura, en cambio Melchor Ló- 
pez de Jesús aterrorizaba a la gente con la severidad de sus peni- 
tencias. Ambos frailes se escandalizaron cuando, al llegar al dis- 
trito de Verapaz en Guatemala, descubrieron que los indios aún 
adoraban ídolos. Decididos a quebrantar el poderío del Demonio, 
amenazaron con la prisión y el látigo a los gobernadores y alcal- 
des del pueblo si no entregaban las imágenes al fuego y los ayu- 
daban en su campaña por extirpar la idolatría. Para demostrar su 
arrepentimiento los indios fueron obligados a ir en procesión pú- 
blica llevando unas pesadas cruces y 

“armados con cilicios”. Por doquier predicaban Margil y López, 
y levantaban calvarios y estaciones del viacrucis fuera de los 
pueblos, como permanente incitación para que los fieles hicieran 
más profunda su devoción a la Pasión de Cristo. En cuanto al 
propio López de Jesús, Espinosa le llamó “una mística y animada 
cruz... un vivo retrato de Cristo crucificado... los viernes salía a 
los campos descalzo y con una cruz muy pesada al hombro, una 
soga al cuello y corona de espinas tan apretada que tal vez deja- 
ban ver en su rostro venerable las gotas de sangre que sacaban las 
espinas”. Mas, a pesar de sus esfuerzos apostólicos y de sus peni- 
tencias, López estaba obsesionado por temores de condenación 
eterna, ya que “toda su vida padeció la pesada cruz de los escrú- 
pulos y le era necesario llegar tres y cuatro veces cada día a con- 
fesarse”. 
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Aún en su lecho de muerte, uno de sus compañeros estuvo a 
su lado como guardia contra la posibilidad de una última tenta- 
ción del Demonio. 27 


En su relato de las misiones franciscanas a Texas, Espinosa hi- 
zo un agradable retrato de los habitantes de esa provincia, a quie- 
nes describió como de grata apariencia y de buena disposición y 
entendimiento, aptos para la salvación y muy tratables. “Los in- 
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dios Assynasis naturalmente vivos, perspicaces, amigables, alti- 
vos y de no bajos pensamientos. En las facciones bien dispuestos, 
corpulentos, ligeros y robustos y prontos para las expediciones 
bélicas y de gran corazón” Como los indios eran indómitos, los 
frailes tenían que ser protegidos por pequeñas guarniciones de 
soldados; su presencia era necesaria, no para obligar a la conver- 
sión, sino para cuidar las vidas de los misioneros. El objeto de los 
franciscanos era concentrar a los indios en poblados donde se les 
pudieran enseñar los oficios españoles, así como la doctrina cris- 
tiana, y ayudarlos a cultivar la tierra con bueyes de arado y con 
aperos de hierro. Eran obligatorias las plegarias cotidianas, y se 
azotaba a quienes no estuvieran presentes. Como podía esperar- 
se, muchos indios trataron de escapar de estos asentamientos, pe- 
ro antes de lograrlo a menudo caían víctimas de las periódicas 
epidemias que azotaban los asentamientos. Leer la descripción de 
Espinosa sobre estas misiones es volver a los primeros años de la 
conquista espiritual de la Nueva España, ya que encontramos ca- 
si la misma historia de frailes abnegados que reunían a los aborí- 
genes en aldeas para enseñarles el evangelio y los oficios, sólo 
para ver después cómo desaparecían víctimas de sucesivas pes- 
tes. Dudando de que indios adultos pudiesen ser realmente resca- 
tados de las garras del Demonio, comenta Espinosa: “quedaban 
los Padres enteramente satisfechos y gustosos con la multitud de 
párvulos que morían; y después de lavados en la sagrada fuente 
del bautismo, volaban sus almas dichosas en las sagradas mansio- 
nes del empíreo” .28 


En el ocaso de su vida, a los 70 años, Espinosa fue comisionado 
por sus superiores para escribir una historia de la provincia fran- 
ciscana de San Pedro y San Pablo en Michoacán, tarea que le pa- 
reció decididamente agotadora. El problema era sencillo. Nada 
digno de notar había ocurrido en la provincia desde los días he- 
roicos de la conquista espiritual, y sobre tal tema lo único que 
pudo encontrar fue la crónica de De la Rea, complementada por 
jirones de información en historias tan generales como la Monar- 
quía indiana de Juan de Torquemada (1615). Tampoco mostró 
ningún interés por celebrar las virtudes y glorias de Michoacán y 
de sus pueblos. De hecho, su experiencia con los naturales de Te- 
xas parece haber influido su opinión de los tarascos, pues inva- 
riablemente los llama 
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“bárbaros” y elogia a los primeros franciscanos por su celo en 
congregar a los indios en poblados, enseñándoles así a vivir co- 
mo hombres. Notando lo difícil que era imponer la monogamia 
entre los aborígenes, añadió que el problema era 


“poder contenerse la corriente de un ciego apetito en el mar- 
gen de una sola fuente, los que vivían acostumbrados a bañarse 
en tantos ríos asquerosos... 

Pero elogió a Diego de Tapia, otomí que fundó el convento de 
Santa Clara en 45 


Querétaro, quien alcanzó “la nobleza más estimada en todo 
tiempo es la que cada uno adquiere con obras heroicas, con las 
cuales labran el mejor escudo de armas”. Mientras que De la Rea 
había expresado sus temores de que la población india estuviese 
a punto de desaparecer de la faz de la tierra, Espinosa comentó la 
suficiencia de indios para mantener las iglesias: testimonio de 
que ya era notable la recuperación demográfica de la población 
indígena. Por lo demás, observó que en 1626 el capítulo de la pro- 
vincia había hecho severas advertencias contra la discordia parti- 
dista entre “gachupines y criollos” y había resuelto que de los 120 

sacerdotes en la provincia, 50 debían ser reclutados directa- 
mente en la Península y los restantes 70 debían ser en números 
iguales de peninsulares y de criollos que profesaran en Micho- 
acán. Pero no advirtió que esta disposición estaba destinada a im- 
poner un predominio europeo, y no obstante condenada al fraca- 
so.29 Los registros de la época revelan que si en 1640 había 59 
sacerdotes criollos contra 37 gachupines, para 1693 la proporción 
se había alterado más en favor de los sacerdotes nacidos en Méxi- 
co, con 129 criollos contra 28 


gachupines. 30 


Si Espinosa tuvo buen cuidado de no mencionar alguna posible 
discordia entre los españoles europeos y los americanos, ello fue 
en parte porque los fundadores de los colegios de propaganda fide 
habían resuelto cautelosamente el problema por medio de una se- 
gregación institucional. Mientras que Santa Cruz y San Fernando 
siguieron importando frailes de la Península durante todo el siglo 
XVIII, por contraste Nuestra Señora de Guadalupe pronto se vol- 
vió dominio exclusivo de los criollos. No es claro cuándo ocurrió 
esta segregación ni hasta qué punto fue completa; pero en 1749 el 
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colegio de Zacatecas fue acusado en secreto de descuidar sus de- 
beres precisamente porque no había solicitado a la Corona en- 
viarle una misión de frailes de España. Como respuesta, el guar- 
dián reunió un número impresionante de testigos, desde canóni- 
gos de la catedral de Guadalajara hasta curas párrocos y goberna- 
dores del norte, todos los cuales dieron testimonio del celo heroi- 
co de sus sacerdotes. De hecho, el colegio mantuvo cinco misio- 
nes en Texas, centradas en San Antonio, y había logrado conver- 
tir a más indios que sus colegas de Santa Cruz de Querétaro. Re- 
cientemente, habían aceptado del virrey la asignación de fundar 
nuevas misiones en la recién colonizada zona de Nuevo Santan- 
der, en el actual estado de Tamaulipas. 


Además, frailes residentes en Zacatecas atravesaban regular- 
mente las provincias del norte de México, de costa a costa y de 
Guadalajara a Monterrey, predicando a los fieles en calles e igle- 
sias, oyendo innumerables confesiones y visitando rancherías y 
haciendas remotas. Un rasgo notable de la defensa del guardián 
fue una lista de miembros activos de su comunidad, que com- 
prendía 49 sacerdotes y nueve hermanos legos, de los cuales ocho 
sacerdotes residían en Texas, 15 en Nuevo Santander a lo largo 
de la costa del Golfo, y 26 en Zacatecas. En esta comunidad sólo 
había dos peninsulares, uno de los cuales, un ex guardián, tenía 
ya 78 años. Además, el guardián confirmó que había una plétora 
de candidatos 46 

muy calificados, aguardando a ingresar en el colegio, que sólo 
admitía a uno o dos solicitantes cada año. Por ello no había abso- 
lutamente ninguna necesidad de pedir a la Corona que enviara 
frailes de España, sobre todo porque el transporte costaba al rey 
grandes sumas de dinero que con más provecho se gastarían di- 
rectamente en las misiones ya establecidas. 31 En efecto, el cole- 
gio de Nuestra Señora de Guadalupe en Zacatecas era una insti- 
tución administrada enteramente por españoles nacidos en Méxi- 
co, en su mayor parte reclutados en la vasta región que se extien- 
de hacia el norte desde el Bajío, la cual había mantenido su celo 
apostólico y dedicaba tanta o más de su energía pastoral a sus 
misiones entre los fieles que a la conversión de indios en Texas y 
en el Golfo. 


Esto refutaba decisivamente la vieja calumnia “gachupina” de 
que la hegemonía criolla en las órdenes religiosas entrañaba ine- 
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vitablemente una decadencia espiritual. 


La publicación de la crónica de los colegios apostólicos, debida 
a Espinosa, proclamaba al mundo que la Nueva España estaba en 
pleno resurgimiento espiritual. Virtuosos franciscanos predica- 
ban el evangelio a aborígenes idólatras en las fronteras septen- 
trionales y creaban nuevas comunidades cristianas. Y, de no me- 
nor importancia, sus misiones entre los fieles provocaban demos- 
traciones de penitencia en masa y estaban destinadas a ejercer 
una influencia determinante sobre las formas de la religión popu- 
lar en México. La retórica ultrabarroca que encontró expresión 
en la Americana Thebaida había sido sobrepasada por la prosa im- 
pecable de Espinosa, pues mientras que el agustino narraba glo- 
rias pasadas el franciscano relataba las realizaciones heroicas de 
sus contemporáneos. Además, la exaltación de Nuestra Señora de 
Guadalupe por los criollos, que llegó a su temprano apogeo en 
1747, cuando todas las diócesis de la Nueva España reconocieron 
la imagen del Tepeyac como su patrona común, quedó equilibra- 
da por la austera tendencia cristológica de los misioneros mendi- 
cantes, que presentaban la Pasión como principal objeto de la de- 
voción católica. Obviamente, los franciscanos honraban a la Ma- 
dre de Dios tanto como los que más, y Margil pasó largas horas 
leyendo la vida de la Virgen María escrita por sor María de Agre- 
da, la célebre visionaria española del siglo XVII. 32 Sus iglesias 
albergaban imágenes marianas famosas. Mas, sin duda, es signifi- 
cativo que Espinosa comenzara su crónica con una descripción 
de la cruz de piedra, patrona de su colegio, que, según afirmó, ha- 
bía sido tallada en 1531, el mismo año en que la Madre de Dios se 
apareció a Juan Diego en el Tepeyac, imagen que pronto se hizo 
célebre por sus curas milagrosas y por su prolongado temblor du- 
rante momentos de crisis para la Nueva España. 33 Sin embargo, 
en último análisis, el rasgo más notable de la crónica de Espinosa 
fue su confiada seguridad de una continuidad entre la época he- 
roica de la conquista espiritual y el derroche de celo misionero en 
su propio tiempo. ¿Qué necesidad había de un entusiasmo patrió- 
tico, cuando la experiencia cristiana era tan dramática? 
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En 1766 apareció Fragmentos de la vida y virtudes del V. Illmo. y 
Rvo. Dr. D. 
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Vasco de Quiroga, escrito por Juan José Moreno, rector del co- 
legio de San Nicolás en Valladolid, quien saludó al obispo como 
el “apóstol del reino de Michoacán”. Lamentando que *sólo la 
barbarie e incuria de aquel primer siglo de la conquista de este 
reino, pudo pasar con tan profundo silencio sobre acciones y vir- 
tudes tan brillantes”, Moreno hurgó en los registros de su propio 
colegio, fundado por Quiroga; el cabildo de la catedral lo había 
animado a consultar los documentos de su archivo. Hasta enton- 
ces, todos los relatos históricos de la diócesis de Michoacán ha- 
bían sido redactados por cronistas mendicantes, preocupados por 
exaltar la santidad y el celo de los primeros frailes. Pero ahora, 
un clérigo secular decidía glorificar el papel de Quiroga como pa- 
dre fundador de la iglesia de Michoacán y como el legislador que 
emitió las leyes comunitarias que gobernarían los poblados in- 
dios de la diócesis durante los siglos venideros. 


El que Moreno considerara apropiado comparar al obispo con 
Licurgo de Esparta y con Pedro el Grande muestra los nuevos ho- 
rizontes del clero criollo de la época borbónica. Y el haber elogia- 
do también al obispo en funciones, Anselmo Sánchez de Tagle, 
por su “defensa de la jurisdicción eclesiástica e inmunidad sagra- 
da” y señalado la gran cultura, nobleza y virtud de los dignatarios 
y canónigos del cabildo eclesiástico, nos indica que su libro debe 
ser considerado como un manifiesto histórico destinado a favore- 
cer las prerrogativas del obispo y del cabildo.34 

Para empezar, Moreno sostuvo que Quiroga fue renombrado 
por su amor a los indios en una época en que “todo el común de 
nuestra nación los miraba con tal desprecio, que todas sus ideas 
eran hacerlos esclavos”. Había fundado las dos comunidades 
“hospitalarias” de Santa Fe, instalando como rectores a curas se- 
culares, cuyas ordenanzas presentó Moreno como apéndice, aun- 
que sin darse cuenta de que seguían el modelo de la Utopía de 
Tomás Moro.35 Y, de igual importancia, demostró que fue Quiro- 
ga y no los franciscanos quien estableció hospitales en los princi- 
pales poblados indios: “los hospitales son el centro de la religión, 
de la policía y de la humanidad de los indios”. Aún quedaban 20 
de esos hospitales, gobernados todos ellos por las mismas orde- 
nanzas y dedicados a la Inmaculada Concepción. También había 
sido Quiroga quien introdujera los oficios españoles en los pue- 
blos, alentando a las comunidades a concentrarse en un material 
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en particular, ya fuese laca, cobre o alfarería. Por último, el obis- 
po había enseñado a los indios, asimismo, a representar los mis- 
terios de la fe cristiana en imágenes, danzas y obras de teatro, 
prácticas que pese a ciertas críticas contra su “materialidad” aún 
persistían. 36 


Aunque Moreno negó que Quiroga hubiese sido hostil en algu- 
na forma a los mendicantes, le costó trabajo señalar que el obispo 
se había querellado con los agustinos, exigiendo que obtuvieran 
su licencia antes de edificar algún convento 48 
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en su diócesis. Asimismo, los mendicantes habían tenido 
que obtener su autorización para celebrar matrimonios en- 
tre sus pupilos indios. Fue su determinación por promover 
la causa del clero secular la que movió a Quiroga a estable- 
cer el colegio de San Nicolás, a educar estudiantes para el 
sacerdocio, ordenando a muchos candidatos basándose en 
su conocimiento de las lenguas aborígenes. 37 Para asegu- 
rar suficientes ingresos a su catedral y su cabildo, el obispo 
exigió que los indios pagaran el diezmo eclesiástico, lo que 
provocó una enérgica respuesta de Alonso de la Veracruz, el 
gran teólogo agustino. En todo esto podemos ver la razón 
de ser de la biografía de Moreno. Escrita en un momento en 
que el obispo y el cabildo estaban aplicando con considera- 
ble entusiasmo la orden de la Corona de secularizar las pa- 
rroquias aún administradas por los mendicantes, la vida de 
Quiroga aportaría una justificación histórica a la afirmación 
de la autoridad episcopal y mostraría el papel de un obispo 
secular en la fundación de la Iglesia mexicana. Por ello, era 
un texto que daba testimonio del profundo cambio ocurrido 
en el equilibrio entre las órdenes religiosas y el clero secu- 
lar, que sería característica tan notable del México borbóni- 
co. 


49 
III. EL ORATORIO DE SAN MIGUEL 
1 


DESPUÉS de ser ordenado por el obispo de Michoacán en 
1700, Juan Antonio Pérez de Espinosa fue a pie de Vallado- 
lid a Querétaro, su ciudad natal, para celebrar allí su prime- 
ra misa. Lo acompañó su hermano menor, por entonces 
subdiácono, fray Isidro Félix de Espinosa, quien en El fami- 
liar de la América y doméstico de España, biografía de su 
hermano escrita 50 años después, recordaría con cariño có- 
mo el sacerdote seglar había desmontado de su caballo para 
que ambos hiciesen juntos el viaje a pie. Sus padres, contan- 
do con medios reducidos pero suficientes, habían criado a 
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seis hijos hasta llegar a la madurez, de los cuales los tres va- 
rones fueron sacerdotes y una de las hijas fue monja. 


Educado por los jesuitas en Querétaro, Juan Antonio es- 
tudió después en la Universidad de la ciudad de México, re- 
sidiendo en el recién fundado Oratorio; su educación y su 
ordenación fueron posibles gracias a Juan Antonio Caballe- 
ro y Ocio, rico sacerdote y benefactor de Querétaro, quien 
le proporcionó una dotación, suficiente para mantenerlo. 
Muy influido por fray Antonio Margil y el colegio de Santa 
Cruz, Espinosa se unió a los franciscanos en sus prédicas 
por las calles y los obrajes de Querétaro, y más adelante 
acompañaría a Margil en su misión a Valladolid y Pátzcua- 
ro. Empero, si bien ingresó en la Tercera Orden de los fran- 
ciscanos, se sintió más atraído por el Oratorio, y por ello en- 
tró en la Congregación de Nuestra Señora de Guadalupe, 
asociación de sacerdotes seculares que poseía su propia 
iglesia, edificada con fondos ofrecidos por Caballero. Aun- 
que llegó a prefecto de esta congregación, sus esperanzas de 
convertirla en núcleo de un Oratorio atrajeron la hostilidad 
de las autoridades eclesiásticas, y se vio obligado a renun- 
ciar.1 Para entonces, el proyecto se había mezclado con los 
planes de Caballero de secularizar la parroquia de Queréta- 
ro, que aún era administrada por los franciscanos. 


En 1712, Espinosa predicó los sermones de Cuaresma en 
San Miguel el Grande, e impresionó tanto a sus principales 
ciudadanos que éstos le ofrecieron la iglesia de Ecce Homo, 
propiedad de la cofradía de mulatos de la Soledad. 


Acompañado por dos jóvenes sacerdotes, Espinosa cons- 
truyó con sus propias manos los cuartos de adobe contiguos 
a la iglesia, donde ellos vivirían, y también ayudó en los tra- 
bajos de la huerta, para completar su régimen de pan y biz- 
cochos con legumbres y frutas frescas. Con licencia del 
obispo de Michoacán, estos aspirantes a oratorianos se le- 
vantaban a tempranas horas, pasaban largos ratos en el 
confesionario, predicaban con frecuencia, visitaban a los en- 
fermos y 50 
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dirigían el rosario y los ejercicios espirituales vesperti- 
nos. Alentaban a los fieles a comulgar con frecuencia, aun 
diariamente. Negándose a pedir limosna, subsistían de do- 
nativos y ofrendas voluntarias; luego complementaron su 
ingreso abriendo una escuela para niños y dando clases de 
gramática a adolescentes. Pero tropezaron con la oposición 
del párroco, temeroso de que sus misas públicas dejaran a 
su propia iglesia sin ingresos y sin asistencia.2 Una nueva 
dificultad surgió cuando la cofradía mulata insistió en su 
derecho de celebrar la fiesta anual de Ecce Homo en su igle- 
sia, fiesta que siempre iba acompañada por abundante bebi- 
da, juego y otros desórdenes. 


Para establecer un Oratorio en San Miguel que contara 
con la aprobación canónica, Espinosa fue a Europa en 1718 
a solicitar las licencias necesarias de la Corona española y 
de la Santa Sede. Esta iniciativa fue necesaria porque cada 
Oratorio formaba una congregación independiente de 
sacerdotes seculares, unidos con otros institutos similares 
tan sólo por la observancia común de la regla de San Felipe 
Neri. En la ciudad de México, la fundación del Oratorio ha- 
bía causado controversias, y sólo en 1701 obtuvo su aproba- 
ción final. Al llegar a España, Espinosa quedó asombrado 
por las calamidades, la miseria y la violencia que vio en Ma- 
drid, y buscó refugio en el Oratorio de Cádiz, sólo para con- 
fiar allí a su hermano, que “hay en Cádiz mayores supersti- 
ciones, mayores hechizos, mayores inmundicias y pecados 
que en todas las Indias y un olvido de Dios en lo general..”. 
Atribuyó el triste estado de la fe a la presencia de extranje- 
ros y a los efectos del comercio y de la guerra. También lo 
había causado la popularidad de las comedias, a las cuales 
acusó desde el púlpito, para enterarse después que Felipe V 
protegía expresamente al teatro y había ordenado que se hi- 
ciesen reprimendas a unos sacerdotes que habían predicado 
en contra de él. 3 Ayudado por el cardenal Luis de Belluga y 
Moncada, fundador de un Oratorio en Córdoba, en 1725 Es- 
pinosa fue a Roma donde residió en Vallicelli, matriz de los 
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oratorianos, y en 1727 obtuvo un breve papal que lo autori- 
zaba a establecer un Oratorio en San Miguel. También con- 
siguió la concesión de privilegios para los oratorios de Es- 
paña y de América, en reconocimiento de lo cual fue nom- 
brado prepósito o padre superior del instituto de Córdoba. 
Por fin, en 1734 obtuvo un decreto de la Corona que autori- 
zaba su Oratorio en San Miguel y, a la vez, el establecimien- 
to de una escuela y un colegio. Todas estas negociaciones 
entrañaron una considerable erogación de dinero, ya que, 
como él observó, “hoy sólo reina la codicia y es necesario 
rogar y pagar para que nos dejen servir a Dios”. Sin embar- 
go, contó con la ayuda de ciudadanos prósperos de San Mi- 
guel, como Manuel de la Canal y José de Landeta. Al llegar 
a San Miguel noticias de la triunfal conclusión de sus trámi- 
tes, los padres del nuevo Oratorio eligieron a Espinosa su 
primer prepósito, aunque delegando su autoridad en su her- 
mano Francisco, también miembro, e invitaron a fray Isidro 
Félix a predicar el sermón de la fiesta de San Felipe Neri. 4 


En 1737, a los 61 años, Espinosa escribió a su hermano, 
diciéndole que “estoy 51 

cansado de ver las cosas de España y el poco fruto que se 
saca de la divina palabra”. Recordó a fray Antonio de Mar- 
gil, a quien había lavado los pies, ensangrentados y heridos 
en su viaje juntos a Valladolid. No sabía cómo transportaría 
su biblioteca de más de 4 000 volúmenes. Pero cuando Ma- 
nuel de la Canal le envió dinero suficiente para pagarse el 
regreso, Espinosa empleó esos fondos para ayudar a la fun- 
dación del Oratorio de Málaga, donde fue elegido primer 
prepósito. Luego, al estallar la guerra entre España e Ingla- 
terra, Cádiz fue sometido a un bloqueo naval de los ingle- 
ses, que impidió que partiesen flotas rumbo a Veracruz. En 
1747 falleció Espinosa, y fue enterrado en Córdoba; su 
muerte fue conmemorada con gran solemnidad en San Mi- 
guel; todos los ciudadanos y clérigos importantes de la ciu- 
dad se unieron para asistir a una misa de requiem en la igle- 
sia de Ecce Homo. 5 
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En su biografía, escrita en 1753 pero no publicada hasta 
1942, fray Isidro elogió a su hermano de acuerdo con las 
convenciones de la santidad hispánica de la época. Espinosa 
se levantaba a las dos de la mañana, celebraba misa a las 
cuatro y se quedaba en el confesionario hasta el medio día. 
Dormía sobre esteras de cuero, arropado con una vieja sota- 
na, ayunaba regularmente, se ponía cilicios y se azotaba tres 
veces por semana hasta sacarse sangre. Tenía a la vista un 
árbol genealógico ilustrado con calaveras y esqueletos, para 
que le recordaran continuamente su origen y su fin. A ve- 
ces, dormía en un ataúd. En un peculiar acto de abnegación, 
usaba unas gafas de color verde para que el mundo siempre 
le pareciese opaco e incoloro. En sus frecuentes sermones, 
muchos de los cuales fueron impresos, advertía especial- 
mente contra la tentación del sexo, denunciaba las corridas 
de toros como vestigio de la Roma pagana, atacaba las co- 
medias, desaprobaba la música profana en la iglesia y, du- 
rante los ejercicios nocturnos de las Ánimas Benditas del 
Purgatorio, se azotaba con cadenas. En sus sermones subra- 
yaba los ejemplos morales, en lugar de la doctrina escolásti- 
ca. 


Partidario de la comunión frecuente, era muy devoto de 
la Eucaristía y de Nuestra Señora de Guadalupe. Siempre 
llevaba consigo una imagen de la Virgen.6 No aceptaba di- 
nero por las misas que celebraba. En realidad, fray Isidro 
presentó a su hermano como el sacerdote ideal, cuyo asce- 
tismo personal sólo podía compararse a la dedicación a su 
ministerio pastoral en el confesionario, el púlpito y el altar. 


Pese a la ausencia de su fundador, el Oratorio de San Mi- 
guel logró prosperar: inauguró el colegio de San Francisco 
de Sales y patrocinó la Beatería de Santa Ana, cuya rectora 
fue la hermana de Espinosa. También atrajo a varios sacer- 
dotes, célebres por su santidad o por su sapiencia. En la es- 
fera religiosa, su figura más notable fue Luis Felipe Neri de 
Alfaro (1709-1776), originario de la ciudad de México, quien 
en 1730 abandonó la capital e ingresó en el Oratorio de San 
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Miguel, al que aportó más de 5 000 pesos para la construc- 
ción de la capilla de La Salud. Austero asceta, pronto tuvo 
seguidores entre los fieles y fundó varias hermandades lla- 
madas Escuelas de Cristo, dedicadas a ayudar a los 52 


pobres, visitar a los enfermos, enterrar a los muertos y 
hacer penitencia y plegaria personales. Estas asociaciones 
se encontraron en Guanajuato, San Luis de la Paz, León y 
San Luis Potosí, así como en San Miguel. En 1740, Alfaro 
salió del Oratorio a fin de establecer un santuario y una ca- 
sa de ejercicios espirituales en Atotonilco, situada en una 
parte yerma de los campos, a unos 12 kilómetros de San Mi- 
guel. Y ahí se quedó, en buenas relaciones con el Oratorio 
por el resto de sus días, extendiendo y embelleciendo gra- 
dualmente su querido proyecto. 7 

Nada de esto habría sido posible si no hubiese dedicado 
su considerable herencia, primero a comprar, por 20 000 pe- 
sos, las tierras circundantes, con objeto de formar una ha- 
cienda que comprendía 44 caballerías (1 884 hectáreas), y 
luego a construir una presa de 500 varas de longitud, con un 
costo de 12 000 


pesos, que le permitió plantar trigo. Un molino de harina, 
que costó 20 000 

pesos, vino a completar una finca que producía un ingre- 
so de 4 000 pesos anuales, dinero que permitió a Alfaro aña- 
dir nuevas capillas al santuario a lo largo de los años. 8 
Aunque activamente emprendió negociaciones con los do- 
minicos, con la esperanza de persuadirlos de establecer un 
convento permanente en Atotonilco, con 12 frailes en resi- 
dencia, estos planes nunca se realizaron y él siguió, hasta su 
muerte, siendo el único capellán. 


El santuario de Atotonilco se contó entre las creaciones 
más notables y personales del barroco mexicano. Habiendo 
completado el santuario dedicado a Jesús Nazareno, Alfaro 
le añadió no menos de seis o siete capillas, así como un ca- 
marín detrás del altar mayor, y una sacristía. En todas estas 
habitaciones había una plétora de altares y de imágenes; las 
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más notables eran las figuras del Calvario, en tamaño natu- 
ral, que mostraban a Cristo en la cruz, junto con los dos la- 
drones, la Virgen María y varios apóstoles. Paredes y bóve- 
das estaban cubiertas de pinturas e inscripciones; muchas 
de éstas eran en versos compuestos por el propio Alfaro. 
Como la iluminación era mala, muchas de estas habitacio- 
nes relativamente pequeñas estaban envueltas en la penum- 
bra, y debemos imaginar cómo se verían iluminadas por la 
llama vacilante de las velas. La idea de esta proliferación de 
capillas fue mostrar escenas que recordaran a Belén, la casa 
santa de Nazareth y los Santos Lugares de Jerusalén en que 
Cristo celebró la Última Cena y padeció su Pasión. Desde el 
principio, Alfaro había notado una semejanza entre los yer- 
mos campos de Atotonilco y la Tierra Santa. 9 


Junto al santuario se encontraban las habitaciones, el re- 
fectorio y el patio de la casa de ejercicios espirituales, donde 
los penitentes pasaban ocho días bajo la dirección de Alfaro, 
dedicando su tiempo a la plegaria colectiva, la meditación, 
el examen de conciencia y la flagelación penitencial. La jor- 
nada comenzaba a las 5 


de la mañana y duraba hasta la caída de la noche; las últi- 
mas sesiones se efectuaban a oscuras. Como estos ejercicios 
podían atraer hasta 60 hombres, ricos o pobres, el gran nú- 
mero de capillas permitía a los penitentes seguir la vida y la 
Pasión de Cristo estación por estación. En todas estas oca- 
siones, Alfaro servía la mesa en el refectorio y los viernes 
predicaba de rodillas, con una 53 


apretada corona de espinas sobre la cabeza. Tan poderosa 
fue su influencia en los años de 1765-1776 que nada menos 
que 7 541 hombres asistieron a estos ejercicios, y personas 
de uno y otro sexo siguieron cursos particulares. Se estima 
que oyó 14 000 confesiones generales en su carrera de 
sacerdote, en que los penitentes examinaban el curso de sus 
vidas antes de prometer enmendarse. 10 


Aunque Alfaro se inspiró en los Ejercicios Espirituales de 
San Ignacio de Loyola, sin duda los adaptó a las necesidades 
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locales y les infundió una sensibilidad franciscana, ya que 
mientras San Ignacio pedía a los penitentes plegarse al lado 
de Cristo en su vida en Nazareth y en su Pasión en Jerusa- 
lén, Alfaro no sólo reproducía el ambiente físico de estas es- 
cenas en las imágenes y pinturas de sus capillas, sino que 
también pedía una réplica personal de los sufrimientos físi- 
cos de Cristo. 


Al morir Alfaro en 1776, su oración fúnebre en Atotonil- 
co corrió a cargo del Dr. 


Juan Benito Díaz de Gamarra y Dávalos, rector del cole- 
gio oratoriano de San Francisco de Sales, y este sermón fue 
publicado el mismo año con el título de El sacerdote fiel. Fue 
un homenaje personal, pues Gamarra recordó que había 
ayudado a decir misa a Alfaro y había estado presente ante 
su lecho de muerte. 


Después de elogiar el santuario por su belleza, exclaman- 
do que “formó un bello paraíso y un refugio de piedad”, el 
joven oratoriano repitió que aunque Alfaro era 


“un confesor muy ancho”, es decir, misericordioso pero 
firme, le había maravillado la forma en que mortificaba su 
propia carne. Durante muchos años, Alfaro casi no comió 
mas que huevos y legumbres, y no satisfecho con cargarse 
los miembros de cilicios, también se había puesto un peto 
con espinas, que le hería las carnes. A menudo se levantaba 
a la media noche para adorar al Sacramento en la capilla, y 
“se metía bajo de ese altar donde estaba un ataúd y acomo- 
dándose dentro de él, con los ojos cerrados y el cuerpo ex- 
tendido, gastaba la noche en prepararse para la muerte..?. 
Durante el día se dedicaba a oír confesiones y a dirigir di- 
versas devociones, entre ellos las estaciones del viacrucis y 
el rosario, además de la misa cotidiana. En una ocasión se 
preparó para la Pascua permaneciendo 40 días a solas en un 
minúsculo camarín. Su severísima penitencia llegó al clímax 
durante la Semana Santa, cuando encabezó una procesión 
de Viernes Santo desde San Miguel hasta Atotonilco, llevan- 
do a cuestas una pesada cruz de madera, con la corona de 
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espinas tan apretada que la sangre le chorreaba por el ros- 
tro, ofreciendo así al mundo una representación viva de 
Cristo en la Pasión. Gamarra concluyó que el Oratorio “se 
gloriará siempre de haber tenido tal hijo y a quien Luis amó 
tanto hasta el fin de su vida, que la llamaba mi Madre, mi 
amada y venerable Congregación”. 11 


Como lo recordó Gamarra a los demás dolientes, Alfaro 
había actuado como director espiritual de María Josefina de 
la Canal, hija del rico patrón del Oratorio, Manuel de la Ca- 
nal, que había aportado los fondos necesarios para la cons- 
trucción del santuario de la Casa de Loreto, contiguo a su 
iglesia. Desde que hizo su primera confesión a Alfaro, la jo- 
ven heredera comulgaba a diario, 54 


recitaba el rosario tres veces al día y seguía las estaciones 
del viacrucis. Ese régimen llegó a un temprano clímax cuan- 
do, a los 16 años, ella emprendió ocho días de ejercicios es- 
pirituales con Alfaro en Atotonilco, y a su término resolvió 
firmemente aprovechar sus propiedades para fundar un 
convento de monjas en San Miguel. El ex oratoriano la 
acompañó a Valladolid, donde ella fue interrogada por el 
obispo Elizacoechea, quien aprobó su proyecto, y rápida- 
mente obtuvo el necesario decreto real. En 1755, cuatro 
monjas del convento de Regina Coeli de la ciudad de Méxi- 
co llegaron a San Miguel y admitieron a varias novicias en 
su compañía, entre ellas a María Josefina, quien pronto fue 
nombrada superiora de novicias.12 Aunque el convento se- 
guía la regla concepcionista, difería de sus equivalentes en 
la capital porque no aceptaba que hubiera sirvientas ni se- 
guía la vida común: todas compartían sus alimentos en el 
refectorio. 


En su vida de María Josefina de la Canal, Díaz de Gama- 
rra Observó que “el mundo... es una sociedad cuyas máxi- 
mas, cuyos sentimientos, cuya conducta son directamente 
opuestos a los sentimientos, a las máximas y la conducta de 
Jesucristo”. Basó su relato en las notas escritas por Alfaro, 
quien fue director espiritual de ella, desde su primera comu- 
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nión hasta su muerte ocurrida en 1770, a la edad de 33 años. 
No hubo allí “éctasis, visiones ni milagros”, confesó Gama- 
rra, sino tan sólo una edificante historia de virtud cristiana, 
de una doncella que había abandonado el mundo “en lo más 
florido de su edad, sepultándose viva en la clausura fabrica- 
da a sus expensas”. Pero María Josefina imitó a su confesor 
practicando una penitencia rigurosa, ayunando y azotándo- 
se hasta tal punto que, según su biógrafo, “se horroriza la 
vista sólo de mirar los crueles instrumentos con que casti- 
gaba su cuerpo, reduciéndolo a servidumbre. Cilicios, plan- 
tillas de hierro, petos sembrados de agudas puntas, discipli- 
nas de garfios, todo esto ponía a uso para domar su carne y 
sujetarla al espíritu”. Con semejante régimen, su salud 
pronto se quebrantó, sus periodos cesaron y murió entre 
grandes dolores, atormentada por gusanos que le salían de 
la nariz. 13 La búsqueda de la santidad en el mundo hispáni- 
co era, como puede verse, ardua y sangrienta, y su concen- 
tración en la Pasión de Cristo movía a frailes, sacerdotes y 
monjas a torturarse el cuerpo en un intento no sólo de dis- 
ciplinar los deseos carnales sino, lo que es más importante, 
de repetir los sufrimientos físicos de Cristo. 


Po 


En 1765-1766 el Dr. Jerónimo López Llergo, prebendario 
de la catedral de Valladolid, recibió del obispo Sánchez de 
Tagle el encargo de hacer una visita eclesiástica a San Mi- 
guel el Grande. El hecho más notable de su permanencia en 
la ciudad fue la entrada triunfal de las monjas de la Purísi- 
ma Concepción en la 55 


iglesia y el convento nuevos, aún no terminados. La lista 
culminó en una procesión pública que partió de la parro- 
quia para después recorrer las calles cubiertas con ramos y 
adornadas con alfombras y ricas colgaduras; fue acompaña- 
da en su avance por varios coros y músicos. Todo el estable- 
cimiento eclesiástico de San Miguel celebró la fiesta. Des- 
pués de los estandartes de 12 días, acompañado cada uno 
por 12 hermanos que portaban velas, apareció la Tercera 
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Orden de San Francisco con su cruz, una imagen de San Jo- 
sé con las llaves de la nueva iglesia y una figura de San An- 
tonio de Padua. Seguían los oratorianos con su estatua de 
San Felipe Neri, los franciscanos y dominicos con imágenes 
de sus respectivos fundadores, y la figura de Santa Ana con 
las “hermanas de su colegio”. Cerraba la procesión una ima- 
gen de la Purísima Concepción, la célebre imagen de Cristo 
como Ecce Homo de la iglesia parroquial, cargada por cua- 
tro sacerdotes y seguida por 12 eclesiásticos con velas, y la 
comunidad de monjas vestidas de blanco. La Eucaristía, bajo 
palio, fue llevada por el visitador general. 


Al llegar al convento, el cura local abrió las puertas de la 
iglesia y todas las imágenes fueron colocadas en los altares 
para quedarse ahí tres días, durante los cuales se celebraron 
misas solemnes, respectivamente por el párroco, el prepósi- 
to del Oratorio y el guardián del convento franciscano. 14 
Los alcaldes de la ciudad también dispusieron que por la no- 
che hubiera fuegos artificiales y otras expresiones de rego- 
cijo popular. 

Durante su visita, López Llergo tomó nota de los 29 
sacerdotes residentes en San Miguel, de los cuales sólo 16 
tenían licencia para confesar. 15 Sin embargo, no pudo en- 
trar en el convento franciscano, pues el gobierno interno de 
las órdenes religiosas estaba fuera de la jurisdicción episco- 
pal. Por contraste, el Oratorio era una congregación de 
sacerdotes seculares que no hacían los votos solemnes de 
obediencia, pobreza y castidad impuestos a todas las comu- 
nidades religiosas, y por tanto se les consideraba sometidos 
a la autoridad del obispo. En su visita, López Llergo informó 
que el Oratorio comprendía nueve sacerdotes, dos diáconos 
y 17 hermanos legos, que eran mantenidos colectivamente 
por una dotación de 22 476 pesos, que producía un ingreso 
anual de 1 123 pesos. Todo esto constituía una considerable 
mejora desde los principios de la congregación, cuando ha- 
bían vivido “en suma pobreza”, puesto que “no alcanzo las 
puertas que hube materialmente de petate en los muy pe- 
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queños aposentitos, que hizo con sus mismas manos su pri- 
mer fundador, sirviendo de peones los primeros jóvenes y 
laicos que le acompañaron”. Habían subsistido a base de 
guisados, preparados en una cocina absurdamente pequeña. 
Aunque estos heroicos primeros días habían pasado hacía 
ya mucho, los hermanos legos aún cultivaban legumbres en 
la huerta para complementar un ingreso indudablemente 
escaso. 


Los sacerdotes del Oratorio habían conservado la práctica 
de predicar cada noche y de rezar el rosario con una con- 
gregación formada por personas de uno y otro sexos. Los 
sábados predicaban en la capilla del obraje del poblado. Du- 
rante la Cuaresma pronunciaban cada día sermones de pe- 
nitencia, saliendo el Domingo 56 


de Palmas a las calles con imágenes de Cristo y de San 
Felipe Neri, y deteniéndose en varios puntos para predicar y 
cantar sus himnos. 16 En esta descripción es claro que el vi- 
sitador quedó sumamente impresionado por la dedicación y 
la disciplina que observó en el Oratorio. 


En el Colegio de San Francisco de Sales, establecido por 
decretos reales de 1743 y de 1753, López Llergo encontró a 
21 estudiantes de filosofía, 13 de los cuales contaban con be- 
cas, 10 estudiaban gramática, ocho tenían becas; y había 
otros 10 en sus comienzos. Al solicitar su ingreso, los candi- 
datos debían presentar unos documentos que certificaran su 
bautizo, su buena moral y su limpieza de sangre, es decir, 
que sus cuatro abuelos habían sido bautizados como espa- 
ñoles, regla que excluía a todos los mestizos y mulatos. Los 
indios podían ser admitidos siempre que procedieran de fa- 
milias nobles o de caciques. Se podían aceptar hijos ilegíti- 
mos o expósitos siempre que hubiesen sido criados por fa- 
milias españolas. El costo de un año de educación y manu- 
tención era de 100 


pesos, pero esta cantidad era reducida a 80 pesos si la ma- 
dre era viuda, y a 50 
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pesos para los candidatos que fueran pobres o desearan 
ser sacerdotes. Todo estudiante que falleciera estando en el 
colegio era enterrado en la capilla (puede suponerse que 
gratuitamente). Cada día, los estudiantes atendían lecturas 
espirituales en el refectorio y los sábados por la tarde eran 
instruidos en la doctrina cristiana. Se esperaba que se con- 
fesaran los jueves, comulgaran y cantaran la misa de ese 
mismo día. El horario cotidiano se había fijado de acuerdo 
con un riguroso programa de clases y de estudio, interrum- 
pido por el refrigerio, recreos y devociones; las tardes de los 
domingos y los jueves estaban dedicadas al recreo. Una vez 
al mes, el rector y los maestros llevaban a los estudiantes a 
una excursión a los campos, donde tomaban frutas, leche y 
pan; se esperaba que todos los pupilos llevaran sus togas y 
sus bonetes. Su régimen alimenticio era sencillo y consistía 
en carne de carnero, frijoles, arroz, pasteles y pan. 17 Aun- 
que el visitador se enteró minuciosamente de todas las dis- 
posiciones de vida de los estudiantes, en su informe no 
planteó la pregunta del programa escolar que pronto sería 
causa de considerable controversia. 


Otra derivación del Oratorio, aunque más distante, fue la 
beatería de Santa Ana, que recibió licencia del obispo en 
1742. Las beatas, en contraste con las monjas, no hacían los 
votos solemnes y eran libres de abandonar su 

“recogimiento voluntario” si así lo deseaban. Cuando Ló- 
pez Llergo las visitó, había 48 mujeres que vivían en condi- 
ciones de apiñamiento, a veces cuatro en una habitación, y 
que eran responsables de administrar un colegio de niñas. 


Juan Hipólito Aguado, sacerdote del Oratorio, había pa- 
trocinado el instituto y en su testamento en 1748 dejó sus 
haciendas, a fin de dar una dotación a la beatería y al cole- 
gio. La venta de sus fincas produjo 15 830 pesos, que se in- 
virtieron para producir un ingreso de 791 pesos anuales. Los 
sacerdotes del Oratorio seguían siendo los capellanes de es- 
te instituto, situado junto al colegio de San Francisco de Sa- 
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les, pero, por lo demás, no intervenían en su administra- 
ción. 18 Una de las 57 


primeras rectoras había sido una hermana de Pérez de 
Espinosa. 

Aunque el Oratorio aceptó la visita efectuada por López 
Llergo, sobre todo al serle tan favorable, al año siguiente Ni- 
colás Pérez de Arquitiqui fue enviado a España para ver si 
Pérez de Espinosa había dejado algunos documentos vincu- 
lados a la autorización de traer los huesos del fundador a 
México. Otra de sus intenciones era seguir hasta Roma con 
el objeto de obtener de la Santa Sede una concesión de los 
privilegios y exenciones de que ya disfrutaban los oratorios 
de Córdoba y de Lima. En particular, se esperaba que al pre- 
pósito se le diese jurisdicción de primera instancia en cual- 
quier caso jurídico, criminal o civil, en que se viese envuelto 
algún miembro de su congregación, con derecho de apelar 
al obispo. Pero Arquitiqui no obtuvo del virrey la licencia 
de hacer tan ambiciosas reclamaciones que, de serle otorga- 
das, provocarían litigios. 19 En consecuencia, se le negó la 
autorización de ir a Italia y fue obligado a retornar a la Nue- 
va España, habiendo logrado poco. 


En esta misión, Arquitiqui fue acompañado por Juan Be- 
nito Díaz de Gamarra y Dávalos (1745-1783), recién ordena- 
do sacerdote, quien se fue a Italia, donde pasó tres años fa- 
miliarizándose con los recientes avances de la filosofía; sus 
esfuerzos fueron recompensados con el título de doctor en 
derecho canónico de la Universidad de Pisa. Originario de 
Zamora e hijo de un español peninsular que había ejercido 
el cargo de magistrado municipal, por el lado materno Ga- 
marra descendía de los primeros colonizadores de dicho po- 
blado y tenía un tío que había sido rector del colegio de To- 
dos Santos. Después de un año en el colegio jesuita de San 
Ildefonso en la ciudad de México, Gamarra se inscribió en el 
Oratorio de San Miguel, primero como estudiante y, por úl- 
timo, como sacerdote. 20 En Roma residió en el Oratorio de 
Vallicelli fundado por San Felipe Neri, y se enteró de los pri- 
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vilegios de que disfrutaban los oratorios europeos y de la 
reciente controversia ocurrida en Lima cuando la Santa Se- 
de declaró que el Oratorio quedaría exento de las visitas del 
arzobispo. Sin embargo, a su regreso a la Nueva España, Ga- 
marra dedicó sus energías a enseñar en el colegio de San 
Francisco de Sales y en 1774 publicó sus Elementa recentioris 
philosophiae, en donde atacó enérgicamente el continuado 
predominio de Aristóteles en las escuelas y presentó la pri- 
mera versión de la filosofía moderna que se haya impreso 
en México. En su prólogo dio las más efusivas gracias al 
obispo de Michoacán, Luis Fernando de Hoyos y Mier, por 
aprobar el libro como texto del curso de filosofía en San Mi- 
guel. 


El patrocinio episcopal era importantísimo para Gamarra, 
dado que su defensa de la reforma del programa escolar 
despertó una intensa oposición dentro y fuera del Oratorio, 
hasta tal punto que se vio obligado a renunciar a su puesto 
de rector del colegio, al que estaba recién nombrado. Sus 
adversarios afirmaron que su nuevo curso había impedido 
que muchos estudiantes se graduaran en la Universidad de 
México, ya que Aristóteles “da la ley en la República litera- 
ria de este reino”, mientras que Gamarra había ridiculizado 
al estagirita. En esta 58 

coyuntura, el obispo Hoyos y Mier intervino para insistir 
en que Gamarra fuese nombrado prefecto de estudios, nue- 
vo cargo destinado a permitirle imponer sus ideas en el co- 
legio. En una carta enviada al Oratorio, Hoyos elogió a Ga- 
marra por 


“su bello curso filosófico”, saludándolo como “el primer 
americano que los ha hecho sudar con esta especie de escri- 
tos... una fecunda semilla de las más importantes y verdade- 
ra filosofía, desterrando de ella los vicios en el método y las 
inepcias, esterilidad e inutilidad de infinitas disputas y 
questiones de la corriente... una pura mal conceptuada 
abastracción y equivocación de términos confusos”. Era tal 
la reputación de Gamarra que el rector de la Universidad de 
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México pidió la autorización de la Corona a fin de utilizar 
su nuevo curso, imitando así a “las demás naciones cultas 
de la Europa”. En efecto, había llegado el momento de acep- 
tar los recientes avances logrados en física y matemáticas, 
sobre todo porque la propia España había hecho tan pocos 
progresos en las artes y las ciencias durante los dos últimos 
siglos. Como respuesta, el nuevo rector del colegio de San 
Miguel, Carlos Antonio Martínez, confesó que él mismo só- 
lo conocía al “antiguo Aristóteles”, pero prometió instalar el 
curso de Gamarra como texto básico para sus estudiantes. 
21 


No obstante, el intento de Gamarra de obtener el apoyo 
episcopal para sus proyectos se frustró en 1781-1782, cuan- 
do el obispo Juan Ignacio de la Rocha (1777-1782) fue de vi- 
sita a San Miguel y residió más de seis meses en el Oratorio. 


Al principio, las relaciones entre ambos fueron excelentes 
y, tiempo después, Rocha recordaría que el joven oratoriano 
había conversado con él a menudo, en esta época. En sus 
Errores del entendimiento humano (1781), publicado en Pue- 
bla con el seudónimo de Juan de Bendiaga, Gamarra elogió 
cálidamente a Rocha como “padre de los pobres, protector 
de las ciencias”. 22 Por su parte, Rocha destinó 2 000 pesos 
en su testamento a la escuela primaria del Oratorio, y en 
mayo de 1781 propuso a Gamarra y al prepósito Vicente Ze- 
rrillo, para ayudar a su visitador general, el arcediano José 
Pérez Calama, en la evaluación del clero residente en San 
Miguel.23 Y no era el único que opinaba esto, pues Pérez 
Calama, quien le acompañó en la visita, también había do- 
nado 3 000 pesos al Oratorio y entregado un retrato suyo, 
que fue colgado en la capilla pequeña.24 

Fueron precisamente estas expresiones de buena volun- 
tad las que hicieron creer a Gamarra que el obispo haría im- 
portantes concesiones acerca de la jerarquía del Oratorio, 
cuestiones de las que había hablado con el prelado y con el 
arcediano varias veces durante su permanencia en el lugar. 
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La primera dificultad que él trató de resolver surgió de la 
relación de la iglesia del Oratorio con el párroco de San Mi- 
guel. En 1779, la congregación había pedido al obispo que 
revocara el acuerdo firmado en 1742 con los propietarios de 
su iglesia, la cofradía mulata de Ecce Homo y de Nuestra 
Señora de la Soledad. 


Según dicho acuerdo, la cofradía había quitado la imagen 
de su santo patrono y la había depositado en la parroquia, 
dejando en cambio el retablo y el púlpito por la suma de 4 
185 pesos. Aunque de este modo el Oratorio había adquirido 
el 59 

dominio útil, debía reconocer que la cofradía aún poseía 
la iglesia gozando el derecho directo y de propiedad y por 
ello aceptó como pago oficiar cada año en el día de la fiesta 
anual de la cofradía, llevando a un predicador y cuatro 
grandes velas de cera. No conforme con depender “de unos 
quantos negros y mulatos”, el Oratorio se quejó de que aun 
cuando los miembros de la cofradía se enterraban en su 
iglesia, eran el párroco o sus vicarios quienes oficiaban, 
quedándose con la paga. Por ello solicitaron al obispo que 
no sólo reconociera a su congregación como verdadera pro- 
pietaria de la iglesia, sino que también le diera el derecho de 
recibir el pago de todas las misas y servicios celebrados en 
su iglesia; y citaba como ejemplo el santuario de Ocotlán, 
fuera de Tlaxcala, donde el capellán recibía todas las remu- 
neraciones. Como estaban las cosas, los oratorianos predi- 
caban sermones, oían en confesión y administraban los últi- 
mos sacramentos durante las pestes, todo ello sin ningún 
estipendio, de modo que “el cura tiene un vicario sin paga 
en cada miembro de esta congregación”. 25 


Se demostró que Gamarra era quien estaba pidiendo to- 
dos estos cambios. En una carta a su padre superior (prepó- 
sito) de fecha 16 de febrero de 1780, argumentó que, aunque 
el Oratorio romano de Vallicelli no administraba una parro- 
quia, sí tenía derecho a celebrar entierros, recibiendo una 
paga sin referencia alguna al cura local, e incluso añadió: 
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“Viví un año en Roma; me informé muy menudamente so- 
bre este punto”. Había llegado la hora de liberar al Oratorio 
de San Miguel de la autoridad del párroco, sobre todo por- 
que “en la persona de Nuestro Illmo. está en la silla de Mi- 
choacán la clemencia, la benignidad y la misericordia. Pón- 
gase V. R. a sus pies y con la confianza que debe inspirarle a 
príncipe tan amante de nuestra institución, represéntele to- 
do lo dicho”. 26 Aparte, el obispo Rocha ya había escuchado 
enérgicas protestas del mayordomo de la cofradía de La So- 
ledad, quien afirmaba que su hermandad había poseído la 
iglesia desde 1628, y que sin el sermón anual y las cuatro 
velas sus derechos prescribirían. Y, lo que era de mayor im- 
portancia: el párroco insistió en sus derechos canónicos de 
celebrar entierros en cualquier iglesia que se encontrara 
dentro de su jurisdicción y de recibir la paga correspondien- 
te: el abrogar sus derechos equivalía a conferir al Oratorio 
las exenciones y privilegios de una orden religiosa. El hecho 
de que en marzo de 1780 el obispo rechazara la petición del 
Oratorio, negándose a alterar las condiciones del acuerdo de 
1742, fue una clara advertencia de que su admiración a las 
actividades de la congregación no significaba que tuviese 
deseos de mejorar su situación. 27 


La ruptura entre Rocha y el Oratorio ocurrió en septiem- 
bre de 1781, cuando el obispo firmó un decreto oficial en 
que anunciaba que efectuaría una visita a la congregación y 
su colegio. Desde que estuviera seis meses en ella, evidente- 
mente éste ya había sido tema de discusión. En el anterior 
mes de mayo, Pérez Calama había recibido una copia de to- 
dos los documentos impresos de la disputa ocurrida en Li- 
ma, que concluía con una declaración de la Santa Sede, de 
1758, que eximía de toda visita episcopal al régimen interno 
del Oratorio. Los 60 

oratorianos de San Miguel reconocieron que habían sido 
“visitados” por el obispo o por su delegado en 1734, 1742, 
1766 y 1775, pues hasta 1763 no se habían enterado de la 
disputa de Lima y sólo con el retorno de Gamarra supieron 
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que se les había informado de sus derechos. De hecho, el 
“oratorio parvo... el nervio del instituto” no se había esta- 
blecido hasta 1770. Nada de todo esto convenció al obispo, 
que, irritado por su resistencia, abandonó el Oratorio, esta- 
bleciendo su residencia en una hacienda cercana, aunque no 
sin antes donar mil pesos para pagar los gastos de su pro- 
longada permanencia.28 


El 7 de noviembre, Rocha lanzó un enconado ataque 
contra Gamarra, afirmando que, mientras que se había esta- 
blecido con el padre superior para efectuar una visita limi- 
tada, dejando para resolver más tarde la cuestión de los de- 
rechos y los privilegios, el filósofo había intervenido, tratan- 
do de hacer cambiar la opinión de su superior. En efecto, 
“prevalece el partido bajo, ciego sequaz del Padre Gamarra, 
prevalido contra el de los antiguos de la Congregación”, y 
aunque él había ordenado a Gamarra no entrometerse en 
tales cosas, éste había obtenido el apoyo de los sacerdotes 
jóvenes y ahora aspiraba a 

“la gloria de ser el héroe, que sacase a su Congregación 
del captiverio, tiranía y despotismo de los prelados dioce- 
sanos”. Herido por esta enérgica crítica, Gamarra informó 
entonces a sus colegas que deseaba renunciar a la rectoría 
del colegio, a sus derechos de voto y volver a su casa de Za- 
mora. El notorio 


“resentimiento del Illmo. Señor” había destruido la paz de 
su espíritu. Pero la congregación se negó a aceptar su parti- 
da y todos sus miembros, jóvenes y viejos por igual, firma- 
ron una declaración de que habían actuado independiente- 
mente. 

Escribieron entonces a Rocha declarando que estaban 
“llenos de amargura” al ver su ira, que no se habían someti- 
do a la influencia de Gamarra y que no lo expulsarían de su 
medio. Su congregación estaba “compuesta de hombres se- 
culares algo civilizados” que no estaban dispuestos a some- 
terse a una visita del 


“gobierno económico e interno” del Oratorio. 
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El 3 de diciembre de 1781, el obispo decidió suspender la 
visita del Oratorio mismo y en cambio ordenó a Pérez Cala- 
ma que inspeccionara el colegio de San Francisco de Sales. 
Sin embargo, cuando el arcediano, acompañado por el pá- 
rroco de San Miguel, entró en el colegio fue recibido por 
Gamarra y por su personal, quienes le notificaron que aun- 
que podía inspeccionar la capilla, se negarían a entregarle 
las cuentas del colegio, ya que éstas pertenecían a su 


“gobierno económico y interior”, en el cual no tenía juris- 
dicción el obispo. 

Exasperado por esta resistencia, Pérez Calama ordenó al 
párroco aplicar su autoridad de juez eclesiástico para obte- 
ner un informe de la enseñanza en el colegio, del número de 
estudiantes y del estado de sus finanzas. El 2 de enero de 
1782 el Oratorio le comunicó que todas las resoluciones que 
trataban del nombramiento de profesores y los métodos de 
enseñanza se encontraban registradas en las minutas del 
Oratorio, y por tanto no se le podían mostrar. En este pun- 
to, Pérez Calama advirtió a los sacerdotes rebeldes que esta- 
ban en 61 


peligro de excomunión y, para confirmar su amenaza, les 
suspendió la licencia de administrar los sacramentos. 


Sin amilanarse por estas amenazas, el Oratorio informó a 
Pérez Calama el 3 de enero que ya había presentado una 
apelación legal, conocida técnicamente como recurso de 
fuerza ante la Audiencia real de México, y por tanto le reco- 
mendaban que suspendiera todo trámite hasta que el caso 
quedara resuelto. Fue entonces cuando el obispo ordenó al 
arcediano excomulgar a los 10 sacerdotes del Oratorio. A 
estas alturas, el cabildo de San Miguel, integrado por ricos 
terratenientes, rogó al obispo que levantara la sentencia, de- 
clarando que era su deber ante Dios y el rey (ambas majes- 
tades) advertirle que la población del lugar podía amotinar- 
se, escandalizada por este conflicto. También el párroco in- 
tervino para expresar su alarma. Por su parte, el Oratorio 
declaró que la publicación del edicto de excomunión causa- 
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ría “universal escándalo, dolor, descrédito del buen nom- 
bre”, y amenazó con apelar al arzobispo. Además, Gamarra 
recordó a Pérez Calama que él era comisionado de la Santa 
Inquisición y que como tal gozaba de inmunidad ante la ju- 
risdicción del obispo: argumento persuasivo, ya que el 7 de 
enero le fue levantada la sentencia. Una vez más, el Orato- 
rio escribió, quejándose amargamente de su castigo: eran 
sacerdotes dedicados, devotos y pobres, y sin embargo se les 
había tratado como delincuentes tan sólo porque se habían 
atrevido a defender sus derechos legales. Volvieron a negar 
que Gamarra hubiese causado todo el incidente, añadiendo 
que estaba “lleno de penas y de ultraje, oprimido, herido en 
lo más vivo de su honor”. El 8 de enero, el obispo se inclinó 
ante esta tormenta, y para evitar mayor escándalo levantó 
las sentencias de excomunión. 


Apenas había transcurrido una semana cuando, el 16 de 
enero, Rocha escribió al virrey denunciando al Oratorio y a 
Gamarra por negarse a reconocer su jurisdicción. Como 
obispo, él tenía el derecho y el deber de visitar todas las 
iglesias, cofradías y colegios que hubiese dentro de su dió- 
cesis, y de revisar sus cuentas. El Oratorio no tenía docu- 
mentos que confirmaran sus pretensiones de exención, co- 
mo no fuese la versión impresa de la disputa de Lima. Y sin 
embargo se había negado a permitirle inspeccionar las cua- 
tro minutas del “gobierno interior” de su congregación. Da- 
do que el colegio preparaba a los candidatos al sacerdocio, 
él tenía buenas razones para revisar lo que se estaba ense- 
ñando y si se llevaban bien las cuentas. Sin embargo, ni si- 
quiera había visto su constitución. 

Añadió: 

[...] en dicho Colegio no se hace especial professión de al- 
guna doctrina, sino que varios maestros en su tiempo y a su 
arbitrario enseñan lo que en sus tiernos años les enseñaron 
o después abrazaron; y ya suele enseñarse filosofía y teolo- 
gía especulativa por los principios de la Escuela Suarista po- 
co conformes a las doctrinas de San Agustín o Santo Tomás 


74 


[...] en la teología moral práctica ha habido tiempo en que 
se ha hecho en dicho Colegio professión de laxismo, no 
dándoseles a los jóvenes otros libros que los tratados mora- 
les de P. Juan María, la Suma de Busenbaum y otros de este 
género, cuyas doctrinas el tiempo y las experiencias han he- 
cho ver que son nocivas [...]. 
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Por cuanto a la filosofía aristotélica, reconoció que a los 
estudiantes se les había enseñado a “despreciarla y ridiculi- 
zarla, dedicándose a lectura de un Curso de artes que hizo 
imprimir el Padre Dr. Juan Benito Díaz Gamarra”. El resul- 
tado de todo esto era que al ser examinados en México los 
candidatos procedentes de ese colegio para obtener el ba- 
chillerato, *fueron los más de ellos reprobados, quedando 
sin facultad para pasar a todos los estudios mayores”. 


Con respecto a Gamarra, el obispo afirmó que la congre- 
gación había tratado de cancelar el nuevo curso de estudios, 
pero que él había convencido al obispo Hoyos de que inter- 
viniera, nombrándolo prefecto de estudios. De este modo, 
para favorecer “los ambiciosos perjudiciales intentos del pa- 
dre Gamarra”, se había empezado por invocar la jurisdic- 
ción del obispo, pero luego la habían rechazado. La única 
razón de este nombramiento había sido permitir que Gama- 
rra impusiera su Curso de artes, libro que él había mandado 
imprimir sin licencia. De hecho, muchos de los sacerdotes 
del Oratorio eran hombres obedientes y sin pretensiones, 
perfectamente dispuestos a aceptar la autoridad del obispo, 
pero “el daño que hoy padece la Congregación, dominada 
por el espíritu del padre don Juan Benito Díaz Gamarra, 
hombre (no quisiera decirlo, pero es fuerza) contencioso”... 
que había obtenido ascendencia sobre sus colegas 

“por su estilo insinuante y seductivo... y su instrucción”. 


Más adelante en ese mismo mes, el promotor fiscal, Lic. 
José Joaquín de Eguía, definió la esencia de la disputa, desde 
la perspectiva de la ley canónica. 
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Explicó que el Concilio de Trento había mantenido la 
exención de las comunidades religiosas ante la jurisdicción 
episcopal, exención que se derivaba del ejercicio de la auto- 
ridad papal. Pero los oratorianos no constituían una orden 
religiosa: eran una laxa confederación de congregaciones 
autónomas de sacerdotes seculares, unidos tan sólo por su 
común decisión de observar las reglas de la vida comunita- 
ria, establecidas por San Felipe Neri. No hacían votos so- 
lemnes. Como había comentado el canonista holandés Van 
Espen, disfrutaban de ciertos privilegios pero poseían pocos 
derechos. Y dado que podía decirse que no existía una orden 
oratoriana, de ahí se derivaba que los resultados de la dispu- 
ta de Lima no afectaban en nada al conflicto de San Miguel. 
Estando en Roma, Gamarra había debido obtener un breve 
papal que le concediera las exenciones que él deseaba. Si- 
guiendo el ejemplo de Rocha, Eguía criticó el “genio conten- 
cioso y díscolo” de Gamarra, y concluyó diciendo que “dista 
mucho el padre Gamarra de poder hombriar con el venera- 
ble fundador don Juan Antonio Pérez de Espinosa”... “Los 
primeros padres acaso no lo tendrían en las doctrinas de 
Malebruck [sic], observaciones de Noleto [sic], sistema de 
Neut [sic] y otras fruslerías de este género, nada útiles para 
su destino”. 


Como la Audiencia decidió aceptar la apelación del Ora- 
torio, los abogados de ambas partes en la disputa prepara- 
ron unas declaraciones impresas; y mientras que los conse- 
jeros del obispo casi se limitaron a repetir los argumentos 
planteados por Rocha y Eguía, en cambio el Lic. Manuel 
Quijano Zavala, 63 

abogado del Oratorio, hizo una vigorosa defensa que in- 
cluía nuevos hechos. 


Aunque reconociendo que los oratorianos no constituían 
una orden religiosa unida por votos solemnes, insistió en 
que todos ellos observaban la Constitución del Oratorio Ro- 
mano de 1612, aprobada por la Santa Sede, la cual explícita- 
mente prohibía toda visita episcopal del “gobierno económi- 
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co e interno” de la congregación. Tanto el breve papal de 
1727 como el decreto real de 1734, que estableció el Orato- 
rio de San Miguel, conferían a la nueva congregación todos 
los privilegios y derechos de que ya gozaba su casa materna 
en Roma. Además, el breve papal de 1758 había declarado 
explícitamente que el arzobispo de Lima no tenía ningún 
derecho de intervenir en el régimen interno del Oratorio de 
tal ciudad, lo que, obviamente, se aplicaba a todos los orato- 
rios del mundo. Por cuanto al colegio de San Francisco de 
Sales, Quijano arguyó que había sido formalmente estable- 
cido por decreto real de 1753 y que era una institución secu- 
lar, ya que educaba a muchachos reclutados entre los laicos, 
que podían optar tanto por una carrera secular como por el 
sacerdocio. Como tal, no estaba sujeto a la jurisdicción del 
obispo. 29 

Quijano también se esforzó por defender a Gamarra de 
las acusaciones de Rocha y de su promotor fiscal. Reveló 
que el obispo había permanecido seis meses en el Oratorio 
antes de comenzar su visita, y que el Oratorio había prepa- 
rado su apelación a la Audiencia casi dos semanas antes de 
su excomunión. 

Rechazó la afirmación de Rocha de que los estudiantes 
del colegio de San Miguel ya no podían graduarse, y mostró 
una declaración certificada del secretario de la Universidad 
de México, la cual demostraba que en un reciente trienio, 
nada menos que 62 estudiantes del colegio habían obtenido 
su bachillerato. El curso de filosofía de Gamarra era suma- 
mente apreciado, y para demostrarlo, publicó la carta del 
obispo Hoyos. En cuanto a la opinión del fiscal diocesano, 
su peculiar manera de escribir los nombres de Malebranche, 
Nollet y Newton indicaba que jamás había leído sus libros. 
Sea como fuere, Gamarra no se había basado tan sólo en su 
propio curso; también había impreso, para uso de los estu- 
diantes, la Instrucción de la Lengua Latín de Esteban de Ore- 
llana y la Selectae Veteri Testamento Historiae de Carlos Ro- 
lin, selección de lecturas del Antiguo Testamento. Más aún, 
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los estudiantes también utilizaban la gramática de Nebrija y 
los Coloquios de Luis Vives, junto con Virgilio y Horacio. 
Con respecto a la teología, el colegio no enseñaba las doc- 
trinas de Suárez sino que se concentraba en San Agustín y 
Santo Tomás, interpretados por Melchor Cano y por otros 
autores de gran reputación. No se empleaban las obras de 
Busenbaum, pues habían sido estrictamente prohibidas por 
decreto real de 1769. Por último, Quijano querría saber por 
qué se había calumniado a un sacerdote de tan grande ta- 
lento y devoción como Gamarra, que “sin otro interés que el 
beneficio público, ha gastado su dinero y ha imprendido in- 
menso trabajo”. 30 


En enero de 1783 declaró la Audiencia que los actos del 
obispo como visitador hacen fuerza, es decir, que consti- 
tuían una intrusión injustificada en los 64 


derechos de Oratorio. Se aceptó que el breve papal de 
1758, emitido para resolver la disputa de Lima, se aplicaba a 
todos los oratorios y por tanto los eximía de toda visitación 
episcopal. Sin embargo, este fallo sólo afectaba al Oratorio 
propiamente dicho y no resolvía directamente la discutida 
cuestión de la situación del colegio. Al año siguiente, el 
Oratorio envió a la Corona una petición de reconocimiento 
de la condición secular de su colegio, y pidió autorización 
para cambiar el uniforme de sus estudiantes: que dejaran la 
toga y adoptaran en su lugar “un atuendo militar de paño 
negro”. El caso finalmente fue atendido, por segunda vez, 
por el Consejo de Indias, que en 1792 confirmó el juicio de 
la Audiencia pero se negó a colocar al colegio bajo el patro- 
cinio real y más bien pidió al virrey Revillagigedo que se in- 
formara de lo que allí se enseñaba. Así, la cuestión volvió al 
intendente de Guanajuato, quien en 1793 hizo un breve es- 
bozo del programa escolar del colegio en el cual demostró 
que el curso de Gamarra ciertamente constituía una intro- 
ducción a la filosofía, pero que los estudiantes también leían 
a los autores mencionados por Quijano en su defensa. El in- 
tendente observó que las reglas establecían la comunión se- 
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manal e insistían en la confesión y la comunión mensuales; 
también prohibían que se leyeran comedias, romances y 
cuentos, “libros tan perniciosos para las buenas costum- 
bres”. 31 Y ahí quedó la cosa. 


Los principales protagonistas de esta disputa no vivieron 
lo bastante para verla resuelta. El obispo Rocha falleció en 
febrero de 1782, cuando aún residía en una hacienda cerca- 
na a San Miguel, sólo un mes después de emitida su senten- 
cia de excomunión. Lo que es más sorprendente, el propio 
Gamarra murió en noviembre de 1783, de sólo 38 años. En 
cuanto a José Pérez Calama, escribió al Oratorio en junio de 
1784, expresando su arrepentimiento. Reconoció su gran 
deuda para con la cultura y espiritualidad de la congrega- 
ción y afirmó que Rocha era quien había causado la con- 
frontación y le había ordenado excomulgar a sus sacerdotes. 
Como Pérez Calama se enorgullecía de sus opiniones ilus- 
tradas y compartía el odio de Gamarra al árido aristotelismo 
de las escuelas, no hay razón para dudar de sus palabras. El 
hecho de que Rocha tendiera a adoptar una defensa peren- 
toria de la jurisdicción episcopal puede demostrarse por sus 
quejumbrosas críticas del provincial de los dominicos que 
había permitido a sus frailes residir en San Miguel sin obte- 
ner la autorización del obispo, donde ni las disculpas del 
provincial ni su obediencia redujeron su indignación. 32 

3 


En el prólogo a sus Elementa recentioris philosophiae, Ga- 
marra saludó a la juventud de México como “la grande es- 
peranza de la patria”, y añadió que él se había esforzado no- 
Che y día, leyendo más de 100 libros, para informarle de los 
más recientes avances de la filosofía europea. Con este fin 
había sacrificado mi 65 

ocio; el dulce domicilio de la patria; el dinero, bastante 
considerable que fue gastado por mí; y lo que los mortales 
suelen tener en mucho, la fama y estima de nombre, puesto 
que entre el vulgo ignorante soy tratado como reo de des- 
truir la filosofía y la antigua religión de nuestros mayores”. 
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33 La conciencia de sus logros se muestra en sus Errores del 
entendimiento humano (1781), cuando, con un seudónimo, 
elogió sus propios Elementa, observando sin la menor mo- 
destia que 


“no puede negarse a este sabio la gloria de haber sido el 
primero de nuestros compatriotas que se atrevió a combatir 
el antiguo método, dándonos una filosofía acomodada al 
gusto de las naciones más cultas de la Europa”. En su ataque 
a Aristóteles y a las categorías escolásticas caducas y en su 
impaciencia por informar al público mexicano de las “utilí- 
simas doctrinas” de la filosofía y de la ciencia modernas, 
Gamarra imitó conscientemente a Benito Jerónimo Feijoo, 
el benedictino autor del Teatro crítico universal (1726-1739), 
describiéndolo como “esplendor del siglo que ahora enveje- 
ce y de nuestra España”. Tanto como el abate benedictino, 
elogió los grandes descubrimientos de la ciencia del siglo 
XVII pero se mostró escéptico u hostil hacia los sistemas de 
filosofía que también habían surgido en esa época. Cons- 
ciente de las muy diversas bases de su pensamiento, excla- 
mó: “¡Felices son los filósofos eclécticos, que imitando a las 
abejas, buscan de flor en flor la suave néctar de la ciencia! 
>34 

Ante todo, Gamarra atacó a Aristóteles y a la filosofía es- 
colástica que lo había consagrado como la autoridad supre- 
ma en todas las cosas de la naturaleza. En su Memorial ajus- 
tado (1790), breve sátira publicada después de su muerte, 
pintó una escena ubicada en “la audiencia y cancillería de 
Estagira en este reino de las Quimeras”, en que los profeso- 
res reunidos de los colegios peripatéticos acusaban a dos in- 
dividuos llamados “la razón y la experiencia” de reunir a los 
discípulos de Descartes, Gassendi y Newton para destruir la 
autoridad suprema de Aristóteles y su “derecho de prescrip- 
ción”. Horrorizado por la amenaza a la doctrina de las 


“formas substanciales”, el tribunal aceptaba el consejo del 
Fiscal Ergotista y decidía suprimir las ideas nuevas, destru- 
yendo, asimismo, los barómetros, microscopios y telesco- 
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pios. 35 En todo esto, Gamarra hacía eco a Los aldeanos crí- 
ticos (1758), en que el conde de Peñaflorida, fundador de la 
Real Sociedad Bascongada de los Amigos del País, audaz- 
mente había aclamado las doctrinas de Newton y se había 
burlado del fvetustísimo, calvísimo, arrugadísimo, tremulí- 
simo... el Señor don Aristóteles de Estagira, Príncipe de los 
Peripatos, Duque de las Formas Substanciales, Conde de 
Antipatías, Marqués de Accidentes...” 36 Como prueba, Ga- 
marra recurrió a la historia eclesiástica, observando que los 
Padres de la Iglesia habían elogiado a Platón y rechazado a 
Aristóteles, quien sólo había entrado en la filosofía cristiana 
en los siglos XII y XII debido a la influencia de pensadores 
árabes como Averroes. El resultado de esto había sido la 
creación de una jerga bárbara y de “una filosofía disputado- 
ra y contenciosa”, cuyos partidarios constantemente se de- 
dicaban a “aquellos 66 

sempiternos ejercicios, disputas, logomaquias”. ¿No había 
condenado Platón en el Gorgias a los sofistas de su época? 
Sin embargo, las universidades de España y de México se- 
guían llenas de profesores que rechazaban la ciencia moder- 
na y ciegamente insistían en mantener las categorías y doc- 
trinas aristotélicas, que habían resucitado y se habían siste- 
matizado durante la Edad Media. 37 

En su explicación de la física y de las percepciones fue 
donde más claramente Gamarra abrazó la ciencia moderna, 
saludando a Galileo como el “Pedro el Grande de la filoso- 
fía”, ya que había descendido de su trono académico para 
aprender cuestiones de utilidad práctica, liberando la filoso- 
fía del dominio de los árabes. Por lo que corresponde al 
mundo natural, las categorías de Aristóteles no eran tan fal- 
sas, cuanto, simplemente, vanas e improcedentes, ya que en 
lugar de distinciones como forma y materia, substancia y 
accidente, era necesario examinar las leyes del movimiento. 
Gracias al empleo del telescopio y del microscopio, Galileo 
había percibido el movimiento de los cielos y Harvey la cir- 
culación de la sangre. En cuanto a la revolución de la astro- 


81 


nomía, Gamarra aceptaba que las teorías heliocéntricas de 
Copérnico y de Galileo explicaban los movimientos de los 
cielos mucho mejor que el sistema de Ptolomeo; pero en 
cambio describió sus teorías simplemente como la mejor hi- 
pótesis. No que le hubiese impresionado el rechazo de la 
Iglesia católica a Copérnico por motivos bíblicos, pues argu- 
yó que el propósito de la Biblia era enseñar las doctrinas de 
la salvación, instruyendo a judíos y cristianos por medio de 
metáforas y figuras, sin ninguna intención de satisfacer cu- 
riosidades acerca del mundo natural. En lo tocante a “el ex- 
celso Isaac Newton, luz y ornamento de Inglaterra”, Gama- 
rra reconocía que en su estudio de la óptica había demostra- 
do claramente que los colores se derivan de la operación de 
la luz y, por tanto, no eran accidentes de la materia. No obs- 
tante, aun observando que la física de Newton había sido 
defendida por muchos filósofos ilustres, decía que “es un 
misterio impenetrable para aquellos que no están iniciados 
en la alta matemática”. 38 En contraste con sabios mexica- 
nos de la época como Joaquín Velázquez de León y Antonio 
de León y Gama, Gamarra obviamente no dominaba las ma- 
temáticas como para exponer las realizaciones de la física 
newtoniana. 


En su análisis de la metafísica, o sea las doctrinas del al- 
ma y de Dios, Gamarra invirtió su actitud modernista y 
abiertamente favoreció a los “peripatéticos”, elogiando a 
Santo Tomás de Aquino como “genio” y “teólogo inmortal”. 


Rechazando a la vez el materialismo y el dualismo carte- 
siano, afirmó que el alma fue creada por Dios de la nada y 
estuvo presente desde el momento de la concepción. Siguió 
el principio tomista de que el alma era a la vez la forma que 
animaba al cuerpo, dando a ambas vida e inteligencia, y 
también un espíritu inmortal que no estaba expuesto a la 
corrupción material. Citó un elocuente pasaje del cardenal 
Melchor de Polignac, el cual comparó el alma con la música 
y el cuerpo con el instrumento: elementos necesarios ambos 
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para formar un ser humano. En cuanto al Todopoderoso, 
Gamarra siguió a Santo Tomás afirmando 67 


que su existencia podía demostrarse racionalmente, y 
ofreció su versión de las cinco célebres pruebas del Doctor 
Angélico, aunque concentrándose en el argumento por de- 
signio. Así como un reloj necesita un relojero, así también 
la complejidad y grandeza del mundo natural habían reque- 
rido el poderío y el espíritu de un Ser Supremo que lo pusie- 
ra en movimiento y que, en adelante, sostuviera su existen- 
cia. 39 

Al tratar de la moral, Gamarra lanzó un feroz ataque a la 
“chusma” de los autores modernos, hombres como Voltaire, 
Hobbes y Rousseau, quienes habían citado las costumbres y 
moral de todas las épocas y todas las naciones para socavar 
la autoridad de la Iglesia católica. Esa ética libertina y ese 
ateísmo debían provocar “indignación, desprecio y lástima”, 
como decía Gamarra, y recomendaba a sus estudiantes no 
leer esos libros emponzoñados. ¿Qué mejor prueba podía 
encontrarse de la verdad de la fe católica que las virtudes 
apostólicas de sus muchos santos? Como lo mandaban las 
Sagradas Escrituras, había que amar a Dios con todo el es- 
píritu y el corazón, pues el amor de Dios era un fuego con- 
sumidor y había que temer sus castigos. Si se aceptaba la 
existencia de Dios, entonces sólo era natural que fuese ado- 
rado en ritos públicos, sobre todo porque el conocimiento 
de Dios era un *vínculo necesario de la sociedad y del esta- 
do civil”. Por lo que toca a la moral, Gamarra afirmó que el 
hombre fue hecho para vivir en sociedad, dijesen lo que di- 
jesen las fábulas de Rousseau, y que la regla de oro de la 
conducta consistía en no hacer a otros lo que no querríamos 
que nos hicieran a nosotros mismos o, más positivamente, 
tratar a nuestro prójimo como quisiéramos ser tratados por 
nuestro prójimo. 40 En todo esto, Gamarra claramente reve- 
laba ser un sacerdote católico que alentaba a sus estudiantes 
a seguir el camino de la moral cristiana. 
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En su breve historia de la filosofía, Gamarra citó un nú- 
mero formidable de autores modernos; una lista más bien 
planeada para desalentar que para iluminar a sus estudian- 
tes. Sin embargo, si entramos en su discusión de la moral, 
veremos que fue más influido por sus lecturas de los clási- 
cos griegos y latinos que por algún pensador contemporá- 
neo. Un claro ejemplo de esta tendencia fue su elogio de la 
caracterización de Sócrates hecha por Cicerón, diciendo que 
había abandonado la búsqueda de las causas secretas de la 
Naturaleza, en favor de una reflexión sobre cómo llevar una 
vida buena. De hecho, proponía una ética humanista, y para 
ello se basaba en Cicerón, Séneca, Plutarco y Platón. Lo 
muy lejos que todo esto se hallaba del ascetismo católico 
puede observarse cuando, al recomendar a sus lectores que 
tomen alimentos sencillos y sin condimentos, añadió que “la 
mejor salsa es del apetito y éste se adquiere con el ejercicio 
del cuerpo”: los paseos por los campos eran la mejor forma 
de ejercicio. 41 El puente entre el humanismo clásico y el 
contemporáneo puede encontrarse en su afirmación de que, 
como ser social, el hombre debía 


“querer a la patria y también al príncipe”, sometiéndose a 
sus deberes y aceptando sus deberes públicos. Aunque citó 
la tradicional definición de la 68 

filosofía como “el conocimiento de lo verdadero, de lo 
bueno y de lo bello”, también declaró que “la verdadera sa- 
biduría consiste en tener los conocimientos de todas las co- 
sas necesarias y útiles”: una glosa utilitaria según la con- 
vención. 


Como casi todos los pensadores de su época, tanto le ha- 
bían impresionado las realizaciones del siglo anterior que, 
con admiración, afirmó que “el espíritu geométrico es un es- 
píritu que se difunde sobre todas las ciencias y sobre todas 
las artes”, creando maravillas nuevas. Pero al hablar del 
“buen gusto” dijo que 

“resulta de la doctrina de las proporciones en la geome- 
tría del espíritu”. 42 En realidad, Gamarra era un ecléctico 
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que respondía en igual medida a las realizaciones de la cien- 
cia moderna y al humanismo neoclásico de su época, fuen- 
tes que le impelían a retornar a las raíces mismas de la filo- 
sofía occidental del mundo antiguo. 


La unión de Luis Felipe Neri de Alfaro y de Juan Benito 
Díaz de Gamarra dentro del ámbito del Oratorio de San Mi- 
guel muestra el carácter complejo, si no contradictorio, del 
catolicismo mexicano del siglo XVIII. Los dos hombres se 
encontraban en polos opuestos dentro de la gama entera de 
la vida cristiana. 

Mientras que el fundador de Atotonilco encarnó la forma 
más austera de ascetismo, privando a sus carnes mortifica- 
das de toda comodidad terrenal y pasando sus días en el 
confesionario o en el púlpito, por contraste el rector de San 
Francisco de Sales se esforzó por lograr la renovación inte- 
lectual de la Iglesia mexicana por medio de sus enseñanzas, 
lecturas o escritos. Pero la paradoja estuvo en que Gamarra 
admiró profundamente al viejo sacerdote y celebró en su 
oración fúnebre sus virtudes ascéticas. Lo que unió a ambos 
fue su dedicación al ministerio sacerdotal: uno de ellos a 
través del consejo espiritual y el otro mediante libros y cla- 
ses. La presencia de talentos tan diversos dentro de una sola 
institución muestra la vitalidad extraordinaria del Oratorio 
de San Miguel, que durante esta época se encontró entre las 
expresiones más originales de la Iglesia mexicana. 


69 
IV. LA SECULARIZACIÓN 
Jl 


EL 4 de octubre de 1749, la Corona española emitió un 
cédula por el cual todas las parroquias o doctrinas por en- 
tonces administradas por las órdenes religiosas en las dióce- 
sis de Lima y de México debían confiarse, en adelante, al 
cuidado del clero secular. Al descubrir que esta medida ha- 
bía provocado pocas protestas populares, los ministros de 
Fernando VI (1746-1759) emitieron un nuevo decreto, en fe- 
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brero de 1753, que extendía el proceso de secularización a 
todas las diócesis del imperio de España en América. El re- 
sultado fue que en menos de una década los franciscanos, 
dominicos y agustinos perdieron numerosas parroquias que 
habían gobernado desde el siglo XVIII, entre las cuales figu- 
raban los gloriosos trofeos de la conquista espiritual, tan ce- 
lebrados por sus primeros cronistas. El rudo golpe asestado 
a la vez a los intereses creados y al sentimiento institucional 
se sintió más aún por la manera brutal en que se aplicaron 
dichas leyes. Después de todo, cuando Juan de Palafox y 
Mendoza secularizó las doctrinas mendicantes en Puebla, 
durante el decenio de 1640, había permitido que los frailes 
conservaran sus iglesias y conventos, dando a su clero unas 
parroquias recién construidas. Por contraste, ahora las auto- 
ridades coloniales trataban de expropiar las iglesias conven- 
tuales, expulsando a los frailes de sus pequeños conventos 
rurales debido a que estas casas se habían edificado sin li- 
cencia real en los pueblos indios. Según una protesta anóni- 
ma, a veces mandaron soldados para imponer esta medida, 
por lo que algunos conventos fueron ocupados sin adver- 
tencia y se ordenó a los frailes abandonarlos al momento, 
obligados a partir a pie y llevándose poco más que sus ropas 
y sus breviarios. 1 Para apreciar el impacto de la seculariza- 
ción debemos observar que en su Theatro americano (1746) 
José Antonio Villaseñor calculó que 152 de las 527 parro- 
quias de las cuatro diócesis centrales de México, Puebla, Mi- 
choacán y Guadalajara eran administradas por las tres órde- 
nes mendicantes. De hecho, en México el clero secular sólo 
contaba con 88 parroquias, en comparación con 101 


ocupadas por los frailes: cifra que no tomaba en cuenta la 
vasta zona de muchas de las doctrinas rurales más remotas. 
Después de su ocupación, el arzobispo procedió rápidamen- 
te a dividir estas jurisdicciones, de modo que al llegar el año 
de 1780 el número de parroquias de la diócesis de México 
había aumentado a 244. 2 En efecto, la secularización cons- 
tituyó un rompimiento en la historia de la Iglesia en la Nue- 


86 


va España. Al mismo tiempo, el hecho de que la población 
de México no protestase vigorosamente contra la medida 
alentó a la Corona y a sus 70 


ministros a lanzar un asalto contra los privilegios hereda- 
dos y las propiedades de la Iglesia en América, ataque que 
duraría toda una generación. 


Los autores de esta trascendental “reforma” fueron el 
marqués de Ensenada y José de Carbajal y Lancaster, los dos 
principales ministros de Fernando VI, quienes obtuvieron el 
activo apoyo del padre confesor del rey, el jesuita Francisco 
de Rábago. Estos hombres se sintieron impelidos a la acción 
por una enérgica carta del virrey del Perú, conde de Supe- 
runda, quien se quejó del número excesivo de monjas que 
residían en Lima y asimismo condenó violentamente las fre- 
cuentes prácticas licenciosas de los religiosos que adminis- 
traban las parroquias rurales. Por su parte, el primer conde 
de Revillagigedo, virrey de la Nueva España, hizo saber a 
los ministros que las órdenes religiosas eran ya tan próspe- 
ras que absorbían la mayor parte de las riquezas de la Colo- 
nia, debilitando así su comercio con la Península. Para en- 
tonces, puede suponerse que el marqués de Ensenada había 
leído las Noticias secretas, extenso informe sobre las pose- 
siones españolas en América del Sur, escrito por Antonio 
Ulloa y Jorge Juan, jóvenes oficiales navales que habían 
acompañado la expedición científica al Ecuador —encabeza- 
da por el marqués de la Condamine—. Dicha obra ofrecía 
una viva descripción de la inmoralidad y los desórdenes de 
los frailes en Quito. 3 


Para resolver aquel problema, Ensenada convenció al rey 
de que pasara por encima del Consejo de Indias y nombrara 
a Carbajal presidente de una junta especial de “teólogos y 
juristas”, compuesta por los tres arzobispos electos de Lima, 
México y Bogotá, el padre confesor del rey, cuatro miem- 
bros del Consejo de Castilla y tres miembros del Consejo de 
Indias. Actuando con ejemplar prontitud, esta junta celebró 
su primera reunión en noviembre de 1748 y entregó sus re- 
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comendaciones a Ensenada a finales de marzo de 1749. En 
su informe, la junta hacía un breve bosquejo de la historia 
del problema, observando que en su Política indiana Juan de 
Solórzano había descrito el conflicto por la jurisdicción en- 
tre las órdenes mendicantes y los obispos de la Nueva Espa- 
ña, conflicto que se había resuelto en 1624 cuando las tres 
órdenes misioneras reconocieron el derecho de los obispos 
a efectuar visitas a sus doctrinas, y convinieron en que cada 
doctrina debía contar como parroquia; un fraile en particu- 
lar sería nombrado su cura, recibiendo así el “nombramien- 
to canónico” del obispo. Pero aun cuando este acuerdo so- 
metía la Iglesia misionera a las normas del gobierno de la 
Iglesia establecidas en la legislación del Concilio de Trento, 
ello no suprimió todas las dudas. Si en Puebla Juan de Pala- 
fox había intervenido decisivamente para despojar a los 
frailes de todas sus parroquias en su diócesis, en otros luga- 
res los obispos habían intervenido sólo cautelosa y espo- 
rádicamente para aumentar las funciones del clero secular. 
No obstante, ya desde el decenio de 1680 el virrey del Perú, 
duque de Palata, había atribuido el excesivo aumento del 
número de frailes y su evidente relajación de la disciplina al 
hecho de que regenteaban las parroquias rurales. Pese a este 
precedente histórico y testimonio oficial, la junta 71 


recomendó a Ensenada que limitara la secularización a 
las diócesis de Lima y de México, para sondear la reacción 
popular. Al mismo tiempo, pedía que todas las casas de reli- 
giosos con menos de ocho frailes en residencia fuesen inme- 
diatamente clausuradas. Con el apoyo de Rábago, los minis- 
tros obtuvieron el asentimiento real a estas medidas. Ade- 
más, aunque obtuvieron bulas papales que aprobaban las re- 
formas proyectadas, decidieron suprimir estos documentos, 
pues juzgaron que su redacción coartaba los derechos del 
rey como patrón supremo de la Iglesia americana. 4 

La brutal celeridad con que la secularización fue aplicada 
por virreyes y obispos provocó una vigorosa protesta de los 
frailes y de la sociedad criolla. Los comisarios generales de 
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los franciscanos, dominicos y agustinos de Madrid se queja- 
ron amargamente ante los ministros del rey de que sus frai- 
les estaban “en la última miseria, insultado su honor, trata- 
dos individuos como los más delincuentes fascinerosos tra- 
tados en las Américas con la hostilidad y rigor que no se tu- 
vo ni practicó con los Moros y Judíos cuando los expelieron 
de estos reinos”. En el mismo estilo, la provincia franciscana 
de Santo Evangelio, que tenía casas y parroquias en las dió- 
cesis de Puebla, México y Oaxaca, recordó al rey su papel de 
adelantado en la conversión de los indios mexicanos y afir- 
mó que la conquista espiritual del siglo XVI había creado 
derechos tan poderosos y duraderos como los obtenidos por 
la fuerza de las armas. Con más de 800 


miembros, la provincia carecía de espacio en sus conven- 
tos urbanos y no contaba con medios para mantenerlos. 
Además, los efectos de la confiscación sobre las parroquias 
habían sido lamentables. Los antiguos conventos, a menudo 
consagrados por sus asociaciones históricas, ahora servían 
de establos o talleres de textiles, e incluso como lugares de 
refugio para los pobres. El clero secular a quien se habían 
confiado estas parroquias no conocía las lenguas indias en 
que los frailes eran ya expertos y, por tanto, era incapaz de 
comunicarse con su grey, dando por resultado que los natu- 
rales se veían amenazados de una recaída en la superstición 
o hasta en la idolatría. Muy similar hincapié en los derechos 
históricos fue alegado por la provincia agustina de Dulce 
Nombre de Jesús, la cual sostuvo que “plantóse la fe, me- 
diante la predicación evangélica de los regulares; exigiéron- 
se iglesias, convirtiéronse bárbaros; amasáronse fieros; do- 
mesticáronse brutos”. También había dificultades para en- 
contrar los recursos y el espacio con los cuales sustentar y 
alojar en sus conventos urbanos a los grandes números de 
frailes expulsados de las parroquias rurales. 5 


El ayuntamiento de México asimismo envió un largo me- 
morial a la Corona, explicando las nocivas consecuencias de 
la secularización, tanto para los indios como para los frailes. 
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En casi todas las parroquias, un grupo de 8 a 10 frailes había 
sido remplazado por dos o tres sacerdotes seculares, cuyas 
costumbres requerían “vestir seda y portarse con pompa y 
autoridad”. Estos clérigos a menudo tenían una familia que 
mantener, sus madres y hermanas, y debían poner casa. 
Peor aún, pocos de estos sacerdotes sabían hablar la lengua 
india, 72 

mientras que los frailes siempre se habían propuesto em- 
plear las lenguas indias al administrar su ministerio pasto- 
ral, por lo que ahora se estaban descuidando las necesidades 
espirituales de los indios. El ayuntamiento reiteró las pro- 
testas de los mendicantes con respecto al excesivo apiña- 
miento: calculaba que las provincias centrales de los fran- 
ciscanos, agustinos y dominicos contaban con cerca de 2 
500 miembros, de los cuales sólo 500 solían residir en la ciu- 
dad de México. En cambio, ahora surgía la perspectiva de 
duplicar ese número, llenando los conventos urbanos con 
sacerdotes sin acomodo adecuado, mantenimiento o em- 
pleo. Hasta entonces, las órdenes habían atraído a novicios 
con la perspectiva del ministerio rural; perdida esa oportu- 
nidad, menos candidatos acudirían. 6 


Ninguna de estas consideraciones disuadió al virrey, pri- 
mer conde de Revillagigedo (1745-1755), de tratar de aplicar 
la secularización con vertiginosa rapidez. Defendió la medi- 
da diciendo que los mendicantes habían violado la ley al es- 
tablecer sus conventos en pueblos indios y que, de todos 
modos, pocas de estas casas alcanzaban el número obligato- 
rio de ocho frailes; tampoco observaban la regla ni cantaban 
el santo oficio. Efectuada una investigación, se había descu- 
bierto que pocos de los aparentes párrocos que había entre 
los religiosos habían recibido la unción canónica, ya que sus 
superiores enviaban a sus frailes de un distrito a otro según 
las necesidades de su provincia. En cuanto a los indios, el 
cambio les sería enteramente benéfico, pues ahora se verían 
obligados a aprender español, lo cual le parecía “el medio 
más propio para sacarlos de la miseria y rudeza en que se 
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les ha dejado vivir por tantos años, reteniendo con sus len- 
guas sus antiguas supersticiones y barbaridad”. Pero su su- 
cesor, el marqués de Amarillas (1755-1760), se mostró me- 
nos entusiasta ante la transferencia de las parroquias y trató 
de hacer más lento el proceso. Cuando ascendió a la silla vi- 
rreinal ya era claro que algunos frailes, si no todos, habían 
obtenido de los obispos sus nombramientos canónicos como 
curas y, por tanto, según la ley canónica, no se les podía ex- 
pulsar legalmente de sus beneficios. 7 


Para calmar la inquietud causada en Madrid por esas pro- 
testas y dudas, en 1756 el arzobispo Manuel Rubio y Salinas 
(1749-1765) envió una larga epístola a los ministros del rey 
en la que manifestaba claramente los principios fundamen- 
tales de la “reforma”. Para empezar, negó que escasearan 
sacerdotes que conocieran la lengua “mexicana” (náhuatl), 
ya que en una reciente ronda de nombramientos parroquia- 
les él había descubierto no menos de 174 clérigos ordenados 
precisamente por su dominio de las lenguas indias. Admitía 
que en su mayoría sólo sabían el *mexicano”, que habían 
aprendido, siendo niños, de los sirvientes de la familia, y 
que pocos o ninguno hablaban el otomí. Sea como fuere, ha- 
bía establecido una cátedra de lengua mexicana en el semi- 
nario diocesano. Pero la verdadera solución al problema, ar- 
guyó Rubio, era obligar a los indios a aprender el español. 
La causa principal de su atraso original, aún tan evidente, 
había sido la errónea decisión asumida por los mendicantes 
en el siglo XVI, de valerse de las lenguas indígenas para 
predicar el evangelio, error 73 


sostenido por sus sucesores hasta entonces. Sin embargo, 
era manifiestamente imposible explicar los sublimes miste- 
rios de la fe cristiana en esas lenguas “sin cometer grandes 
disonancias e imperfecciones”. Muchos indios, especialmen- 
te las principales familias de Puebla y de Tlaxcala, ya habla- 
ban en español y eran precisamente esos naturales los que 
estaban escapando de la miseria y de los vicios habituales 
de su raza. Aunque sobradamente tentado a abolir “el uso 
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de la administración espiritual en las lenguas de los indios 
en todos los curatos secularizados”, había decidido permitir 
que siguieran hablándose las lenguas indígenas al menos en 
la mitad de estos distritos. Mas tal sería una concesión sólo 
a corto plazo, pues había establecido no menos de 262 es- 
cuelas por toda la diócesis, encargándoles la tarea de ense- 
ñar español a los indios, de modo que, en cuanto surtiera 
efecto esta instrucción, podrían darse unos pasos más radi- 
cales, pues “es menester abolir generalmente el uso de su 
lengua, auxiliando el Rey las providencias, para que en todo 
lo concerniente a la religión no se hable otra que la Españo- 
la”. 8 


Por cuanto a los frailes, el arzobispo Rubio adoptó una 
actitud intransigente, insistiendo en que nunca habían soli- 
citado la licencia real para edificar sus conventos en los 
pueblos indios y que, en todo caso, en la mayoría de estas 
casas sólo había uno o dos frailes residentes. Empero, con- 
vino con el virrey Amarillas en que se debía dejar a los frai- 
les en el lugar donde habían sido canónicamente nombra- 
dos párrocos, y que sus parroquias sólo serían secularizadas 
tras la muerte del que en la actualidad las ocupara. De este 
modo, el proceso se volvería más gradual, y se haría más 
lento el influjo de frailes procedentes de los pueblos a los 
conventos urbanos. Reconoció que habría un problema de 
apiñamiento, no obstante recomendó que se le resolviera re- 
duciendo o suspendiendo temporalmente la admisión de 
novicios, realizando así una reducción general en números. 
En la Nueva España no veía él ninguna ventaja en la exis- 
tente división de franciscanos y dominicos en varias provin- 
cias pequeñas, y sostuvo que la mejor manera de servir a 
sus intereses sería mediante una amalgamación. Por lo de- 
más, concluyó que había que alentar a las órdenes mendi- 
cantes a dirigir sus energías pastorales a las misiones de la 
frontera del norte, en la vasta zona que se extiende entre 
Tamaulipas y California. 
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En 1756, cuando Rubio redactó esta defensa de la secula- 
rización, Carbajal había fallecido, y tanto Ensenada como 
Rábago habían caído del poder. Además, el nuevo padre 
confesor del rey, Manuel Quintano Bonifaz, Inquisidor Ge- 
neral de España, ya había intervenido con el objeto de cele- 
brar “repetidas discusiones” 


con Julián de Arriaga, el recién nombrado ministro de In- 
dias, cuyo confesor era él. 9 Sobre todo por mediación suya, 
fue emitido un nuevo decreto en junio de 1757, el cual con- 
firmaba que todos los religiosos que hubiesen sido canóni- 
camente instalados como curas por sus obispos debían per- 
manecer en sus moradas hasta su muerte. Y, en vena más 
positiva, se permitía a cada provincia mendicante conservar 
dos parroquias de la primera clase, para obtener ingresos. 
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Todos los conventos que albergaran regularmente a ocho 
o más frailes se mantendrían abiertos y, si ya habían sido 
expropiados, se les devolverían. Pero el decreto también es- 
tipulaba a las órdenes mendicantes en América limitar su 
aceptación de novicios y lograr así una reducción de sus nú- 
meros y les exigía preparar a sus frailes con el fin de traba- 
jar en las misiones en la frontera. Esta medida tuvo por 
efecto hacer más gradual la transferencia de parroquias y 
ofreció cierto grado de mejoría. Dejando esto aparte, la se- 
cularización seguía siendo el objetivo de la política real. El 
ascenso de Carlos III (1759-1786) al trono no causó ninguna 
alteración, pues luego de que le fue leído un resumen de las 
causas y las etapas del proceso, en noviembre de 1760, él le 
dio su aprobación. El hecho de que ese resumen subrayara 
la falta de resistencia popular y los beneficios que deriva- 
rían para los indios sólo confirmaba los principios y los pre- 
juicios que habían impelido este ingente cambio en el mi- 
nisterio pastoral de la Iglesia americana. 10 


Las consecuencias de la secularización sobre los indios no 
son fáciles de evaluar. Pese a las afirmaciones de Rubio de 
que su diócesis poseía abundantes candidatos que domina- 
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ban las lenguas indias, en realidad se asignaron varias pa- 
rroquias a sacerdotes que sólo podían predicar en caste- 
llano. De hecho, el propio arzobispo protestó en privado a la 
Corona diciendo que tanto el virrey Amarillas como su es- 
posa habían tratado de obtener beneficios para sus capella- 
nes, jóvenes llegados de la Península sin otros méritos que 
sus relaciones sociales. El provincial franciscano hizo obser- 
var amargamente que el propio Rubio era culpable de algo 
similar. Ni el expediente de enseñar el mexicano” a los fu- 
turos ordenantes ni el establecimiento de escuelas para en- 
señar la lengua castellana a los indios parecían haber re- 
suelto este problema. En cambio, los obispos se vieron obli- 
gados a ofrecer becas para atraer a indios a los seminarios, 
generalmente reclutados entre la clase de caciques, hombres 
que estarían destinados a servir de ayudantes a los curas o 
que recibían beneficios en los distritos más aislados de las 
diócesis. Un efecto —en gran parte inesperado— de la secu- 
larización consistió en acelerar el reclutamiento de indios 
en las filas del clero mexicano: fenómeno social que aún es- 
tá aguardando a su historiador. 11 


2 


Para apreciar las consecuencias de la secularización sobre 
las órdenes religiosas, es necesario recordar que la medida 
sólo afectaba a agustinos, dominicos, franciscanos obser- 
vantes y, en ciertas zonas marginadas, a jesuitas. Las órde- 
nes restantes, o sea los carmelitas, mercedarios y francisca- 
nos descalzos nunca habían administrado doctrinas en las 
diócesis centrales de la Nueva España. Al mismo tiempo, las 
órdenes misioneras diferían considerablemente en su orga- 
nización interna. Por ejemplo, los agustinos habían logrado 
conservar su 75 


unidad, por lo que sólo consistían en dos provincias: Dul- 
ce Nombre de Jesús, que tenía conventos y parroquias desde 
la ciudad de México hasta Guatemala, y San Nicolás Tolen- 
tino de Michoacán, que se extendía hacia el norte desde 
Querétaro y Valladolid. Por contraste, los dominicos se ha- 
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bían separado en tres provincias: Santiago de México, San 
Miguel de Puebla y San Hipólito de Oaxaca, cada una de las 
cuales comprendía una gran casa matriz y un círculo de 
doctrinas y conventos pequeños. Los franciscanos se en- 
contraban entre estos dos modelos, ya que su provincia ma- 
dre, Santo Evangelio, había conservado su unidad en el cen- 
tro de la Nueva España, cubriendo las diócesis de México, 
Puebla y Oaxaca. En Yucatán, los franciscanos habían segui- 
do su propio camino desde los días de la conquista espiri- 
tual. En el norte era donde la fragmentación había tenido 
lugar, cuando la custodia de San Pedro y San Pablo de Mi- 
choacán se convirtió primeramente en provincia, en 1603, 
seguida por las custodias de Guadalajara y de Zacatecas, al 
obtener su independencia. Pero mientras que la provincia 
de Michoacán poseía varios grandes conventos además de 
parroquias, Santiago de Jalisco consistía en una gran casa 
matriz en Guadalajara y un circuito de doctrinas y misio- 
nes. El tamaño y la riqueza de estas provincias diferían 
enormemente: mientras que los franciscanos observaban su 
regla y no adquirían tierras, manteniendo sus casas por me- 
dio de honorarios, limosnas y donativos, por contraste 
agustinos y dominicos obtenían buenos ingresos de sus ha- 
ciendas. 


Por cuanto a los números, las provincias de Santo Evan- 
gelio y Dulce Nombre de Jesús contaban con más de 700 
miembros, mientras que ninguna de las provincias domini- 
cas tenía más de 250 frailes. En todo su apogeo, los agusti- 
nos y franciscanos de Michoacán nunca reclutaron más de 
350 miembros, y pronto caerían muy por debajo de esa ci- 
fra. Las provincias franciscanas del norte se asemejaban, en 
tamaño, a las dominicas en el sur. 

En cuanto la secularización cobró impulso, la Corona or- 
denó a todas estas provincias suspender la admisión de no- 
vicios, reduciendo así sus números generales. En 1771 se 
nombraron visitadores para inspeccionar las órdenes con 
objeto de formar un programa apropiado de reclutamiento y 
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pertenencia a cada provincia, tarea que sólo pudo comple- 
tarse al término del decenio. Puede tenerse cierta idea de la 
escala del cambio partiendo de la experiencia de la provin- 
cia franciscana de Santo Evangelio, la cual antes de 1749 
contaba con 88 conventos y casas y 35 parroquias atendidas 
por 700 religiosos profesos y otros 140 


hermanos laicos. Para 1774 se habían perdido ya 64 prio- 
ratos y 32 parroquias, y desde 1765 los números se habían 
reducido a 630 religiosos profesos y 97 


hermanos legos. En la ciudad de México, los franciscanos 
aún tenían la posesión de su gran convento, el cual alberga- 
ba a más de 100 frailes, junto con el convento de Santiago 
Tlatelolco y una casa de recogimiento llamada San Cosme. 
Pero ya les habían quitado su parroquia india de San José, 
que estaba bajo su administración. Las dos parroquias que 
conservaban, Texcoco y Toluca, albergaban un número con- 
siderable de religiosos. De conformidad con los 76 


decretos reales se redujo la admisión de novicios, de mo- 
do que mientras antes cada seis años habían profesado en- 
tre 80 y 90 candidatos, en el mismo periodo después de 1757 
sólo hicieron sus votos 60 novicios, aunque 134 miembros 
de la provincia habían fallecido. En 1792 la provincia sólo 
contaba con 16 conventos, dos parroquias y cuatro casas de 
recogimiento; el número de sus miembros había bajado a 
cerca de 600. Tal vez la estadística más ominosa fuese la del 
censo de la ciudad de México de 1792, que sólo tenía ocho 
novicios residentes en el convento central de la provincia. 
Por otra parte, Santo Evangelio conservaba su tradicional 
compromiso con las misiones de Nuevo México y de Tampi- 
co. 12 

Las pequeñas provincias franciscanas más remotas no su- 
frieron un cambio tan inmediato o drástico como la provin- 
cia central. Por ejemplo, en 1766 el obispo de Yucatán obtu- 
vo autorización de la Corona para que los franciscanos del 
lugar pudiesen conservar las 20 parroquias que administra- 
ban, pues la diócesis carecía de suficientes sacerdotes secu- 
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lares para remplazarlos. Asimismo, en 1775 se permitió a la 
provincia de Jalisco conservar 12 parroquias, pues no poseía 
más que un gran convento, situado en Guadalajara, que ya 
alojaba a unos 65 frailes. 


El resto de la provincia fue dispersado en grupos de tres a 
ocho frailes que atendían tanto a las parroquias como a las 
misiones de Nayarit y Sonora. En 1784, en toda la provincia 
sólo había 137 sacerdotes, 19 estudiantes sin oficios y ocho 
hermanos legos. Por último, en 1797 la Corona ordenó la se- 
cularización de sus doctrinas, dejándolas con sólo dos pa- 
rroquias, siete conventos y sus misiones. 13 La escala de la 
provincia de Jalisco fue exactamente igual a la de Zacatecas, 
que en 1815 contaba con 125 sacerdotes, 15 estudiantes y 20 


hermanos legos, aunque para entonces casi todos estaban 
alojados en conventos urbanos situados en las principales 
ciudades del norte, desde Zacatecas y San Luis Potosí hasta 
Durango, Chihuahua y Monterrey. 14 


La forma en que las provincias más pequeñas de los frai- 
les mendicantes habían quedado reducidas a poco más que 
un convento central y un círculo de parroquias puede ob- 
servarse a la perfección en la orden dominica, que se había 
dividido en tres provincias: Santiago de México, San Miguel 
de Puebla y San Hipólito de Oaxaca. Según la visita de estas 
provincias efectuada en 1778, pocos años después de que la 
secularización las privara de muchas parroquias, la provin- 
cia de Santiago se había reducido de 230 frailes en el dece- 
nio de 1750 a 184 


miembros, de los cuales 144 eran sacerdotes, 43 estudian- 
tes y novicios y el resto hermanos legos. Muy alto era el 
grado de concentración urbana, pues nada menos que 85 re- 
ligiosos residían en el célebre “convento imperial” de la ciu- 
dad de México, flanqueados por otros 21 en el colegio de 
Porta Caeli y 10 más en una casa de recogimiento. El resto 
de los frailes podían encontrarse en dos parroquias indias y 
unos cuantos conventos dispersos, en ciudades ubicadas 
más al norte como Querétaro, Guadalajara y Zacatecas. Una 
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situación muy similar prevalecía en San Miguel de Puebla, 
donde unos 95 religiosos residían en la ciudad, divididos en- 
tre el convento principal, el colegio de San Luis y una casa 
de 77 


recogimiento. Los 20 frailes restantes disponían de dos 
parroquias indias y un pequeño convento en Veracruz. 15 

La provincia dominica más interesante era San Hipólito 
de Oaxaca, que en 1778 registraba 144 frailes divididos entre 
68 sacerdotes, estudiantes y hermanos legos en el convento 
de Santo Domingo de Oaxaca; los demás estaban al servicio 
nada menos que de 21 parroquias, dispersos en grupos de 
tres a cuatro frailes. 


Sólo el convento de Yanhuitlán albergaba el mínimo de 
ocho miembros exigido por la Corona. Cuando a Oaxaca lle- 
garon noticias de la cédula de secularización, el provincial 
protestó enérgicamente, refiriéndose a “la necesidad y po- 
breza en que se halla esta deplorable Provincia, precisa a 
moderar los hábitos aún a vista del sensibilísimo dolor de 
ver se extingue la especie religiosa... En esta miserable Pro- 
vincia se verá sin duda su total exterminio”. Tras explicar 
que los dominicos de Oaxaca estaban dedicados por com- 
pleto a atender sus doctrinas, pidió permiso para conservar 
10 parroquias, además de Yanhuitlán y Tlaxiaco, que ya ha- 
bían sido autorizadas.16 Su petición contó con el decidido 
apoyo del obispo de Oaxaca, Miguel Álvarez de Abreu, pre- 
lado que había sido educado por los dominicos en las islas 
Canarias, quien recordó la gloriosa historia de la provincia 
que había penetrado en los aislados valles montañosos de 
Oaxaca, donde había edificado iglesias y convertido a los in- 
dios. En la ciudad también habían mostrado su valor predi- 
cando, confesando y visitando prisiones y hospitales. En su 
convento habían educado a gran número de niños indios, 
enseñándoles la lengua española y además a leer, escribir y 
contar, de modo que cuando volvían a sus pueblos estaban 
capacitados para actuar como intermediarios entre frailes y 
campesinos. 
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En el seminario enseñaban la doctrina de Santo Tomás y 
habían ocupado el sitio de los expulsados jesuitas, dando 
instrucción en latín. Los dominicos eran la única orden reli- 
giosa que conservaba un noviciado en la ciudad, aceptando 
a hombres del lugar y educándolos para prestar servicio en 
los diversos lenguajes que se hablaban en la diócesis.17 Si la 
provincia perdiera sus parroquias ya no lograría mantener 
su gran convento de Santo Domingo, con su magnífica igle- 
sia y sus 91 celdas. 


No fue la simple admiración a los dominicos la que mo- 
vió al obispo a apoyar su petición: en realidad carecía de un 
número suficiente de sacerdotes seculares para remplazar- 
los. Según explicó, su diócesis tenía 135 parroquias y 335 


sacerdotes, de los cuales sólo 181 eran “hábiles para la ad- 
ministración”. En su seminario, “los más que estudian son 
los pobres, se contentan con lo que hay dentro esta diócesis 
y siendo lo mayor a que pueden aspirar un curato, que des- 
de la fundación de la Iglesia hasta la presente lo han conse- 
guido con un idioma de los indios y una latinidad balbu- 
ciente, apenas acaban filosofía, cuando se retiran a estudiar 
una lengua y abandonan las letras”. La calidad de los candi- 
datos al sacerdocio era mediocre, y se incluían mestizos e 
indios apenas educados. La vida a la que habían de enfren- 
tarse era difícil, y sólo unos cuantos podían soportar el ais- 
lamiento y el clima de las parroquias más remotas. En cam- 
bio, los 78 


dominicos preparaban a sus sacerdotes para este ministe- 
rio y siempre podían llevarlos de vuelta al convento central, 
fuese para un retiro o para darles un descanso. En atención 
a este argumento, en 1781 la Corona permitió a los domini- 
cos conservar 12 parroquias en Oaxaca.18 

ds 

El efecto de la secularización no fue más fuerte en ningún 
lugar de la Nueva España que en la diócesis de Michoacán. 
Antes de la cédula de 1753, los franciscanos administraban 
35 doctrinas y los agustinos el equivalente de 29 
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parroquias. Dado que en una visita de 761 sólo se enume- 
raron 114 parroquias en la diócesis, es claro que las dos ór- 
denes que dominaban la historia misionera de la región 
continuaban ejerciendo un papel preponderante, hasta que 
la intervención de la Corona inclinó la balanza del poder en 
favor del clero secular. 


Además, mientras que muchos conventos del centro de 
México se encontraban en pueblos indios que habían perdi- 
do importancia, en la diócesis de Michoacán las antiguas 
misiones de las fronteras se habían convertido en prósperas 
ciudades rodeadas por ricas posesiones agrícolas. También 
ahí puede observarse una marcada diferencia en las reaccio- 
nes a la secularización. En términos generales, los francisca- 
nos aceptaron los cambios, aunque no sin profundo pesar 
por tener que abandonar sus iglesias, ya consagradas por el 
tiempo, y se dedicaron entonces a abrir nuevos conventos 
situados en las ciudades, especialmente en el Bajío. En el ca- 
so de los agustinos, ellos emprendieron una resuelta campa- 
ña por conservar sus principales conventos, determinación 
fortalecida por el intento de los obispos de expropiar las ri- 
cas haciendas que poseían estas casas. Tan enconado fue el 
conflicto que el caso acabó por ser resuelto por el Consejo 
de Indias; como tal, ofreció un caso ejemplar de equilibrio 
del poder dentro de las estructuras eclesiásticas y civiles del 
Estado español en México. 

Por la época de la secularización, la provincia agustina de 
San Nicolás Tolentino poseía 11 conventos urbanos y 11 
doctrinas; estas últimas eran tan grandes que equivalían a 
29 parroquias. En estas doctrinas trabajaban unos 103 


religiosos, los cuales, además de constituir el 40% de los 
agustinos que había en la provincia, representaban cerca de 
la mitad de sus sacerdotes ordenados. 19 

Aunque su centro de operaciones fuera la diócesis de Mi- 
choacán, poseía conventos en Querétaro, Guadalajara y Du- 
rango, todos los cuales cayeron bajo jurisdicciones episco- 
pales separadas. Los primeros pasos de secularización ocu- 
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rrieron en 1753, cuando el obispo Martín de Elizacoechea 
ordenó que fueran ocupadas las doctrinas de Vango y Etu- 
cuaro. Como el prelado vacilara en aplicar la ley, en 1754 el 
virrey Revillagigedo le envió una carta perentoria, dispo- 
niendo la inmediata ocupación de todas las iglesias y los 
conventos situados en tierras 79 


indias, y añadiendo que “está bien preciso considerar que 
todos estos curatos se fundaron sin licencia del Rey y contra 
las leyes de Indias”. Fue esta demanda la que movió a Eliza- 
coechea a decretar la ocupación del magnífico convento de 
Yuririapúndaro, cuya gran iglesia se cuenta entre las glorias 
de la arquitectura mexicana del siglo XVI. Pero cuando el 
cura secular recién nombrado, Lic. 

Francisco Antonio de Eguía, entró en su dominio en fe- 
brero de 1754 sólo encontró unos cuantos registros disper- 
sos de las dotaciones espirituales de la iglesia, por lo que se 
vio obligado a mantener la práctica establecida de celebrar 
misas cantadas los miércoles y sábados sin recibir el esti- 
pendio habitual. Sólo después de repetidas quejas, el provin- 
cial agustino le envió 3 000 pesos, a manera de recompensa. 
Pero aquí lo que estaba en juego era el destino de la extensa 
hacienda de San Nicolás, situada dentro de los límites de la 
doctrina de Yuririapúndaro, con una capilla que contaba co- 
mo vicaría de la parroquia. Esta propiedad, que después se- 
ría valuada en medio millón de pesos, era la residencia pre- 
dilecta de los “ministros absolutos” —los provinciales agus- 
tinos— y pasaba por ser la joya de la corona de la provincia 
de San Nicolás Tolentino.20 


Fue entonces cuando el nuevo obispo, Anselmo Sánchez 
de Tagle (1758-1772), ex inquisidor y obispo de Durango, 
entró en el conflicto, no sólo para acelerar el proceso de se- 
cularización, sino también para exigir que se decomisaran 
las haciendas que eran propiedad de los conventos ocupa- 
dos. Así, por ejemplo, las fincas pertenecientes a las doctri- 
nas de Charo y de Ucareo, que producían un ingreso calcu- 
lado en 16 463 pesos, fueron expropiadas, y sus ganancias 
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divididas por igual entre las parroquias y los religiosos. Al- 
go muy similar ocurrió en Pátzcuaro y en otras parroquias. 
Pero la presa más codiciada era la gran hacienda de San Ni- 
colás, ubicada en las tierras más feraces del Bajío. Para de- 
fender su herencia, los agustinos movilizaron entonces su 
gran riqueza y todas sus conexiones sociales con el propósi- 
to de mantener la posesión de sus conventos y sus hacien- 
das. Aquí, la figura clave fue la de Nicolás de Ochoa, origi- 
nario de Celaya, que después de ser nombrado administra- 
dor de San Nicolás en 1746 


había dedicado su vida a su fomento y su defensa. Cuan- 
do sirvió como provincial, en 1758-1762 y en 1766-1770, se 
quedó a residir en la finca. Su influencia en la provincia fue 
consolidada por la íntima alianza que formó con Luis de Or- 
tega, español que llegó a Guadalajara a la edad de cuatro 
años y que también fue provincial en cuatrienios alternados 
durante este periodo. 21 


El argumento presentado por los agustinos no estaba mal 
planteado: sostuvieron que el convento de Yuriria había si- 
do bendecido con licencia real y siempre había actuado co- 
mo convento regular, con más que el número mínimo de 
ocho religiosos. Había servido a la población local, dándole 
limosnas y medicinas además de auxilios espirituales. Sin 
embargo, ahora sus magníficos claustros que podían alber- 
gar a 12 religiosos habían sido alquilados, sirviendo como 
“viviendas de gente plebeya y de oficios mecánicos que ha- 
bitan con sus mujeres, haciendo que sirva de paja y qua- 
dras”. Hasta en su hacienda de San 80 


Nicolás se había instalado un capellán seglar. Estas pro- 
testas se hicieron sentir en la ciudad de México, y en 1761 el 
virrey, marqués de Cruillas (1760-1766), atendió al consejo 
del fiscal real, José Antonio de Velarde, y ordenó que el con- 
vento con su iglesia fuese devuelto a los agustinos. Después 
de todo, uno de los principales objetivos de la secularización 
era concentrar a los religiosos en sus conventos urbanos, 
entre los cuales sin duda figuraba el de Yuriria. Para vigilar 


102 


la transferencia, un oidor criollo de la Audiencia, Félix Ma- 
lo, fue enviado a Michoacán, donde no sólo reintegró Yuri- 
ria a los frailes y volvió a colocar la parroquia de San Nico- 
lás fuera de los límites de la hacienda, sino que también exi- 
gió la restitución de las haciendas de Charo y Ucareo. Du- 
rante esta visita, Malo también encontró esposa: una joven 
heredera del Bajío. 22 


En este punto empezaron a hacerse acusaciones, y ambos 
bandos trataron de poner en juego sus conexiones. Sánchez 
de Tagle, retoño de una noble familia de Santillana del Mar 
con varios parientes ricos en la Nueva España, era un “cole- 
gial de Salamanca”, es decir, había asistido al influyente co- 
legio mayor de esa universidad, verdadero semillero de ju- 
ristas y prelados. Escribió al marqués de Aranda, ministro 
de la Corona, “colegial también salmantino” miembro del 
Consejo de Indias y también al “paisano Trespalacios”, oidor 
que pronto ingresaría en esa institución.23 Lo que más pro- 
vocó su ira fue que los agustinos hubiesen organizado fies- 
tas públicas para aclamar la devolución de Yuriria, tanto en 
esa ciudad como en su convento de Valladolid: “aún en esta 
capital, con cohetes, repiques y misas de gracia”. En la pro- 
pia Yuriria, al cura secular sólo se le dio un día de plazo pa- 
ra dejar la iglesia con sus posesiones, obligándolo así a esta- 
blecer el centro de su parroquia en la capilla perteneciente 
al hospital del lugar. Luego, “para mayor alarde de su triun- 
fo tuvieron cuatro comedias en su ante-portería y toros en 
el patio interior del convento con asistencia de muchísimas 
personas de uno u otro sexo”. Asimismo, en la hacienda de 
San Nicolás, los agentes que negociaban el caso en México 
fueron recibidos por el provincial “con arcos, loas, paseos, 
fiestas de toros y fuegos artificiales”. Todos estos informes 
movieron a Sánchez de Tagle a quejarse de que su persona, 
dignidad e inmunidad sagrada” habían sido humilladas por 
este indecoroso proceder. 24 


Aunque el virrey Cruillas rechazó los alegatos de Sánchez 
de Tagle, afirmando que él simplemente había tratado de 
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aplicar el decreto de 1757 que ordenaba la devolución de to- 
dos los conventos que albergaran al menos a ocho religio- 
sos, no con ello contuvo la lluvia de quejas del prelado, aun 
cuando afirmó que el obispo era culpable de tratar de soca- 
var “la jurisdicción y facultades del Real Patronato”. 


Sin amilanarse, en 1766 Sánchez de Tagle dirigió una se- 
rie de epístolas en que afirmaba que Cruillas había caído ba- 
jo la influencia, primero de Joaquín de Rivadeneira, oidor 
criollo de la audiencia, y luego del fiscal Velarde. Pero la fi- 
gura principal en todo esto fue Francisco Javier de Gamboa, 
alcalde del crimen, que había escrito un extenso documento 
sobre todo el pleito, favoreciendo a los 81 

agustinos. Sánchez de Tagle denunció a Gamboa, llamán- 
dolo sujeto sumamente adicto a la Provincia y que aún se 
ha asegurado a V. Obispo, los dirigió en la Corte y formó los 
escritos con que se impetraron las expresadas reales cédulas 
sobre que es la disputa y a más de esto de una gran corres- 
pondencia e intimidad con el R. P. Maestro Absoluto fray 
José de Ochoa con el motivo de haber tenido con esta reli- 
gión un tío hermano de su madre. 


Otro alto funcionario que se declaró en favor de los frai- 
les fue José Rodríguez Gallardo, contador principal de tribu- 
tos, quien desde que casó con una parienta cercana de 
Ochoa había actuado como abogado de la provincia. En 
cuanto a Félix Malo, ahora “es bastante adicto y devoto que 
han aumentado los obsequios con que le cortejaron en los 
parajes de su comisión”. Lo notable de las acusaciones de 
Sánchez de Tagle es que escogiera a un grupo de jueces y 
funcionarios criollos que ocupaban altos cargos y que pron- 
to serían acusados de conspirar contra el visitador general, 
José de Gálvez, sobre todo después de la expulsión de los je- 
suitas. De hecho, Gamboa fue exiliado a España por su ene- 
mistad con el futuro ministro de Indias.25 Encontramos 
aquí dos circuitos de poder e influencia: Sánchez de Tagle, 
que confiaba en sus colegiales y compatriotas, y los frailes, 
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que contaban con la influencia de abogados y jueces crio- 
llos. 


Si los agustinos lograron quedarse con su convento de 
Yuriria y sus haciendas, en cambio se vieron obligados a 
abandonar sus doctrinas, conservando tan sólo Cuitzeo y 
Tiripitío, cada una de las cuales poseía dos vicarías subordi- 
nadas y, por tanto, cubría un extenso territorio. Sánchez de 
Tagle y sus sucesores inmediatos continuaron protestando y 
en 1773 consiguieron un decreto de Madrid que ordenaba a 
los agustinos entregar las escrituras de sus tierras. Fue en 
este momento cuando la provincia envió a Lucas Zenteno, 
uno de sus miembros más brillantes, a Madrid, dándole por 
anticipado 28 000 pesos para cubrir sus gastos. 


Por último, en julio de 1781 el caso fue escuchado en se- 
sión plenaria de las tres salas del Consejo de Indias, el cual, 
después de considerar toda la masa de testimonios, conclu- 
yó que el obispo de Michoacán había tenido derecho de 
ocupar Yuriria y que la cédula de 1771, que devolvía el con- 
vento a los agustinos, se había emitido sobre la base de tes- 
timonios falsos. Una vez más, el convento y su iglesia fue- 
ron entregados al clero secular. Asimismo, las parroquias de 
Cuitzeo y de Tiripitío fueron despojadas de sus vicarías, que 
se convirtieron en las cuatro parroquias de Yndameo, Co- 
pándaro, Chucándiro y Santa María de Gracia. Se nombró a 
un oidor de la audiencia mexicana para poner en vigor esta 
decisión; la transferencia se hizo en 1783. 26 Mientras el ca- 
so era atendido en Madrid, fray Lucas Zenteno había nego- 
ciado ciertas condiciones con el obispo de Michoacán, Juan 
Ignacio de la Rocha, según las cuales los agustinos cederían 
Tiripitío a cambio de Yuriria; pero este arreglo fue inte- 
rrumpido por la muerte del obispo y la decisión del Consejo 
de Indias.27 El asunto terminó en 1802 cuando, con aproba- 
ción del virrey y en presencia del obispo, los agustinos vol- 
vieron a entrar 82 


en Yuriria, cediendo en cambio Tiripitío, como lo había 
sugerido Zenteno. De este modo la provincia logró conser- 
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var un enclave rico y atractivo en el sur del Bajío, que in- 
cluía las parroquias adyacentes de Cuitzeo y Yuriria y la ex- 
tensa hacienda de San Nicolás. No se sabe bien cuál fue el 
resultado de las reclamaciones por las haciendas restantes, 
que en un tiempo fueran propiedad de la provincia. 28 


Mientras el litigio estaba en su apogeo, la provincia se vio 
sujeta a una visita, en 1773-1774, destinada a reformar su 
observancia de la regla y a reducir el número de sacerdotes. 
La visita fue anunciada por una misiva del padre general de 
los agustinos, fray Pedro Vázquez, peruano de nacimiento, 
quien reveló sus ideas jansenistas cuando escribió: 


Esta sana doctrina debemos buscarla en las únicas verda- 
deras fuentes de las Sagradas Escrituras, tradiciones divinas, 
Santos Padres y autoridad de la Iglesia en sus vivas ense- 
ñanzas y en sus Concilios, pero de ningún modo en los ma- 
yores cartapacios de la Teología Aristotélica, en que se 
aprende y se enseña (como me sucedió a mí desgraciada- 
mente) a despreciar la venerada autoridad y poner en plena 
libertad el entendimiento, para pensar, juzgar, discurrir y 
decidir según su antojo, resultando de ese desenfreno que 
halle el mundo católico inundado de un diluvio de opinio- 
nes que conspiran a obscurecer las más claras verdades de 
la Doctrina Cristiana [...]. 


Sin dejarse impresionar por esto, el provincial y sus ma- 
estros de teología reafirmaron enérgicamente su lealtad a 
las enseñanzas de San Agustín y de Santo Tomás de Aquino, 
los doctores tradicionales de su escuela. Su agente en Ma- 
drid ya les había advertido del servilismo de la jerarquía es- 
pañola y de su afán de favorecer las pretensiones de la Co- 
rona, deseosa de intervenir en cuestiones de disciplina y 
doctrina eclesiásticas. 29 

En 1776, la provincia de San Nicolás Tolentino informó 
que mantenía 12 


conventos en que residían 205 sacerdotes, 42 estudiantes 
profesos, 14 novicios y 13 hermanos legos, que en su mayor 
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parte vivían en Querétaro, Valladolid y Guadalajara. Por en- 
tonces aún quedaban 66 sacerdotes trabajando en las 11 


parroquias que habían de ser secularizadas. Pero los de- 
cretos de la visita, emitidos en 1778, exigían que la provin- 
cia quedara restringida a 170 miembros, lo que imponía, así, 
una reducción del número de novicios. Y cuando 73 frailes 
fallecieron durante las fiebres y epidemias de 1784-1786, el 
número general de sus miembros se redujo a 158, lo que les 
autorizaba a volver a reclutar novicios. 


En 1802 la provincia contaba con 129 sacerdotes, 48 estu- 
diantes, 12 novicios y 16 


hermanos legos, es decir un total de 205, en comparación 
con los 274 de 30 años antes. 30 

Para la provincia franciscana de San Pedro y San Pablo, la 
amenaza de secularización no era una novedad, pues su 
doctrina de Querétaro había sido causa de disputas desde fi- 
nales del siglo XVII. Similar a otros asentamientos del Bajío, 
Querétaro había sido fundado como pueblo indio, sólo para 
recibir luego 83 


tal incremento de colonos españoles y castas que en 1650 
la Corona la reconoció como ciudad. Para aumentar sus pre- 
tensiones, el clero secular formó la Congregación de Nues- 
tra Señora de Guadalupe, que en 1671 edificó una hermosa 
iglesia. En 1705 la Corona emitió una cédula que ordenaba 
la secularización de la parroquia franciscana, pero tropezó 
con tan airadas protestas del ayuntamiento de la ciudad y 
de los religiosos que rescindió el decreto. Tan intenso era el 
sentimiento localista que cuando llegaron noticias de la se- 
cularización de 1749, el ayuntamiento de la ciudad envió un 
extenso memorial a la Corona, apoyado por testimonios de 
otras comunidades religiosas, en que hablaba de los francis- 
canos como de una “Religión Sagrada que emprendió la 
Conquista Espiritual de este lugar y de todo el reino”, con- 
cluyendo que “si la conquista temporal funda derecho, mu- 
cho más la espiritual”. Se rendía homenaje a los sermones 
semanales y al ministerio cotidiano de los frailes, que man- 
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tenían nada menos que a 17 sacerdotes dedicados a atender 
la parroquia central y sus cinco iglesias de los suburbios de 
San Sebastián y de Espíritu Santo, y los tres poblados indios 
vecinos, de la Cañada, San Francisco y Huichapan. Durante 
la cuaresma se pronunciaban sermones especiales, y hasta 
12 religiosos escuchaban confesiones. El dispensario del 
convento también atendía a los enfermos de la ciudad, y du- 
rante los tiempos de pestes y de hambres los frailes llevaban 
su ministerio a los enfermos y agonizantes. En cuanto al 
convento, albergaba a más de 50 religiosos, incluyendo cate- 
dráticos y estudiantes, y tenía unas instalaciones especiales 
para aprender el otomí, la lengua india que se hablaba en la 
ciudad y su distrito. Como casa de estudios, “es verdadera- 
mente este convento el útero de la Provincia donde engen- 
dran los sujetos que la ilustran”. Pese a este elogio, al falle- 
cer el párroco en 1757, la parroquia fue confiada a un sacer- 
dote secular. Pero en este caso, el virrey Amarillas tuvo la 
prudencia de evitar conflictos, ordenando la construcción 
de una nueva parroquia, lo que permitió a los franciscanos 
conservar su iglesia y su convento, junto con los fondos y 
donativos de los que dependía su sustento. 31 


Antes de la secularización, los franciscanos mantenían 
tres grandes conventos en Querétaro, Valladolid y Celaya, y 
otras 53 casas, de las que sólo 17 se contaban como guardia- 
nías, conventos con votos para la elección de sus oficiales. 
Se alcanzó el número máximo en 1755, cuando la provincia 
tenía 326 religiosos, cerca de la mitad de los cuales vivían 
dispersos en grupos de dos a cuatro sacerdotes, que admi- 
nistraban por lo menos 35 doctrinas. Querétaro y Valladolid 
servían de noviciados y Celaya mantenía un colegio en que 
se preparaba a estudiantes a obtener los grados que otorga- 
ba la Universidad de México; una de esas cuatro institucio- 
nes se hallaba en la diócesis de Michoacán. Al llegar la secu- 
larización se redujeron los números y se clausuraron casas, 
de modo que para 1772 la provincia sólo registraba 239 frai- 
les, incluyendo los novicios y los hermanos legos. 32 Sin 
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embargo, su exclusión del ministerio rural impelió a los 
franciscanos a abrir nuevos conventos en los prósperos y 
crecientes centros 84 


urbanos del Bajío. En 1766 un terrateniente del lugar 
aportó los medios para construir un convento en Irapuato, y 
en 1791-1793 se consiguieron fondos para inaugurar otras 
casas en Silao, Guanajuato y Zamora. Al mismo tiempo, la 
provincia conservó las dos parroquias de Acámbaro y San 
Juan de la Vega, distritos extensos ambos, que eran adminis- 
tradas por grupos de religiosos. 33 

Aunque los franciscanos no opusieron una enconada re- 
sistencia a la secularización, a veces expresaron con toda 
claridad la angustia causada por la obligación de abandonar 
sus claustros ya consagrados por el tiempo. Al morir el ocu- 
pante de Tzintzuntzan en 1762, el provincial deploró que 
“sus más venerables Padres” hubiesen sido enterrados en su 
iglesia que también conservaba “otros varios monumentos 
de piedad y ternura”. Aquel convento era querido “por ha- 
ber sido gloriosa cuna de esta Provincia y en el que florecie- 
ron en señaladas virtudes nuestros primeros santos funda- 
dores”. Asimismo, el cabildo civil de la ciudad elevó una pe- 
tición al virrey, observando que la provincia había sido con- 
vertida por los frailes poco después de la conquista de Méxi- 
co por Cortés. Cuando llegaron los curas seculares a tomar 
posesión de la iglesia y del convento, un grupo de mujeres y 
algunos jóvenes organizaron una protesta pública. Pero nin- 
guna de estas lamentaciones impresionó al obispo Sánchez 
de Tagle, quien observó secamente que los indios de Tzin- 
tzuntzan eran demasiado pobres para mantener dos iglesias 
en su “ciudad”. La protesta había sido obra de unos amigos 
descarriados de los frailes y no representaba la opinión co- 
mún. En cuanto a los restos de los santos fundadores, tal 
vez podrían ser exhumados y trasladados al convento de Pá- 
tzcuaro. Los prelados de la época borbónica no eran muy 
sensibles a los sentimientos evocados por asociaciones his- 
tóricas. 34 
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En otras partes, los franciscanos lucharon por retener los 
conventos e iglesias donde podían sostener un número sufi- 
ciente de religiosos. De este modo, en Celaya, donde el obis- 
po trató de confiscar su iglesia para uso de la parroquia se- 
cular, una cédula real de 1785 permitió a los franciscanos 
conservar la iglesia con su célebre imagen de La Purísima y 
su cofradía. El colegio y el convento de ahí depedían, en 
parte, de los ingresos obtenidos en la cercana parroquia de 
San Juan de la Vega. Concesiones muy similares se hicieron 
en Salvatierra, donde la secularización entrañó la construc- 
ción de una nueva parroquia, con un costo estimado en 100 
000 pesos. 35 En Zitácuaro, al fallecer el párroco, Sánchez 
de Tagle dio a los franciscanos sólo un día de plazo para en- 
tregar su convento, su iglesia y sus adornos al clero secular. 
Como la provincia solía mantener a 10 


frailes en la ciudad, incluyendo a dos sacerdotes que sa- 
bían otomí, el guardián del lugar apeló al virrey, alegando 
que la Corona había declarado que conventos de estas di- 
mensiones no serían ocupados, y añadiendo “creo que la in- 
tención era extinguir esta Provincia”. Aunque el virrey or- 
denó que el convento y la iglesia fuesen devueltos a los 
franciscanos, el obispo dio largas al asunto, protestando que 
el poblado no podía permitirse el costo de edificar una nue- 
va parroquia, y hasta 1770 no autorizó su devolución al con- 
vento. Sólo en 1785, tras otra serie de 85 

apelaciones, los franciscanos recuperaron la posesión de 
su iglesia junto con la imagen de La Purísima, que había si- 
do llevada en 1543 a la Nueva España. Esta imagen era la 
santa patrona de Zitácuaro y su devoción era mantenida 
por una importante cofradía. El párroco se sorprendió de 
que los franciscanos hubiesen deseado conservar su con- 
vento, pues era de un estilo ya anticuado y sólo estaba for- 
mado por “unas paredes viejas, que sólo de entrar a ellas se 
llena uno de melancolía”. 36 
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En 1805 los obispos de México recibieron una cédula real 
en que se repetían las observaciones de 1797 acerca del nú- 
mero excesivo de secularizaciones personales obtenidas en 
Roma por religiosos residentes en América. En lugar de 
contener el número de frailes que trataban de liberarse de 
sus votos, se había pasado por alto el decreto anterior y “se 
han visto multiplicarse éstos [las secularizaciones persona- 
les] hasta un número escandaloso”. Había un verdadero pe- 
ligro de que conventos enteros quedaran despoblados. Ade- 
más, muchas de estas peticiones procedían de misioneros 
cuyo viaje a América había sido financiado por la Corona. 
También el arzobispo de México se había quejado en 1803 
de “el excesivo número de religiosos secularizados”. Para 
contener esta corriente, la Corona decretó entonces que el 
ministro español residente en Roma confirmara todos los 
breves papales que concedieran la secularización, y que los 
obispos en América no debían aceptar las licencias papales 
a menos que llevaran el sello de aprobación del ministro. 37 


En 1804, el prior del convento carmelita de San Luis Po- 
tosí informó al obispo de Michoacán que un fraile residente 
en la ciudad ya se había secularizado y que en cualquier 
momento llegarían breves papales que liberaran de sus vo- 
tos a otros cinco religiosos. Los motivos de tales solicitudes 
pueden conocerse en el caso de un carmelita de este monas- 
terio, de quien otro fraile declaró en 1798: “Le he notado y 
conocido un tedio y horror con que mira así las penalidades 
y rigores de la religión, como también el disgusto y violen- 
cia con que asiste y permanece en el coro”. Muchos de estos 
frailes secularizados contaban con amigos y protectores en 
la ciudad, que reunían donativos para ellos ofreciéndoles así 
una anualidad para subsistir. El prior se quejó de haber vis- 
to a uno de sus antiguos subordinados montando a caballo, 
espectáculo que provocó la envidia de quienes quedaban en 
el convento. Y concluía sombriíamente: “De suerte que si 
Vuestra Señoría no se digna poner remedio, dentro de pocos 
años verá su fin esta Santa Provincia de San Alberto” .38 
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El problema no era exclusivo de los carmelitas, ya que en 
1804 Roma liberó de sus votos a cinco franciscanos pertene- 
cientes a la provincia de Michoacán; y en 1806 la abandona- 
ron otros seis frailes. 39 No se ha descubierto ningún regis- 
tro 86 


completo de las secularizaciones individuales, pero los 
testimonios indican que las órdenes religiosas de la Nueva 
España sufrieron una crisis de vocaciones a comienzos del 
siglo XIX. En 1805 la provincia de San Pedro y San Pablo 
sólo tenía tres estudiantes de teología: un simple puñado, en 
comparación con los decenios anteriores. Los testimonios 
de los franciscanos reformados o descalzos confirman la im- 
presión de decadencia, pues en 1790 su provincial rogó des- 
esperadamente que le enviaran frailes de España, pues 
mientras en un tiempo la provincia de San Diego había con- 
tado con cerca de 400 religiosos, ahora sólo tenía 204. Pero 
aunque su súplica le hizo llegar a 49 frailes de la Península, 
para 1814 la cifra seguía siendo baja, y para entonces mu- 
chos de los religiosos eran viejos y enfermos. Además, “ha- 
ce como 14 años que no se presenta un novicio en la Pro- 
vincia”. 40 

De no menor importancia, en la diócesis de Michoacán 
tanto franciscanos como agustinos se hallaban divididos por 
enconadas luchas intestinas, en que los religiosos devotos 
combatían en vano los intereses creados y trataban de con- 
tener la corrupción. En el caso de los agustinos, la posesión 
de la próspera hacienda de San Nicolás siempre sería causa 
de disputas y, de hecho, los conflictos entre partidos por las 
elecciones a los altos cargos resultaron tan violentos que 
primero el virrey y la Audiencia y luego el Consejo de In- 
dias y la Santa Sede tuvieron que revisar sus actas.41 Aun- 
que los franciscanos parecieron reaccionar más positiva- 
mente al desafío planteado por la secularización, inaugu- 
rando nuevos conventos en Zamora, Irapuato y Guanajuato, 
también ellos sufrieron disensiones, especialmente cuando 
los frailes llegados de España y enviados a laborar en las 
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misiones de Río Verde trataron de entrar en la provincia y 
de este modo calificar para ser elegidos según las reglas de 
la alternativa. Para entonces, muchos de los frailes españo- 
les estaban mal educados y era laxa su disciplina, por lo que 
su nombramiento a los altos oficios causaba mayores dispu- 
tas. 42 


Pese al papel central que desempeñaron en la historia re- 
ligiosa de la Nueva España, las órdenes religiosas siguen 
aguardando su historiador. Sólo cuando se hayan escudriña- 
do los registros internos de cada provincia será posible ha- 
cer siquiera un juicio provisional sobre hasta qué punto si- 
guieron observando su Regla durante el periodo borbónico. 
En la actualidad, todo lo que poseemos son simples jirones 
de testimonios, los que sugieren que la secularización de las 
doctrinas privó a los religiosos de aquel ministerio pastoral 
que había atraído a sus filas a tantos candidatos abnegados. 
Al mismo tiempo, el cambio del clima de opinión con res- 
pecto a la utilidad de una existencia contemplativa, de lo 
cual ofrece tan claro testimonio la burocracia de los Borbo- 
nes, también contribuyó reducir las vocaciones. A comien- 
zos del siglo XIX las provincias mendicantes daban claras 
señales de decadencia interna y, así, estaban listas para una 
reforma. Sin embargo, de esta tendencia general parecen 
haber sido librados los colegios de propaganda fide, que 
continuaban atrayendo misioneros de España y 87 

a la vez frailes criollos, cuya disciplina y entusiasmo con- 
tinuaban ganándose la devoción de los laicos. 


88 
V. LAS MONJAS 
1 


EN DICIEMBRE de 1769, el arzobispo Lorenzana hizo cir- 
cular una carta pastoral impresa, en la que criticaba mor- 
dazmente los conventos de la ciudad de México. 


No acusaba a las monjas de faltas horribles ni de crasa in- 
moralidad; simplemente decía que por cada monja profesa 
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había al menos otras dos mujeres viviendo en los conven- 
tos: sirvientas, muchachas y hasta viudas de edad avanzada, 
muchas de las cuales iban y venían a su capricho, interrum- 
piendo regularmente la reclusión conventual. La causa de 
este desorden era la disposición por la cual cada monja te- 
nía su propia cocina, y dependía de una criada que cocinara 
para ella y que comprara o llevara los alimentos que le 
mandaban sus parientes. Para remediar este estado de co- 
sas, Lorenzana exigió la introducción de “la vida común”, 
según la cual todas las monjas debían tomar sus alimentos 
en el refectorio. Prohibió el ingreso de novicias que no se 
sometieran al nuevo régimen. Pero como todos los grandes 
conventos de la capital —aparte de los de carmelitas y capu- 
chinas, que observaban una regla austera— habían manteni- 
do desde tiempo inmemorial el sistema de cocinas y celdas 
separadas, buscaron el patrocinio de sus parientes ricos y 
presentaron una protesta impresa, que contó con el apoyo 
del ayuntamiento de la ciudad, de la universidad y del con- 
sulado, en que, encabezadas por La Concepción y por Jesús 
María, se quejaban de “lo poco que se conforma el método 
de la vida común con las débiles y delicadas naturalezas del 
país”. Sin embargo, Lorenzana y el obispo Fuero, de Puebla, 
persistieron en su campaña. Cuando el asunto fue conside- 
rado por el Consejo de Indias, el resultado fue una real cé- 
dula de mayo de 1774, la cual confirmaba que nadie estaba 
obligado a abandonar la vida particular. Pero, en cambio, se 
cundó a los prelados al estipular que en adelante las novi- 
cias habían de ingresar en la vida común, y al exigir que las 
niñas y otras mujeres supernumerarias fueran expulsadas 
de los recintos conventuales. 1 El objetivo de la vida común 
quedó claramente establecido como el ideal. 


La resistencia a la reforma llegó a su clímax en Puebla, 
pero también fue allí donde los obispos se mostraron más 
decididos a alcanzar su objetivo. La razón de que la Corona 
hubiese considerado necesario intervenir puede encontrarse 
en las vehementes protestas de las monjas del convento de 
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Santa Inés, quienes, en febrero de 1772, habían sido dividi- 
das en dos instituciones separadas, cada una con su propio 
patio aunque compartieran la misma iglesia. Cuarenta mon- 
jas se aferraron a su antiguo método de vivir, y 30 habían 
adoptado la vida común. El 89 


bando recalcitrante apeló a la Audiencia de México, que- 
jándose de que el obispo trataba de transformar su regla, 
convirtiéndolas en recolectas similares a las carmelitas y ca- 
puchinas, introduciendo así “una nueva religión”. Además, 
el obispo deseaba que ellas destruyesen las celdas indivi- 
duales que sus padres habían comprado para ellas, verdade- 
ro ultraje a “una comunidad de señoras, mujeres bien naci- 
das y religiosas”. Temiendo verdaderos disturbios públicos 
ya que, “por lo regular [estaban] enlazadas las monjas con 
las principales familias”, la Audiencia remitió la cuestión al 
virrey Bucareli, quien escribió al obispo Fuero pidiéndole 
una explicación y recordándole que “la ira de las mujeres es 
más temible que la de los hombres”. Mas Fuero respondió, 
indignado, afirmando que cuando él llegó a Puebla había 
encontrado que cada “celda” de convento era “una república 
de mujeres de todas calidades”, con criadas, muchachas y 
otras mujeres que iban y venían y aún se quedaban en lar- 
gas visitas. Y como cada monja administraba sus propias al- 
forjas, en la comunidad había grandes diferencias, con 
“unas religiosas ricas y otras pobres, unas con celdas pro- 
prias y otras sin tener dónde estar, mendigando dónde habi- 
tar”. Como podía esperarse en estas circunstancias, en gene- 
ral eran las monjas ricas quienes administraban los conven- 
tos y eran elegidas a los cargos administrativos. Por último, 
hizo notar que al pedir él por vez primera la introducción 
de la vida común, los cinco conventos de Puebla había acep- 
tado el cambio, pero el de Santa Inés conservó celdas y sir- 
vientas individuales, haciendo que 21 de sus monjas le pi- 
diesen ayuda a él para aplicar la reforma. Si el asunto había 
producido agitación pública se debía a que una de las jefas 
del bando recalcitrante de Santa Inés era hermana del oidor 
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de la Audiencia, Antonio Joaquín de Rivadeneira, quien 
“con sumo empeño y astucia patrocina la resistencia” .2 


Aunque Fuero fue llamado a España, donde llegó a ser ar- 
zobispo de Valencia, su sucesor en Puebla, Victoriano Ló- 
pez, continuó acosando a las monjas que se oponían a la re- 
forma. Por la intensidad de la protesta, el nuevo arzobispo 
de México, Alonso Núñez de Haro, recibió la orden de in- 
vestigar el asunto y, de ser posible, hacer de mediador. In- 
dignado, informó a Bucareli que “entre infieles no se huvie- 
ra ejecutado lo que han padecido estas esposas de Jesu Cris- 
to. Yo estoy aturdido, hago lo que puedo por disminuir las 
tropelías del señor Fuero y las que en la ejecución de sus ór- 
denes aumentó el nuevo obispo electo”. Descubrió que las 
monjas habían sido amenazadas con la condenación eterna 
y que se les había negado la absolución, aun estando enfer- 
mas, a menos que aceptaran los cambios. Sin embargo, en 
Santa Inés sólo 12 monjas de una comunidad de 51 

deseaban la vida común, y en San Jerónimo el convento 
se hallaba dividido en bandos iguales. López había mostrado 
poco tacto para llevar el asunto, y “está plenamente probada 
la violencia con que introdujeron la vida común”. 3 


Haro entregó al virrey una carta escrita por una monja de 
Santa Catalina, la cual recordaba que al exigir Fuero por 
primera vez la reforma, había dicho que era pecado mortal 
que las monjas se le opusieran. Y cuando la priora aceptó 
sus 90 

demandas, él inmediatamente llegó con ocho obreros y 
destruyó dos dormitorios, 16 celdas y cuatro salas de la en- 
fermería. Luego ordenó a todas las muchachas abandonar 
las celdas, en un plazo de 24 horas, y sólo quedaron en el 
convento 79 sirvientas para atender a todas sus necesidades. 
Además, prohibió a las monjas conversar con seglares, así 
fuesen sus propios parientes, de modo que 


“no hubiera quien nos visitare como si fuésemos nacidas 
de las yerbas”. También reformó su constitución y les prohi- 
bió comulgar, como no fuese los días expresamente señala- 
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dos en la regla. El resultado era que algunas monjas no se 
habían confesado durante más de seis meses y que otras no 
podían conseguir dinero para alimentarse debidamente. 
Concluía la informante diciendo que antes habían sido una 
hermandad amigable pero que ahora “estamos como en el 
infierno”; el nuevo obispo sólo llegaba a amenazarlas y a 
darles reprimendas por su resistencia. Mas López se mantu- 
vo firme, insistiendo en que antes de la reforma las monjas 
habían empleado sus ingresos para ayudar a sus parientes y 
que “vive cada una como en una casa separada, comiendo a 
su contemplación, según i a las horas que la dicta su apeti- 
to”. Pasaban mucho tiempo confeccionando dulces que lue- 
go vendían, y muchas de ellas rara vez asistían al coro. 4 


Por entonces comenzó a circular una sátira, escrita por 
Jorge Mas Theophoro, obvio seudónimo, la cual presentaba 
una divertida conversación entre un padre confesor y una 
monja; el padre preguntaba: “¿Cómo se siente usted? ¿Está 
usted alentadita? ¿Cómo pasó usted la noche?” La monja re- 
plica: “Yo estoy muy mal, porque me desvelaron las pulgas, 
porque gritaron los perros, porque me espantaron los ga- 
tos”. Elogiaba a los obispos por aplicar los cánones del Con- 
cilio de Trento y criticaba a los confesores que alentaban a 
las monjas a oponerse a la reforma. Pero lo fascinante de es- 
te escrito es la referencia a los rumores y las erróneas opi- 
niones que, según dice, circulaban por la Nueva España 
acerca de la 


“persecución de los clérigos, las nuevas cargas y expatria- 
ción de los jesuitas y la sujeción de las monjas”. En el ámbi- 
to secular había muchas quejas por el establecimiento del 
estanco real del tabaco y por el acantonamiento, en la ciu- 
dad de México, de regimientos de soldados reclutados en la 
Península. En términos más generales, se rumoreaba que 
“se ha apoderado el jansenismo de las mitras, de las coronas 
y está muy cerca de la tiara”. El autor deploraba, prudente- 
mente, todos estos rumores, atribuyéndolos a los jesuitas y 
a sus doctrinas de 
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“probabilismo”. 5 Y como hasta la mención de estas cosas 
era vista con alarma, el Consejo de Indias dispuso que se re- 
cogieran todos los ejemplares de este escrito. 

Pese a la cédula de 1774, que impedía que los obispos 
obligaran a las monjas a aceptar la vida común, es claro que 
las que resistieron fueron tratadas con dureza. Todavía en 
1778 cinco monjas de diferentes conventos —afirmaban re- 
presentar a 124 de sus hermanas— apelaron, primero al mi- 
nistro de Indias, José de Gálvez, y luego a Roma, quejándose 
de que les habían invertido su regla, que habían arrojado 
muchachas a la calle y que todos los puestos de autoridad 
de 91 

sus comunidades estaban ocupados ahora por quienes ha- 
bían aceptado las exigencias del obispo, y ellas se veían per- 
seguidas. La Concepción observó que 10 

celdas y 17 dormitorios habían sido destruidos para edifi- 
car un noviciado. El mismo año, el virrey Bucareli confesó 
que de todos los problemas que habían surgido durante su 
periodo, el escándalo de los conventos de Puebla había sido 
el más espinoso y más difícil, ya que al formar bandos den- 
tro de cada comunidad, Fuero y López habían creado enco- 
nadas enemistades entre las monjas, por lo que la disputa 
proseguía sin ninguna solución previsible a la vista. En la 
ciudad de México la reforma fue tratada con mayor pruden- 
cia y sin confrontaciones, aunque la Concepción decidiera 
no aceptar novicias, pues prefería mantener la vida indivi- 
dual. En agosto de 1780 la Corona prohibió toda nueva ape- 
lación pero reiteró sus advertencias en contra de toda coac- 
ción. 6 

Al conocer las monjas de Santa Clara de Querétaro las 
condiciones del decreto de 1774, consultaron al provincial 
franciscano de Michoacán y, siguiendo su consejo, acepta- 
ron expulsar a todas las niñas que se alojaban con ellas. Por 
cuanto al servicio doméstico, se convino en que cada monja 
tendría una sirvienta personal y en que el convento man- 
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tendría a otras 18 mujeres para hacer la limpieza general y a 
10 más para el servicio de las monjas que estaban enfermas. 


En 1775, en la comunidad se discutió la petición del arzo- 
bispo de que introdujeran la vida común, y votaron, unáni- 
mes, por conservar el sistema existente de cocinas indivi- 
duales. Como justificación, señalaron las dificultades prácti- 
cas de adquirir y preparar alimentos para una comunidad 
que por entonces tenía 95 miembros. En efecto, Santa Clara 
era uno de los conventos más numerosos y ricos de la Nue- 
va España. 7 Poco antes, en 1748-1763, una disputa surgida 
entre el provincial franciscano y el administrador general 
del convento había revelado que éste gozaba de un ingreso 
anual de cerca de 44 000 pesos que, al habitual interés de 
5%, se derivaba de un capital de 880 000 pesos. Como se es- 
peraba que todas las monjas entregaran una dote de al me- 
nos 2 000 pesos a fin de cubrir sus costos de manutención, 
los donativos de la comunidad existente se acercaban a los 
200 000 pesos. Muchas monjas procedían de familias prós- 
peras que también habían comprado “celdas” para sus hijas 
dentro del convento: cada una de esas propiedades valía 2 
000 pesos en 1764.8 Sólo en 1778 

pudo Santa Clara volver a admitir novicias, que acepta- 
ban observar la vida común. 

2 

A comienzos del siglo XVIIL la diócesis de Michoacán no 
poseía más que un convento de monjas, el de Santa Catalina 
de Siena, de Valladolid, fundado en 1590 con monjas del 
convento dominico del mismo nombre, de Puebla. Como 
institución, fue opacado por el de Santa Clara de Querétaro, 
al que acudían 92 

candidatas de todo el Bajío. Sin embargo, su ubicación en 
una ciudad catedralicia significaba que había obtenido el 
patrocinio de canónigos y obispos. En particular, el obispo 
Escalona ofreció fondos para la terminación de su nuevo 
convento, lo cual fue celebrado con la mayor pompa en 
1747, cuando toda la ciudad se lanzó a celebrar la procesión 
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de las religiosas que salió de su antigua residencia hasta el 
nuevo y espléndido edificio. Este hecho fue conmemorado 
en una pintura que aún se conserva en el museo de la ciu- 
dad. Cuando el obispo Hoyos y Mier informó a la priora de 
la cédula real de 1774 acerca de “la vida común”, el conven- 
to aceptó por unanimidad adoptar la reforma. Para enton- 
ces, la comunidad contaba con 71 monjas, incluyendo a sie- 
te novicias y a siete hermanas legas. En su carta de acepta- 
ción, la priora notó que los locales del convento eran suma- 
mente espaciosos y que muchas de las celdas del piso bajo 
eran muy húmedas, por lo que muchas monjas estaban en- 
fermas y, claro está, 


“con dificultad se hallará una que no padecerá alguna 
quiebra en su salud”. La enfermería no ayudaba en nada, 
pues sus habitaciones eran tan húmedas que agravaba los 
padecimientos y las pacientes preferían evitarla. Para com- 
plicar las cosas, el ingreso que el convento obtenía de su do- 
tación no bastaba para cubrir los gastos, y en dos ocasiones 
en años recientes había sido necesario acudir al capital para 
poder pagar la ropa. Si los costos eran altos, se explicaba 
porque cada monja requería una sirvienta que limpiara su 
celda, lavara la ropa y la atendiera en caso de enfermedad. 
Habitualmente había varias monjas indispuestas, que de- 
mandaban dos sirvientas. Y se requerían otras 40 mozas pa- 
ra administrar la enfermería, la panadería, la portería, tocar 
las campanas, limpiar el claustro y el coro, encender las 
lámparas y coser y limpiar las vestimentas de la sacristía. El 
obispo recibió la lista de este personal necesario pero orde- 
nó la expulsión de todas las mozas y de otras mujeres que 
se habían alojado en el convento. 

También aprovechó la oportunidad e insistió en unas 
cuantas “reformas” 

insignificantes, como por ejemplo que la madre sacrista- 
na no debía conversar con los sacerdotes cuando tomaban 
chocolate después de celebrar misa y que a las sirvientas les 
estaba prohibido unirse a las monjas en el coro. Algo de ma- 
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yor importancia: ordenó a la superiora elaborar un informe 
secreto sobre todas las candidatas al noviciado, y así evaluar 
su carácter, sus costumbres, su legitimidad y su limpieza, es 
decir, su situación étnica de españolas. 9 Por último, reco- 
mendó a la superiora ver que no ardieran demasiadas velas 
de sebo en el coro, pues podían provocar dolores de cabeza 
a las religiosas. 


La decisión de adoptar la vida común, que entrañaba el 
establecimiento de una cocina y un refectorio conventuales, 
no fue popular ni económica, y en enero de 1788 toda la co- 
munidad votó por retornar a “la vida particular”. 10 Aunque 
el convento de Santa Catalina poseía una dotación de 311 
511 pesos en 1782, se habían perdido o invertido en litigios 
unos 69 000 pesos, por ciertas fincas embargadas por deu- 
das. Las cuentas de los años 1777-1778 registraban un ingre- 
so anual de 17 614 pesos: apenas lo suficiente para cubrir 
los gastos de 93 

alimentación, ropa y gastos de la iglesia. Resulta fasci- 
nante observar que la comunidad consumía 2 364 carneros 
al año, lo que significa que cada persona, incluyendo mon- 
jas y sirvientas, comía cerca de 12 carneros anuales. En 
1788, el mayordomo, Gabriel García de Obeso, rico comer- 
ciante de Valladolid, informó que el convento le debía más 
de 10 000 pesos por vituallas recibidas. Fue esta creciente 
deuda la que movió al obispo a aprobar la decisión de la co- 
munidad de abandonar la atención colectiva. 11 En adelan- 
te, cada monja recibiría tres pesos y cuarto por semana para 
alimentarse: este sistema inmediatamente redujo los costos 
generales. En los últimos años del siglo XVIII, Santa Catali- 
na sufrió una reducción en números. En 1801 la superiora 
pidió al obispo que rescindiera el edicto de Rocha, de que 
había que aumentar las dotes, de 3 000 a 4 000 pesos, ya 
que, mientras que en 1783 la comunidad había tenido 77 re- 
ligiosas, ahora sólo contaba con 52. Pero la baja de personal 
continuó, dando por resultado que una mayor proporción 
de monjas fuesen viejas o enfermas. Mientras que en 1797 
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había 42 monjas con voto y ocho excluidas, para 1812 só- 
lo votaron 29 monjas y otras 13 fueron excluidas por razo- 
nes de incapacidad. 12 


En 1747 ocho monjas salieron de Santa Catalina y esta- 
blecieron un nuevo convento en Pátzcuaro, fundado bajo la 
doble advocación de Santa Catalina de Siena y de Nuestra 
Señora de la Salud. Los fondos procedían de Pedro Antonio 
de Ibarra, comerciante del lugar que había donado 55 000 
pesos, tomados de tres haciendas. Otros ciudadanos tam- 
bién ofrecieron dinero. Según las cuentas de 1786-1790, el 
convento percibía un ingreso anual de 9 802 pesos, el equi- 
valente de una dotación de 196 000 pesos. 13 Para entonces 
sus números habían aumentado, ya que en el capítulo con- 
vocado en 1775 con el objeto de elegir una superiora hubo 
39 monjas con voto, y otras cinco novicias y recién profesa- 
das. 

Cuando ese mismo año el obispo se informó de su deci- 
sión sobre la vida común, la comunidad aceptó adoptar la 
reforma. En su carta, la superiora hizo observar que el con- 
vento estaba compuesto por “una multitud de casillas y ac- 
cesorias que estaban dispersas en el gran territorio que se 
cercó para formar claustros”. No había dormitorios ni edifi- 
cios comunes, pues la comunidad carecía de fondos para le- 
vantarlos. Y como todas las religiosas vivían en celdas dis- 
persas, cada una precisaba de una mujer que limpiara, lava- 
ra y cocinara y que la acompañara por la noche. Además, 12 
monjas se hallaban gravemente enfermas, tres de las cuales 
eran dementes, por lo que se necesitaban otras 14 mujeres 
para atenderlas. Con las exigencias de la panadería, la por- 
tería, la iluminación y la limpieza, el convento requería de 
otros 31 miembros del personal, además de las 43 

sirvientas personales. Debe notarse que la comunidad no 
poseía su propia iglesia, sino que utilizaba el contiguo san- 
tuario de Nuestra Señora de la Salud, dando empleo a seis 
niñas pobres, responsables de tocar las campanas. La asis- 
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tencia a la iglesia era muy difícil para las monjas ancianas o 
enfermas, por 


“las cuestas, callejones, distancias y desigualdad del te- 
rreno de todo el convento”, por lo que sus sirvientas tenían 
que ayudarlas. De mala gana, el obispo permitió 94 


que la comunidad conservara su numeroso personal, pero 
exigió que la superiora regulara estrictamente la entrada de 
todas las seglares en el recinto conventual. 14 


La más impresionante de las nuevas fundaciones de la 
diócesis ocurrió en 1756 


cuando la Corona aceptó la recomendación del obispo 
Elizacoechea de que se estableciera en San Miguel el Gran- 
de un convento dedicado a la Purísima Concepción. La ini- 
ciativa había procedido de María Josefina Luisa de la Canal, 
joven heredera que a los 16 años decidió dedicar su heren- 
cia de 70 000 pesos a la construcción de un convento. En 
apoyo de esta propuesta, el cura de San Miguel hizo notar 
que el padre de la heredera, Manuel de la Canal —cuya ri- 
queza corría pareja a su celo religioso—, pretendía estable- 
cer un convento de capuchinas, orden que observaba una 
regla muy austera. Su hija prefirió seguir la regla concepcio- 
nista, llevando como fundadoras a monjas del convento de 
Regina Coeli de la ciudad de México; e insistió en que no se 
emplearan sirvientas y en que todas debían tener cocina y 
refectorio comunes. El proyecto era de una comunidad de 
72 monjas, cada una con una dote de 3 000 pesos. Los bene- 
ficios de tal convento fueron expuestos por el padre supe- 
rior del Oratorio, quien señaló el ejemplo de Santa Clara, de 
Querétaro, diciendo: “Examínese en el comercio de dicha 
ciudad quantos trozos de su grueso principal manejan sus 
comerciantes; quantos son sus depósitos, fincas, muebles y 
raíces, sabiendo todo este manejo de la fuente o banco de 
plata de aquel convento solo”. Sería un gran consuelo para 
las principales familias de la ciudad tener viviendo tan cerca 
a sus hijas que quisieran ser monjas.15 Estas esperanzas no 
fueron frustradas cuando la comunidad marchó en proce- 
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sión triunfal en 1765, a tomar posesión de su iglesia y su 
convento. Para entonces, contaba con 21 monjas profesas, y 
seis novicias y hermanas legas. Sin embargo, los donativos 
fueron menores de lo esperado, por lo que la partida sólo 
era de 95 200 pesos que producían un ingreso de 4 710 


pesos contra unos gastos de 5 350 pesos; para cubrir el 
déficit, el convento dependía de su mayordomo y de otros 
benefactores. 16 


Durante su visita, efectuada en 1765-1766, el Dr. Jeróni- 
mo López Llergo hizo un relato de la vida de estas religio- 
sas. Cuando había buen tiempo se levantaban a las 5:00 y a 
las 5:30 estaban en el coro, donde oraban por espacio de 
media hora antes de asumir la Prima, primer oficio del día. 
En tiempo de calor se levantaban a las 4:30 para empezar 
sus plegarias a las 5:00. Venía después el desayuno. Luego 
se reunían en la iglesia para la misa común y a las 8:00 


cantaban las tres horas menores del Oficio Divino; sin 
embargo, los días de fiesta se incluían con la Prima. Los sá- 
bados, la misa terminaba con una bendición y la letanía di- 
cha en procesión en torno del claustro. Tomaban una cola- 
ción, seguida por media hora en el taller de trabajo y un 
cuarto de hora de lecturas espirituales. 

A las 11:00 dedicaban 15 minutos a un examen de con- 
ciencia y a las 11:30 


almorzaban en el refectorio, donde escuchaban lecturas 
espirituales. Después de dar gracias en el coro, reposaban 
hasta las 14:00 horas, cuando era la hora de las Vísperas, el 
Magnificat, la conmemoración de San Miguel, el Salve Regi- 
na, el 95 

rosario con la letanía y plegarias por los patrocinadores 
del convento. Luego tomaban chocolate, iban al taller donde 
permanecían 30 minutos y, al terminar, reposaban. A las 
18:00 cantaban maitines y el Magnificat; tenían luego 15 

minutos de plegarias privadas y 15 minutos de examen de 
conciencia. A las 20:00 
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horas retornaban al refectorio para cenar con lecturas es- 
pirituales y una hora después recibían la bendición de su 
abadesa y, tras unas breves plegarias, se iban a la cama. Este 
horario variaba un poco en los días de fiesta. 17 


Cuando el obispo Hoyos preguntó por sus reacciones a la 
cédula real que había exigido la observancia de la vida co- 
mún, la abadesa replicó que siempre habían observado esta 
regla, “comiendo todas juntas en un refectorio común y re- 
cogiéndose del propio modo en un dormitorio y algunas 
otras celdas, que no mantienen criadas, sino en su lugar re- 
ligiosas laicas y donadas”. Tenían 12 


muchachas que vivían por separado, a quienes estaban 
educando, y que no se unían a las religiosas ni en el coro ni 
en el recreo. Debe notarse que todas las monjas habían de 
presentar certificados de legitimidad y de limpieza, lo que 
impedía la admisión de mestizas y mulatas. 18 


En 1782 fue elegida una nueva abadesa, que pronto escri- 
bió al obispo quejándose de las cuentas, que constituía una 
verdadera pesadilla pues el convento no poseía capital sufi- 
ciente y sus gastos siempre eran mayores que sus ingresos. 
El problema era que en los años de 1752 a 1761 el costo de 
construir un convento y su iglesia había sido de 106 178 pe- 
sos, de los cuales 58 000 pesos provenían de la herencia de 
María Josefa de la Canal y el resto fue aportado por su tutor, 
Francisco de Landeta, conde de Casa de Loja, primer patrón 
del convento. Pero el costo de la construcción hizo que las 
monjas tuvieran que subsistir de los intereses de sus dotes, 
paralelamente a un pequeño número de donativos. Si el 
convento había logrado sobrevivir era porque su mayordo- 
mo, José María Loreto de la Canal, hermano de la fundado- 
ra, se encargaba de toda la compra de abastos necesarios y 
había apartado, en su propia hacienda, un rebaño de ovejas 
para venderles carne a precio fijo. En 1782, el convento de- 
bía 19 


000 pesos a su mayordomo. Para entonces la comunidad 
contaba con 30 monjas profesas, junto con nueve hermanas 
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laicas y otras 18 donadas, laicas que en realidad hacían las 
veces de sirvientas.19 


Para 1790-1791 el convento de San Miguel se encontraba 
cada vez más endeudado. Su ingreso era de 5 845 pesos, pe- 
ro los gastos ya alcanzaban los 7 


496 pesos, lo que obligaba al mayordomo a conseguir 1 
246 pesos, por lo que la deuda para con De la Canal asumía 
ya 39 134 pesos. Aunque la dotación al convento habían au- 
mentado a 148 500 pesos, parte de este capital se encontraba 
invertido en pleitos legales, y no se habían pagado 1 690 pe- 
sos de intereses anuales. Tan aguda era la crisis que el obis- 
po de San Miguel pidió a su lugarteniente de confianza, Ma- 
nuel Abad y Queipo, que efectuara una visita, encargándole 
ver si sería recomendable que La Purísima Concepción si- 
guiera el ejemplo de Santa Catalina de Valladolid “que se 
practica en otros muchos del 96 


reino”, y abandonara la vida común; a cada monja se le 
daría una cantidad fija semanal para su subsistencia. Esta 
disposición duraría “mientras se desempeñan y llegan a po- 
nerse sus rentas en estado competente de soportar los ma- 
yores gastos de rigurosa vida común...” En abril de 1792, 
Abad y Queipo suspendió la vida común y ordenó que cada 
monja recibiera dos pesos y medio por semana. 

Los tubos que llevaban agua potable a cada celda serían 
cortados, dejando en cambio cuatro fuentes en cada esquina 
del patio superior. Aunque en 1794 el nuevo mayordomo, 
Narciso Mariano de la Canal, quien había heredado el pues- 
to de su padre, informó que ahora el ingreso correspondía 
bien a los gastos, tres años después notó que la deuda total 
había aumentado a 42 181 pesos. Además, en 1800 ya fue 
necesario subir la cantidad semanal a cuatro pesos, por el 
alza general de los precios.20 

Si la vida común resultó tan costosa, fue en parte porque 
las monjas habían abusado de la cocina, disponiendo que se 
enviasen alimentos a parientes y alimentando a los pobres 
que se apiñaban ante la portería. Tal vez no carezca de inte- 
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rés observar que una comunidad de 46 mujeres y unas 
cuantas niñas consumiera 100 libras de cacao, 250 libras de 
azúcar y 89 ovejas cada mes. Por otra parte, la introducción 
de cocinas individuales significa que ahora las monjas nece- 
sitaban sirvientas, algunas de las cuales vivían en el con- 
vento. Sin embargo, muchas de ellas iban y venían diaria- 
mente, por lo que en los claustros había distracción “por la 
multitud de criadas que hay en el convento”. Iban y venían 
papeles y cartas de amigas y parientes, sin que la abadesa 
pudiese vigilar esta correspondencia. Para entonces, sólo 
habían quedado 12 donadas, quienes por su calidad étnica 
de mulatas no podían ser admitidas a “la profesión laica o 
de velo blanco”. En 1798, la abadesa solicitó al obispo que 
permitiera a esas mujeres profesar como hermanas laicas en 
su lecho de muerte, como recompensa por sus leales servi- 
cios. La licencia fue otorgada con la condición de que tales 
mujeres no fuesen enterradas con el resto de la comunidad: 
así, hasta en la tumba se mantuvieron las distinciones étni- 
cas.21 


La insuficiencia de la dotación original de capital hizo 
que la Purísima Concepción no fuese completada en el siglo 
XVIII. En 1801, Antonio Velázquez, arquitecto experimenta- 
do, inspeccionó el edificio y descubrió “varias quarteaduras, 
filtraciones de agua llovediza”, y el peligro de que pudiese 
desplomarse la bóveda de la portería. El cura de San Miguel, 
Dr. Ignacio Antonio Palacios, reconoció que había filtracio- 
nes en el patio, pero consideró que sólo estaba en peligro la 
portería. Señaló que el claustro superior se había terminado 
gracias a donativos del obispo Antonio de San Miguel. Pero 
la iglesia nunca se había completado, pues, trazada como 
una cruz, sólo se habían terminado el coro y la zona del al- 
tar en 1765, cuando las monjas tomaron posesión del con- 
vento, dejando que la nave quedara cerrada por una pared 
de adobe de sólo cinco metros y medio de altura; el espacio 
restante quedaba cubierto por cortinas. 22 Al estallar la In- 
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surgencia en 1810, La Purísima Concepción fue amenazada 
de 97 


destrucción. Aunque para entonces su capital era de 159 
400 pesos, la devastación causada por la guerra civil hizo 
que una gran parte de su ingreso ya no fuese pagada, pues 
en los años de 1813-1817 el convento sólo recibió un prome- 
dio de 1 463 pesos anuales. Su mayordomo, Narciso Loreto 
de la Canal, había fallecido después de ser acusado de com- 
plicidad en la rebelión. Si el convento logró subsistir fue 
porque el cura de San Miguel, Dr. Francisco Uraga, aportó 3 
559 pesos cada año para mantener la comunidad de 31 mon- 
jas y 14 

donadas. 23 

3 


Mientras que la mayoría de las monjas, en México, perte- 
necían a órdenes que habían permitido que la estricta regla 
de su fundación fuese modificada por las expectativas socia- 
les de la élite criolla, por contraste el número relativamente 
pequeño de religiosas que habían optado por las carmelitas 
y las capuchinas abrazaron una forma austera de vida. Pero 
si las discípulas de Santa Teresa habían llegado a México y a 
Puebla en 1604-1616, sólo fue en 1665 cuando llegaron a la 
Nueva España las capuchinas, que seguían la regla de Santa 
Clara sin ninguna relajación. 24 En 1721 un grupo de mon- 
jas partió de la ciudad de México para fundar el convento 
capuchino de San José de Gracia en Querétaro, comunidad 
que en 1784 contaba con 38 monjas, que se mantenían de un 
ingreso de 3 297 pesos; su déficit anual de 1 486 pesos era 
cubierto por el mayordomo. 25 
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La reputación espiritual de este convento quedó demos- 
trada en 1792, en el funeral de la madre María Ignacia, la 
antigua abadesa, quien fue elogiada por fray Francisco Frías 
y Olivera, fraile agustino, como “sacramento de amor”, aña- 
diendo que “esta misma inmanencia de personas, que en la 
sagrada eucaristía se admira, se ve también en Ignacia..”. 
Atormentada por una aridez espiritual de 18 años, había su- 
frido ataques del Demonio, comía únicamente cuatro onzas 
de alimento diario y se mortificaba cruelmente la carne: a 
veces trazó “muchas cruces en el suelo con la lengua”. Dejó 
un relato de su vida espiritual y sus devociones. El predica- 
dor concluyó diciendo que “mantuvo siempre una vida in- 
maculada, muriendo con la gracia que recibió en el santo 
bautismo”. Este sermón, que fue impreso a expensas de Ma- 
nuel Rincón Gallardo, rico terrateniente de Aguascalientes, 
acabó por llegar a manos de la Inquisición, la cual ordenó 
que fuese retirado de la circulación, y censurado su autor, 
sólo para descubrir que había fallecido hacía 14 años.26 


Del mismo convento nos ha quedado una autobiografía 
espiritual escrita por la madre María Marcela en 1793, en 
que la autora narra cómo, después de siete años de dicha 
inicial, sufrió persecuciones de sus compañeras y una inca- 
pacidad para orar; esta etapa duró muchos años hasta que, 
por último, encontró una sensación de paz, convencida de 
que la Trinidad moraba dentro de ella. Hija de 98 


un rico terrateniente, recordó que en cierto momento una 
monja que trabajaba con ella en la sacristía no me trataba 
como compañera, sólo como si fuese una indita”. No hay 
duda de que hizo eco a las quejas de muchas otras religiosas 
cuando exclamó: “Digo con verdad que mis prójimos son mi 
cruz”. Aconsejada por sabios confesores, encontró la paz 
que buscaba y terminó sus días con “la vista sencilla y fija 
de Dios”. 27 

En 1798, siete monjas capuchinas salieron de Querétaro 
en dos carrozas, acompañadas por el omnipresente Manuel 
Abad y Queipo. Después de pasar la noche en una hacienda, 
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llegaron a la mañana siguiente a Salvatierra, donde fueron 
recibidas por el Ayuntamiento de la ciudad y todo el clero, 
secular y religioso. Después de detenerse en la beatería car- 
melita, estas monjas fueron en procesión pública a tomar 
posesión de su nuevo convento y su iglesia, que llevaba el 
nombre de La Purísima Concepción. El guardián del colegio 
de Santa Cruz celebró misa y predicó el sermón, elogiando 
la nueva fundación franciscana. La génesis de este convento 
había sido prolongada, pues desde 1767 


se expidió una licencia real a Santiago Ginés de Parada, 
quien había ofrecido 35 

000 pesos para su fundación. Pero sólo cuando el conde 
de Jalpa intervino para encargarse del asunto se construye- 
ron los claustros y la iglesia. Pero el conde disputó con la 
abadesa de las capuchinas de Querétaro, acusando a la co- 
munidad de tomar chocolate y permitirse comodidades ex- 
cesivas cuando estaban enfermas, de modo que sólo 8 o 10 
monjas asistían a oficios en el coro; el resto hacía alarde de 
sus enfermedades. Su objeto al hacer estas acusaciones fue 
conseguir un contingente de monjas del convento capu- 
chino de Lagos, pues “yo deseo que el de Salvatierra sea el 
más observante y ejemplar de todos” .28 Pese a que afirmó 
haber terminado la edificación, en 1806 la abadesa se quejó 
que ésta seguía en proceso y que los donativos que se reci- 
bían para subsistencia de las monjas a menudo se emplea- 
ban para pagar a los trabajadores. Aunque se había acepta- 
do a siete novicias al llegar, la comunidad seguía contando 
con un número escaso y, estando enfermas muchas, las de- 
más “hay días que trabajan hasta quedar rendidas”. Conclu- 
yó que aun cuando la regla prescribía un dormitorio espa- 
cioso, en realidad seguían durmiendo en “una sala muy con- 
tigua y con sólo el débil resguardo de unas cortinas de cos- 
tenze”. 29 


Para 1816, la comunidad de Salvatierra contaba con 22 
monjas, de las cuales sólo siete u ocho gozaban de buena 
salud; las demás padecían enfermedades no especificadas. 
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Ese año las autoridades de la diócesis ordenaron al cura rea- 
lizar una visita oficial al convento, pues éste se hallaba des- 
garrado por conflictos internos. Lo malo era que el capellán, 
cuya hermana había ingresado en la comunidad, no gozaba 
ya de la confianza de muchos miembros de su pequeña grey, 
en parte porque, debido a su mala salud, había insistido en 
limitar las confesiones a una hora diaria. Por otra parte, 
sacerdotes del convento carmelita de Salvatierra también 
habían servido de confesores y fueron acusados por el visi- 
tador de causar “el trastorno y espíritu de partido de esta 
comunidad de 99 


religiosas”. Tanto se desalentó el visitador al ver aquel es- 
tado de cosas que llegó a sugerir que se cerrara el convento 
y se enviara a las monjas a otra parte. Pero las autoridades 
diocesanas rechazaron este consejo de la desesperación y se 
limitaron a escribir una severa reprimenda a la abadesa; 
prohibieron a las carmelitas entrar en el convento y cambia- 
ron al capellán. 30 En un momento en que el país se en- 
contraba en plena guerra de guerrillas, ¿quién daría alber- 
gue a aquellas monjas? 

Sólo en 1803 las carmelitas entraron en el Bajío para esta- 
blecer un convento en Querétaro. Tal éxito tuvo su funda- 
ción que en 1808 solicitaron licencia para fundar una casa 
gemela en San Miguel el Grande, pero aunque acabaron por 
recibir la autorización, los trastornos de la Independencia al 
parecer impidieron que se realizara el proyecto. La principal 
impulsora de la expansión carmelita fue la marquesa de Sel- 
va Nevada, María Antonia Gómez Rodríguez Pedroso, quien 
poseía seis haciendas productoras de pulque, y propiedades 
en la ciudad de México por un valor calculado en 622 000 
pesos. Como su hijo había muerto y dos de sus hijas eran 
monjas, ella pudo ofrecer 70 000 para construir un convento 
en Querétaro, junto con otros 12 000 pesos como dote de 
tres monjas. 


Los planos del convento fueron trazados por Manuel Tol- 
sá, célebre arquitecto y escultor y, por entonces, director de 
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la Academia de San Carlos, fundada para promover el estilo 
neoclásico. Aunque el cabildo de la ciudad de Querétaro 
aprobó la propuesta con entusiasmo, al principio la Corona 
negó la licencia, alegándose que la ciudad ya poseía un con- 
vento carmelita. 31 


Sin desalentarse por esa respuesta, la marquesa llamó al 
Dr. Juan José de Gamboa, canónigo de la catedral de la ciu- 
dad de México, para que presentara junto con ella un exten- 
so memorial, con el que consiguió la licencia solicitada. 


Dijeron que el supuesto convento carmelita de Querétaro 
no era más que una beatería cuyas ocupantes sólo enseña- 
ban a niñas, y que estaban dispuestas a 


“fabricar y moler chocolate a fuerza de sus brazos”, señal 
inequívoca de que no eran verdaderas monjas. Con respecto 
a la cuestión más general de las formas y la autenticidad de 
la vida religiosa en la Nueva España, afirmaron que había 2 


100 monjas en todo el país, dispersas en 49 conventos, 
mientras que en la Península, Sevilla contaba con 30 con- 
ventos. Además, mientras que el arzobispado (incluyendo 
Querétaro) sólo contaba con 1 100 monjas, la diócesis de 
Puebla sólo tenía 455 y Michoacán 160. En general, los con- 
ventos se dividían en dos clases: los “blancos”, que eran ma- 
yoría, en los cuales cada monja tenía 


“una criada para su servicio y cocina”; y las recoletas, que 
seguían la vida común estricta: distinción que claramente 
indicaba el fracaso de la campaña iniciada por Lorenzana y 
por Fuero para imponer la vida común en todos los conven- 
tos. La disparidad numérica se acentuaba por la regla car- 
melita que limitaba cada convento a 21 miembros y, dado 
que las monjas en las dos casas de la ciudad de México lle- 
gaban hasta muy avanzada edad, existían pocas oportunida- 
des para admitir novicias. Además, no había carmelitas en 
la diócesis de Michoacán; y 100 


Querétaro, tercera ciudad más populosa de la Nueva Es- 
paña, únicamente poseía el convento de Santa Clara, que 
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era rico y numeroso, y el de Capuchinas, que era estricto y 
pobre. Por ello, había que considerar a las carmelitas como 
el justo medio entre estas dos ramas de la orden francisca- 
na. Sus dotes de 4 000 pesos 


“giran en manos del comerciante y del labrador... ellas 
forman un fondo seguro para el pueblo”. Tan autorizado 
memorial recibió una respuesta favorable del fiscal de la 
Audiencia de México, quien comentó que, mientras en Eu- 
ropa se estaban clausurando conventos por obra del torbe- 
llino revolucionario, en contraste, en la Nueva España se 
proponían nuevas fundaciones. 32 El resultado fue que en 
1803 el arzobispo Núñez de Haro escoltó a tres monjas car- 
melitas de México a Querétaro, acompañado por la marque- 
sa de Selva Nevada, quien ingresó en la comunidad como 
novicia. Menos de cuatro años después, las fundadoras y sus 
novicias pudieron tomar posesión de su nuevo convento, 
edificado en exquisito estilo neoclásico. 


En su clasificación de los conventos mexicanos, Gamboa 
no mencionó dos innovaciones significativas que ocurrieron 
durante el siglo XVIIL tanto en el aspecto étnico como en la 
función vocacional. Como ahora debe ser ya claro, los con- 
ventos de la Nueva España exigían dotes que variaban entre 
2 000 y 4 000 


pesos y certificados de limpieza de sangre, regla que ex- 
cluía de la vida religiosa a las castas y las indias. Pero en 
1727, las recomendaciones del arzobispo y del virrey consi- 
guieron la licencia real para fundar un convento de capu- 
chinas, llamado de Corpus Christi, reservado a las hijas de 
caciques y nobles indios. Su solicitud había sido agudamen- 
te criticada por los jesuitas, quienes enseñaban a los hijos 
de dichos caciques y nobles en el colegio de San Gregorio, 
por motivo de que “no sólo la mayor parte de los naturales 
de este reino, sino casi todos tienen una condición muy in- 
constante y una voluntad muy variable. Ésta es una de las 
fallas connaturales de esta nación”. El padre José María de 
Guevara afirmó que 
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“puesto que estos pobres naturales tienen muy corto en- 
tendimiento” servían bien para las tareas mecánicas y por 
tanto “no son aptos y capaces para la perfección propria del 
estado religioso”. Era muy común que las indias que labora- 
ban como criadas en los conventos se fueran, retornaran y 
volvieran a irse. 


Con infinita condescendencia añadió el padre: “Uno de 
estos pobres naturales merece más y agrada más a Dios 
Nuestro Señor, poniéndole flores a un santo, encendiéndole 
sus velas, echándole su sahumerio, que si gastara muchas 
horas en el ejercicio tan santo de la oración mental, en el 
cual sin duda gastará el tiempo sin provecho”. ¿Cómo po- 
drían observar las reglas de perfección cuando les costaba 
trabajo comprender el más simple sermón? En contra de es- 
te ataque del jesuita, los dominicos apoyaron el proyecto, 
afirmando que en varios conventos de la ciudad de México 
había indias que habían pasado toda su vida trabajando co- 
mo criadas, sin salir nunca del recinto. De hecho, en el con- 
vento de Santa Clara, seis hijas de caciques habían pasado 
periodos de 25 a 40 años. 33 


Pese a los sombríos pronósticos de Guevara, el convento 
de Corpus Christi fue 101 


debidamente inaugurado y pronto atrajo novicias sufi- 
cientes para fundar casas hermanas en Valladolid en 1737 y 
en Oaxaca en 1755. 

En Michoacán, fue el obispo Escalona el que promovió el 
establecimiento del convento de Santa María de Cosamaloa- 
pan, en las afueras de Valladolid, empleando los fondos le- 
gados con este fin por el canónigo Marcos Muñoz de Sana- 
bria. Aunque el obispo trató de colocarlo dentro de la juris- 
dicción episcopal directa, la audiencia dictaminó que esta 
casa de capuchinas debía quedar sometida a los francisca- 
nos. Como no se esperaba que estas monjas indias presenta- 
ran una dote con su solicitud, el convento siempre fue muy 
pobre y subsistió de las limosnas. Absteniéndose de comer 
carne, su régimen consistía en cereales que sus agentes le- 
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gos recogían en los campos. En 1795 obtuvieron del virrey 
una licencia especial que las autorizaba a nombrar a dos le- 
gos que pidieran limosnas. El convento, pequeña comuni- 
dad limitada a 33 monjas, insistió en inspeccionar los certi- 
ficados de bautismo para restringir la entrada a las indias, 
excluyendo especialmente a las mulatas. Cabe observar que 
en 1792 

una candidata no pudo firmar su nombre. 34 

La única innovación importante en la forma de la voca- 
ción religiosa ocurrió en 1757, cuando se inauguraron el 
convento y el colegio de la Compañía de María, conocido en 
la ciudad de México como La Enseñanza. Esta orden, insti- 
tuida a comienzos del siglo XVII en Francia, se dedicaba a la 
educación de las niñas. 


Mientras que la mayoría de los conventos simplemente 
habían tomado como internas a niñas, la Compañía de Ma- 
ría organizó un colegio en que las internas vivían apartadas 
de las monjas, y también se encargó de una escuela pública 
gratuita. La iniciativa de introducir este instituto en la Nue- 
va España fue adoptada por María Ignacia Azlor, hermana 
de la marquesa de San Miguel de Aguayo y heredera de una 
fortuna de más de 100 000 pesos. Después de pasar su novi- 
ciado en un convento de Pamplona, encabezó una misión 
procedente de España, a fin de establecer una casa en la ciu- 
dad de México, dedicando toda su influencia y su riqueza 
para llevar a cabo un proyecto que al principio había trope- 
zado con la oposición del arzobispo. Aunque la fundadora 
deseaba admitir novicias de cualquier raza, el requerimiento 
de entregar una dote excluyó a todas las que no eran crio- 
llas. Más todavía, aunque en los primeros años lo principal 
fue la enseñanza, después surgió una tendencia a admitir 
candidatas que mostraron poco interés en el colegio o en su 
escuela. 35 

La diócesis de Michoacán se benefició de la nueva partida 
cuando en 1804 el cura de Irapuato, Diego Salvago, escoltó a 
siete monjas de La Enseñanza de la ciudad de México a su 
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parroquia, donde tomarían posesión de la iglesia de La Sole- 
dad, que debería tener un colegio y un convento. El costo de 
este plan fue calculado en 80 000 pesos para la construcción 
y 60 000 en dotes, sumas que se obtuvieron de la finca de 
Ramón Barreto de Tabora. Sin embargo, no faltaron fondos, 
pues el conde de Pérez Gálvez, acaudalado poseedor de mi- 
nas de plata, aceptó mantener a cuatro monjas durante toda 
su vida, con un costo de 800 
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pesos anuales. Para 1812, el convento tenía 16 monjas, 
ocho de las cuales eran maestras de un colegio que tenía a 
33 internas que pagaban 120 pesos por año, y una escuela 
pública gratuita con cerca de 300 pupilos. 36 Como en el ca- 
so de las carmelitas de Querétaro, el convento y el colegio 
fueron construidos en un elegante estilo neoclásico. 


4 


Aunque el surgimiento de beaterías a menudo no fue re- 
gistrado por sus contemporáneos, estas pequeñas comuni- 
dades de mujeres piadosas no fueron más que la primera ola 
de la que sería una marejada de vocaciones femeninas a fi- 
nales del siglo XIX. Las beatas diferían de las monjas por- 
que no pronunciaban votos solemnes al ser admitidas en 
sus comunidades, sino que simplemente prometían observar 
su regla de vida, promesa de la que podían ser liberadas con 
aprobación del obispo. En contraste con las monjas, no lle- 
vaban dote sino tan sólo su disposición de trabajar para 
mantenerse. Aparte de las limosnas, casi todas las beaterías 
se dedicaron a la educación como medio de empleo y man- 
tenimiento, por lo que su desarrollo estuvo directamente li- 
gado a la difusión de la alfabetización femenina en el Méxi- 
co del siglo XVIII. Se esperaba que llevaran una vida de re- 
cogimiento, apartadas del mundo, como las monjas, sin salir 
de sus recintos, y en su mayoría adoptaron un hábito reli- 
gioso, por lo general siguiendo el modelo del que llevaban 
las Terceras Órdenes. Si bien no seguían las horas del Oficio 
Divino, por lo general cantaban el “pequeño oficio” 
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de la Virgen María y, semejantes a sus compañeras de los 
conventos establecidos, dependían en mucho del consejo de 
sus padres confesores. En realidad, rara era la beatería que 
no dependía de la protección de un patrón clerical o de una 
casa de religiosos. 


Según el Dr. José Guadalupe Romero, historiador de la 
diócesis de Michoacán en el siglo XIX, en 1810 había siete 
beaterías en la diócesis: dos en Valladolid, dos en San Mi- 
guel el Grande y una en Celaya, León y Zamora, respectiva- 
mente. 37 

También había al menos dos en Querétaro y posiblemen- 
te otra en San Luis Potosí. En Valladolid, Santa Rosa de Vi- 
terbo fue fundada por el obispo Matos Coronado en 1743 
como colegio de niñas. Una parte de los fondos fue aportada 
por el canónigo Francisco Javier Vélez de Guevara, quien 
había legado 4 000 


pesos a fin de crear una “escuela pública en el Colegio de 
niñas de Santa Rosa”, una escuela para niñas pobres *de 
cualquiera calidad y condición, por más ínfimas que sean”. 
Su objetivo era enseñar a las pupilas la doctrina cristiana, a 
leer y a escribir, y a coser y otras habilidades propias de su 
sexo. A cada niña se le darían un rosario, papel y tinta y 
materiales de costura. Sin embargo, pese a este atractivo 
prospecto, se esperaba que las niñas que se alojaran en el 
colegio presentaran certificados de su limpieza y pagaran al 
principio seis y después ocho 103 

pesos mensuales como estipendio.38 Pese a que el colegio 
recibió donativos de varios benefactores, sus fondos no fue- 
ron bien administrados y a finales de siglo su mayordomo, 
Gabriel García de Obeso, próspero comerciante, observó 
que aunque la dotación de capital era nominalmente de 60 
000 pesos, en realidad poco más de la mitad de esa suma 
producía intereses, pues el resto se había perdido en litigios. 
Para entonces, el colegio tenía alojadas a 74 niñas en lugar 
de las 41 planeadas, y sólo la mitad de las excedentes paga- 
ba su mantenimiento. 
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Como resultado, el colegio sufría un déficit considerable 
cada año. 39 


La otra beatería de Valladolid fue fundada por Ana María 
de Tránsito y Silva, quien en 1765 se retiró a una casita de 
las afueras de la ciudad y tomó el hábito de la Orden Terce- 
ra de las carmelitas. Empezó a enseñar *no sólo con las ni- 
ñas de distinguido nacimiento, sino con las más pobrecitas, 
humildes y rústicas, poniendo todo su corazón especialmen- 
te con las indiezuelas”, ya que carecían de todo medio de 
educarse y en su pobreza a menudo ignoraban los elemen- 
tos mismos de su fe. Hasta 11 o 12 mujeres se le unieron, 
oyendo misa y comulgando juntas; la comunidad se mante- 
nía gracias a la enseñanza y a sus propios esfuerzos. De es- 
tos humildes principios surgió el colegio de Santa Teresa de 
Jesús. La beatería y su colegio contaron con la gran ayuda 
de Mariano Timoteo de Escandón, quien después sería con- 
de de Sierra Gorda. Él fue enviado a Valladolid en 1775 co- 
mo prebendario y pasó toda su larga carrera en la catedral, 
donde llegó a arcediano. Tan rico como piadoso, este influ- 
yente criollo aportó los fondos necesarios para construir 
una pequeña iglesia y el colegio. 40 En efecto, la transición 
de un grupo de mujeres piadosas que vivían unidas y ense- 
ñaban a unas cuantas niñas, hasta llegar a ser una institu- 
ción aprobada por el obispo y subsidiada por una dotación, 
dependió de la buena voluntad de patrones acaudalados. 


En el caso de León, el obispo Matos Coronado dio licen- 
cia a una beatería en 1742, nombrando como directores es- 
pirituales a los jesuitas del lugar. La comunidad tuvo 37 
miembros completos y otros 22 asociados, que llevaban una 
vida común, administraban una escuela para niños y practi- 
caban el culto en su propia capilla. Pero el cura párroco in- 
formó al obispo “que tienen una muy estrecha vivienda y 
con tantas necesidades, que me obligaron a pedir personal- 
mente limosnas”. Tras la expulsión de los jesuitas, la beate- 
ría pasó por malas épocas hasta que una rica benefactora 
reconstruyó su iglesia, en acción de gracias por haberse re- 
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cuperado de una enfermedad. 41 Una beatería similar, en 
Celaya, fue descrita como “unas pobres mujeres de particu- 
lar virtud, laboriosidad y honesta vida, bajo el título de Ter- 
ceras de Jesús Nazareno”. Su tarea consistía en educar a ni- 
ñas de todas clases, “ricas o pobres, españolas o indias”. 
También aceptaron a unas cuantas internas. Para 1775 te- 
nían su propia residencia y una modesta capilla. 42 


No todas las beaterías comenzaron en la penuria. En 1742 
el cura de San Luis 104 


Potosí informó al obispo que durante los últimos 20 años 
una madre con sus cuatro hijas solteronas, y otras pocas 
mujeres, habían vivido juntas y asistido a misa y a los sa- 
cramentos en la iglesia de los jesuitas. Dijo que educaban 
niñas, algunas “de notoria calidad, huérphanas unas, pobres 
otras”. Pero contaban con una dotación de 2 616 pesos que 
producía un pequeño ingreso, y después recibieron un lega- 
do de 12 000 pesos para edificar una casa y una capilla. 43 


Asimismo, en 1796 dos hermanas de Pátzcuaro, María Te- 
resa y Josefa Martínez de Aguilera, obtuvieron la aproba- 
ción del arzobispo para establecer una beatería al lado de un 
colegio de niñas. Poseían una casa en la plaza mayor de la 
ciudad, con valor de 10 000 pesos, y otra propiedad que va- 
lía 3 600 pesos. Otros residentes del lugar habían prometido 
prestar su ayuda financiera al colegio. Más adelante propu- 
sieron unir la beatería al santuario de Nuestra Señora de 
Guadalupe, edificado en 1730, después de que una anterior 
estructura había sido destruida por un incendio, y extendida 
en 1762 por su padre, el entonces alcalde municipal. El san- 
tuario recibió una dotación de 11 970 pesos, incluyendo una 
suma de 4 000 pesos asignada a un sacerdote. 44 La ventaja 
de esta disposición era que la beatería gozaría así el “libre” 
uso de la iglesia y de su capellán. Una pauta muy similar 
puede encontrarse en San Miguel el Grande, donde los pa- 
dres del Oratorio promovieron y dotaron la beatería y el co- 
legio de Santa Ana, edificándolo contiguo a su colegio de 
San Francisco de Sales. También en San Miguel existía una 
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beatería de Santo Domingo, anexa al santuario de Nuestra 
Señora de Guadalupe, que en 1791 tenía ya 30 miembros. 
Por último, observemos que en Salvatierra el obispo dio li- 
cencia para una beatería carmelita en 1771, que fue erigida 
junto a la iglesia de Nuestra Señora de la Luz. 45 


En Querétaro había dos beaterías, la más antigua de las 
cuales, el colegio de Santa Rosa de Viterbo, había sido esta- 
blecida a finales del siglo XVII con una dotación aportada 
por el gran benefactor de la ciudad, Juan Caballero y Ocio, y 
desde el principio se dedicó a la educación de niñas. Aun- 
que sus miembros llevaban el hábito de la Tercera Orden 
Franciscana, estaban sometidos a la jurisdicción del arzobis- 
po y del juez eclesiástico local. En 1723 había cerca de 43 

beatas, bajo la dirección espiritual de los padres del cole- 
gio de Santa Cruz. Su colegio recibió la aprobación papal en 
1732, y en 1752 aceptó una muy específica regla de vida del 
arzobispo Rubio y Salinas. Poco antes se observó que el co- 
legio tenía 55 niñas y 15 criadas y era muy pobre, situación 
que después fue remediada por sus benefactores, pues pron- 
to la iglesia de la comunidad pudo enorgullecerse de poseer 
unos retablos sobredorados, que figuran entre las glorias del 
churrigueresco mexicano. 46 De este modo, aunque las her- 
manas no fuesen verdaderas monjas, pues no pronunciaban 
votos solemnes ni ofrecían una dote, su instituto era muy 
distinto de las empobrecidas beaterías que se podían ver en 
otros lugares. Además, su regla afirmaba que como “la di- 
versidad de calidades suele ser causa de disunión, se tendrá 
gran cuidado en que las que se admiten sean limpias de san- 
gre, de familias honradas y bien nacidas”, y que no habría 
105 


“mulatas, moriscas, lobas o de otras mezclas de sangre”. 
Lo notable es que el colegio no contara con un refectorio, 
por lo que las hermanas empleaban criadas que les ayuda- 
ran en sus cocinas. Por lo demás, la regla establecía la con- 
fesión y comunión semanales, así como un régimen diario 
de misas, el pequeño oficio de Nuestra Señora, y dos sesio- 
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nes de media hora de plegaria mental, por la mañana y por 
la tarde.47 De hecho, el colegio de Santa Rosa de Viterbo re- 
clutó a sus miembros entre las filas humildes de la clase 
criolla y estuvo muy lejos del mundo del populacho que tra- 
bajaba en los tristemente célebres obrajes y talleres de la in- 
dustria textil de la ciudad. 


La otra beatería de Querétaro fue fundada en 1739 por 
María Magdalena Villagrán con otras 10 mujeres que busca- 
ban una vida más austera que la que se llevaba en Santa Ro- 
sa. Se ponían el hábito de la Tercera Orden Carmelita y an- 
tes de ingresar debían ofrecer garantías de que sus familias 
pagarían ocho pesos mensuales por su manutención. Como 
otras beaterías, admitían a algunas muchachas en calidad de 
internas de paga, y también abrieron una escuela donde 
“enseñan a más de los rudimentos de religión a leer, escribir 
y contar, a hacer bordados, puntos, delicadas costuras y 
otras habilidades proprias de su sexo”. Pero carecían de una 
dotación y a lo largo de los años varias veces cambiaron de 
residencia. La marquesa de Selva Nevada observó, con des- 
dén, que las hermanas no sólo molían y hacían chocolate 
para venderlo, sino que su beatería simplemente era “un 
agregado de cuartos entresolados de unas casas maltratadas 
y en gran parte de adobe y la iglesia una hermita tan pobre 
en su adorno como en su culto”. En efecto, la beatería siguió 
siendo pobre y dependiente de las limosnas, por lo que las 
hermanas a menudo apenas podían pagar sus alimentos y 
ropas. En cambio, llevaban una vida común tomando sus 
alimentos en un refectorio, y exigían certificados de legiti- 
midad y de limpieza a sus novicias. 48 

5 


La segunda parte del siglo XVIII fue un periodo de crisis 
y de decadencia para las órdenes religiosas masculinas. Los 
jesuitas fueron súbitamente enviados al exilio; las órdenes 
mendicantes fueron expulsadas de sus doctrinas rurales y 
obligadas a reducir su admisión de novicios; y en 1800 todas 
las Órdenes habían sido socavadas desde el interior por las 
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secularizaciones individuales. Sólo los frailes misioneros del 
colegio de propaganda fide parecen haber conservado su ce- 
lo inicial. A primera vista, las órdenes femeninas parecían 
haber pasado por una crisis similar. La determinación de 
Lorenzana y de Fuero por imponer la vida común escindió a 
muchos conventos en bandos hostiles, y fue causada por 
una justificable preocupación de los obispos, para quienes la 
vida se había vuelto demasiado cómoda y relajada en estos 
ricos establecimientos. Aunque los 106 


testimonios de Michoacán indican que esta reforma fra- 
casó, porque administrar una cocina y un refectorio comu- 
nes resultaba más caro que la atención de cada quien a sí 
mismo, la intervención de los obispos bien pudo reducir los 
números de monjas en estos conventos. Pero hubo varias 
características que claramente distinguieron a las órdenes 
femeninas de las varoniles. En primer lugar, hubo varias 
fundaciones nuevas en las diócesis de Michoacán, Guadala- 
jara y Oaxaca. 


Los establecimientos de la Purísima Concepción en San 
Miguel y Santa Catalina en Pátzcuaro fueron claros ejem- 
plos de esta expansión, así también la fundación notable- 
mente tardía de las carmelitas en Querétaro; en el caso de 
las órdenes masculinas, fueron las franciscanas las que mos- 
traron la vida más austera y las que atrajeron muchas voca- 
ciones. Si las primeras capuchinas sólo llegaron a la ciudad 
de México en 1665, durante el curso del siglo XVIII hicieron 
no menos de 10 fundaciones en la Nueva España, entre ellas 
La Purísima Concepción de Salvatierra, que fue un ejemplo 
tardío. También fueron las capuchinas quienes patrocinaron 
el ingreso de las indias en la vida religiosa, fundando tres 
casas para las hijas de la aristocracia aborigen: innovación 
que por fin abrió las puertas de la vida religiosa a mujeres 
que no fuesen de origen español. Otra innovación de la vida 
religiosa femenina fue la llegada de la Compañía de María, 
con sus fundaciones de La Enseñanza, primero en la ciudad 
de México y luego en Irapuato y en Aguascalientes. En 
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1811, cuando la compañía se encargó del colegio de Nuestra 
Señora de Guadalupe en la ciudad de México, instituto for- 
mado por hermanas indias para la educación de niñas in- 
dias, las dos corrientes de innovación se unieron. 49 Un ras- 
go notable de esta expansión fue el papel desempeñado por 
un reducido número de ricas fundadoras, como María Igna- 
cia Azlor, la marquesa de Selva Nevada y María Josefina de 
la Canal, quienes dedicaron sus herencias a establecer con- 
ventos nuevos. La determinación que pusieron en estas em- 
presas mostró que las mexicanas eran más que capaces de 
una iniciativa individual en esta esfera de acción. Cualida- 
des similares causaron la fundación de las beaterías, que 
constituyeron un rasgo tan importante en la vida religiosa 
femenina en el México borbónico. De origen esencialmente 
local, expresaron una doble vocación, pues la plegaria con- 
templativa de todas las monjas encerradas corrió aquí para- 
lela a su trabajo educando a niños y niñas. El hecho de que 
tantos minúsculos grupitos de mujeres piadosas hubiesen 
logrado crear colegios que llegaron a tener sus propios edi- 
ficios e iglesias indica la vitalidad de estas iniciativas loca- 
les. En todas estas diversas empresas vemos que al menos 
en la esfera de la religión las mujeres mexicanas eran tan 
originales y emprendedoras en sus proyectos como los 
hombres: La Enseñanza y las diversas beaterías fueron el 
equivalente femenino del Oratorio de San Miguel, el santua- 
rio de Atotonilco y el colegio misionero de Nuestra Señora 
de Guadalupe en Zacatecas. 
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EN 1776, el sabio mexicano Antonio de León y Gama pu- 
do describir Michoacán como el obispado “más poblado y 
floreciente de toda la América”, en el que “se puede decir 
que la lengua dominante del país es la castellana, pues sólo 
en pueblos muy remotos y negados al comercio, no se oye”. 
En sus principios, se le había dividido en tres zonas geográ- 
ficas: la tierra caliente de las costas y valles del Pacífico; la 
tierra fría de la meseta michoacana, corazón del antiguo 
reino tarasco, y la tierra templada, que se extiende al norte 
desde Valladolid, zona fronteriza colonizada por españoles e 
indios otomíes. 1 Pero estas distinciones tradicionales fue- 
ron borradas en el siglo XVIII con el surgimiento del Bajío, 
área que definía las secciones central y meridional del ac- 
tual estado de Guanajuato, donde sus llanuras, densamente 
pobladas, producían una abundancia de alimentos para la 
ciudad minera de Guanajuato, que en el decenio de 1790 
contaba con no menos de 55 000 habitantes en su centro ur- 
bano y en los circundantes pueblos industriales. 2 León y 
Gama citó el censo diocesano de 1761, el cual enumeraba un 
gran total de 426 260 personas de siete años y más, 252 355 
de las cuales — 


casi 60%— eran descritos como españoles y castas; el res- 
to era de indios que hablaban el mexica (náhuatl), el tarasco, 
el masahua y el otomí. 3 La población iba creciendo a un 
ritmo de cerca de 2.3% anual y, pese a las consecuencias de 
la gran hambre de 1785-1786, en 1810 se hizo un cálculo fi- 
dedigno de más de un millón, dividido como se muestra en 
el cuadro 1.1. 


Aunque estas cifras acaso no sean enteramente precisas, 
sí muestran con toda claridad que las autoridades diocesa- 
nas no habían respondido al extraordinario aumento de po- 
blación ocurrido en Guanajuato. Si volvemos a los cálculos, 
más fidedignos, de 1791, veremos que mientras la intenden- 
cia de Valladolid (la actual Morelia) agrupaba 93 parroquias 
(incluyendo 11 que pronto serían transferidas al obispado 
de Guadalajara), Guanajuato no tenía más que 23 y San Luis 
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Potosí sólo 11. 4 El no haber creado nuevas parroquias hizo 
que a finales del siglo XVIII surgiera una notable disparidad 
entre los ricos y populosos curatos urbanizados del Bajío y 
las parroquias pobres y escasamente habitadas de la meseta 
tarasca y la tierra caliente. Una consecuencia obvia de esta 
disparidad fue que el número de sacerdotes de la intenden- 
cia de Guajanuato era notablemente inferior al de Vallado- 
lid, especialmente si se toma en cuenta su mayor población. 


CUA DRO 11. Población de la diócesis de Michoacán c. 
1810 


110 
Intendencia 
Españoles 
Castas 
Indios 
Sacerd. 
Frail. 
Monjas 
Total 

% 
Guanajuato 
149 183 
172 931 
254 014 
225 

175 

72 

576 600 
(50.37) 
Valladolid 
108 970 
117 134 
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168 027 

282 

147 

129 

394 689 

(34.47) 

San Luis 

Potosí 

22 609 

62 007 

88 949 

23 

63 

173651 

(15.16) 

TOTAL 

280 762 

352 072 

510 990 

530 

385 

201 

1 144 940 

(100.0) 

FUENTE: Navarro, Memoria sobre la población, pliego. 

Para precisar el número y la distribución del clero secular 
es necesario inspeccionar los informes confidenciales pre- 
sentados al virrey en 1793 por los intendentes de Valladolid, 
Guanajuato y San Luis Potosí. Sus listas pueden comple- 


mentarse con las cuentas locales de clérigos, compiladas por 
curas párrocos en 1777 y 1809 como respuesta a circulares 
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episcopales que exigían tales datos.5 Por desgracia, ninguna 
de estas colecciones está completa, y en la de 1809 sólo se 
cubrieron unas cuantas parroquias importantes. Lo que to- 
dos estos informes revelaron fue la simple concentración de 
sacerdotes que residían en las ciudades más importantes de 
las diócesis y el alto número de sacerdotes sin beneficio ni 
ocupación fija. 

En efecto, las cuatro ciudades de Valladolid, Guanajuato, 
San Miguel el Grande y Pátzcuaro albergaban más de una 
tercera parte de todo el clero registrado por los intendentes 
en sus dos provincias. Las cifras de San Luis Potosí son mu- 
cho menos dignas de confianza, sin embargo indican una 
concentración aún mayor en su capital. 

No menos reveladora fue la escueta declaración del inten- 
dente de Guanajuato, de que 78 de los 239 sacerdotes enu- 
merados estaban “sin destino actual”, aun cuando obvia- 
mente incluyera a los clérigos que vivían de capellanías. Es- 
ta abundancia de sacerdotes sin beneficio era mucho más 
pronunciada en Guanajuato que en Valladolid, pues la pro- 
vincia poseía 23 parroquias contra 82 


de su vecina del sur y, aunque los curas ricos a menudo 
tenían varios vicarios, muchos clérigos apenas podían soste- 
nerse en la penuria. Las muchas parroquias pobres de Valla- 
dolid mantenían un mayor número de sacerdotes activos en 
el ministerio pastoral que las partes más ricas del Bajío. 


CUA DRO 12. Distribución del clero en la diócesis de Mi- 
choacán en 1793 


Intendencia 
Sacerdotes 
Ciudad 
Sacerdotes 
Valladolid 
300 
Valladolid 
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77 

Pátzcuaro 

25 

Guanajuato 

238 

Guanajuato 

58 

San Miguel 

al 

Irapuato 

19 

Silao 

17 

111 

Celaya 

13 

San Luis Potosí 

39 

San Luis Potosí 

30 

TOTAL 

577 

266 

FUENTE: A GN, Historia 568 (a). 

Las causas de este evidente exceso de sacerdotes pueden 
encontrarse en una declaración preparada en 1791 por Mi- 
guel Hidalgo y Costilla, por entonces rector del colegio de 
San Nicolás en Valladolid, quien calculó que en la diócesis 


había 756 sacerdotes seculares, 106 de los cuales aún esta- 


ban en órdenes menores. 6 El hecho de que contara a cerca 
de 100 sacerdotes más que los tres intendentes puede expli- 
carse sólo en parte por la inclusión de once parroquias que 
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estaban sometidas a Guadalajara: la discrepancia indica que 
estas estadísticas se encuentran rodeadas por una gran in- 
certidumbre. Y, lo que es más importante, Hidalgo dividió al 
clero en las clases siguientes: 126 curas permanentes e inte- 
rinos encargados de parroquias; 43 sacristanes; 203 capella- 
nes ordenados por derecho de sus capellanías; 144 sacerdo- 
tes ordenados para la 


“administración”; y 107 ordenados por derecho de len- 
guaje, es decir, porque conocían el $mexica”, el tarasco, el 
otomí y el masahua. El resto eran estudiantes tonsurados, 
subdiáconos y diáconos. Lo que Hidalgo no especificó fue 
cuántos miembros del clero en las diversas clases servían 
como vicarios, ayudando a los curas en su ministerio parro- 
quial. Tampoco indicó cuántos curas y sacristanes habían 
sido ordenados originalmente por razón de sus capillas, pa- 
ra la 

“administración” o por su capacidad lingúística. 

¿Como comprender los orígenes de estos “títulos” a la or- 
denación? Debemos recordar que desde la fundación misma 
de la diócesis, Vasco de Quiroga había insistido en que el 
clero secular emulara a los mendicantes y atendiera a los 
pueblos indígenas en sus propias lenguas. Además, cuando 
en 1770 el obispo Sánchez de Tagle inauguró el Seminario 
Tridentino en Valladolid, estableció cátedras en las cuatro 
lenguas más comúnmente habladas en la diócesis y reservó 
seis de las 30 becas ofrecidas a los estudiantes pobres para 
los hijos de caciques indios.7 En realidad, la secularización 
aumentó la necesidad de sacerdotes con la indispensable ca- 
pacidad lingúística, lo que favoreció la ordenación de los 
candidatos indios. La segunda gran categoría de sacerdotes, 
que también existía desde el siglo XVI, era la de los candi- 
datos que por razón de ascendencia familiar o de conexio- 
nes poseían dotaciones suficientes para mantenerse, sin re- 
currir a los nombramientos parroquiales. Aquí, lo malo es 
que la capellanía histórica de 2 000 pesos ya no producía un 
ingreso suficiente para subsistir, y que hasta los 200 pesos 
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que dejaban los 4 000 pesos de las capellanías (norma de fi- 
nales del siglo XVIII) apenas alcanzaban. 8 


Fue el obispo Rocha (1777-1782) quien introdujo la terce- 
ra categoría de sacerdotes, que fueron ordenados por “título 
de pura administración en 112 

castellano”, categoría cuyo fin era atraer candidatos al 
ministerio pastoral en las parroquias en que la creciente po- 
blación de criollos, castas e indios aculturados sólo hablaba 
español. 9 El resultado de esta innovación fue que en mu- 
chas parroquias, sobre todo en el Bajío, los sacerdotes que 
dominaban las lenguas aborígenes fueron remplazados por 
hombres ordenados por título de administración: testimonio 
de la composición cambiante de la población. Sin embargo, 
lo sorprendente es que hasta en Pátzcuaro, donde podía su- 
ponerse que la mayoría de sus habitantes aún hablaba el ta- 
rasco, el número de sacerdotes que dominaban dicha lengua 
se había reducido en 1809 a la mitad de la cifra de 1777.10 
Por contraste, hubo pocos cambios en la proporción de los 
clérigos mantenidos por sus capellanías. 


Lo que nuestras fuentes informativas no revelan con cer- 
tidumbre es si el número general de sacerdotes iba en au- 
mento durante los últimos decenios del siglo XVII. En un 
edicto rudamente redactado que se emitió después de co- 
menzar la insurgencia de 1810, Manuel Abad y Queipo, 
obispo electo de Michoacán, declaró que “Se han aumenta- 
do excesivamente el clero..” y culpó a los obispos anterio- 
res, que habían ordenado a un número excesivo de candida- 
tos 


“por la gran facilidad que han habido en promover a los 
órdenes a título de administración, título nominal, que deja 
al promovido sin oficio necesario, adscripción determinada 
o residencia fija...”. El resultado era un gran número de 
sacerdotes sin oficio ni beneficio: “quedan siempre sin ocu- 
pación ni destino, en estado de indigencia y en ocasión pr- 
óxima de apartarse de su instituto”. Aquí nuestro problema 
consiste en encontrar una prueba de estas afirmaciones. 11 
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Si el censo eclesiástico de 1777 para las parroquias de Gua- 
najuato se compara con la lista compilada por el intendente 
en 1793, descubriremos que el número general se había re- 
ducido de 275 a 238. Por otra parte, las cuatro parroquias de 
Irapuato, Silao, Salvatierra y Valle de Santiago registraron 
un incremento de más de 50% 


entre 1777 y 1809: su cifra total pasó de 55 a 86. 


En vísperas de la insurgencia encabezada por Miguel Hi- 
dalgo, cuando tantos sacerdotes decidieron unirse a la rebe- 
lión contra la Corona española, el clero secular de la dióce- 
sis de Michoacán se caracterizó por una notable desigualdad 
entre un número relativamente pequeño de curas ricos y 
cultos y un número mucho mayor de sacerdotes desemplea- 
dos, muchos de ellos sin buena capacitación, que apenas lo- 
graban mantenerse a sí mismos y a sus dependientes. 


En 1809, los dos curas de Irapuato, población situada en- 
medio de las prósperas haciendas del Bajío, enumeraron na- 
da menos que a 32 sacerdotes residentes en sus parroquias, 
dos de los cuales eran mantenidos por la sacristía, y cinco 
empleados como sus vicarios. 12 Otros cuatro actuaban de 
capellanes en conventos y hospitales del lugar. Los restan- 
tes 19 sacerdotes son descritos en diversas situaciones, pues 
lo mismo residen en las haciendas que ofician misas parti- 
culares, oyen confesiones o están simplemente “sin empleo”. 
Aunque los curas afirmaron que “el pequeño clero de este 
feliz curato es inconcusamente de 113 

los mejores del obispado... humildes, dóciles, arreglados, 
asistentes a los Divinos Oficios, obedientes y sin agravio de 
nadie”, también observaron que muchos sacerdotes apenas 
podían vestirse con propiedad, “por la infelicidad y miseria 
de los más, que aún quando tengan capellanía, no se sabe 
cómo alcanzan a mantenerse. Son pocas las limosnas de sus 
misas”. Cuando esos sacerdotes enfermaban, su tratamiento 
y su final entierro sólo se lograban a menudo por medio de 
limosnas. Concluían: “Es constante la pobreza y falta de ar- 
bitrios para los eclesiásticos en el reino”. 


151 


2 


En un memorándum que tuvo gran repercusión, escrito 
en 1785 para el obispo San Miguel, el diácono José Pérez 
Calama se opuso enérgicamente a la división de las ricas y 
populosas parroquias de la diócesis.13 Gracias a su expe- 
riencia de visitador durante los últimos 10 años, había des- 
cubierto que una parroquia con un ingreso de 6 000 pesos 
podía sustentar perfectamente a un cura, un sacristán cleri- 
cal y cinco vicarios, mientras que si se le dividía en dos, ca- 
da cura sólo emplearía a un vicario, reduciendo así el núme- 
ro de sacerdotes disponibles para el ministerio parroquial. 
Asimismo, advirtió que “los curas de renta corta en lo gene- 
ral no son tan respetados y obedecidos de los feligreses, co- 
mo los de renta pingúe. Nadie ignora el dominio, autoridad 
y respeto que se atrae una decente dotación y al contrario la 
escasez es expuesta a menosprecio”. En cuanto al clero, la 
existencia de estas ricas parroquias constituía un gran estí- 
mulo para el estudio, sobre todo porque “en este reino son 
muy escasos los premios sobresalientes de Minerva”. Sólo 
había cuatro cabildos eclesiásticos en el país con una pobla- 
ción íntegra, a la cual se pagaba una atractiva escala de esti- 
pendios. La diócesis de Michoacán sólo poseía de 12 a 14 
parroquias ricas, beneficios que atraían una enconada com- 
petencia de “sujetos de primera educación, virtud y literatu- 
ra brillante”. Concluía diciendo Pérez Calama: “es muy de 
bulto quanto interesa un obispado en tener curas de ilustre 
cuna y fina crianza, de ideas políticas y ciencia eminente”. 

La clave para el avance eclesiástico era la realización aca- 
démica. En 1793, aparte del cabildo de la catedral, había en 
la diócesis 36 sacerdotes seculares que fueron catalogados 
por los intendentes como doctores o licenciados en teología 
o derecho canónico. De éstos, nada menos que 25 eran cu- 
ras que administraban las parroquias urbanas más próspe- 
ras y populosas. Virtualmente todo este selecto grupo había 
completado sus estudios en la ciudad de México, pasando 
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varios años matriculados en la universidad antes de obtener 
sus altos grados. 


Obtener estas calificaciones era costoso, y aunque en oca- 
siones algún candidato talentoso pero pobre podía encon- 
trar a un benefactor rico, la mayoría de los candidatos reci- 
bidos procedían de familias prósperas. Así, la educación 
avanzada 114 

y la alta posición social se combinaron para crear una éli- 
te diocesana relativamente pequeña que en sus aspiraciones 
y sus ingresos estaba muy por encima de los empobrecidos 
bachilleres que se ordenaban poco después de terminar sus 
estudios en Valladolid. Lo habitual era que estos sacerdotes 
bien preparados retornaran a la diócesis para enseñar en el 
Seminario Tridentino o en el colegio de San Nicolás, a me- 
nudo contando con el nombramiento de sacristanes en pa- 
rroquias ricas, oficio que no exigía su residencia en ellas. 
Unos cuantos practicaban el derecho en el tribunal dioce- 
sano. Después se ofrecían en oposiciones por las parroquias, 
y con frecuencia aceptaban un beneficio moderadamente 
próspero antes de terminar, por último, como curas en ciu- 
dades como Guanajuato, San Luis Potosí, Irapuato, Silao, 
León, San Miguel el Grande, Celaya, Zamora, Zitácuaro y 
Tlalpujahua, donde ejercían su autoridad como jueces ecle- 
siásticos sobre parroquias que a menudo tenían más de 20 
000 

habitantes. 

Para poder medir el abismo que separaba a esta élite cle- 
rical del verdadero ejército de clérigos pobres, basta ver la 
lista de ingresos del clero parroquial que el obispo San Mi- 
guel compiló en 1791. 14 Según sus datos, el total de dere- 
chos parroquiales dentro de la diócesis sumaba 321 854 pe- 
sos, cifra que comprendía los ingresos netos de 127 curas, 
39 sacristanes y el dinero reunido para mantener la fábrica 
de las iglesias. El ingreso directo de los párrocos fue de 253 
117 pesos, el cual produjo un estipendio promedio de 1993 
pesos. Sin embargo, su rendimiento bruto era un tanto su- 
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perior, pues ya habían deducido los salarios que pagaban a 
sus vicarios. Uniendo los informes evidentemente incom- 
pletos del obispo, encontramos otros 58 752 pesos, que se 
adjudicaron a cerca de 178 


vicarios, cifra que produce un estipendio promedio, para 
estos vicarios, de 330 


pesos. Lo que más claramente revela este informe de San 
Miguel es la gran desigualdad de ingresos que caracterizaba 
a todo el clero parroquial. En el extremo superior de la esca- 
la había nueve parroquias que daban a sus encargados unos 
estipendios de más de 4 000 pesos anuales, y en realidad 
cuatro de ellas eran tan ricas que podían sostener a dos cu- 
ras adjuntos. Por contraste, había 37 parroquias cuyos pas- 
tores recibían menos de 1 000 pesos anuales: su estipendio 
promedio no pasaba de 649 pesos. Esta desigualdad, produc- 
to de la historia y de la geografía, también se manifiesta en 
el nivel provinciano, pues si restamos del cálculo las parro- 
quias que aún eran administradas por mendicantes, vere- 
mos que el ingreso parroquial promedio en Guanajuato era 
de 3 931 pesos, contra 1 360 pesos de las parroquias de Va- 
lladolid. 


En 1793-1794, cuando la Corona quiso informarse sobre 
los sacerdotes que fueran dignos de un ascenso, el obispo 
San Miguel y los tres intendentes se fijaron en el mismo 
grupo de clérigos sobresalientes, confirmando así la impre- 
sión de un círculo de talento y realizaciones relativamente 
limitado. De este modo, el cura de Guanajuato, Dr. Manuel 
Quesada, es descrito como mozo de carrera brillante en 
sagrados cánones”, ex estudiante del colegio de Todos San- 
tos 115 

y digno de todo ascenso apropiado. Asimismo, el párroco 
de San Miguel el Grande, Dr. Ignacio Palacios, “es talento 
despejado, vasta i fina erudición y de genio apacible y mo- 
derado”, que había servido como cura en Ayo el Chico y Sa- 
lamanca antes de llegar a San Miguel. 15 También el Dr. 
Juan José de Michelena, hijo de una próspera familia de Va- 
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lladolid, se había inscrito en el colegio de Todos Santos de la 
ciudad de México, para después servir en la parroquia cate- 
dralicia de su ciudad natal antes de ser cura párroco en Ce- 
laya. 

Había, igualmente, dos hermanos, hijos del administrador 
general de la gran hacienda de Corralejo en Pénjamo, el Dr. 
José Joaquín y el Br. Miguel Hidalgo y Costilla. El primero, 
que había enseñado en San Nicolás, fue nombrado rector 
del seminario y sirvió como pastor de San Felipe y de Dolo- 
res antes de pasar a Santa Clara de los Cobres, en un inten- 
to por aliviarse de una enfermedad. Su hermano, Miguel Hi- 
dalgo, no había logrado alcanzar un alto grado en la ciudad 
de México, pese a haber pasado algún tiempo en la capital. 
Sin embargo, durante muchos años enseñó en San Nicolás 
hasta ser su rector; allí trabó amistad con Manuel Abad y 
Queipo, principal lugarteniente del obispo San Miguel. 

Nombrado cura de San Felipe para suceder a su hermano, 
fue descrito por el intendente, Juan Antonio de Riaño, como 
“de genio suave y uno de los mejores teólogos del obispado” 
«16 


Entre otros sacerdotes elogiados se encontraron los curas 
de Irapuato, Silao, Zamora y Zitácuaro. Un notable testimo- 
nio llegó del intendente de San Luis Potosí, Bruno Díaz de 
Salcedo, quien hizo el encomio del cura de esa ciudad, Dr. 

José Manuel de Herrera, diciendo que era “de una con- 
ducta irreprehensible, verdadero literato y sabio, excelente 
orador, de mucha providencia, probidad y singular ejemplo”. 
Tras una larga carrera en que fue rector de San Nicolás des- 
pués de estudiar en la ciudad de México, había sido cura, 
primero en San Felipe y luego en San Luis Potosí. Lo más 
notable, añadía el intendente, era que 


“teniendo un curato pingúe y de primer orden vive con 
escasez y pobreza porque todo lo reparte a sus pobres feli- 
greses. Es amado de Dios y de los hombres y en una pala- 
bra, se halla perfectamente adornado con todas las prendas 
y requisitos que el Apóstol San Pablo afirma deben tener los 
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que se elijan para las prelaturas mayores”. 17 ¿Hasta qué 
punto podían esos sacerdotes bien situados y doctos, de 
buenas costumbres, esperar un rápido ascenso? Esto queda 
ilustrado por la carrera del Dr. Antonio Mariano Lavarrieta, 
hijo de un regidor y alcalde de Valladolid, quien después de 
comenzar sus estudios en San Nicolás y en el seminario, in- 
gresó en el colegio de San Ildefonso de la ciudad de México 
para profesar el derecho civil y el canónico, y calificó en 
1794. Al año siguiente fue ordenado y, después de enseñar 
en San Nicolás y actuar como promotor fiscal, en 1799 fue 
designado párroco de Guanajuato, el beneficio más rico de 
la diócesis. 18 


En efecto, Michoacán poseía una pequeña élite clerical, 
que no pasaba de una décima parte del clero secular: sacer- 
dotes que habían obtenido altos grados y que 116 


podían esperar, confiadamente, ser nombrados al cabildo 
de la catedral o a las principales parroquias de la diócesis. 
En su mayoría eran procedentes de familias bien estableci- 
das y, por razón de su educación y de su residencia en la 
ciudad de México, por lo general se enorgullecían de tener 
ideas ilustradas. Su riqueza y su autoridad de jueces ecle- 
siásticos les permitía rozarse en condiciones de igualdad 
con los intendentes y funcionarios peninsulares que repre- 
sentaban a la Corona española. Debido a su erudición y a 
sus ideas ilustradas, Miguel Hidalgo trabó amistad con Juan 
Antonio de Riaño, quien era célebre por su afición a la lite- 
ratura francesa. Además Hidalgo fue denunciado a la Inqui- 
sición por la desenvoltura con que criticó las pretensiones 
del Papado y por haber dudado de la utilidad de las órdenes 
religiosas. El cura de Dolores era un entusiasta estudioso de 
la historia eclesiástica del abate Fleury y había adoptado las 
tesis galicanas de su mentor. 19 Queda por ver si tales opi- 
niones eran típicas de esta élite clerical; pero ciertamente 
eran ideas que habían encontrado aceptación entre los mi- 
nistros de Carlos III. 
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Por debajo del mundo de la élite eclesiástica existía toda 
una gama de ingresos y circunstancias que iban desde la 
apasible comodidad hasta la absoluta pobreza. 


Algunos de los sacerdotes dueños de capellanías proce- 
dían de familias que aún conservaban sus fincas; otros ha- 
bían encontrado ocupación como capellanes en haciendas o, 
en el caso de Guanajuato, en minas particulares. Los sacer- 
dotes que fueron ordenados por su dominio de las lenguas 
indígenas a menudo pertenecían a la pequeña élite de los 
distritos indios y se mantenían gracias a la agricultura o al 
comercio. En cuanto al clero con beneficios, es claro que los 
curas que disfrutaban de un ingreso de más de 1 000 pesos 
anuales tenían medios suficientes para subsistir con cierto 
desahogo, especialmente porque solían encontrarse en las 
partes prósperas de los campos o en pequeños poblados que 
contaban con una industria local. Asimismo, es claro que 
los grupos de vicarios que ayudaban a los curas párrocos en 
las ciudades prósperas del Bajío fácilmente podían duplicar 
sus estipendios de 300 pesos mediante el diario ejercicio de 
su ministerio pastoral, administrando los sacramentos y di- 
ciendo misas. 


Todo esto es obvio. Pero aún quedaban muchos sacerdo- 
tes “sin nombramiento”, ordenados para la administración o 
que se las arreglaban gracias a una dotación anticuada e in- 
suficiente, quienes sin duda apenas podían sostenerse y que 
a veces tenían que pedir limosna. El problema se agravaba 
cuando tales sacerdotes aún tenían que dar provisión a una 
familia, por lo general de una madre viuda y unas herma- 
nas. Entre el clero con beneficios había un grupo de 37 cu- 
ras con parroquias en las zonas montañosas y tropicales de 
Michoacán que recibían un ingreso promedio de 649 pesos. 
Muchos de estos 117 

sacerdotes se veían obligados a ceder casi la mitad de sus 
posibles ingresos a su vicario, y a veces buscaban desespe- 
radamente atraerse un compañero, con tal señuelo. Más 
aún: mientras que el clima del Bajío era agradable, la tierra 
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caliente de las costas tropicales de Michoacán arruinaba 
muchas veces la salud de los recién llegados, con fiebres e 
infecciones. Es obvio que sólo iban a parar a tales puestos 
los bachilleres menos calificados, que habían estudiado en el 
seminario gracias a una beca y que, a menudo, considera- 
ban el sacerdocio como medio de mantener a sus familias 
pobres, aceptando el empleo de vicario en parroquias rura- 
les remotas. Existía así una clase de sacerdotes destinados a 
no llegar nunca a curas y que servirían como perpetuos vi- 
carios. De hecho, poco sabemos del mundo del bajo clero a 
finales del México colonial, y sólo podemos conocer su ex- 
periencia mediante una serie de casos aislados que se han 
conservado en los archivos episcopales. 


Lo que virtualmente todos estos sacerdotes compartían 
era una educación decididamente imperfecta en los colegios 
de las diócesis, que les había permitido calificar como bachi- 
lleres. En un informe del programa escolar del colegio de 
San Nicolás, escrito ya en 1807, Antonio María Uraga co- 
mentó que en filosofía, la práctica de dictar basándose en 
los textos de Aristóteles era “lo más ridículo que pueda ima- 
ginarse”, añadiendo que “en ningún Colegio de Europa ni de 
los de América excepto Michoacán” seguía empleándose tan 
anticuado sistema. Lo que se necesitaba era “la preciosa 
obrita” de Altieri, que mostraba “concisión, claridad, méto- 
do ecléctico sin adhesión sistemática, estilo geométrico y 
principios luminosos”, siguiendo así las recomendaciones de 
“nuestro célebre americano d. Dr. Benito Díaz de Gamarra”. 
20 Una parte del problema se debía a la escuela unida al co- 
legio, donde el latín que se enseñaba “es el más bárbaro e 
indigno de este nombre”. En todo esto, Uraga hacía eco in- 
conscientemente a la crítica de José Pérez Calama, quien en 
1784 había observado que “la filosofía moral, la historia y la 
ciencia política y económica” no se encontraban por ningu- 
na parte en Valladolid. Aunque él había tratado de mejorar 
la enseñanza del latín sugiriendo unos textos mejores, no se 
había observado ningún adelanto, por la incapacidad de los 
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estudiantes, algunos de los cuales eran descendientes de 
mulatos y, por tanto, se encontraban en circunstancias rela- 
tivamente difíciles.21 


La razón material que movía a tales hombres a abrazar el 
sacerdocio quedó claramente ejemplificada por José María 
de Luna, estudiante de San Nicolás, quien en 1808 solicitó 
ser ordenado subdiácono. Había comenzado allí sus estudios 
a los 18 años, “padeciendo las mayores escaseces”, y depen- 
diendo de un benévolo benefactor ya que su familia era po- 
bre, numerosa, y esperaba contar con su apoyo. Su mayor 
mérito era “la perfecta instrucción que tengo en el idioma 
otomí”, ventaja considerable debido a “la grave necesidad 
que Nuestra Santa Madre está padeciendo de esta clase de 
ministros”. 22 El conocimiento de las lenguas indígenas bien 
podía valerle un empleo como vicario, especialmente 118 


porque, para 1800, se había impuesto la costumbre de ob- 
tener más sacerdotes para la administración que por las len- 
guas, pero esto de ninguna manera garantizaba su futuro 
nombramiento como cura. En 1804, Salvador Zacarías y 
Cervantes solicitó un beneficio. 23 Había estudiado con los 
franciscanos en 1776-1778 en Tlalpujahua y Querétaro an- 
tes de asistir al seminario de la ciudad de México, gracias a 
una beca, “graduándose de gratis en la Real Universidad”. 
Pero lo habían reprobado en teología, y por ello completó 
su carrera en el seminario de Valladolid “construyendo ma- 
ñana y tarde San Pío Quinto”. Ordenado con título de las 
lenguas otomí y masahua, pasó luego 16 años como vicario, 
sucesivamente en Zitácuaro, Tepalcatepec, Pungarabato, Ta- 
ximoroa, Maravatío e Irimbo. Ahora se había retirado de la 
tierra caliente por su mala salud, y a la luz de sus excelentes 
testimonios solicitaba un beneficio al obispo. 


La desesperada situación económica que movía a estos 
hombres a aceptar puestos en la zona tropical fue claramen- 
te expuesta por José Antonio Iturriaga quien, después de 
trabajar como vicario durante casi un año en Tarímbaro, ha- 
bía descubierto que su ingreso no bastaba para mantener a 
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“mi familia que reside en la villa de Salamanca”, y aún me- 
nos para cancelar las deudas en que había incurrido al ser 
ordenado sacerdote. Así, en 1810 solicitó al secretario del 
obispo un nombramiento en la tierra caliente, donde el cli- 
ma y la escasez de sacerdotes obligaban a los curas a pagar 
a sus vicarios “unos sueldos regulares”. Su solicitud fue 
aceptada, y entonces fue debidamente enviado a Cuzamala, 
que al parecer tenía un clima notoriamente malo. 24 Sin 
embargo, tales cálculos no siempre realizaban las esperan- 
zas de estos hombres. En 1797, un ex fraile secularizado, 
Manuel Viana, aceptó servir como vicario en Tecpan, donde 
el cura le ofreció un estipendio de 400 pesos anuales junto 
con alimentos y una parte de los ingresos obtenidos me- 
diante las misas y los sacramentos. Sin embargo, al llegar 
descubrió que sólo se le había asignado una misa los domin- 
gos, por lo cual se frustraron sus esperanzas de obtener un 
ingreso de al menos 700 pesos oficiando misa diariamente. 
25 Por ello, pidió autorización al secretario del obispo para 
ser transferido a Urecho, donde le habían prometido unas 
condiciones mejores. Pero el cura se enteró de su carta y se 
irritó contra él. En una segunda misiva, Viana pidió su tras- 
lado sin demora, pues le resultaba sumamente desagradable 
tomar chocolate y almorzar con un hombre que ahora le 
odiaba, en especial, añadía, 


“considerando que estamos en una época tan de hierro 
que somos los ecclesiásticos el objeto de la más severa críti- 
ca del secularismo..”. No era insólito que los curas tuviesen 
dificultades con los vicarios, aunque raras veces tan graves 
como las del cura párroco de Pungarabato, quien en 1803 
informó al obispo que su vicario, Nicolás de Torres, “se ha 
vuelto inepto... con la embriaguez que acostumbra diaria- 
mente de forma que duda el que expone si habrá una sola 
hora en el día que esté en el cabal juicio que se requiere pa- 
ra ejercer dignamente su ministerio” .26 


El aislamiento de los campos y el clima tropical de mu- 
chas parroquias también 119 
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afectaban a sus curas tanto como a sus ayudantes. En 
1792 José Vicente de Ochoa, cura de Irimbo, pidió al obispo 
ser transferido, explicando que “cuento ya cuatro años y 
quatro meses de Purgatorio en este curato, de cuyas insufri- 
bles penas y mayores que fuesen, me hacen acreedor mis 
culpas. No es posible explicar a V. S. Y. en poco, lo mucho 
que he sufrido en esta terrible soledad, donde la amargura 
ha sido mi pan día y noche, todo penar y sentir, llevándolo 
con paciencia y ofreciéndolo a Dios hasta que Su Majestad 
mejore sus horas”. 


Ahora había caído enfermo y por ello solicitaba que se le 
diera la parroquia de Indaparapeo, que había quedado va- 
cante, “cuyos climas conozco y me agrada”. 

Prometía terminar la iglesia de ahí, como lo había hecho 
en Irimbo, pidiendo la parroquia “como por último premio 
de casi 30 años de administración”, y concluía diciendo pia- 
dosamente que “si busco algún consuelo y salud con nues- 
tras fuerzas, para trabajar empeñoso en la viña de Dios”. 27 
Podemos tener cierto atisbo de la situación de esos curas le- 
yendo una carta al obispo escrita en 1799 por Juan José Pa- 
blo de la Piedra, cura párroco de Carácuaro, quien se queja 
de que su vicario le había dejado solo, para atender un área 
que medía 12 leguas por 30. Tenía que ir hasta puntos remo- 
tos, pasando por “caminos muy ásperos, montañas inaccesi- 
bles y pasajes de ríos muy peligrosos..”. Siempre había teni- 
do vicario desde su llegada a la parroquia y, aunque su in- 
greso nunca pasaba de 900 


pesos anuales, él estaba dispuesto a pagarle 600 pesos. 
Aún así, debía confesar que sólo una tercera parte de su 
grey cumplía el precepto pascual de confesarse durante la 
“cuaresma”. En cuanto a la dificultad de encontrar un vica- 
rio, concluía diciendo, “estoy persuadido a que tan general 
repulsa no depende precisamente del general horror que le 
tienen concedido a la tierra caliente; sino acaso (y es lo más 
cierto) de lo instruido que se hallarán de lo inútil y pesado 
que es dicho mi curato” .28 Su sucesor, José María Morelos, 
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el jefe insurgente, había de prosperar en este terreno apa- 
rentemente inhóspito, dedicándose tanto a la agricultura co- 
mo a su ministerio. 


Para que no se crea que los sufrimientos del bajo clero se 
derivaban exclusivamente de las parroquias tropicales, o 
que fueron causados por un aumento del número de miem- 
bros del clero, resultará útil citar un llamado al obispo escri- 
to en 1768 por Francisco Mariano Solís, quien se quejaba de 
que le habían quitado su puesto de coadjutor de la iglesia de 
San Juan Bautista en Guanajuato. Su función había consisti- 
do en enseñar la doctrina, oír confesiones y administrar sa- 
cramentos a los moribundos. Durante la peste de 1762, ha- 
bía administrado los últimos ritos a 2 531 personas. No obs- 
tante, habiendo perdido su puesto, ahora carecía de todo 
medio de subsistencia, por lo que “estoy hecho un pobre 
clérigo mendigo, pues varias ocasiones para comer me ando 
metiendo de casa en casa y ya me da vergiúenza hacerlo”. En 
efecto, se había visto reducido a mendigar. 29 Evidentemen- 
te, ese llamado al obispo fue inspirado por la desesperación: 
otros sacerdotes encontraron un nicho, y nunca faltaban be- 
nefactores piadosos dispuestos a socorrer a un clérigo indi- 
gente. Pero la 120 

opinión de los curas de Irapuato en 1809, de que la mayo- 
ría del bajo clero vivía en un estado de pobreza tal que ape- 
nas podían vestirse decentemente, nos recuerda que los ca- 
sos que hemos citado no fueron excepciones a una regla ge- 
neral sino que deben verse como expresiones de desespera- 
ción causadas por tan bajos ingresos. Así, la riqueza y alta 
posición de la élite eclesiástica contrastaban con la pobreza 
endémica de ese proletariado clerical. 

4 

Un resultado inesperado de la secularización fue un au- 
mento del número de indios y mestizos que se ordenaron 
sacerdotes. Ya desde 1697 la Corona española había emitido 
una real cédula en que expresamente pedía la admisión de 
mestizos y caciques indios al sacerdocio. Esta política fue 
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confirmada en agosto de 1769 cuando la Corona no sólo in- 
sistió en que debían establecerse seminarios en todas las 
diócesis, sino que también ordenó que una tercera o cuarta 
parte de los estudiantes debía ser de indios o mestizos. 30 
Para entonces ya era claro que el clero secular no podía 
competir con los frailes administrando su ministerio en las 
lenguas indígenas, y que por tanto había de depender de or- 
denandos indígenas que les ayudaran como vicarios. Como 
hemos visto, en Valladolid el obispo Sánchez de Tagle apar- 
tó seis de las 30 becas de su nuevo seminario a candidatos 
indios que debían ser de familia noble. Es difícil saber si es- 
ta política tuvo éxito, pues todo lo que poseemos son unas 
referencias dispersas a los indios que actuaban como sacer- 
dotes, pero sin ningún censo general. El hecho de que en 
1809 el cura de Charapan informara que su vicario, ordena- 
do por su conocimiento del tarasco, fuese un indio es algo 
accidental que de ninguna manera demuestra la presencia o 
ausencia de otros sacerdotes indígenas. 31 En La Piedad en 
1790 contamos con una referencia a Juan José Sandoval, 
descrito como indio nacido en la ciudad, quien fue acusado 
de abusar de su autoridad de vicario ordenando que detu- 
vieran y azotaran a un muchacho. 32 El hecho de que se ad- 
mitieran mestizos al sacerdocio, como algo natural, queda 
demostrado por haberse admitido la solicitud a la tonsura y 
la admisión, en las órdenes menores, de José Crisóstomo 
González y Ramírez, originario de San Miguel el Grande y 
estudiante de San Nicolás, quien describió a su padre como 
“indio puro” y a su madre como española. 33 Fue admitido 
en razón de su buen dominio del otomí. 


Hay buenas razones para suponer que muchos de los 
candidatos que fueron ordenados por su dominio de las len- 
guas indígenas probablemente eran de extracción india, 
aunque habitualmente de la clase de los caciques o mesti- 
zos. A finales del siglo XVIIL, el proceso de mestizaje a me- 
nudo funcionaba en ambas direcciones, o sea que tanto los 
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criollos pobres como los indios nobles frecuentemente te- 
nían antepasados lejanos de diversos orígenes étnicos. 


El único grupo étnico que tenía prohibido el ingreso al 
sacerdocio era el de los 121 

mulatos que por entonces formaban una clase numerosa 
en el Bajío y en las costas tropicales de Michoacán, donde el 
hecho de que sus antepasados —por lejanos que fueran— 
hubiesen sido esclavos aún pesaba contra ellos. Esta regla 
era tanto más injusta cuanto que en los últimos decenios del 
siglo XVIII muchos mulatos habían ingresado en la clase ar- 
tesanal y con frecuencia pasaban por españoles o mestizos, 
especialmente porque a menudo había matrimonios interra- 
ciales entre los diferentes grupos étnicos y estratos que for- 
maban en esta época la población mexicana. Lo confuso de 
la situación puede demostrarse por el caso de José Manuel 
Apresa, quien en 1770 solicitó la tonsura, primer paso hacia 
la ordenación, presentando certificados que demostraban 
que sus padres y todos sus abuelos eran españoles; pero al 
leerse las amonestaciones, en misa en Guanajuato, se pre- 
sentaron testigos quienes afirmaron que su abuela materna 
era una “mulata de saya conocida por tal en esta ciudad”, y 
que en realidad era hija de una esclava. El resultado de esto 
fue que el fiscal promotor de la diócesis recomendó al obis- 
po que no autorizara a Apresa a abrazar las órdenes meno- 
res, pues su situación étnica era la de morisco, lo que le im- 
pedía llegar al sacerdocio, y añadió que “aunque esta cali- 
dad de condición no es irregularidad de derecho escrito, lo 
es de no escrito por la costumbre legítima universalmente 
recibida en estos reinos y aún aprobada tácitamente por Su 
Santidad con los frequentes hechos de conceder sus Letras 
dispensatorias a los que por este defecto interponen su re- 
curso”. No sin cierta angustia, Apresa afirmó que los testi- 
gos hostiles eran animados por odio a su padre, sólo para 
después reconocer que no podía pagar los costos de las de- 
posiciones escritas, añadiendo que “la mucha pobreza obs- 
curece sobre los linajes de suerte que no pudiendo los po- 
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bres, ni versarse con gente de calidad, ni vestirse como ella, 
su misma pobreza los degrada, confundiéndolos con la gen- 
te vil”. El obispo Sánchez de Tagle, deseoso de hacer justi- 
cia, encargó al párroco de Silao que fuese a Guanajuato para 
tomar unas deposiciones juradas a los testigos. El alentador 
resultado fue que siete individuos, todos ellos españoles, 
afirmaron que la abuela no era una mulata sino una mestiza 
o una principal india. Una testigo sostuvo que “era mestiza 
y que el motivo de llevar saya en la cabeza era su pobreza, 
no porque fuera mulata, negra ni esclava”. Pero otro testigo 
negó esto afirmando que llevaba rebozo o que, cuando iba a 
los sacramentos, llevaba “sus naguas alzadas en la cabeza”. 


Tras estos testimonios, una investigación efectuada en el 
registro bautismal reveló que la mujer había sido bautizada 
como mestiza, y se permitió entonces seguir adelante a 
Apresa, ya que no había “mezcla de mala raza de negros o 
mulatos”. 34 

No todos los casos terminaron tan felizmente. En 1768, 
cuando Rafael Ramírez Becerra, originario de Zapotlán el 
Grande, jurisdicción costeña, solicitó la primera tonsura y 
cuatro órdenes menores, varios testigos de su pueblo natal 
declararon que su familia era considerada como mulata, es- 
pecialmente por el lado paterno. Sin embargo, Ramírez ha- 
bía estudiado en los colegios de San 122 


Francisco de Sales en San Miguel el Grande y en San Ni- 
colás en Valladolid, que habían aceptado su certificado de 
bautismo, declarando que era “un niño español”. Ambos co- 
legios dieron testimonio de su buena conducta. Con apoyo 
de su protectora, una viuda que estuvo dispuesta a entregar 
cerca de 2 000 pesos, Ramírez pidió al Consejo de Indias au- 
torización para llevar su asunto a la Santa Sede, única auto- 
ridad competente para dar dispensa de las reglas diocesa- 
nas. 


Pero el Consejo aceptó la opinión del fiscal promotor de 
la diócesis quien, si bien reconoció que en estricta justicia 
no había razón para negar la ordenación a Ramírez, pues 
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había dado pruebas de buena conducta, sin embargo insistió 
en que en la Nueva España los mulatos siempre habían es- 
tado excluidos del sacerdocio y, por tanto, no recomendaba 
dar a Ramírez la oportunidad de obtener una dispensa de 
Roma, ya que esto abriría las puertas a otras solicitudes de 
candidatos de “sangre vil”. Además, el fiscal explicó que los 
mulatos estaban excluidos del sacerdocio “porque en esta 
especie de gentes se han notado malas y perversas inclina- 
ciones, como porque se reputan por despreciables y por 
personas viles entre los honrados que componen Repúbli- 
ca”. Vemos así que no era simplemente el estigma de la pa- 
sada esclavitud, sino el supuesto carácter de la mayoría de 
las personas de ascendencia africana lo que impedía la orde- 
nación a los mulatos. El Consejo de Indias aceptó la opinión 
del fiscal y negó autorización a Ramírez de llevar su apela- 
ción a la Santa Sede. En su última y patética carta al obispo 
San Miguel, Ramírez protestó que ahora había quedado in- 
solvente, por el costo de las apelaciones, aun cuando tenía 
que mantener a su madre y a tres hermanas solteras. Y si su 
abuela había sido mulata, él mismo “de público y notorio y 
en la común estimación soy tenido por legítimo español sin 
tacha o defecto alguno...”, y como tal le habían admitido en 
dos colegios que ahora daban testimonio de su buena con- 
ducta. Concluía diciendo: “desde que me alumbró el sindé- 
resis de la razón siempre fui inclinado a el estado ecclesiás- 
tico con cuya expectativa me dediqué a los estudios consu- 
miendo en ellos toda mi juventud...”. Pero tales protestas, 
por conmovedoras que fueran, resultaron inútiles, su peti- 
ción fue negada y se le informó que sería inútil continuar 
haciendo apelaciones. 35 


Un tercer caso de esta índole, que tuvo un resultado más 
feliz, demuestra que la negativa de la tonsura a un candida- 
to bien podía dañar la posición social de toda su familia. Al 
leerse las amonestaciones por José Ignacio de Alcarez y Me- 
drano en Guanajuato, el cura, Dr. Manuel de Quesada, ob- 
servó que a un tío materno del candidato, Ramón Espinosa 
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y Villaseñor, maestro sastre, se le había negado reciente- 
mente un certificado de limpieza de sangre el cual declaraba 
que era español viejo sin mezcla de “mala sangre” de judíos, 
moros o negros. Aunque Espinosa y su familia pasaban por 
españoles, creíase que su abuela materna había sido esclava. 
Puede verse así que la investigación se remontaba hasta fi- 
nales del siglo XVII. Según un testigo hostil al candidato, el 
Alferez Real Fernando Pérez Marañón, Espinosa descendía 
de un hijo ilegítimo del regidor de 123 


la ciudad, Damián de Villavicencio, quien había procrea- 
do un hijo de María Sebastiana, “de quien dicen que es es- 
clava”. Uno de los frutos de esta unión había sido el sastre 
Nicolás Villaseñor y Cervantes. Las ramificaciones de estos 
alegatos fueron tales que, en este punto, intervino otro de 
los tíos de Alcarez, un importante refinador de plata en 
Marfil, José Bartolomé Villaseñor y Cervantes, para pedir 
que se hiciese una investigación en el registro bautismal, 
pues el caso afectaba ahora a su propia categoría de espa- 
ñol. Desde luego, se descubrió que María Sebastiana Cruz 
había sido bautizada como india en 1679, y que su hija ilegí- 
tima había casado con el mestizo Nicolás Cervantes, y que 
sus hijos habían sido bautizados también como mestizos. 
Pese a las continuas dudas de Quesada, en 1795 Alcarez re- 
cibió la tonsura y las cuatro primeras órdenes del clero.36 


Estos casos son interesantes, no sólo por la angustia cau- 
sada a hombres jóvenes a quienes se cerraban las puertas de 
una carrera legítima y honorable, simplemente por circuns- 
tancias fortuitas de su árbol genealógico. Lo que además re- 
velan es la complejidad social del México de finales del siglo 
XVIII, donde familias de artesanos descendientes de castas 
habían llegado al punto en que sus hijos aspiraban a ingre- 
sar en el sacerdocio. Era tal la mezcla racial en el Bajío que 
muy pocas personas tenían total certidumbre de sus antece- 
dentes. No obstante, la Corona española y la Iglesia colonial 
aún intentaban mantener un sistema ya caduco de castas 
étnicas y, en particular, negar toda responsabilidad a los 
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descendientes de esclavos africanos, por muy agotada que 
esa descendencia estuviese. Obviamente, mucho dependía 
de circunstancias locales y, cuando una familia era poderosa 
o no tenía enemigos, pocos obstáculos bloquearían su as- 
censo social, permitiendo así a sus hijos abrazar el sacerdo- 
cio. Cada caso era distinto. Con todo, el triste resultado de 
la apelación de Ramírez Becerra demuestra el simple peso 
del prejuicio étnico contra los mulatos que aún rondaba por 
las altas esferas de la sociedad colonial, prejuicio que no se 
extendía en forma tan patente a los mestizos o los indios. 


5 

Los curas eran expresamente nombrados por el obispo 
como jueces eclesiásticos encargados de aplicar la ley canó- 
nica y de ejercer jurisdicción de primera instancia. Por las 
quejas, podemos ver que el clero parroquial en los distritos 
indios empleaba alcaldes indígenas para azotar y encarcelar 
a los delincuentes que transgredían las normas tradicionales 
de la sociedad cristiana. Empero, el ejercicio de esta juris- 
dicción exigía la aquiescencia de los magistrados locales 
nombrados por la Corona, y siempre podían ocurrir conflic- 
tos entre los dos poderes, especialmente cuando se desper- 
taban pasiones personales. Además, durante los últimos de- 
cenios del siglo XVIII la Corona intentó reducir, si no elimi- 
nar por completo, la jurisdicción eclesiástica. Sea como fue- 
re, los sacerdotes 124 


inevitablemente tomaban en cuenta la jerarquía de la so- 
ciedad colonial y no se atrevían ni deseaban aplicar a la éli- 
te social los mismos castigos que imponían al simple popu- 
lacho. En última instancia, la autoridad de todo párroco de- 
pendía de su capacidad para ganarse el apoyo de la élite lo- 
cal, fuese india o criolla, y, donde fuera necesario, para in- 
vocar el poder de los magistrados reales. El obispo mantenía 
una cárcel en Valladolid, pero resultaba muy costoso enviar 
allí a algún delincuente. Como mejor servía la autoridad 
episcopal a los curas era por intercesión ante el virrey o los 
intendentes, con el propósito de movilizar a los magistrados 
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locales. Lo que les quedaba a los párrocos era su derecho de 
negar acceso a los sacramentos y de excomulgar a los 
malhechores recalcitrantes. 


El hecho de que el clero parroquial a veces aplicaba casti- 
gos sumarios queda demostrado por la declaración de una 
viuda de La Piedad, quien en 1790 se quejó al virrey de que 
Juan José Sandoval, indio nacido en el lugar, había abusado 
de su autoridad como vicario, deteniendo a su hijo y hacién- 
dole azotar. 37 Se quejó, además, de que el cura local, Fran- 
cisco de la Bárcena y Cajiga, había pertenecido a la “fami- 
lia” del obispo, por lo que nadie atendería sus quejas en Va- 
lladolid. Al examinar el caso de la petición de San Miguel, 
Bárcena descubrió que Sandoval había sospechado que el 
muchacho se había robado joyas de una imagen de su igle- 
sia, por lo que pidió que fuese castigado a latigazos y puesto 
en cadenas hasta que reconociera su ofensa. Confesó que 
Sandoval tenía reputación de hombre violento y no muy da- 
do a la reflexión. Como respuesta, el fiscal diocesano ordenó 
que se diera una severa reprimenda a Sandoval, o que fuese 
expulsado de La Piedad. Pero también recomendó que la 
viuda fuese severamente censurada por calumniar al obispo, 
y que se pidiera al magistrado real enviarla a Valladolid pa- 
ra quedar confinada en la casa de recogidas hasta que se 
arrepintiera. 

Un caso más grave ocurrió en Tansítaro, en 1780, cuando 
el provisor y vicario general de la diócesis descubrió que el 
párroco Juan Vicente Gómez Dávalos había ordenado que 
dos indias fuesen azotadas, hasta tal punto que ambas abor- 
taron. 38 Se le exigió instalar a un vicario en su lugar y to- 
mar residencia en el colegio clerical de Valladolid, y em- 
prender allí ejercicios espirituales durante un periodo de 
cuatro años. Habiendo gastado mucho dinero en su defensa, 
Gómez Dávalos aceptó el veredicto, aunque afirmó que te- 
nía limpia la conciencia, pero apeló al obispo a fin de que lo 
dispensara de cumplir la sentencia, pues en la ciudad esto 
sería causa de escándalo y vergúenza y afectaría a sus her- 
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manos de sacerdocio. En cambio, pidió autorización para 
trabajar en la parroquia de un amigo suyo y cambiar, a la 
postre, Tansítaro por la parroquia de Cuitzeo. Pero el fiscal 
de la diócesis aconsejó al obispo que, aunque tuviese pode- 
res para moderar sus condiciones, no podía alterar en lo 
fundamental la sentencia del provisor. 


Aunque debía permitirse que se ausentara Gómez Dáva- 
los hasta que pasara el escándalo, tenía que obligársele a 
emprender los ejercicios espirituales en la ciudad, siempre y 
cuando residiese en un priorato y no en el colegio correc- 
cional. 


Ya había ocurrido un caso similar en 1766 cuando los in- 
dios de Zapotlán 125 


acusaron a su cura franciscano por azotarlos y por cam- 
biar el camino y la hora de sus procesiones en días festivos. 
39 Como respuesta, el franciscano admitió que había admi- 
nistrado unos cuantos ligeros cordonazos a los indios que 
habían llegado tarde a misa, y que había azotado y puesto 
en prisión a un indio que se había escondido bajo una este- 
ra, para escuchar la confesión de su mujer. En cuanto a las 
procesiones, solían efectuarlas Ímuy tarde por la noche y 
con gran desorden”. Él había cambiado la ruta para que ter- 
minaran antes de que cayera la noche. Cuando los jefes in- 
dios trataron de seguir el viejo camino, él los sentenció a 18 
latigazos. El cura se quejó de que los indios no observaban 
el ayuno en estos días santos, sino que persistían en “el de- 
sorden de sus comilonas, borracheras y banquetes” en sus 
hogares. Por último, negó que un indio hubiese muerto a 
consecuencia de los golpes. Después del castigo se le había 
visto bebiendo y tocando el violín y la guitarra, antes de su- 
cumbir víctima de una fiebre súbita. 

No debemos imaginar que los indios siempre aceptaban 
los castigos inflingidos por el clero. En 1785, cuando se 
anunció que el vicario de Pomaro, José Joaquín Ortega, se- 
ría nombrado cura, los vecinos del pueblo caminaron du- 
rante 12 días hasta llegar a Valladolid para rogar al obispo 
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que no se le nombrara, pues no podía entender la lengua ta- 
rasca ni ellos comprendían el español. 40 Poco después, los 
indios se amotinaron y, armados con palos y piedras, libera- 
ron a los presos de la cárcel local; hirieron en la cabeza al 
sobrino de Ortega y, cuando el cura trató de huir a caballo, 
lo desmontaron, obligándole a caminar más de 15 


kilómetros hasta el pueblo más cercano. Al enterarse de 
estos hechos, el obispo pidió al cura de la cercana parroquia 
de Maquili que investigara los hechos. La deposición que 
escuchó mostraba que, antes del incidente, los pueblerinos 
ya se habían quejado de que Ortega insultaba a la gente, de 
que había golpeado a un anciano y de exigir que ocho hom- 
bres jóvenes trabajaran para él en su plantío de algodón y 
de chile. Era claro que su acto había provocado un gran re- 
sentimiento. 

Aunque Ortega se defendió y exigió castigos rigurosos, el 
vicario general se limitó a decirle que volviera a su parro- 
quia y tratara a los indios “con la suavidad y blandura que 
corresponde a unos infelices rústicos e ignorantes”. 


Un divertido incidente que ocurrió en Cuitzeo en 1782 
muestra que la reverencia a los clérigos no era universal ni 
automática y que si los sacerdotes se mezclaban con el po- 
pulacho, fácilmente podían arrepentirse. 41 La fiesta de 
Corpus Christi era celebrada por los indios del lugar consu- 
miendo grandes cantidades de pulque, hasta quedar, mu- 
chos de ellos, totalmente ebrios. El subprior del convento 
agustino del pueblo se encontraba cerca de la caja real 
cuando un indio trató de llevar a una mujer en su mula. Co- 
mo ambos estaban ebrios, cayeron, para gran diversión de 
los mirones, incluso el subprior. Pero entonces llegó el ma- 
rido de la mujer que empezó ahí mismo a insultar al fraile. 

Para contenerlo, el subprior lo golpeó ligeramente con 
una cuerda que llevaba, sólo para ser atacado por el indio, 
que tomó una piedra y lo golpeó en la cabeza, haciéndole 
sangrar profusamente. Intervinieron entonces los magistra- 
dos 126 
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locales y se llevaron a prisión al agresor, y dispusieron 
que fuera azotado, sin que el subprior interviniera. 


A pesar de todo, el derecho de los jueces eclesiásticos, 
fuese para enviar a prisión o infligir castigos corporales, fue 
enérgicamente impugnado por la última generación de bu- 
rócratas españoles “ilustrados” que gobernó México. En 
1787, un grupo de aparceros indios de Apaseo se negó a pa- 
gar diezmos sobre unas cosechas hasta entonces exentas de 
impuesto, y el cura del lugar envió a su jefe en cadenas a 
Valladolid para ser juzgado por los jueces hacedores. Los in- 
dios apelaron primero al magistrado local y luego a la Au- 
diencia de México, contra este procedimiento. El fiscal de 
real hacienda, Ramón de Posada, exigió que el preso fuese 
liberado al punto y que se diera una reprimenda al juez 
eclesiástico de Apaseo por inmiscuirse en la jurisdicción 
real. Cuando el obispo San Miguel se negó a aceptar lo que 
consideró como una invasión de la jurisdicción eclesiástica, 
Posada insistió en que era contrario a las Leyes de Indias 
que las autoridades eclesiásticas determinaran el encarcela- 
miento de una persona sin recurrir antes a los magistrados 
seculares. La cuestión quedó zanjada por sucesivas cédulas 
reales emitidas en 1787 y 1788 cuando, en respuesta a una 
pregunta de la Audiencia de México acerca de los procedi- 
mientos apropiados para castigar a un delincuente, culpable 
de robo sacrílego, la Corona declaró que el derecho de sen- 
tenciar y de infligir castigo corporal era prerrogativa de los 
poderes temporales. De esta manera llegó a su fin la antigua 
práctica por la cual los tribunales diocesanos habían dictado 
sentencias de castigo corporal, delegando su ejecución al 
“brazo temporal” .42 Vemos así que en todos los puntos se 
iba reduciendo la jurisdicción de la Iglesia. 

6 

Las relaciones entre los magistrados de distrito y el clero 
parroquial siempre podían enconarse y producir un conflic- 
to, especialmente cuando intervenían pasiones personales. 
En particular, las aficiones sexuales de algunos alcaldes ma- 
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yores y de sus tenientes de justicia a menudo les valieron la 
censura eclesiástica, especialmente cuando escandalizaban 
al público con el descuido de sus deberes religiosos. En 
1764, el obispo Sánchez de Tagle se quejó de que el alcalde 
mayor de Valladolid no sólo deseaba ser tratado como igual 
del obispo, sino que era culpable de mantener relaciones ilí- 
citas con dos mujeres, ambas de buena cuna, a quienes ha- 
bía establecido en casas de la ciudad. Sin intimidarse por los 
reproches del obispo, el magistrado se negaba a asistir a 
ningún oficio en la catedral y consideraba como tributarios 
indios a miembros del personal de la catedral que siempre 
habían sido aceptados como españoles.43 En este caso la 
queja del obispo encontró respuesta favorable de la Audien- 
cia, que ordenó al magistrado excusarse personalmente ante 
el prelado. 


127 


En 1768 ocurrió un revelador ejemplo de que la relajación 
sexual podía provocar un conflicto abierto entre la jurisdic- 
ción real y la eclesiástica, en la parroquia de Ayo el Chico, 
situada en las colinas limítrofes de Jalisco y sometida a la 
Audiencia de Guadalajara. Las primeras noticias del caso 
llegaron en agosto de 1768 cuando el cura, Dr. Ignacio An- 
tonio Palacios, informó a Sánchez de Tagle de la escandalo- 
sa conducta del teniente de justicia del lugar, Joaquín Ca- 
margo, quien no sólo había entablado relaciones ilícitas con 
la esposa y la hija de Francisco Rojas, sino que había testi- 
gos que lo habían visto retozando con la hija, en las riberas 
del río por donde personas del lugar solían ir a dar un pa- 
seo. 44 


Cuando Rojas se quejó de esto, Camargo lo arrojó a pri- 
sión. Los acontecimientos dieron un giro dramático porque 
el cura envió a su notario eclesiástico a advertir al magistra- 
do que no se acercara a la casa de Rojas, sólo para enterarse 
de que Camargo había encarcelado inmediatamente a su 
notario y, después, al asistente enviado a quejarse. En este 
punto, el cura reunió a la ciudadanía y “en nombre de Nues- 
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tra Santa Madre Iglesia” ordenó al alcalde indio que sacara 
de la cárcel al notario y a su ayudante. También mandó co- 
locar un cartel, delante de la iglesia, dando noticia de la ex- 
comunión de Camargo. Para entonces, Camargo había hui- 
do a La Barca, donde residía el alcalde mayor, llevándose 
consigo a la hija de Rojas, que estaba esperando un hijo. Al 
enterarse de estos hechos, el obispo escribió a la Audiencia 
de Guadalajara, exigiendo que se castigara a Camargo por 
su “desprecio de la jurisdicción ecclesiástica y ningún temor 
de Dios”, cuyas leyes había violado. Camargo apeló a la Au- 
diencia, presentando un recurso de fuerza y alegando que el 
párroco lo había atacado y socavado su jurisdicción de ma- 
gistrado real. A su vez, afirmó haber encarcelado a Rojas 
porque éste había agredido a su esposa con un hacha. Para 
gran indignación del obispo, la Audiencia aceptó esta apela- 
ción y condenó enérgicamente al cura por el 


“proceder desarreglado y escandaloso” con que se había 
inmiscuido en la jurisdicción real. Por ello, Palacios tuvo 
que levantar su sentencia de excomunión y abandonar la 
parroquia, con el resultado de que Camargo retornó, en 
triunfo, y pronto envió a prisión a varios desdichados que 
habían presentado testimonio contra él. Rojas siguió langui- 
deciendo en la cárcel. En respuesta a la demanda de la Au- 
diencia de que se castigara al cura, el obispo envió al párro- 
co de la vecina La Piedad, a tomar declaración de testigos, 
todos los cuales declararon en favor de Palacios. En junio de 
1770, Sánchez de Tagle concluyó el caso, afirmando, prime- 
ro, que no debía acusarse a Palacios con sus acciones, pero 
que, empero, tomando en cuenta “las superiores insinuacio- 
nes de aquel real senado”, la Audiencia de Guadalajara, el 
cura debía pasar ocho días en ejercicios espirituales y que 
en todos los futuros casos de conflicto con magistrados de- 
bía empezar por consultar al obispo. Lo que ilustró este caso 
fue el celo con que las autoridades civiles contemplaban to- 
do ejercicio público de autoridad eclesiástica, especialmente 
cuando entrañaba un llamado al pueblo. Fue este celo el que 
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movió a la Audiencia y a su fiscal a pasar por alto el escan- 
daloso abuso de 128 


autoridad de Camargo y a concentrar toda su atención en 
el conflicto de jurisdicciones. 


Hasta qué grado la autoridad de un párroco podía ser 
anulada por entrar en conflicto con los magistrados quedó 
de manifiesto, una vez más, en una carta escrita en 1798 por 
el cura de Coalcomán, distrito de la costa de Michoacán, en 
que rogaba a su obispo le diera un nombramiento interino 
en cualquier otro lugar. José Antonio Vargas se quejó de 
que “la ebriedad en este pueblo y la irreligiosidad de sus 
moradores es casi incorregible”. Había predicado a “estas 
gentes, casi herejes” sin ningún éxito, y no podía obtener 
ninguna ayuda de los magistrados reales para obligarles a 
asistir a misa los domingos. 45 Poco después de llegar a la 
parroquia, Vargas había predicado contra la embriaquez y al 
enterarse de un baile inmoral y lascivo en un rancho cer- 
cano, había enviado a un mensajero para contener aquel es- 
cándalo. Ante esto, el hermano del subdelegado, Santiago 
Aguilera, atacó al hombre con un cuchillo, insultó de nom- 
bre al sacerdote y ordenó que el baile continuara durante 
toda la noche. Al día siguiente, Aguilera fue a la casa del 
sacerdote, gritándole que no sería el primer cura al que apa- 
leara. En respuesta, Vargas convocó a una reunión de los 
ciudadanos importantes, pero no pudo encontrar a nadie 
dispuesto a remplazar a Aguilera como agente del subdele- 
gado. En otra ocasión, Aguilera irrumpió en las oficinas del 
monopolio del tabaco, donde el cura había confinado a una 
mujer acusada de “comercio ilícito” con su sobrino y, cuchi- 
llo en mano, la devolvió a su amante. Vargas terminó su 
carta con una apasionada solicitud de otro nombramiento, 
añadiendo que, “aquí no puedo menos que exclamar, ¿en 
qué tierra vivo? ¿Qué destino es el mío?” Ante tan evidente 
desprecio a la Iglesia y a sus leyes, se sentía “sin amparo, 
sin salud, pues, ¿qué hago Illmo. Señor? No permita V. S. 
que yo muera en esta tierra; haga memoria que serví a el 
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colegio con el mayor empeño, que serví en la administra- 
ción ocho años...”. Después de pasar dos años en Coalco- 
mán, Vargas estaba dispuesto a morir. No cabe duda de que 
el obispo ya estaba acostumbrado a oír tales quejas del clero 
de las parroquias remotas, pues se limitó a recomendarle 
que atendiera mejor a su ministerio y no se querellara con 
los magistrados reales. En particular, lo censuró por tratar 
de reunir a los ciudadanos de su parroquia a fin de rempla- 
zar a Aguilera, pues precisamente tales acciones exponían a 
censura la jurisdicción eclesiástica. 


Tanto se habían relajado ya las relaciones entre el clero y 
la burocracia real a finales del siglo XVIII que ambas autori- 
dades estaban dispuestas a emprender acciones sin mediar 
investigación ni consulta. En 1796 ocurrió en Salamanca un 
incidente, insignificante en sí mismo, el cual demostró la 
gran distancia que para entonces separaba a los brazos se- 
cular y espiritual de la monarquía. 46 Todo empezó cuando 
el subprior del convento agustino, fray Joaquín Romero, en- 
tró en la oficina del correo, para ser recibido con insultos 
del administrador, Pedro Mier, quien, irritado por quejas an- 
teriores de mal servicio, gritó al provincial de 129 


los agustinos que “era un indigno, cochino, que no sabía 
su obligación..”. De hecho, “qualquiera acomodado en la 
Renta de Correos era más hombre de bien que toda la Pro- 
vincia; que todos eran indignos”. Enfurecido por tal agravio, 
Romero se lanzó contra Mier gritando: “déjenme matar a es- 
te perro”, pero fue sorprendido con un feroz contraataque 
en que Mier le arañó el rostro, “con estos rasguños le sacó 
sangre con sus descomunales uñas”. A continuación, el frai- 
le tomó unas tijeras pero fue contenido por el hijo de Mier y 
por un sargento de la milicia que se hallaban en el lugar. 
Ambos se calmaron después e informaron del incidente a 
sus Superiores. 


Al llegar a Valladolid noticias del asunto, el fiscal dioce- 
sano dijo que el ataque de Mier era un “horroroso y sacrile- 
go crimen”, que automáticamente le hacía reo de “la cadena 
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temible de la anathema”. El obispo San Miguel estuvo de 
acuerdo y decretó que en las puertas de todas las iglesias de 
la diócesis se fijase la noticia de la excomunión de Mier. Sin 
embargo, gracias a unos amigos influyentes, Mier entró en 
el convento y luego de rodillas, pidió perdón por su ofensa, 
aunque “con un modo... irritante y provocativo”, por lo que 
el juez eclesiástico del lugar levantó la sentencia de exco- 
munión. Sin embargo, para entonces habían llegado noticias 
del incidente a la ciudad de México, y el director general de 
correos se quejó al virrey, expresando su asombro de que se 
hubiese excomulgado a un servidor de la Corona, sobre to- 
do porque “el reo está sujeto a la alta y privativa jurisdic- 
ción de V. Exmo.”. El fiscal de real hacienda, a su vez, criticó 
el asunto afirmando que Romero era el culpable y que el 
obispo debía acusarlo en toda forma, cumpliendo con el de- 
creto de 1795 y con el nuevo código de las Leyes de Indias. 
Aunque el virrey aceptó esta opinión y exigió satisfacción a 
San Miguel, no recibió ninguna respuesta, y quedó destina- 
do a su sucesor, Miguel de Azanza, renovar esta demanda 
en 1799, escribiendo: *Se sirva V. S. S. disponer se diera sa- 
tisfacción al público y vindicara el honor y decoro de la Ofi- 
cina Real de Correos, como también a su administrador, a 
quien ante todas cosas se debía absolver de la censura, for- 
mándose después la correspondiente causa al Padre Romero 
por las expresadas injurias, para en vista de la determina- 
ción que sobre ella tomare V. S. S. resolverá esta Superiori- 
dad lo que conviniera..”. Pero el obispo, convencido de la 
culpabilidad de Mier, decidió no reabrir el caso y pasó por 
alto la carta del virrey. Y así quedaron las cosas. 


y 


El marco de estos conflictos locales entre el clero parro- 
quial y los magistrados ya se había modificado cuando en 
1795 la Corona emitió un decreto que incorporaba artículos 
del proyecto de un nuevo código de ley para las Indias, en 
que la absoluta inmunidad ante los juzgados reales de que 
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hasta entonces habían gozado todos los eclesiásticos, queda- 
ba abrogada en los casos en que miembros 130 


del clero fuesen considerados culpables de “los delitos 
atroces y escandalosos”. 


Los procedimientos para evaluar esto no quedaban clara- 
mente establecidos y, aunque se suponía que los jueces rea- 
les intervendrían una vez que los jueces eclesiásticos hubie- 
sen descubierto un delito personal, la sala del crimen de la 
Audiencia de México, aconsejada por el fiscal Ambrosio de 
Sagarzurrieta, al punto inició una campaña para presentar 
la justicia a los sacerdotes delincuentes, sin vacilar en dar 
instrucciones a los intendentes de que los confinaran en las 
cárceles reales. El espíritu que animaba a la Audiencia que- 
dó expresado por Sagarzurrieta cuando afirmó que “eran 
frecuentes los delitos atroces y escandalosos de los eccle- 
siásticos seculares y regulares”, y declaró que correspondía 
a su tribunal, la sala del crimen, determinar qué delitos se- 
rían clasificados como “atroces o graves”, cualquiera que 
fuese la opinión de las autoridades eclesiásticas. Sea como 
fuere, sólo 15 casos fueron atendidos por la Audiencia, y va- 
rios de ellos fueron severamente impugnados. 47 


En una carta redactada en un tono enérgico, que envió al 
ministro de Justicia, el obispo de Puebla narró el escandalo- 
so incidente de Manuel de Arenas, párroco de San Juan 
Quismixtal, quien fue llevado a una cárcel pública por el in- 
tendente de Puebla, obedeciendo órdenes de la sala del cri- 
men.48 El caso comenzó cuando el cura reprimió al encar- 
gado de la justicia local por permitir que su hija se acostara 
con un muchacho sin que se hablara siquiera de matrimo- 
nio; esto le valió ser insultado por el magistrado en las ca- 
lles de la ciudad. Enfurecido por esa conducta de “un chino 
casado con mulata”, el sacerdote dispuso que el agente de la 
Corona fuese detenido por el gobernador local de la comu- 
nidad india. 


Comprendiendo que su acción podría interpretarse como 
un ataque a la jurisdicción real, el provisor de la diócesis 
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exigió a Arenas salir de la parroquia y lo confinó a un con- 
vento franciscano de Puebla, hasta aguardar la investiga- 
ción del caso. Fue en ese momento cuando la sala del cri- 
men de México, al recibir una queja del magistrado agravia- 
do, ordenó al intendente encarcelar a Arenas, lo que hizo 
enviando a un grupo de soldados al convento, para escoltar- 
lo hasta la cárcel pública. Esto creó un inmenso escándalo 
público; *su prisión ha sido la conversación de todo el 
reino”; y el obispo tuvo que recurrir a toda su influencia pa- 
ra evitar que el pueblo se amotinara. Lo que hacía más re- 
prensible el incidente era que cuando la Audiencia se enteró 
de la apelación del obispo, decretó la liberación de Arenas y, 
como lo exigía la ley, pidió al prelado que iniciara un proce- 
so. Lo que más preocupaba al obispo eran las consecuencias 
del caso. 


Perdida su inmunidad, el clero parroquial estaba ahora 
expuesto a la calumnia de magistrados locales, hombres que 
a menudo eran de ínfima calidad. De hecho, el subdelegado 
de Tetela, en cuya jurisdicción había ocurrido el incidente, 
era un 


“monstruo de vicios, ebrio, blasfemo, libertino..”. Ya tres 
sacerdotes de su diócesis habían sido encarcelados simple- 
mente sobre la base de denuncias presentadas por magistra- 
dos de distrito a la sala del crimen. Y sin embargo, añadía el 
obispo, nada mantenía mejor la tranquilidad de las monar- 
quías que “la 131 


íntima unión entre el Sacerdocio y el Imperio... El clero 

es una clase del Estado que por sus máximas fundamentales 
y por su proprio interés jamás se separa de su Rey y Señor. 
Los ecclesiásticos, constituidos por su ministerio maestros 
del pueblo, no sólo le enseñan los dogmas santos de la reli- 
gión, sino también la sujeción a las potestades del siglo”. En 
otra parte, donde se había socavado el respeto al clero, tam- 
bién había disminuido la autoridad de la monarquía. De he- 
cho, puesto que el clero mexicano había perdido su capaci- 
dad de infligir castigos moderados, los indios se habían 
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vuelto insolentes, por lo que ahora todos los terratenientes 
se quejaban de su “orgullo y mal servicio”. 


En 1799, los obispos y capítulos más importantes de la 
Nueva España elevaron extensos memoriales a la Corona, 
protestando contra la abrogación de la inmunidad absoluta 
del clero y la aplicación, sin ningún criterio, del decreto de 
1795 por la sala del crimen. El cabildo eclesiástico de Méxi- 
co, en nombre de todo el clero de América, afirmó que la 
real cédula, que encarnaba el nuevo código de las Leyes de 
Indias, ha provocado “ruidosísimas causas que occupan toda 
la atención de esta Real Audiencia y han llenado de amar- 
gura el estado ecclesiástico, no sin desazón de todo el reino 
en donde bien cimentada la religión se tributa veneración 
suma a los ministros del altar”. 49 Desde tiempos de Cons- 
tantino el Grande, el clero católico había gozado de inmuni- 
dad. Pero ahora el mundo estaba lleno de libros que ataca- 
ban a la Iglesia. Hasta entonces, los clérigos habían sido “de 
otra especie y se ven como de otra naturaleza”, pero si se les 
sometía a castigo público, entonces caerían en el desprecio 
público y perderían su influencia sobre el pueblo; y a su 
ruina seguiría la del Imperio. Su más firme vara es la reli- 
gión... ella endulza las cadenas del vasallaje..”. Después de 
todo, el clero hacía descender de Dios la autoridad real, 
“quando las demás sectas lo deducen sólo de un contrato so- 
cial”. Estas teorías habían causado la actual catástrofe de 
Europa. Y sin embargo, donde antes Hernán Cortés se había 
arrodillado en el polvo para besar las manos de los misione- 
ros franciscanos en México, ahora los jueces de la sala del 
crimen de la Audiencia perseguían activamente al clero, 
aceptando recursos de fuerza contra la jurisdicción de los 
obispos, ofendiéndose a la menor causa y, lo peor de todo, 
ordenando que sacerdotes fuesen confinados a las cárceles 
comunes. La ley nueva 'no sólo ha desaforado el clero, sino 
ha degradado a sus individuos de la distinción que según el 
derecho común les correspondía”..., pues era regla que las 
personas de calidad no debían ir a parar a una cárcel públi- 
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ca. En efecto, la Corona había gozado del Patronato de la 
Iglesia de América y, “sobre todo la donación de las Indias 
Occidentales y sus diezmos”, a condición de que la Iglesia y 
su clero fuesen mantenidos y honrados: ahora, el cabildo te- 
mía las peores consecuencias del ataque a los privilegios del 
clero. 


En 1804, el arzobispo de México, Francisco Javier de Liza- 
na y Beaumont (1802-1811), se quejó amargamente a la Co- 
rona del “intolerable exceso a que ha llegado en estos países 
el abuso de introducir recursos de fuerza”. Cuando un 132 

obispo emitía juicio contra alguien, los abogados inme- 
diatamente presentaban una apelación a la Real Audiencia, 
que ahora se inclinaba cada vez más en contra de las sen- 
tencias de la jerarquía. Aún en caso de ordenación, si se ha- 
bía rechazado a un candidato por razones confidenciales, 
habían intervenido los magistrados reales. Lizana también 
lamentó la creciente oleada de secularizaciones individuales 
con las que muchos frailes obtenían licencia de Roma para 
abjurar sus votos de religiosos y, sin embargo, continuaban 
oficiando como sacerdotes, para gran escándalo de los lai- 
cos. Todo intento de impedirles celebrar misa provocaba al 
punto una apelación a la Audiencia. Si era “la corrupción de 
las costumbres, el influjo del país o la sangre de infieles” la 
causa de este abandono del claustro, era algo de lo que no 
estaba seguro, pero sin duda 


“el deseo de la libertad reina aquí mucho más que en Es- 
paña”. Concluía advirtiendo a los obispos que los “liberti- 
nos” deseaban destruir todas las 

“jerarquías, y de debilitarse más la Iglesia, también se ve- 
ría amenazada la autoridad de la Corona”. En 1809, Lizana 
volvió al mismo tema para quejarse de que se han puesto 
muchas nuevas sucesivas trabas al ejercicio de la jurisdic- 
ción ecclesiástica desde la mitad del siglo XVIII”. Recordó a 
Madrid que “los americanos han sido y son fieles a Dios y al 
Rey por medio principalmente del clero secular y regular... 
el que tiene los curas tiene las Indias”. Pero el ministerio, 
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bajo el patrocinio de Manuel de Godoy, se desentendió de 
estas advertencias y se esforzó por inventar nuevos medios 
de explotar la riqueza de la Iglesia de América.50 En 1810, 
Miguel Hidalgo y Costilla, cura de Dolores, llamó a su grey 
indígena a la rebelión, encendiendo así una insurgencia en 
que el clero criollo desempeñaría el papel principal. 

133 

II. LAS COFRADÍAS Y LOS DERECHOS PARROQUIALES 

1 

EN 1775, el Contador Real de Fondos Comunitarios des- 
cubrió que muchos poblados indios carecían de todo fondo 
colectivo porque sus tierras, capital y ganado habían sido 
absorbidos por cofradías y hermandades cuyo ingreso se de- 
dicaba a “funciones de iglesias, fuegos artificiales y otros 
inútiles y perjudiciales a su propio bien y subsistencia”. Los 
propios indios no sólo se veían reducidos frecuentemente a 
la pobreza por tales gastos, sino que a veces no podían co- 
brarse siquiera los tributos reales. Al enterarse de estos abu- 
sos, el fiscal, Juan Antonio de Areche, exigió unas medidas 
que pusiesen fin a estos males aboliendo las cofradías y de- 
volviendo su propiedad a los pueblos. En la misma vena, el 
obispo de Oaxaca recomendó que a cada pueblo sólo se le 
autorizara una cofradía, en que se enrolarían todos los adul- 
tos, con un pequeño cargo para el mantenimiento de la igle- 
sia local y su liturgia.1 

Una vez prevenidos de la existencia de innumerables or- 
ganizaciones populares, acerca de las cuales la Corona vir- 
tualmente no tenía ningún registro, en 1776, los ministros, 
en Madrid, emitieron una real cédula según la cual todas las 
cofradías requerirían una licencia real y además se revisa- 
rían sus constituciones para asegurarse de que estaban en 
armonía con la real política. 


Después se insistió en que estas organizaciones eran de 
carácter temporal, y no espiritual, y que su propiedad que- 
daba sujeta a la jurisdicción real y no a la eclesiástica. Se hi- 
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cieron circular más de 500 ejemplares de una real cédula de 
1791, la cual prohibía terminantemente que las cofradías o 
cualquier cuerpo similar se reunieran sin estar presente un 
funcionario real. Cuando más adelante, en ese mismo año, 
el intendente de San Luis Potosí informó al virrey que la ra- 
ma local de la Tercera Orden de San Francisco se había reu- 
nido sin informarle, el fiscal replicó que él debía asistir a to- 
das esas reuniones, o bien enviar a su asesor legal.2 A su 
vez, se le dijo que debía considerar todas esas reuniones no 
autorizadas como “clandestinas e ilegítimas” y se le ordenó 
enviar información sobre todas las cofradías que carecieran 
de la indispensable licencia real. 


En 1796, la Corona exigió que todas las cofradías existen- 
tes remitiesen copias de sus constituciones al Consejo de In- 
dias, con objeto de obtener una licencia; pero cuando ese 
mismo año cuatro confraternidades de Toluca, dedicadas 
respectivamente al Santísimo Sacramento, la Santa Cruz, 
Santa Febronia y el Rosario y las Ánimas Benditas, solicita- 
ron la ratificación de sus constituciones, el 134 


procurador de la Nueva España, Ramón de Posada, de- 
nunció categóricamente: los perjuicios y desórdenes que 
produce el innumerable número de cofradías gremiales y 
otras especias que por antojo, seducción o vanidad se han 
establecido y todos los días se aumentan en las iglesias de 
seculares y regulares, capillas y conventos de los dominios 
de Indias [...] redundando por fin todo en daño público por 
las contribuciones semanales, por los excesivos gastos de 
los alferazgos y mayordomías. 


El Consejo de Indias aceptó su sugestión de que sólo se 
autorizaran dos cofradías, consagradas al Divino Sacramen- 
to y a las Ánimas Benditas, y que las demás fuesen prohibi- 
das. 3 Lo que pasó inadvertido al “ilustrado” fiscal fue que la 
Archicofradía de la Santa Cruz tenía más de 300 miembros 
y estaba dedicada a una imagen venerable, alojada en una 
antigua capilla construida por los campesinos del distrito. 
Asimismo, la Cofradía de Santa Febronia, fundada en 1685, 
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contaba con más de 100 miembros y poseía una constitu- 
ción nueva, aprobada por el arzobispo pocos años antes. Pe- 
ro, dado que esas asociaciones fueron descritas como “cuer- 
po profano”, con miembros totalmente laicos y por ello so- 
metidas a la jurisdicción real, serían sometidas de súbito, 
víctimas de la intolerancia burocrática. 


Los problemas que aguardaban a las cofradías que busca- 
ban la aprobación pudieron observarse en un caso de Cali- 
maya, en Tenango del Valle, donde, desde 1785, los feligre- 
ses habían solicitado autorización para establecer una cofra- 
día consagrada a San José y a las Ánimas Benditas. En 1802, 
el mismo Fiscal del Consejo de Indias revisó sus planes de 
ordenanzas y objetó enérgicamente la provisión de 25 pesos 
para los funerales de sus miembros, alegando que a los her- 
manos no debía dárseles una ceremonia más elaborada de la 
correspondiente a su clase social. Los fondos excedentes de- 
bían dedicarse “en socorro de los pobres presos o enfermos 
o en otra cosa útil al vecindario”. Y, en términos más gene- 
rales, sugirió que todas las demás cofradías de la parroquia 
quedaran abolidas y pidió que el virrey fuese exhortado 
“para que se uniformen y arreglen estos establecimientos 
útiles para sostener el culto, hacer bien por las almas de los 
difuntos y remediar las necesidades de los enfermos e impo- 
sibilitados”. 

Volviendo a su propuesta anterior, el fiscal solicitó la fu- 
sión de estas sociedades, conservando sólo dos, ofrendadas 
al Divino Sacramento y a las Ánimas Benditas, con objeto 
de mantener la liturgia y pagar los costos de funerales. 4 En 
estas propuestas vemos pruebas de la reiterada ambición de 
la burocracia borbónica por regular todos los aspectos de la 
vida social de México; ambiciones, podemos sospechar, más 
fáciles de realizar en el papel que en la realidad. 


Pero, ¿cuál era el propósito de esta multitud de cofradías? 
¿Eran tan importantes o tan perniciosas como afirmaba el 
fiscal? Antes de ofrecer una respuesta a tal pregunta, es ne- 
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cesario distinguir entre los diversos tipos de sociedades, 
enumeradas bajo un mismo rubro. 


En 1794, el arzobispo Núñez de Haro informó al virrey 
Revillagigedo que había 135 


enumerado en su extensa diócesis no menos de 951 cofra- 
días, hermandades y congregaciones, de las cuales había su- 
primido 500. Sin embargo, recomendaba prudencia al tratar 
con los indios, ya que eran “muy tenaces en mantener sus 
costumbres y devociones”, y bien podían amotinarse si se 
suprimían sus hermandades y mayordomías. Pero si un pá- 
rroco o un magistrado real se encontraba presente en sus 
reuniones, ningún daño procedería de su continuada exis- 
tencia. En cuanto a las asociaciones de españoles y de cas- 
tas, Haro las dividió en tres categorías generales: la retribu- 
ción temporal, que se refería a las sociedades cuyos miem- 
bros abonaban una cuota mensual a cambio del pago de 
gastos funerales; las asociaciones, que simplemente susten- 
taban las funciones litúrgicas, habitualmente en sus parro- 
quias; y aquellas que él llamaba espirituales, cuyos miem- 
bros obtenían indulgencias especiales por medio de plega- 
rias. Pero no distinguió entre las cofradías que estaban for- 
madas por individuos atraídos por devociones especiales y 
aquellas que expresaban la identidad corporativa de ocupa- 
ciones o comunidades particulares. Tampoco observó que la 
mayor parte de las órdenes religiosas tenían grupos de lai- 
cos adheridos a sus conventos por su incorporación a una 
Tercera Orden o una cofradía. Además, y pese a las varian- 
tes, virtualmente todas estas asociaciones se gobernaban 
por sí solas, se reunían regularmente y estaban dirigidas por 
laicos. 


Casi todas las cofradías poseían una dotación de capitales 
y todas empleaban este ingreso para subvenir a los costos 
de las misas y de otras funciones litúrgicas, y para sufragar 
los funerales de sus miembros. De este modo, la misma for- 
ma de organización abarcaba toda la escala social, ya que 
pobres cocheros y prósperos comerciantes pertenecían, ha- 
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bitualmente, a sus respectivas cofradías, gobernadas por 
instituciones similares o idénticas. Sólo en sus recursos dife- 
rían; varias de las grandes archicofradías de la ciudad de 
México poseían una dotación de capitales de más de medio 
millón de pesos.5 Cuando ministros y funcionarios 


“ilustrados” trataron de coartar las actividades de estos 
organismos, atacaron el meollo mismo del catolicismo pos- 
tridentino, una cultura religiosa que había logrado, en pro- 
porción notable, enrolar a los laicos en demostraciones pú- 
blicas de su fe y en el mantenimiento de la liturgia con toda 
pompa y esplendor. 

Es 


En Michoacán, el obispo San Miguel aprovechó la deman- 
da de la Corona de un informe completo de los ingresos de 
la Iglesia para exigir a sus párrocos una lista detallada de to- 
das las cofradías, hermandades, congregaciones, mayordo- 
mías y hospitales indios que, según se sabía, existían en 
1791.6 Obviamente, los curas diferían mucho, tanto en el 
detalle que ofrecieron cuanto en las instituciones y los fon- 
dos que decidieron incluir en sus informes. Asimismo, 22 
parroquias, pequeñas o aisladas, no aparecieron en el gran 
sumario, sin duda porque sus 136 

curas no respondieron a la circular del obispo. Además, 
en ninguna instancia se hizo mención de los miembros de 
estas asociaciones, por lo que es casi imposible ver hasta 
qué punto habían penetrado en la sociedad local. Sin embar- 
go, pese a estas limitaciones, San Miguel compiló una lista 
de nada menos que 519 


asociaciones, la cual registraba un capital total de 1 006 
166 pesos, distribuidos desigualmente entre las ciudades y 
los campos y a lo largo de las tres principales provincias de 
la diócesis. 

CUA DRO II.1 Cofradías de la diócesis de Michoacán, 1791 

Provincia 


Cofradías 


186 


Dotaciones 
número 

Z 

pesos 

7 
Valladolid 
217 

53.4 

468 340 
46.5 
Guadalajara 
51 

9.8 

64 072 

6.3 
Guanajuato 
132 

25.4 

338 811 
33.6 

San Luis 
59 

11.4 

134 943 
13.4 
Potosí 
TOTA L 
519 

100.0 
1006 166 
99.9 
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Ciudades 
Valladolid 
15 

79 029 
Guanajuato 
17 

116 941 
San Miguel 
13 

62 199 

el Grande 
San Luis 
20 

72 901 
Potosí 
TOTA L 

65 

12.5 

331 070 
32.9 
FUENTE: A CM, XIX, 14, 4 de agosto de 1791. 


Lo que demuestra este cuadro es que, aun cuando la in- 
tendencia de Guanajuato superaba en población a la de Mi- 
choacán, su marco eclesiástico no se había modificado al rit- 
mo de este aumento. Con sólo 23 parroquias para atender a 
sus semejantes, el Bajío no poseía un ministerio pastoral 
adecuado a sus necesidades. En efecto, Michoacán aún con- 
servaba asociaciones e instituciones que databan del siglo 
XVI, cuando la provincia del norte era poco más que una 
zona fronteriza. Al mismo tiempo, la supervivencia de las 
comunidades indias en los altiplanos de Michoacán favore- 
ció, obviamente, el sostenimiento de los hospitales estable- 
cidos por Vasco de Quiroga. De hecho, la lista compilada 
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por San Miguel incluía instituciones muy diversas. Tanto en 
las ciudades españolas como en los pueblos indios las fun- 
ciones de una cofradía eran adoptadas a menudo por ma- 
yordomos personales que o bien administraban los fondos o 
bien se limitaban a cubrir, de su propio bolsillo, el costo de 
funciones litúrgicas especiales. En los pueblos indios no es- 
taba claramente definida la distinción entre hospital, ma- 
yordomía, cofradía y la comunidad en 137 


general. Obviamente, sólo en las principales ciudades de 
la diócesis existían asociaciones que comprendían ocupacio- 
nes particulares o que estaban ligadas con los gremios. Por 
último, debe notarse que aún cuando la dotación de fondos 
con intereses de 5% produjese un ingreso de 50 308 pesos, 
esta cifra es una gran subestimación de los gastos de las co- 
fradías pues sus miembros por lo general aportaban cuotas 
mensuales y, lo que es más importante, los mayordomos 
contribuían frecuentemente con sumas considerables. 


Si empezamos por considerar al sector hispano, hasta el 
más somero examen del resumen de 1791 revelará que ha- 
bía tres cofradías esenciales, que virtualmente cada parro- 
quia poseía. La asociación más importante era la archicofra- 
día del Santísimo Sacramento, responsable de pagar las mi- 
sas, los sermones y las procesiones de la Semana Santa y de 
Corpus Christi y, al menos, una misa cantada mensual. Co- 
mo asociación más importante de cualquier parroquia, esta- 
ba a cargo de los ciudadanos principales y era la más anti- 
gua, rica y prestigiada de todas las instituciones laicas. En 
segundo lugar, en casi todas las parroquias poseían una co- 
fradía mariana, encargada de reunir fondos para las fiestas 
de la Inmaculada Concepción, la Anunciación, la Visitación, 
la Presentación y la Asunción. Aunque las más antiguas de 
estas asociaciones solían estar dedicadas al Rosario, existía 
una considerable diversidad de las advocaciones marianas. 
La tercera cofradía esencial era la de las Ánimas Benditas 
del Purgatorio, la cual organizaba procesiones el día de To- 
dos Santos y, en general, colectaba limosnas para las misas 
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de difuntos. Pero además de estas tres principales asociacio- 
nes había un gran número de organismos, especialmente en 
las ciudades principales, los cuales servían como sociedades 
que se encargaban de enterrar a los difuntos o que ayuda- 
ban a mantener iglesias y capillas particulares. Tanto en las 
ciudades como en los campos muchas de estas cofradías 
menores fueron creadas precisamente con el propósito de 
mantener la liturgia en ciertas capillas que suplementaban 
así la actividad de la principal iglesia parroquial. 


De las 132 cofradías ubicadas en las 20 parroquias de 
Guanajuato de las que disponemos de información, 33 esta- 
ban dedicadas o bien a la Eucaristía o bien a Cristo en sus 
advocaciones de Santo Entierro, Jesús Nazareno y Veracruz. 
Si la más antigua y rica de las 38 cofradías marianas llevaba 
el título de Nuestra Señora del Rosario, también eran comu- 
nes otras advocaciones como Soledad, Dolores y Purísima 
Concepción. Aunque Nuestra Señora de Guadalupe era la 
patrona de la Nueva España, sólo cuatro asociaciones esta- 
ban dedicadas a ella. 


Había seis archicofradías del Santo Cordón de San Fran- 
cisco, que en realidad eran ramas de la Tercera Orden fran- 
ciscana, asociaciones que se distinguían por construir capi- 
llas separadas. Por cuanto a los santos que figuraban como 
patrones de 26 cofradías, los nombres más frecuentes eran 
San José, San Nicolás Tolentino, San Antonio y San Roque. 
En efecto, encontramos un número relativamente limitado 
de advocaciones, que se distribuían uniformemente por 138 


toda la provincia, y no hay razón para suponer que el res- 
to de la diócesis tuviese otra pauta. 

El papel central de la cofradía eucarística puede observar- 
se claramente en la declaración de la archicofradía del San- 
tísimo Sacramento de Querétaro, asociación fundada en 
1665 con la venia del arzobispo, la cual en 1795 logró que la 
Audiencia de México aprobara su constitución, pues nunca 
había solicitado una licencia real. Su objetivo principal era 
“el más religioso sumptuoso y magnífico culto de Nuestro 
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Señor Jesus Cristo en el Augustísimo Sacramento de la Eu- 
caristía”. Contaba con unos 200 miembros, de uno y otro 
sexos, e incluía a muchos de los residentes distinguidos de 
la ciudad, quienes por razón de su riqueza o de sus cargos 
se dedicaban a actividades caritativas, “derramando con ca- 
tólica liberalidad copiosas voluntarias limosnas”. Como casi 
todos esos organismos, la cofradía cubría los costos del Cor- 
pus Christi, el Jueves Santo, el Viernes Santo y una misa do- 
minical cada mes. También tenía un carruaje con sus mulas 
para llevar el viático a los enfermos y moribundos. 7 Sus 
miembros pagaban medio real por semana, y al morir se les 
daba una mortaja y un funeral de 20 pesos. 


En una propuesta del cura, de que se estableciera una co- 
fradía eucarística en su parroquia (no identificada), pode- 
mos observar que la cofradía estaba abierta a hombres y 
mujeres y a indios y castas, además de españoles. 8 Después 
de pagar una cuota de ingreso de dos reales, se esperaba 
que los españoles contribuyeran con medio real por sema- 
na, y los otros grupos étnicos, con un cuarto de real. 


Pero el propósito de la asociación no era simplemente 
costear las fiestas principales del calendario litúrgico, sino 
también alentar a sus miembros a participar en esas ocasio- 
nes. Durante la octava de Corpus Christi, se esperaba que 
todos los cofrades se confesaran y comulgaran, que asistie- 
ran a una misa de aniversario por todos los miembros falle- 
cidos y que tomaran parte en una procesión por las calles, 
antes de asistir a las vísperas en la parroquia. Cada tercer 
domingo del año, la cofradía debía prepararse para una mi- 
sa cantada, seguida por una procesión por los pasillos de la 
iglesia, acompañada por la Eucaristía llevada bajo palio. A 
la muerte de un cofrade, se esperaba que el cuerpo guberna- 
tivo, si no todos los miembros, asistiera al funeral. 

Además de las cofradías marianas, que mantenían y pa- 
gaban las fiestas dedicadas a la Madre de Dios, virtualmente 
toda parroquia tenía una asociación o una dotación de capi- 
tal que no sólo sufragaba la fiesta de Todos Santos en no- 
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viembre, sino que también colectaba activamente limosnas 
para los funerales y las misas de aniversario que se celebra- 
ban durante todo el año. Podemos ver un ejemplo de cómo 
funcionaban estas sociedades, en la petición elevada por un 
grupo de residentes del curiosamente llamado barrio de los 
desterrados de Guanajuato, el cual en 1759 solicitó autoriza- 
ción para formar una hermandad de Ánimas Benditas del 
Purgatorio. Prometían visitar el cementerio de San Sebas- 
tián cada domingo, recitando el rosario conforme camina- 
ban rodeándolo, y 139 


asistir a misa en su capilla; su contribución semanal de 
medio real sería empleada para pagar esta misa, costear la 
linterna y la vela que llevarían en la procesión. De la misma 
manera, esperaban instalar un puesto en el principal ca- 
mino de entrada a la ciudad, con una pintura de las Ánimas 
Benditas a fin de solicitar limosnas. Resulta significativo 
que de los 24 representantes calificados, sólo cinco pudieran 
escribir sus nombres.9 Su proyecto evidentemente fue acep- 
tado, pues en 1791 esta hermandad figuraba como principal 
apoyo de la iglesia de San Sebastián. 


Aparte de las cofradías encargadas de la celebración de 
los principales acontecimientos del calendario litúrgico en 
la parroquia, había buen número de asociaciones que actua- 
ban como simples sociedades funerarias, o que encarnaban 
la identidad social de ciertas comunidades u ocupaciones en 
particular. Vemos así, por ejemplo, que en 1767 el obispo 
aprobó una nueva constitución para la hermandad de San 
Roque, adscrita al convento franciscano de Valladolid y que 
fue reorganizada por su mayordomo, el cacique indio José 
Simón González. Cada hermano había de pagar una cuota 
de ingreso de dos reales, y otra cuota de medio real cada se- 
mana. A cambio, la cofradía daba 12 

pesos y medio o una mortaja franciscana para el funeral 
de cada hermano difunto, junto con una misa cantada a la 
que asistían todos los miembros de la sociedad llevando ve- 
las. La cofradía también celebraba una misa y una procesión 
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mensuales en torno del claustro, portaba su estandarte por 
las calles en la Semana Santa y celebraba la fiesta de su san- 
to patrono con especial solemnidad. 


Cuando sus fondos no alcanzaban para cubrir los gastos 
de estas funciones, correspondía al mayordomo y a los 12 
miembros de la mesa gubernativa acudir en su ayuda. 10 
Aunque se trataba de una sociedad pobre, compuesta por 
indios y humildes artesanos, su constitución y sus prácticas 
eran similares a las de todas las confraternidades menores. 
Para 1791 había llegado a poseer una casa y dos parcelas de 
tierra valuadas en 683 pesos, y disfrutaba de un ingreso 
aproximado de 500 pesos, derivados principalmente de sus 
167 miembros. 11 

A pesar de todo, tales asociaciones siempre podían servir 
para expresar la solidaridad social. Por ejemplo, en 1804 el 
mayordomo y los representantes de la archicofradía de San 
Francisco, ubicada en la parroquia de Acámbaro, pidieron la 
autorización del obispo con objeto de levantar una sencilla 
capilla en el cementerio de la parroquia “donde tengamos 
nuestros ejercicios y celebremos las funciones respectivas a 
nuestra hermandad”. 12 El juez eclesiástico local informó 
que todos los miembros eran pobres, que “se mantienen de 
su trabajo y todos del color quebrado”. Tres de ellos eran 
dueños de pequeños talleres con dos o tres telares para pa- 
ños de algodón. Observó que la cofradía cobraba una cuota 
semanal y había estado muy activa durante la peste de 1786, 
gastando 712 pesos en funerales y diversas ayudas. Había 
ahorrado algún dinero y podía cubrir el costo de construir 
la capilla, que sólo tendría 35 varas de largo. Con esta reco- 
mendación, se otorgó el permiso. 


140 


Era en las capitales provinciales de la diócesis donde me- 
jor podía observarse la complejidad de la organización de 
las cofradías. En Valladolid, las funciones parroquiales las 
habían ejercido los conventos franciscanos y agustinos has- 
ta que la secularización convirtió al Sagrario, capilla situada 
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dentro de la catedral, en parroquia de la ciudad.13 Como es- 
to era evidentemente inadecuado para sus propósitos, el 
obispo Sánchez de Tagle construyó una ayuda, la iglesia au- 
xiliar de San José. Fue esta historia, junto con la presencia 
de otras casas religiosas, la que determinó la distribución de 
las cofradías. Hasta donde puede verse, únicamente la Ar- 
chicofradía del Santísimo Sacramento, rica asociación dota- 
da con 20 590 


pesos, estaba adscrita a la catedral. Además, en Vallado- 
lid, era el cabildo eclesiástico y no una asociación laica el 
que administraba los fondos de las misas de aniversario de 
los difuntos. El convento franciscano albergaba las dos co- 
fradías de Nuestra Señora del Rosario, una para españoles y 
otra para pardos, que se habían fundado desde 1586. Mien- 
tras que la asociación española había acumulado fondos por 
valor de 20 500 pesos, la asociación mulata sólo tenía un ca- 
pital de 1750 pesos y dependía de las contribuciones sema- 
narias para generar su ingreso anual de 500 pesos. Los fran- 
ciscanos tenían otras dos sociedades dedicadas respectiva- 
mente a la Santa Cruz y a San Roque, adscritas a su iglesia, 
y a su vez atendían la archicofradía del Cordón de San Fran- 
cisco, que estaba construyendo su propia capilla de la Terce- 
ra Orden. Los conventos agustino, carmelita y mercedario 
asimismo tenían cofradías ubicadas en sus iglesias, y el con- 
vento dominico de Santa Catalina albergaba la próspera ar- 
chicofradía de la Preciosa Sangre de Cristo, la cual poseía 
un ingreso de más de 1 000 pesos mensuales para gastar en 
sus funciones. Por último, en la iglesia auxiliar de San José, 
su cofradía principal llevaba, excepcionalmente, el nombre 
de su patrono, en lugar de estar consagrada a la Eucaristía. 
Con un ingreso de 1 300 pesos no sólo pagaba las principa- 
les fiestas del año sino que también cubría los costos del 
aceite para la lámpara del altar, el cebo de las velas y los sa- 
larios del sacristán y del campanero. Si nos detenemos a re- 
flexionar que, además de los frailes residentes en sus con- 
ventos, Valladolid mantenía a no menos de 77 sacerdotes se- 
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culares y 15 cofradías, veremos con claridad la gran concen- 
tración de fondos y de personal clerical en la capital dioce- 
sana.14 


La confusión entre cofradía y mayordomía quedaba de 
manifiesto particularmente en la rica ciudad minera de 
Guanajuato, donde las llamadas cofradías del Santísimo Sa- 
cramento y de Nuestra Señora de Guadalupe, cuya imagen 
se veneraba como patrona de la ciudad, eran en realidad 
mayordomías, ocupadas por ciudadanos principales que ad- 
ministraban sus fondos, organizaban las funciones y cu- 
brían ellos mismos sus déficit. 15 Casi lo mismo podía decir- 
se de las Ánimas Benditas, donde el párroco nombró a un 
mayordomo para administrar fondos por 37 000 pesos, así 
como una sustanciosa colecta de limosnas, que se empleaba 
en pagar una misa cantada semanal por los difuntos, y una 
procesión en torno del cementerio. En noviembre, el mayor- 
domo 141 


organizaba las procesiones que recorrían las calles de la 
ciudad recitando el rosario y llevando una imagen de Cristo. 
Además, la parroquia albergaba a no menos de otras ocho 
cofradías, tres de las cuales, al menos, eran mayordomías 
administradas por comerciantes. De ellas, cabe observar que 
la mayordomía de Nuestra Señora de la Soledad y el Santo 
Entierro de Cristo no sólo pagaban una misa cantada sema- 
nal sino que a su vez costeaban las procesiones de sus imá- 
genes durante el Viernes Santo y la Navidad, con música so- 
lemne y grandes velas de cera. Entre las otras asociaciones 
estaba la congregación de San Pedro Apóstol, fundada espe- 
cialmente para sacerdotes pero abierta a los laicos, y la co- 
fradía de San Crispín y San Cipriano, establecida en 1705, 
que encarnaba al gremio de los maestros zapateros. Por lo 
demás, las tres iglesias auxiliares de San Roque, San Sebas- 
tián y San Juan Bautista poseían asociaciones que apoyaban 
y ayudaban a cubrir los gastos de su actividad litúrgica. La 
archicofradía de La Santísima Trinidad, fundada en 1743, 
encarnaba al gremio de los sastres, el cual debía admitir a 
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“personas de qualesquiera calidades y oficios”, por lo que no 
todos sus miembros practicaban la sastrería. Con un ingreso 
de 902 pesos, estaba bien capacitada para apoyar a San Juan 
Bautista, iglesia en que se encontraba ubicada. Por lo de- 
más, aún sobrevivían dos antiguos hospitales asignados a 
indios tarascos y otomíes, ahora como hermandades con sus 
capillas, con un ingreso procedente de las ventas de cierto 
número de casas pequeñas. Por último, el convento de San 
Diego, administrado por los franciscanos descalzos, se en- 
cargaba de la cofradía del Cordón de San Francisco. 


En San Luis Potosí, el cura enumeró no menos de 17 co- 
fradías, tres congregaciones y dos hermandades que cubrían 
toda la gama —desde las asociaciones o mayordomías, que 
mantenían las capillas que atendían a los ranchos de los al- 
rededores, hasta las Ánimas Benditas— con un capital de 17 
848 

pesos, suficientes para pagar una misa cantada semanal y 
otras 446 misas bajas, todas por los difuntos. 16 Los conven- 
tos franciscano y agustino tenían sus asociaciones corres- 
pondientes. Mas el más espléndido de todos estos cuerpos 
era la archicofradía del Santísimo Sacramento, fundada en 
1594 y unida a la cofradía de Nuestra Señora del Rosario en 
1624. 17 Su rector y 12 de sus representantes habían sido re- 
clutados como “sujetos de la primera distinción de la vecin- 
dad y comercio” de la ciudad. Dotada de un capital de 8 458 
pesos y de 20 casas para alquilar, gozaba de un ingreso 
anual de 2 115 pesos, empleados para celebrar los principa- 
les acontecimientos del calendario litúrgico, es decir, la Se- 
mana Santa, el Corpus Christi y las fiestas marianas, con 
misas cantadas, vísperas, sermones y procesiones. También 
sufragaba misas cantadas cada jueves del año, 153 misas por 
sus benefactores, y organizaba otras 22 misas que se canta- 
ban dentro de la capilla que había construido dentro de la 
parroquia. También aportaba el costo de 250 libras de cera 
para velas y de 30 botijas de aceite para las lámparas del al- 
tar, que se consumían cada año en su iglesia. Se había ad- 
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vertido a sus miembros que evitaran toda querella y prome- 
tieran visitar a los enfermos, 142 


enterrar a los muertos y dedicarse a otras prácticas pia- 
dosas. Como podía esperarse, sus propios miembros eran 
sepultados con una ceremonia especial; a los funerales asis- 
tían sus representantes y otros cofrades. 


Una controversia por el orden de precedencia en la pro- 
cesión del Corpus Christi en San Luis Potosí nos revelará el 
papel público de las cofradías durante estos últimos dece- 
nios del gobierno español.18 Siempre había sido costumbre 
que estas procesiones fuesen encabezadas por “gigantes”, 
muñecos del tipo que también se encuentra en España, se- 
guidos por las comunidades indias con sus estandartes, pal- 
mas y velas, y acompañados por imágenes de sus capillas. 
Venían después las diversas cofradías de la ciudad, también 
portando velas, luego las órdenes religiosas, que en este ca- 
so eran las de los franciscanos, agustinos y carmelitas. Los 
12 representantes de la archicofradía del Santísimo Sacra- 
mento caminaban, después, tras su crucifijo. Iban luego los 
prelados de las comunidades religiosas, con sus estolas, tur- 
nándose para llevar el sacramento y un candelabro de plata, 
seguidos por el clero secular y la Eucaristía en su custodia. 
Pero en 1779 este orden fue impugnado por los jefes de las 
órdenes religiosas que deseaban ir delante de sus frailes y 
ser precedidos por la archicofradía. En 1771, el obispo resol- 
vió la disputa simplemente exigiendo que se observara el ri- 
tual romano, en que los prelados encabezaban a sus propias 
comunidades, cada uno con su cruz y su vela, precediendo a 
las cofradías. De esta manera, la archicofradía del Santísimo 
Sacramento estaría al frente de la procesión con su cruz, 
aunque con seis representantes, que se sentirían muy hon- 
rados de llevar el palio sobre la Eucaristía. En todo esto po- 
demos observar esa demostración pública de una jerarquía 
social que fue característica tan reveladora del catolicismo 
postridentino. 
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Lo que hasta la más breve inspección de la lista de 1791 
nos revela es el abismo que separaba las instituciones y 
prácticas indias de la organización religiosa de la sociedad 
hispánica, fuese criolla o de castas. La mayor parte de los 
poblados indios aún poseían los hospitales fundados por 
Vasco de Quiroga en el siglo XVI, algunos ya venidos a me- 
nos, otros aún florecientes, todos los cuales estaban dedica- 
dos invariablemente a La Purísima Concepción. Algunos de 
estos hospitales aún poseían tierras o ganado que les deja- 
ban un ingreso, para cubrir los gastos de los servicios y fies- 
tas de la iglesia. Aunque los hospitales estuvieran incluidos 
como cofradías, es difícil distinguirlos de la comunidad, al 
menos con respecto a sus fondos. Al mismo tiempo, casi en 
todos los pueblos se elegían mayordomos para organizar las 
principales fiestas del año y encargarse de los gastos de es- 
tas Ocasiones. 


Por ejemplo, en Cutzio el hospital poseía 328 cabezas de 
ganado vacuno, 20 
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yeguas y una parcela en la que se sembraban dos fanegas 
de maíz y un cuarto de algodón, lo que producía un ingreso 
suficiente que pagaría una misa cantada cada domingo, una 
misa de difuntos por cada miembro del pueblo que fallecía, 
velas para la procesión semanal del rosario, y una misa so- 
lemne y un sermón en las principales fiestas de la Virgen 
María. 19 Administrado por el prioste y el mayordomo elegi- 
do, el hospital también contaba con la ayuda de mujeres de 
los cinco barrios en que estaba dividido el pueblo, quienes 
se turnaban en la preparación de alimentos destinados a los 
enfermos y el personal del hospital. 

Asimismo, hilaban y vendían mantas de algodón que les 
daban un ingreso extra. 

Además del hospital, que operaba al nivel de la comuni- 
dad, cada barrio elegía sus mayordomos para organizar y 
costear las fiestas de sus santos patrones y las festividades 
de Corpus Christi y del Descubrimiento de la Cruz. Sin em- 
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bargo, en la parroquia de San Francisco Ixtlán era el prioste 
del hospital el que aportaba los fondos a las principales fies- 
tas marianas y a su vez “da a comer a los que hacen de 
apóstoles la Semana Santa y convida a los demás naturales 
en la Pasqua de Navidad con atole, el martes de Carnaval 
con tamales y el día que toman posesión los oficios de Re- 
pública, el de Jueves Santo y el de la Purísima con una corta 
comida en que gasta como 22 pesos”. 20 En Uruapan, los in- 
dios nombran a capitanes de moros y soldados para la fun- 
ción de la Santa Cruz y forman bailes, obligando el último 
día a su Padre Cura a que dance con ellos y si lo resiste se 
contristan extraordinariamente. Adornan a uno que repre- 
senta el arcángel San Miguel, y a otro visten de Demonio, 
forman un tablado y el que hace papel del santo arcángel, 
invocando las mismas palabras que en la caída de Lucifer le 
da un golpe con la espada desenbaynada y desciende por 
una reata hasta el suelo. La tarde del mismo día llevan en 
procesión al indio que representa San Miguel a las Casas 
Reales y pide al Justicia las llaves de la cárcel y pone en li- 
bertad, si hay, algunos presos de corto delito.2 1 

En efecto, las cofradías indias se distinguían de sus equi- 
valentes hispánicas porque se identificaban con la comuni- 
dad y su hospital, por sus afiliaciones con el barrio, por sus 
dramáticas reproducciones de escenas y batallas bíblicas y 
de cristianos, y por último, porque aportaban alimentos du- 
rante las fiestas. En realidad era virtualmente imposible tra- 
zar la línea divisoria entre la mayordomía y la cofradía, y 
entre la cofradía y el hospital. 

Los poblados indios también diferían de las parroquias 
hispánicas en la forma en que mantenían a sus curas. Desde 
su conversión por franciscanos y agustinos, la práctica ha- 
bía consistido en ofrecer alimentos y servicios a sus pasto- 
res, así como dinero en efectivo, pagos habituales que varia- 
ban de un distrito a otro. 


Muchas de las parroquias secularizadas continuaron ob- 
servando este sistema, llamado tasación, para contrastarlo 
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con la tarifa habitual de cuotas fijadas por el arancel dioce- 
sano, que se pagaban todas en dinero. De este modo, los 350 


tributarios indios de Uruapan pagaban a su cura 1 164 pe- 
sos anuales por oficiar una misa semanal y durante sus dis- 
tintos días festivos y fiestas. 22 Pero también 144 


pagaban dos pesos por los entierros, suministraban 25 li- 
bras de cera para velas, y al medio día y por la noche le da- 
ban tortillas de maíz y tamales con chile y sal. 


Cada ocho días el cura recibía carne por valor de un peso, 
leche los días de vigilia, y 30 gallinas y 20 mantones de al- 
godón al año. La comunidad proporcionaba los cantores, los 
campaneros y el sacristán a la iglesia, y ofrecía servidores al 
cura, para tareas específicas. En otros pueblos, como Cutzio, 
la costumbre era entregar al sacerdote de tres a ocho pesos 
por fiestas particulares y dos pesos por misas dominicales o 
de difuntos. 23 Pero también había contribución en especie, 
allí llamada pindequa, que consistía en 30 piezas de paño de 
algodón, valuada cada una en un peso y medio, una libra de 
chocolate y otra de azúcar, frutas, carne y conservas. No es- 
tá en claro si éste era un pago mensual o anual. En Urua- 
pan, los indios aportaban 25 libras de cera española para la 
iglesia, pero añadían una cantidad equivalente de cera me- 
xicana para las procesiones del rosario, los viernes y sába- 
dos. 

Un relato de la tasación habitual en Indaparapeo, que da- 
ta de 1742, nos muestra una variante interesante en que ca- 
da pueblo de esta extensa parroquia alimentaba a su pastor 
durante 20 días, práctica destinada a obligarlo a ir de un 
pueblo a otro durante el año.24 Diariamente, a mediodía y 
por la noche, se le daban dos gallinas, una de ellas de Gui- 
nea, junto con tortillas de maíz, agua y leña. A cambio, él 
tenía que enterrar a los adultos por medio peso y a los ni- 
ños por un cuarto de peso, oficiar en las bodas con una misa 
por dos pesos y administrar el bautismo por tres reales. Se 
esperaba que durante la Cuaresma visitara cada pueblo para 
oír confesiones, sin cobrar más que su alimento. El pueblo 
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celebraba la fiesta de su santo patrono con una misa solem- 
ne y procesión, pagando a su sacerdote 20 pesos, parte en 
efectivo, parte en especie. Para las fiestas generales de Cor- 
pus Christi y de la Inmaculada Concepción, la cuota era de 
20 pesos, mas para ocasiones menos solemnes la cuota era 
de sólo nueve o incluso tres pesos. En total, el párroco de 
Indaparapeo calculaba que ganaba cuando mucho 1 200 pe- 
sos al año, una tercera parte de los cuales era de productos 
del lugar, suma que para 1790 había aumentado a 2 189 pe- 
sos. 
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Aunque las cofradías desempeñaran un papel principalí- 
simo en la vida parroquial, en cambio no debe exagerarse su 
contribución a las finanzas parroquiales. En esta época, los 
curas cobraban más por la administración de los sacramen- 
tos que por la celebración de misas. Sin embargo, para exa- 
minar las fuentes de sus ingresos es necesario empezar por 
revisar el arancel, tarifa impresa de las cuotas parroquiales, 
promulgada en 1731 por el obispo Juan José de Escalona y 
Calatayud. 25 En sus primeros renglones recordaba a los pá- 
rrocos que era su deber visitar a los enfermos y administrar 
los sacramentos, sin cobrar 145 


a aquellos miembros de su grey que fuesen demasiado 
pobres o estuviesen demasiado enfermos para cubrir la cuo- 
ta habitual: principio reafirmado al final, cuando se advierte 
a los sacerdotes que no obliguen a los legos a celebrar nin- 
guna función religiosa ni exigir servicios a los indios sin dar 
el habitual salario de los peones. Entre estos loables senti- 
mientos, el arancel fijaba con considerable detalle las cuotas 
que habían de abonarse por los servicios de la Iglesia. En 
efecto, el clero parroquial se ganaba la vida mediante la ad- 
ministración de los sacramentos y la celebración de misas; 
se esperaba que todo ejercicio del poder sacerdotal fuese re- 
compensado con una cuota apropiada. 

Así, por ejemplo, mientras que el precio de una misa can- 
tada era de ocho pesos y una misa solemne con vigilia cos- 
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taba 16 pesos, la tasa de una ordinaria misa rezada equivalía 
a un peso. Una novena de misas organizada para la celebra- 
ción de una fiesta se tasaba en 27 o 18 pesos, según que fue- 
se cantada o no. Las misas de aniversario por los difuntos 
alcanzaban seis pesos y toda misa cantada que fuese acom- 
pañada por una procesión y por vísperas, como solían ha- 
cerlo las cofradías, demandaba ocho pesos. Puede observar- 
se que los actos colectivos del culto parroquial entrañaban 
un desembolso para sus celebrantes. Por ello, era tarea de 
las cofradías reunir los fondos que aseguraran que las prin- 
cipales fiestas del calendario litúrgico se distinguieran por 
una misa solemne, con sermón y procesión. 


Un rasgo notable del arancel, que causaría la ira de los li- 
berales del siglo XIX, era el que estableciese diferentes tasas 
de honorarios para los tres principales grupos étnicos en 
que estaba dividida la población de la diócesis, es decir, es- 
pañoles, castas e indios. Mientras que los matrimonios cos- 
taban ocho pesos a los españoles, se cobraban cuatro pesos 
a los mulatos y sólo dos pesos a los indios. En cambio, los 
bautismos se celebraban con el cobro habitual de un peso 
por cabeza, de cualquier raza que fuese. Además, el clero 
desempeñaba un papel importante al perpetuar estas distin- 
ciones étnicas, ya que la mayoría de las parroquias mante- 
nía tres registros separados, agrupando a las personas se- 
gún su categoría étnica, a menudo incluyendo a los mesti- 
zos con los españoles, pero anotando a todo el que tuviese 
antepasados africanos, por muy remotos que fueran, en el 
registro de mulatos y negros. 


Este sistema de diferenciación étnica fue exacerbado por 
la división de las iglesias en cuatro secciones, desde el altar 
hasta la entrada principal. Sólo los sacerdotes y los clérigos 
de las órdenes menores podían ser sepultados dentro de los 
límites del altar en el área conocida como presbiterio, honor 
por el cual se cobraban 20 pesos. Las tres secciones abiertas 
a los laicos costaban 10 pesos, cuatro pesos y un peso, se- 
gún su proximidad al altar. A juzgar por el modo en que se 
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aplicaba este sistema en una parroquia, la sección más cer- 
cana al altar estaba dedicada, de hecho, a los españoles. Ahí 
los funerales se celebraban con velas, una alta cruz, repique 
de campanas y responsos, por un costo de ocho pesos.26 
Los españoles pobres eran enterrados en las dos secciones 
restantes, 146 


por tres pesos y un peso y medio; los indigentes queda- 
ban relegados a un cementerio exterior, por sólo un cuarto 
de peso. En este lugar, mulatos e indios eran inhumados en 
la tercera sección de la iglesia, la más cercana a la entrada, 
por pagos de un peso y cuarto y tres cuartos de peso, res- 
pectivamente. Todos estos cargos eran, obviamente, los mí- 
nimos. En Irapuato, en 1804, un funeral de primera clase, 
con misa y responsos y una orquesta de cuatro violines, dos 
clarinetes, dos trompetas, un chelo, un contrabajo y cinco 
cantantes, costaba 40 


pesos.27 Con menos músicos y cantantes, el precio de la 
función se reducía a 25 y hasta a 10 pesos. 


La práctica de utilizar la iglesia como cementerio tuvo re- 
percusiones profundas. Determinó que la comunidad literal- 
mente orara sobre los huesos de sus antepasados. Las misas 
de aniversario celebradas durante el año cobraron mayor 
significado por la directa proximidad de los restos mortales 
de los finados. 


Y el hecho de que hasta en la muerte la población fuese 
dividida de acuerdo con su raza y su riqueza expresó el pro- 
fundo sentido de la jerarquía social que imbuyó al catolicis- 
mo postridentino en América. 


Al mismo tiempo, los entierros en la iglesia podían cau- 
sar dificultades a la salud, como cuando en 1780 el cabildo 
de Salamanca informó al obispo Rocha de los efectos de la 
epidemia de viruela, 28 pues los difuntos “siendo éstos tan- 
tos en número, que ya en el día se hace insufrible la fetidez 
que expelen en la única iglesia en que se sepultan..”. El aire 
estaba contaminado y los fieles ya no deseaban asistir a mi- 
sa. Para resolver esta situación, el cabildo evocó la “potestad 
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política y económica que este ilustre cabildo ejerce en el 
real nombre de Su Majestad” y decretó que todos los mori- 
bundos que obviamente fuesen pobres debían ser enterra- 
dos “por obra de piedad y sin paga de derechos parroquia- 
les” 


en el campo que ya servía como cementerio de la capilla 
india. En una epístola enviada al obispo y escrita a finales 
de marzo, el párroco, Salvador Sebastián Nieto, comentó 
que “éstas y semejantes calamidades tienen por origen prin- 
cipal la ira de Dios provocada por nuestros pecados”. La me- 
jor solución sería que los ciudadanos desistieran de su con- 
ducta escandalosa y pusiesen fin a las diversiones públicas. 
Calculaba que en cerca de ocho semanas habían ocurrido 2 


200 defunciones. Esto muestra que había que abrir cada 
día el sepulcro de la parroquia, conforme llevaban cadáveres 
de los campos para darles cristiana sepultura. En cuanto a 
los pagos por los entierros, él dependía de ese dinero para 
subsistir. Sin embargo, se había apegado al arancel dioce- 
sano que regía tales cosas, en el cual claramente decía que 
los muy pobres debían ser inhumados sin costo alguno. Pa- 
ra evitar el obvio peligro de contagio, en mayo de 1804 la 
Corona emitió un decreto, ordenando que se establecieran 
cementerios “extramuros de las poblaciones, con el fin de 
precaver los daños que ocasione a la salud el que se sepul- 
ten los cadáveres dentro de las iglesias”. 29 Pero, como sólo 
en 1808 emitió el obispo una circular pidiendo a los párro- 
cos que hiciesen comentarios sobre lo práctico de este plan, 
puede dudarse de que se tomaran medidas para la 147 

aplicación del decreto. 

Para ver los respectivos papeles representados por la ad- 
ministración de los sacramentos y la celebración de las mi- 
sas en los ingresos parroquiales, es conveniente examinar 
las cuentas sumarias presentadas por el cura de Zitácuaro, 
próspera ciudad de Michoacán. 
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CUA DRO II.2. Ingreso anual promedio de la parroquia de 
Zitácuaro, 1800-1804 


pesos 

Bautismos 

504 

Bodas 

1088 

Entierros 

1637 

Misas rogativas 

222 

Misas del Santo Patrón 
445 

Misas de las cofradías 
693 

Misas de difuntos 

Zal 

Dotación por obras pías 
116 

Primicias 

217 

Misceláneos 

133 

TOTA L 

5182 

FUENTE: A CM, XIX, 37, Zitácuaro, 30 de abril de 1805. 


Con estos ingresos, el párroco mantenía a tres vicarios, a 
quienes pagaba un estipendio de 260 pesos a cada uno, y 
además mantenía a otro vicario permanente en la iglesia de 
San Mateo, con un costo de 755 pesos. Una vez pagados 208 
pesos a un copista y restados los gastos menores, vemos así 
que al párroco le quedaba un ingreso anual de 3 402 pesos. 
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Al mantenimiento de la iglesia se le asignaban 701 pesos 
por costos de los entierros y, una vez pagados el ayudante 
que cuidaba la sacristía y el campanero, quedaban 475 pesos 
para su posible subsistencia. Se habrá observado que admi- 
nistrar los sacramentos producía 62% del ingreso parro- 
quial; el resto se derivaba de misas, con fondos de diversas 
fuentes. La parroquia poseía una pequeña dotación de 5 190 
pesos, gravada sobre casas y haciendas, que producían 259 
pesos anuales, empleados en cubrir los gastos de aceite para 
las lámparas del altar y pagar ciertas misas. 

Asimismo, las tres cofradías ahí albergadas tenían un in- 
greso conjunto de 626 

pesos, derivados de un fondo de capital de 12 461 pesos 
que se invertían en las misas y las celebraciones de los días 
de fiesta. En estas prosaicas cifras podemos ver cómo se 
sostenían la Iglesia y el clero durante el siglo XVIII 

Si inspeccionamos otro tipo de cuentas, un tanto más de- 
talladas, podemos demostrar también que los vicarios de las 
parroquias podían reunir más de su estipendio de cerca de 
300 pesos, supliendo al cura en las misas abonadas por las 
cofradías. 
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CUA DRO IL.3. Las cofradías y los derechos de las misas, 
León, 1775 


Cofradía 

Funciones 

Vicario 

Cura 

Total en pesos 
Nuestra Señora del 
Misa cada sábado 
52 

26 

78 
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Rosario 

Misa mensual 

12 

6 

18 

Fiestas de Nuestra Señora 
8 

24 

32 

Cuatro misas de aniversario 
6 

22 

28 

Santísimo 

Misa dominical al mes 
12 

6 

18 

Sacramento 

Misas individuales 

9 

18 

Zl 

Misas de aniversario 

1 

5 

6 

Octava de Corpus Christi 
15 

33 

48 
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TOTA L 

115 

140 

255 

FUENTE: A CM, XV III, 451, León 10 de octubre de 1775. 


La importancia de esto no se encuentra en la magnitud de 
las sumas que aparecen sino, antes bien, en que explica la 
división de los pagos entre el párroco y sus vicarios. Revela 
que los vicarios podían aumentar sus pobres estipendios de- 
sempeñando muchas de las funciones de la parroquia. Ade- 
más, deberá observarse que en los suburbios de León había 
dos pueblos indios, cada uno con su capilla, donde no cabe 
duda de que frecuentemente se requerían los servicios de 
los vicarios. En total parece ser que la ciudad tenía cuatro 
cofradías que aportaban un total de 597 pesos anuales para 
la celebración de misas y fiestas, en las cuales los tres vica- 
rios obtenían 279 pesos y el cura 317 pesos. Lo que no está 
claro es si en estos informes al obispo los párrocos se limita- 
ban a sus propios ingresos, o si incluían en el total de la pa- 
rroquia las cuotas ad hoc que cobraban sus vicarios. 


5 


En 1791, el obispo San Miguel compiló una lista detallada 
de los ingresos de las parroquias. Para recabar estos datos 
había enviado circulares a todos los curas de su diócesis, y 
al no recibir respuesta incluyó las cifras de que ya disponía 
en el secretariado episcopal. No hay nada nuevo en esta 
búsqueda de información fidedigna, pues el obispo Sánchez 
de Tagle ya había impuesto un pequeño cargo anual a todo 
ingreso clerical, la pensión conciliar, para financiar el semi- 
nario tridentino. 30 Pero la nueva investigación fue motiva- 
da por decisión de la Corona de cobrar un subsidio eclesiás- 
tico a todo el clero, con una tasa de una sexta parte de sus 
estipendios durante un periodo de cuatro años. Lo que el in- 
forme de San Miguel reveló fue que, con 321 854 pesos 
anuales, los derechos parroquiales igualaban el diezmo co- 
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brado por la producción agrícola como principal fuente de 
150 


ingresos de la iglesia —véase cuadro 11.4—. Debe notarse 
que este gran total incluía los ingresos netos de 127 párro- 
cos, 39 sacerdotes nombrados sacristanes y la suma colecta- 
da para conservar la fábrica de las iglesias. Así, el ingreso 
neto de los curas era de 253 117 pesos, cifra que produce un 
estipendio promedio de 1 

993 pesos. Sin embargo, si unimos unos resultados que 
obviamente eran incompletos, encontramos otros 58 752 pe- 
sos pagados a 178 vicarios, que ya se habían deducido de la 
declaración del ingreso parroquial, pues los vicarios no es- 
taban obligados a abonar el subsidio impuesto por la Coro- 
na; su estipendio promedio no pasaba de 330 pesos. 


Nótese que las 11 parroquias de Jalisco (incluyendo Coli- 
ma) fueron transferidas a la diócesis de Guadalajara en 
1794. 


El resumen de 1791 manifestó, ante todo, la extraordina- 
ria desigualdad, no sólo de los estipendios clericales, sino de 
las dimensiones y la prosperidad de sus parroquias. En cier- 
to nivel mostró el contraste existente entre las parroquias 
urbanizadas y densamente pobladas de Guanajuato y las pa- 
rroquias montañosas, apenas habitadas, de la meseta tarasca 
y de la tierra caliente. Pero estos resultados también señala- 
ron el contraste entre las parroquias que aplicaban el aran- 
cel y las que dependían de una tasación local. Precisamente 
en los distritos más remotos tenía el obispo la mayor difi- 
cultad para obtener información, y donde la contribución 
pagada en alimentos y trabajo sin duda aparecía subvaluada 
en todo informe del ingreso parroquial. Por otra parte, las 
dificultades encontradas en el terreno montañoso a menudo 
hacían indispensable nombrar a un vicario, aún cuando el 
ingreso fuese bajo, de modo que en parroquias como la de 
Santa Ana Amatlán el vicario percibía casi tanto como el 
cura. 
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CUA DRO II.4. Ingreso parroquial en la diócesis de Micho- 
acán, 1791 (en pesos) Parroquias 


Curas 


Edif. 
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Sacristanes 
Total 

7 

Vicarios 
Guanajuato 
23 

94 422 

20 932 

14 657 

130 011 
40.4 

19 027 (57) 
Valladolid 
82 

107 381 

16 923 

4 586 

128 890 
40.0 

31 425 (96) 
Guadalajara 
11 

21 682 

3 002 
1757 

26 421 

8.2 

5 000 (15) 
San Luis 
Potosí 

11 
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29 652 

4 379 

2 501 

36 532 

11.4 

3 300 (10) 

TOTA L 

127 

253 117 

45 236 

23 501 

321 854 

100.0 

58 752 (178) 

FUENTE: A CM, XIX, 14, 4 de agosto de 1791. 

Pese a estas aclaraciones, sigue siendo asombroso el 
contraste entre las provincias de Guanajuato y de Vallado- 
lid. Si tomamos las cifras de un censo ulterior, recalculadas 
por Fernando Navarro y Noriega, entonces para 1805-1810 

el promedio de población para una parroquia de Guana- 
juato era de 25 000 

almas, mientras que en Michoacán, propiamente dicho, 
sólo era de 4 800. 31 
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Como resultado directo de esta asombrosa diferencia, 
mientras que el promedio de ingresos netos de los curas del 
Bajío era de 4 105 pesos, en Valladolid no pasaba de 1 309 
pesos. Por otra parte, es claro que, como la provincia meri- 
dional tenía tantas parroquias, sus habitantes hacían consi- 
derablemente más pagos a la iglesia, que en Guanajuato. El 
mayor número de cofradías, mayordomías y hospitales que 
poseía también indica que esos habitantes estaban más dis- 
puestos a colaborar en la celebración de las funciones reli- 
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giosas que lo que ocurría en la cambiante población del Ba- 
jío. 

En 1798, el obispo San Miguel informó a la Audiencia de 
México que se proponía revisar el arancel de los cargos cle- 
ricales introducido en 1731 por su predecesor, el obispo Es- 
calona y Calatayud. 32 Después de 60 años había buenas ra- 
zones para modificarla, ya que las costumbres y los senti- 
mientos habían cambiado, causando “una decadencia nota- 
ble en el culto público y funciones religiosas a que están 
adictos los estipendios de los ministros de la Iglesia”. Al 
mismo tiempo, los precios de casi todas las cosas habían au- 
mentado mucho, pues mientras que en el siglo XVII las do- 
tes de las monjas y las dotaciones de sacerdotes se habían 
fijado en 2 000 pesos, ahora era necesario asegurar la provi- 
sión a 4 000 pesos. Treinta años antes, los párrocos habían 
podido contratar vicarios por 300 pesos, pero ahora tenían 
que pagarles 700 pesos, “sin embargo de estar muy aumen- 
tada la clerecía de este obispado”. Pero aunque hubiese que 
incrementar los estipendios clericales, él había intentado, 
antes bien, reducir las cuotas establecidas en el arancel, ex- 
plicando que, mientras “mis predecesores establecieron en- 
tonces una dotación de ministro cómoda y proporcionada al 
aprecio que lograban en aquellos tiempos: yo establesco la 
que es absolutamente necesaria, por ser la que se conforma 
a los presentes en que la veneración y al respeto, han succe- 
dido la crítica y la sátira”. Por consiguiente, redujo las canti- 
dades que cobraban el secretariado episcopal y los juzgados 
diocesanos. En cuanto a las cuotas parroquiales, en general 
las dejó sin modificar, no deseando reducir los ingresos del 
clero, pero sin poder acrecentarlas, *si las opiniones y cos- 
tumbres del día no hicieran tan odiosas las contribuciones a 
la Iglesia”. 

Lo que no observó el obispo fue que el aumento de la po- 
blación de su diócesis, unido a su decisión de no dividir las 
populosas parroquias del Bajío, hizo que el ingreso de la éli- 
te clerical que administraba estos distritos aumentara consi- 
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derablemente en estos últimos decenios de la época colo- 
nial. Fue la persistencia del clero en aplicar el arancel con 
respecto a bautizos, bodas y funerales la que estaba destina- 
da a precipitar el conflicto entre la Iglesia y los políticos li- 
berales, conflicto que culminaría en las Leyes de Reforma. 


152 
II. DEVOCIÓN Y DESVIACIÓN 
1 


EN 1764, apareció en la ciudad de México El fénix del 
amor, una historia de la célebre imagen del Cristo crucifica- 
do de La Piedad, escrita por el Dr. Agustín Francisco Esqui- 
vel y Vargas, distinguido canónigo criollo de la catedral de 
Valladolid. La víspera de la Navidad de 1687, según la tradi- 
ción local, un pobre pescador y su familia desenterraron el 
tronco ya podrido de un árbol de tepame sólo para descubrir 
que, al arrojarlo al fuego, no se consumía. En cambio, las 
llamas revelaron en la madera los rasgos de Cristo en la 
cruz. Poco después, tres escultores indios visitaron a la fa- 
milia y levantaron el rostro de la imagen, separando del pe- 
cho la barba. La noticia de este asombroso descubrimiento 
cundió por todo el distrito de Tlazacalca y se echaron suer- 
tes para determinar el nombre que había de darse a la ima- 
gen, y dónde se le conservaría. Acabó por llamársele Nues- 
tro Señor de La Piedad, y se dejó en un caserío de tres caba- 
ñas, que pronto fue llamado La Piedad. Pronto acudieron 
peregrinos, y la primera cura milagrosa ocurrió cuando do- 
ña Emerenciana, de Jaloltitlán, hasta entonces paralítica, se 
levantó de su silla de ruedas y caminó. Tal fue la fuerza de 
la veneración local que cuando el párroco se llevó la imagen 
a Tlazacalca más de 200 hombres armados se lanzaron a re- 
cuperarla y volvieron en triunfo. Después, dos sucesivos 
propietarios de la gran hacienda de Santa Ana Pacueco, 
Alonso Altamirano y Pedro Pérez de Tagle, aportaron fon- 
dos y trabajo para la construcción, primero de una capilla 
en 1699-1702 y luego de una espléndida iglesia nueva que se 
completó en 1741-1752.1 La Piedad llegó a ser parroquia por 
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derecho propio en 1748, y cuatro años después fue visitada 
por el obispo Martín de Elizacoechea, quien consagró la 
iglesia y presidió el traslado de la efigie del patrono del pue- 
blo a su nueva morada. 


Nombrado cura de La Piedad en 1748, Esquivel y Vargas 
recibió órdenes del obispo de recabar información acerca de 
su célebre imagen. Sin contentarse con los lineamientos ge- 
nerales de la historia, adornó su texto con una verdadera 
multitud de analogías bíblicas, comparando el descubri- 
miento original con la aparición del Todopoderoso a Moisés 
en la zarza ardiente. Cuando la imagen fue llevada de vuelta 
a Tlazacalca, Esquivel y Vargas comparó el júbilo del pueblo 
por su retorno con la llegada del Arca de la Alianza a Jeru- 
salén. Tampoco vaciló en detallar las curas milagrosas pro- 
ducidas por el Cristo de La Piedad, citando la afirmación de 
Juan de Palafox de que tales milagros eran testimonio de la 
verdad de la fe católica. Sin embargo, al mismo tiempo de- 
claró que los más grandes 153 

milagros que él había presenciado eran las conversiones 
de pecadores, demostradas por sus ulteriores confesiones. 
Tanto creció la fama del Cristo de La Piedad, que se le saca- 
ron varias copias, y una imagen representativa fue llevada 
de pueblo en pueblo en “demanda en limosna para su culto 
y ornato”. Esta imagen, que llegó a Querétaro en 1750, du- 
rante una terrible peste, fue llevada a la beatería de Santa 
Rosa donde ya habían muerto tres hermanas e inmediata- 
mente cesó la enfermedad, en memoria de lo cual la comu- 
nidad mandó tallar una copia, y conmemorar el aconteci- 
miento mediante una misa anual. 2 


Dedicado al obispo Anselmo Sánchez de Tagle, quien fue 
su mecenas, El fénix del amor incluía un prólogo escrito por 
un misionero franciscano del colegio de Nuestra Señora de 
Guadalupe en Zacatecas, quien elogió la sabiduría y la dedi- 
cación pastoral de Esquivel advirtiendo que durante la mi- 
sión de tres meses que había efectuado en La Piedad, el cura 
había estado siempre presente en el confesionario y en el 
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púlpito. En su texto, Esquivel describió la misión dirigida 
por fray Antonio Margil de Jesús, cuando, en la misa, el 
gran franciscano casi parecía elevarse de la tierra: ¡tan in- 
tensa era la contemplación de la imagen de Cristo! Su visita 
inauguró un ciclo de misiones periódicas, efectuadas por 
frailes de los colegios de Querétaro y de Zacatecas. Pero al 
parecer fueron las prédicas de un jesuita de León las que 
causaron la mayor sensación, pues este predicador no sólo 
condenó ferozmente el juego, quemando una figura cubierta 
de naipes, sino que también se flageló implacablemente, con 
cadenas, en pleno púlpito. 


Conmovido por este espectáculo, el juez eclesiástico su- 
bió al púlpito para participar en aquella sangrienta peniten- 
cia. Entonces el magistrado real y otros importantes ciuda- 
danos del lugar empezaron a azotarse y a confesar sus peca- 
dos. 3 Al parecer, tales escenas no eran insólitas en el Méxi- 
co del siglo XVIII y eran expresión de sus formas barrocas 
de devoción. 


Según el relato de Esquivel, la influencia de los colegios 
franciscanos de propaganda fide era omnipresente en la dió- 
cesis de Michoacán durante el siglo XVIII, promoviendo 
pautas de intensa devoción cristológica, tema que aún están 
aguardando a su historiador. Por ejemplo, en 1772 el guar- 
dián del colegio de Santa Cruz en Querétaro solicitó licencia 
al arzobispo para predicar y administrar los sacramentos, 
pues el cura de San Miguel el Grande había pedido al cole- 
gio que condujera una misión cuaresmal. La base de esta 
misión sería la iglesia franciscana del pueblo, y uno de sus 
objetivos era favorecer la construcción de Estaciones de la 
Vía Sacra en que los fieles pudieran seguir la Pasión de 
Cristo. 


En el otoño de ese mismo año, el guardián envió tres mi- 
siones separadas, compuesta cada una por tres o cuatro frai- 
les; un grupo partió hacia San Luis de la Paz, otro hacia Ta- 
rímbaro y el tercero hacia la tierra caliente. Mientras tanto, 
los sacerdotes que habían predicado en San Miguel pasaron 
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algún tiempo en Guanajuato antes de retornar a su colegio. 
4 La frecuencia de estas misiones no se redujo mientras el 
siglo se acercaba a su fin, ya que en 1797 el marqués de San 
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Juan de Rayas, importante minero de Guanajuato, quiso 
que unos frailes del colegio de Zacatecas fueran a Rayas, 
observando que un grupo de ocho franciscanos de la Santa 
Cruz habían efectuado recientemente una misión en el pue- 
blo minero rival de Valenciana y en el centro de la ciudad. 5 


Podemos encontrar un testimonio de la influencia perdu- 
rable de los colegios misioneros en San Francisco Uruapan, 
cuando en 1797-1798 el cura Nicolás Santiago de Herrera 
obtuvo autorización para establecer un hospicio destinado a 
los frailes de Santa Cruz, con 12 celdas y una capilla que 
serviría de base para las misiones de predicación por la tie- 
rra caliente. Su influencia también beneficiaría a la propia 
Uruapan, que iba creciendo en prosperidad y población. En 
su solicitud declaró Herrera: 


El zelo infatigable de esos operarios y el amor reverente 
que el pueblo profesa, hacen muy fructuosas sus excursio- 
nes apostólicas. El concurso es voluntario pero casi general. 
Estas gentes rústicas oyen su voz con moción, se instruyen, 
se confiesan y reforman sus costumbres. Por manera que en 
quince días de misión de dos o tres misioneros se adelanta 
más que en todo el año el párroco y sus ministros. 6 

Encontramos una explicación de la popularidad de estos 
frailes en la declaración de un testigo, que confirmaba estas 
afirmaciones, quien recordó que 


“en muchos pueblos luego que se quitaron las doctrinas 
de religiosos cayeron las terceras órdenes que habían fun- 
dado y lo mismo sucedió en este pueblo, hasta que el celo 
del presente señor cura la levantó..”. En efecto, la seculari- 
zación de las parroquias franciscanas había causado un de- 
clinar de la devoción popular. 
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Que las misiones eran el mejor medio para revivir la 
práctica cristiana también fue afirmado por el cura de Tan- 
sitaro, quien ratificó que en los valles tropicales de su parro- 
quia vivían muchos en pecado, “los más de ellos habitando 
en los montes y desiertos, ni frecuentan los templos a oir 
misa ni se confiesan ni se aprovechan de las exhortaciones 
de sus párrocos... . No obstante, el austero ejemplo y las po- 
derosas prédicas de los frailes de los colegios misioneros 
conmovían “hasta los indios más idiotos y la gente más rús- 
tica”. 7 

El hecho de que el único otro instituto religioso que efec- 
tuaba tales misiones fuera la Compañía de Jesús muestra la 
grave pérdida sufrida por la Iglesia mexicana cuando su ex- 
pulsión. En 1764, el rector del colegio jesuita de Guanajuato, 
Ignacio Corominas, informó al obispo de que él predicaba 
cada domingo en la iglesia de Rayas, inculcando la devoción 
a los “sagrados corazones de Jesús y María”, con objeto de 
atraerse la congregación y “reducirlos por este medio a al- 
gún género de vida cristiana y política”. 8 Una vez que hubo 
ganado alguna influencia sobre ellos, dedicó un altar colate- 
ral a esta devoción, afirmando que “se ha servido de refor- 
mar en gran parte las costumbres de unas gentes que vivían 
en un profundo olvido de su salvación..”. Ahora, en muchas 
casas era costumbre cantar “el alabado” al levantarse por la 
mañana y antes de retirarse. 
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Asimismo, la práctica de rezar el rosario, en la iglesia o 
en el hogar, se había vuelto común, y ahora un número mu- 
cho mayor de fieles frecuentaba los sacramentos, “comul- 
gando en solos los viernes primeros de todos los meses más 
de 500 personas”. Para oír las confesiones cuaresmales, Co- 
rominas había recurrido a otros cinco jesuitas que le ayuda- 
ran, pero habían resultado insuficientes. Estaba a punto de 
establecer una escuela para niños, “donde aprenden la doc- 
trina cristiana y juntamente a leer y escribir”, tratando así 
de impedir que sus padres los enviasen a trabajar en las mi- 
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nas, donde peligraba su salud y donde aprenderían a robar. 
Si Corominas pudo ejercer tanta influencia en el pueblo fue 
porque, durante la última gran epidemia que azotó la ciu- 
dad, su abnegación y celo al atender a los enfermos le había 
valido la aprobación universal.9 No debemos olvidar que 
además de sus espectaculares misiones a las fronteras del 
imperio y de sus cotidianos esfuerzos por educar a la élite 
social, los jesuitas siempre habían alentado a muchos de 
esos sacerdotes a dedicarse al apostolado urbano. 


2 


Por muy elocuentes que fueran los sermones en las mi- 
siones, el pueblo de México y su época se mostraban recal- 
citrantes a las exhortaciones del clero. En 1790, por ejemplo, 
el cura de Rincón de León se quejó ante el obispo de que 
“los naturales de estos pueblos... son de genios duros, orgu- 
llosos y altaneros... suma la desidia en el cuidado de la igle- 
sia”. No lograba persuadir a sus feligreses de que coopera- 
ran en el mantenimiento de su iglesia, que estaba en peligro 
de destrucción; tampoco querían enviar a sus hijos a recibir 
instrucción, fuese en la escuela o en la iglesia. Todos afirma- 
ban ser indios, tratando de evitar las altas cuotas que la pa- 
rroquia exigía a los españoles y a las castas. Aunque tres 
frailes del colegio de la Santa Cruz habían pasado 38 días en 
misión en Rincón, no se había notado ningún aumento en 
las contribuciones para la conservación de la iglesia.10 Co- 
mo tan a menudo sucede, el único remedio que se les ocu- 
rrió a las autoridades de la diócesis fue sugerir que el obispo 
escribiera al intendente de Guanajuato, pidiéndole dar ins- 
trucciones al subdelegado de Rincón de modo que insistiera 
en hacer que los indios cumpliesen sus obligaciones con la 
iglesia. 

Siempre que su grey fuera dócil, un párroco podía ejercer 
su autoridad de juez eclesiástico para sentenciar a los trans- 
gresores del derecho canónico al castigo y la humillación en 
público. En 1768, se descubrió que un joven criollo analfa- 
beto estaba teniendo relaciones ilícitas con una joven mesti- 
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za en un remoto rincón de Inapécuaro y había tenido ya dos 
hijos con ella. Enterado del asunto, el cura les hizo arrestar 
e informó al tribunal diocesano de Valladolid, el cual otorgó 
una licencia para que la pareja se casara, pero exigió que, 
como castigo y penitencia, tuviesen que recitar el rosario 
cada semana durante dos meses. Algo más 156 


importante, el primer domingo después de su boda, la pa- 
reja tendría que asistir a misa solemne en la parroquia, per- 
maneciendo durante toda la ceremonia cerca del altar, en 
hábito de penitencia, es decir, él “con el pelo suelto, el rostro 
descubierto, una soga al cuello, una corona de espinas en la 
cabeza y una cruz o crucifijo en las manos y la pretensa así 
mismo... y una vela negra encendida en las manos..”. 11 
Una vez terminada la misa, irían a visitar los altares latera- 
les de la iglesia, orarían al Santísimo Sacramento y ofrece- 
rían 12 pesos de limosnas. Es claro que semejante humilla- 
ción pública no se habría infligido a miembros de la élite so- 
cial, que lograban enmendar sus pecados por medio de la 
penitencia privada. 


Acaso el ejemplo más notable del poder espiritual del cle- 
ro parroquial fuese su capacidad de imponer la observancia 
al precepto de Pascua de que todos los fieles debían confe- 
sar sus pecados y comulgar. Si en las parroquias urbanas se 
compilaron listas y se hizo un serio intento por imponer es- 
ta ley canónica, en los distritos remotos y montañosos el 
clero tuvo que confesar su incapacidad. Como hemos visto, 
el cura de Carácuaro lamentó en 1799 que sólo una tercera 
parte de su grey cumpliera con las obligaciones cuaresma- 
les. Asimismo, en 1808 el párroco de Río Verde se quejó de 
que el alcalde mayor no le había ayudado a imponer la ob- 
servancia en una hacienda del lugar, en que peones, aparce- 
ros y holgazanes se escapaban de su jurisdicción. La con- 
fianza que los curas ponían en la justicia real quedó plena- 
mente demostrada en las quejas del párroco de San Francis- 
co Etucuaro, quien en 1788 pidió al obispo San Miguel que 
convenciera al teniente de justicia de Tiripitiío que detuviera 
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a un terrateniente por no haber cumplido sus obligaciones 
anuales. La verdad era que no se había visto a don Pablo 
Fuentes entrar en una iglesia ni oír misa durante los últimos 
cinco años. El párroco se quejó de su mal ejemplo, obser- 
vando que “este es un hombre muy agreste y poco civiliza- 
do... éste tiene una estancia de ganado mayor, sus labores 
de maíz y frijoles y casa donde todo el año vive en dicho 
rancho, viviendo una vida rústica y sin reconocer superior 
ecclesiástico ni secular..”. También se hablaba de que una 
“sobrina” vivía con él. Todas las advertencias habían sido 
vanas, y el teniente de la justicia local se había negado a in- 
tervenir. 12 La solución sería arrestarlo y enviarlo a Valla- 
dolid, donde se podría poner a prueba su conocimiento de la 
fe cristiana y se podría castigar, con la prisión, su incumpli- 
miento de la ley canónica. 

En 1800, el Dr. Antonio Lavarrieta, cura párroco de Gua- 
najuato, se lamentó de que sólo unos 10 000 miembros de la 
población de la ciudad cumplieran con sus obligaciones de 
cuaresma, debido a una escasez de sacerdotes dispuestos a 
oír confesiones. Aunque la ciudad albergaba a casi 70 cléri- 
gos, muchos de los sacerdotes sin beneficio se negaban a 
administrar un sacramento si ello no les producía alguna re- 
muneración. Por contraste, en la no menos populosa pero 
más rural parroquia de Valle de Santiago, el Lic. Francisco 
Antonio Cano de la Puente afirmó que en sus 25 años como 
cura no había tenido ninguna dificultad 157 


para imponer el cumplimiento del precepto anual hasta 

1801, cuando tuvo que publicar un edicto amenazando nada 
menos que a 175 feligreses, de uno y otro sexo, con la exco- 
munión, si no cumplían con sus obligaciones. Aunque algu- 
nos cedieron, la mayoría resultó contumaz, por lo que en 
octubre, en una misa dominical, él leyó en voz alta los nom- 
bres de 112 hombres y 16 mujeres, a quienes solemnemente 
excomulgó. 13 El resultado fue que en su mayor parte se 
arrepintieron y él los absolvió. Pero un puñado todavía 
ofreció “tenaz resistencia”, no dejándole otra alternativa que 


221 


solicitar al alcalde municipal que aprisionara a 20 hombres, 
amenaza que surtió efecto sobre muchos, por lo que al final 
sólo dos o tres hombres fueron a prisión. 


En los casos de abierto rechazo de la doctrina y la moral 
cristianas, siempre podía entrar en juego la Inquisición, 
aunque a menudo sin gran efecto. En el archivo episcopal se 
encuentran los documentos de 132 casos de los años 1740- 
1810, que cubren toda la diócesis. No hay manera de saber 
si esta es una muestra fortuita, selecta o completa; tampoco 
es claro que las acusaciones ahí conservadas fueran a Valla- 
dolid y no al tribunal de la Inquisición de la ciudad de Méxi- 
co. En cuanto a los supuestos delitos, cerca de una cuarta 
parte consistía en incidentes de bigamia, y otra cuarta parte 
se debía a acusaciones de blasfemia y 


“proposiciones” heréticas: delitos diferentes pero relacio- 
nados. Cerca de una octava parte surgió de denuncias de 
maleficio, es decir, hechicería e intentos de embrujar a 
otros. El resto era una gran variedad de incidentes, desde 
sacerdotes enamorados y pociones de amor hasta pactos 
con el Demonio y curanderas. 


Muchas de las acusaciones, especialmente por delitos me- 
nores, se resolvieron con una simple reprimenda o peniten- 
cia; sólo unos cuantos casos fueron enviados a la ciudad de 
México para su consideración. Como los requerimientos ju- 
rídicos de la Inquisición eran tan complejos, las autoridades 
diocesanas a menudo recomendaban al clero parroquial que 
resolviera los casos mediante una advertencia o un castigo 
sencillo. 


Como podía esperarse, la blasfemia era más común que la 
herejía, que a menudo era ocasionada por embriaguez o por 
las acusaciones de testigos hostiles. En 1795, un ebrio excla- 
mó que la Virgen María era una puta y al llamarle la aten- 
ción un compañero suyo, quien le recordó que “Dios nos da 
a comer”, respondió que “sólo sus vacas le daban de comer”. 
Para poner término al asunto bastó una carta de humilde 
disculpa, acompañada sin duda por ejercicios penitenciales. 
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Asimismo, cuando en 1767 un indio de Jerécuaro aclamó 
que 

“Cristo no padeció tormento alguno, que por su Divini- 
dad hizo que padeció pero no sintió tormento alguno”, el 
provisor de la diócesis simplemente recomendó a su párro- 
co que le instruyera, pues su “herejía” era resultado de *pu- 
ra rusticidad e ignorancia”. En cambio, cuando en 1752 el al- 
calde mayor oyó a Joaquín de Velasco, duque de Estrada, re- 
gidor de Guanajuato, opinar que una mujer que ambos co- 
nocían era más bella que la Virgen María, y que la llegada 
del Anticristo al fin del mundo era una simple fábula y no 
artículo de fe, el efecto de su 158 


denuncia consistió en enviar a Velasco a la cárcel de la 
Inquisición en la ciudad de México. Ahí, el fiscal del tribu- 
nal dominico le acusó diciendo que “claramente blasfema e 
desprecia y injuria y agravio de la Santísima Virgen cuya 
hermosura no admite mancha o defecto...”, y de herejía, 
pues los concilios de la iglesia habían afirmado la realidad 
de la venida del Anticristo. 14 Pese a que negó haber come- 
tido estos delitos, a su arrepentimiento, porque si había 
errado había sido por inadvertencia, y a sus alegatos de que 
sus enemigos le habían tendido una 


“trampa”, el infortunado regidor languideció detenido en 
la ciudad de México durante varios años. 

Pruebas fascinantes de una disidencia más razonada 
salieron a la luz en 1763, cuando Felipe Barragán, rico co- 
merciante de Valle de Maíz, fue acusado de dudar de la apa- 
rición de Nuestra Señora de Guadalupe, diciendo que no pa- 
saba de ser un cuento urdido para asegurar la conquista de 
los indios. El sacerdote que hizo la acusación describió a Ba- 
rragán con estas palabras: que “es hombre poco aplicado a 
todo ejercicio de virtud; muy presumptuoso de literato; usu- 
rero; avariento, intrépido en destrozar (sin excepción) los 
créditos ajenos; adúltero, homicida y bullicioso”. Un francis- 
cano añadió que el hombre era universalmente detestado 
puesto que se negaba a dar limosna y compraba maíz a los 
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pobres por medio peso para venderlo por dos o tres pesos. 
Se dijo además que Barragán había dicho que el cobro de 
diezmos por la Iglesia era una injusticia, pues una ley hecha 
por el hombre no tenía nada qué ver con la voluntad de 
Dios. 15 


Examinando el caso se descubrió que el padre del acusa- 
do, Rufino Barragán, alias Gabriel del Castillo, también ha- 
bía sido denunciado por afirmar que la simple fornicación 
no era un pecado sino “una cosa natural”. De hecho, no sólo 
había vivido con varias concubinas, criando a sus hijos co- 
mo si fuesen legítimos, sino que había alentado a sus hijos a 
imitarlo, recibiendo a sus mujeres en su propia casa. Según 
estos alegatos, Barragán había abandonado a su mujer en 
España y había venido a la Nueva España donde, después de 
pasar algún tiempo en los alrededores de la ciudad de Méxi- 
co fabricando aguardiente falso, se había unido a una cono- 
cida banda de bandidos, para matar y robar, antes de refu- 
giarse en la Huasteca, donde comenzó a traficar con unas 
cuantas mulas y un establo. 

Pero también se le describió como hombre “de arrogante 
corazón, tráfico noticioso y muy capaz; pues sin haber cur- 
sado estudio, habla latinidad y con destreza discierne y ma- 
neja prompto textos sagrados y autoridades de Santos Pa- 
dres, muy inclinado a mover questiones morales; por lo que 
se hace muy atractiva y deleitable su conversación”. 16 Pese 
a que llegó a amasar una fortuna de 100 000 pesos, Barragán 
dormía y acabó por morir en un simple diván de cuero, con 
sábanas de lino y un cobertor barato, abandonado por sus 
hijos ilegítimos. Nada parece haber salido de todas estas ex- 
traordinarias acusaciones, y en 1793 los tres hijos de Rufino, 
Felipe, José y Miguel Barragán, fueron descritos como ma- 
yordomos de una hermandad, a la que habían donado 13 
600 pesos para la construcción de una capilla. 17 
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Entre el populacho, lo que preocupaba al clero era la 
práctica de la magia natural, a veces ayudada por la invoca- 
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ción de poderes diabólicos. Por ejemplo, en 1780 una curan- 
dera mulata de Tlaxcalila fue acusada de brujería cuando 
curó a una mujer de dolores de estómago en una ceremonia 
en que “lo primero que hizo fue encender por el pie una ve- 
la que puso en un rincón y luego con un huevo entero y sin 
quebrar le anduvo por todo el cuerpo como planchándolo y 
luego le puso en el estómago un pollito con rosa de Castilla 
y aceite rosado y el cuerpo le untó todo con manteca de 
puerco, cal y unos polvos que sacó de la bolsa y dijo que 
eran tabaco y con todo ello sanó del accidente que dijo era 
insulto”. 18 En tales casos, los curanderos solían negar que 
hubiesen invocado al Demonio: sus curas se hacían median- 
te causas naturales. Sin embargo, en 1760, y de nuevo en 
1767, una mulata de San Miguel el Grande, de nombre Ma- 
ría Guadalupe, fue acusada de “hechos y dichos de constitu- 
ción mágica supersticiosa, sortilegia amatoria y hechicera 
con pacto con el Demonio”. El administrador de la hacienda 
en que ella vivía la denunció por hacer muñecos y perforar- 
los con espinas, con objeto de causar dolor a las personas 
que representaban. 19 Una vez detenida, reconoció que en 
realidad había picado con espinas una figura del administra- 
dor, enterrándola después, con la esperanza de que éste ca- 
yera enfermo. Peor aún: había hecho lo mismo con su pro- 
pia hija, la cual murió como resultado del maleficio. Ade- 
más, confesó que ella y un grupo de amigas, mulatas casi 
todas, solían reunirse para beber rosa maría y peyote, y que 
en tres ocasiones se les había aparecido el Demonio en las 
formas de un cerdo, un chivo y un pavo. Ella y sus compa- 
ñeras solían volar por la noche sobre los campos. El Demo- 
nio se les había aparecido en varios aspectos. Una vez como 
un hombre con pies de pollo y había tenido relaciones car- 
nales con ella. Para agravar sus pecados una vez había to- 
mado la comunión dos veces el mismo día y se había sacado 
la hostia de la boca para quemarla después en su casa, ac- 
tuando “por mandato del Demonio”. Tan escandalosas reve- 
laciones exigían, obviamente, un severo castigo, pero antes 
de que pudieran enviarla a la carcel de la Inquisición en Mé- 
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xico, ella falleció en San Miguel, sin recibir los últimos sa- 
cramentos. 


Empero, se le dio sepultura cristiana, pues un teólogo do- 
minico declaró que sus crímenes eran contra la religión y la 
moral pero no contra la fe, pues nunca había negado ningún 
artículo de fe, aún si en la práctica su culto del Demonio 
fuese herético. 


Entre cierta clase de hombres, al parecer era práctica muy 
común pactar con el Demonio. El guardián del colegio de 
propaganda fide de San Fernando en la ciudad de México, se 
quejó a la Inquisición de que en Río Verde un grupo de 
hombres no había participado en ninguna de las sesiones de 
la misión que sus frailes habían efectuado recientemente en 
ese poblado. Un pariente de uno de esos hombres había 
confesado que todos ellos habían firmado cédulas, en las 
cuales declaraban que habían renunciado al nombre y las le- 
yes de Cristo y confiado sus almas al Demonio. En 1755, la 
Inquisición pidió a fray Junípero 160 

Serra, por entonces en misión en la Sierra Gorda, que in- 
vestigara el asunto, pues él tenía poderes de comisario del 
Santo Oficio. 20 Según las dos declaraciones que se han 
conservado con respecto a esta “detestable cofradía”, un tal 
José Manuel Sánchez, barbero, había caído de su caballo, y 
como remedio se le ofreció “una cédula o escriptura de do- 
nación de alma al Demonio”. Un amigo suyo afirmó que 

“por tal que el Demonio con su auxilio le hiciese buen va- 
quero, toreador, enamorado y cosas semejantes..”. Aunque 
puede parecer sorprendente que un amigo llevase semejan- 
te documento, era porque éstos eran sumamente fáciles de 
conseguir, pues en Río Verde había una persona que escribía 
estas cédulas y las vendía por dos pesos: precio notable- 
mente bajo para semejante transacción fáustica. 

Pese a los avances de la Ilustración, muchos de los párro- 
cos continuaban creyendo en la brujería y en la posibilidad 
de lanzar conjuros dañinos. En 1795, el cura de Santa Ana 
Amatlán informó al obispo que los naturales de su parro- 
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quia tenían mala reputación “por sus ejercicios en la hechi- 
cería”. 21 Para contrarrestar la influencia del Demonio, él 
había solicitado una misión, la cual duró 20 días, oponién- 
dose así a “el común enemigo que tanto fruto ha sacado con 
los errores que ha introducido en la infeliz Francia cuyo in- 
fernal contagio ya parece que se va extendiendo en este 
reino”. Evidentemente limpio de tales errores, el sacerdote 
acusó a un viudo indio de practicar “el diabólico arte del 
maleficio”, afirmando que acaso hubiese tomado la vida de 
su mujer y que ahora dormía con la esposa de un primo su- 
yo, a quien había vuelto impotente con sus maldiciones. 


Con ayuda de la justicia real, el cura detuvo al indio y 
luego pidió información al obispo sobre cómo formar una 
acusación contra el hombre. Pero el fiscal diocesano hizo 
ver que en el caso de los indios sólo el obispo podía hacer 
las veces de juez, pues a la Inquisición le estaba prohibido 
intervenir en asuntos de indios. Pero los casos de impoten- 
cia y de muerte súbita, a menudo tenían causas naturales, y 
sería muy costoso iniciar un proceso jurídico. Aconsejaba 
elogiar al cura por su celo, pero que se le instruyese que só- 
lo debía dar al indio una reprimenda por sus delitos. 


La jurisdicción episcopal sobre los indios acusados de su- 
perstición y de otros delitos semejantes se ejercía con deci- 
dida benevolencia. En San Luis de la Paz, el párroco recibió 
una carta anónima, según la cual un grupo de 30 indios fue 
acusado de reunirse por las noches en su capilla, para beber 
peyote, un alucinógeno común, a azotar los crucifijos y a 
desempeñar el papel del sacerdote. 22 Desde luego, en la 
noche del 29 de diciembre de 1796, el cura descubrió a 15 
hombres y algunas mujeres encerrados en una habitación 
donde había un altar, muchas velas, seis pesos en efectivo 
en cuatro platillos y bajo el altar una jarra con peyote di- 
suelto en agua. Dos de los hombres estaban tocando la gui- 
tarra. Interrogados, los indios reconocieron que estaban be- 
biendo peyote, pero explicaron que “lo tomaron para llorar 
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y pedir con más fervor”, y que la música “les causaba ternu- 
ra y lágrimas”. Otro declaró que “el peyote... servía para 161 


dar a entender dónde está Dios y para mover a dar la li- 
mosna para Dios”. 


Explicaron que estaban reuniendo dinero para ofrecer 
unas misas a la imagen de Ecce Homo en San Miguel. Uno 
de los participantes, José Gil Morales, era capitán de los 
danzantes Mecos y sobrino de Pedro Ramírez, sacerdote in- 
dio residente en San Miguel. Sin dejarse impresionar por es- 
tas declaraciones, el cura pidió a los magistrados reales que 
encarcelaran a todos los hombres con el fin de volver a inte- 
rrogarlos. En este punto surgió un número de acusaciones y 
de contraacusaciones, derivadas todas, al parecer, de una 
querella entre pretendientes rivales al puesto de gobernador 
de la comunidad. Al ser considerado el asunto por el obispo, 
ordenó al cura liberar a los indígenas, pues algunos lleva- 
ban ya cinco meses en la cárcel del lugar. Sea como fuere, 
era bien sabido que los indios de San Miguel y de San Luis 
bebían peyote, en la creencia de que así sus plegarias serían 
más eficaces. Como castigo, el obispo exigió que los 15 
hombres se confesaran y recibieran la comunión y se pre- 
sentaran en misa solemne en la parroquia *con pelo suelto, 
vela encendida en las manos, soga al cuello y corona en la 
cabeza”. 


Pero las investigaciones del cura habían revelado que dos 
indias habían entrado en la capilla del Calvario, una de ellas 
para azotar una cruz, la otra para enterrar una cruz con ca- 
bezas y huesos de perro. Al ser interrogadas sobre el propó- 
sito de estos actos, respondieron que había que azotar la 
cruz “por pedirle a Dios por sus necesidades”. El entierro de 
la cruz con huesos de perro era un ejemplo de magia favo- 
rable, destinada a procurar la muerte de un cónyugue abo- 
rrecido, pues la mujer en cuestión estaba teniendo amores 
adúlteros. En este caso, el obispo mandó que las dos muje- 
res se pasearan por la plaza de San Luis al terminar la misa 
del domingo, llevando coronas en la cabeza, para ser exhor- 
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tadas en público a abandonar sus supersticiosas creencias. 
Esto se repetiría tantas veces como lo juzgara necesario el 
párroco, y después las penitentes confesarían y tomarían la 
comunión cuatro veces durante los dos meses siguientes. 
Un lamentable efecto de este procedimiento fue que el cura 
había ordenado que fuese destruida la capilla de los indios 
en el Calvario, lo cual le valió la desaprobación episcopal, 
especialmente porque los indios se habían quejado al virrey, 
cuyo asesor legal había tildado al sacerdote de “usurpador y 
violador de las regalías del Real Patronato”. En este caso, el 
cura fue obligado a entregar 100 


pesos para construir una capilla. 


El monopolio de la prédica y de la liturgia, que ejercía el 
clero católico, siempre podía ser invadido por los laicos, lo 
cual era repelido con considerable vigor. En una carta sin 
fecha enviada desde la ciudad de México, un párroco se 
quejó de la renuencia de los padres a enviar sus hijos a la 
escuela, afirmando que sólo 10 o 12 muchachos de los 300 
que debían ser, asistían a clase con el maestro instalado por 
su predecesor. Pero también denunció a los “maestros cima- 
rrones” que iban de pueblo en pueblo, “que andan medio re- 
zando las oraciones para que las aprendan los jóvenes”. 23 Y 
de enseñar a los niños sus plegarias a imitar el papel 162 


de los frailes misioneros sólo había un paso. En 1742, 
Juan José Rodríguez, mulato libre, fue detenido en Zamora a 
petición del comisario local de la Inquisición. Su delito ha- 
bía sido ir por las calles “a medio predicador exhortando a 
los indios e indias y disciplinándose delante de ellos”. En es- 
ta ocasión no predicó ningún sermón sino que simplemente 
emitió un acto de contrición y otras plegarias comunes.24 
Sin embargo, en una hacienda había recitado el rosario con 
dos mujeres y luego les había mostrado un relicario que, se- 
gún afirmaba, contenía la Eucaristía, por lo que todos se ha- 
bían postrado en adoración. Afirmaba ser miembro de la 
Tercera Orden de San Francisco y que había recibido pode- 
res especiales de su prelado para distribuir la comunión “en 
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artículo de muerte”. En otra ocasión, había entrado en una 
iglesia del pueblo de Guarachita, gritando para llamar a la 
gente, y se había azotado con una cadena, pidiendo al Señor 
que se apiadara de él. Una vez detenido, se le acusó de fo- 
mentar la idolatría, pues el relicario con una pequeña custo- 
dia de plata sólo contenía una hostia no consagrada y una 
imagen de Nuestra Señora de Dolores. 


Como sanción, se le desnudó hasta la cintura, se le hizo 
recorrer las calles y en la plaza mayor se le dieron 24 latiga- 
zos, después de lo cual quedó libre. Culpable de poco más 
que un exceso de entusiasmo religioso, ¿fue Rodríguez cas- 
tigado tan severamente porque los franciscanos del lugar 
vieron en sus acciones una simple parodia de sus propias 
prácticas penitenciales? 


La costumbre de llevar copias de imágenes célebres de 
pueblo en pueblo con objeto de recabar limosnas fácilmente 
producía abusos de parte de los demandantes, como se lla- 
maba a esos limosneros. En 1765 apareció en el poblado mi- 
nero de Guadalcázar, situado entre las haciendas apenas ha- 
bitadas de San Luis Potosí, un predicador laico vestido con 
“un saco a jerga rayada, con mangas y un cinto de cuero, 
una capa corta de la misma jerga, un sombrero blanco que 
traía continuamente colgado a la espalda, el que pendía de 
unos cordones de algodón. 25 Los pies cubiertos con unos 
caches o sandalias de baqueta; en el cinto traía pendiente un 
rosario encargado de latón y de la misma materia la cruz”. 
En apariencia, era un coyote, un indio blanco, con la barba 
poco poblada y larga, carirredondo y de nariz roma. Llevaba 
consigo “una imagen de Jesús de faja con su corona de plata 
en un tabernáculo con sus vidrierías, su cajón con su cha- 
pa... un estandartito con su cruz de fierro; siete campanitas; 
un tambor”. Tan extraña figura pronto provocó sospechas y 
fue detenido por los franciscanos del lugar, quienes lo de- 
nunciaron a la Inquisición. 


El delito de José Luis Barbarín consistía en vagabundear 
por las más remotas haciendas y pueblos de San Luis Potosí 
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acompañado por dos jovenzuelos que tocaban las campanas 
o la flauta, y al llegar a un lugar hacían redoblar el tambor a 
fin de reunir a la gente, y luego él subía a un estrado y pre- 
dicaba. Como los misioneros franciscanos, se concentraba 
en los sufrimientos de Cristo “en la calle de amargura”, con- 
moviendo a quienes los escuchaban “hasta hacerlos pro- 
rrumpir compasivo llanto”. Luego recitaban el rosario, con 
respuestas en 163 


latín, especialmente con dominus vobiscum. Cuando se le 
preguntaba qué era, afirmaba ser “un padre apostólico”, es 
decir, un misionero franciscano. Si se hubiese contentado 
con predicar, no habría enfurecido a los franciscanos, pero 
Barbarín cometió el error de fomentar la idolatría, pues afir- 
maba que la imagen de Jesús Nazareno que llevaba consigo 
sudaba sangre de su herida del costado, todos los viernes. 
Además, distribuía “panecitos de masa de harina, colorados 
con carmín y cordones de lana del mismo color, y decía que 
todo aquello estaba ensangrentado con la llaga del costado 
o sangre de la misma imagen”. Asimismo, llevaba consigo 
“una custodia de estaño sobre dorado, con sus rayos y vi- 
drio dentro de la qual tenía una hostia de papel blanco y en 
él una estampa de Jesús”. 


Sosteniendo que la custodia contenía la Eucaristía, hacía 
genuflexiones ante ella, en adoración, e invitaba a su públi- 
co a unírsele en el culto, lo cual fue condenado por los fran- 
ciscanos como idolatría. Lo que hacía en ocasiones particu- 
lares dependía, sin duda, de su público, pues el administra- 
dor de la hacienda lo describió como “silencioso, humilde y 
muy devoto”, haciendo notar que simplemente reunía a los 
curiosos con el tamborcillo para recitar el rosario y los res- 
ponsos. Pero el administrador no creía que fuese un sacer- 
dote y una vez terminadas las plegarias dijo un día a su mu- 
jer: “Hija, si este hermitaño hace delante de nosotros esto, 
¿Qué hará allá entre otras gentes y ranchos de más retiro?” 


En aquel caso, Barbarín fue detenido, y los franciscanos 
del lugar confiscaron sus posesiones; arrojaron la custodia 
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al fuego, como objeto de idolatría. Sin embargo, una vez 
inspeccionados sus papeles, descubrieron que tenía licencia 
para pedir limosna, emitida por el cura de San Pedro Piedra- 
gorda, y un cuaderno de notas en que registraba las limos- 
nas que había recibido. Enviado a su casa, Barbarín fue apri- 
sionado por el cura, quien lo arrojó a la cárcel de Guanajua- 
to, donde se alimentaría gracias a la caridad de los visitan- 
tes, pues en la cercana ciudad de León varios presos habían 
muerto de hambre. El cura informó a la Inquisición que 
Barbarín había sido maestro de escuela en San Pedro Pie- 
dragorda, donde todos lo habían querido, pues “lo han teni- 
do siempre por bonazo, tanto que solían divertir su sencillez 
y humildad”. Se le había dado licencia para pedir limosna en 
Guanajuato, con objeto de reunir fondos para la parroquia. 
Al recibir este testimonio, el fiscal de la Inquisición decidió 
dejar ahí las cosas, pues podría resultar difícil y costoso ha- 
cer toda una acusación con testigos de la dispersa y cam- 
biante población de San Luis Potosí. En todo caso, era claro 
que Barbarín había sido movido por “su genio sencillo y 
bueno y no por malicia”. Barbarín fue liberado de la cárcel y 
confiado a la custodia de su párroco, quien se limitó a darle 
una reprimenda y a ordenarle que firmara una promesa de 
no volver a actuar como demandante; luego, lo ligeró sin 
mayor castigo. 


La práctica de las iglesias que poseían imágenes célebres, 
de enviar agentes a limosnear, llevando casi siempre una 
copia del original, se perpetuó durante casi todo el siglo 
XVIII. En 1799, el mayordomo del santuario de La Salud en 
164 

Pátzcuaro obtuvo autorización para pedir limosnas du- 
rante un periodo de dos años en el obispado de Michoacán, 
pues el ingreso de la capilla era muy bajo. 26 


Sin embargo, en 1794 el virrey, marqués de Branciforte, 
se quejó ante el Consejo de Indias de que las autoridades 
diocesanas habían otorgado licencias a una 
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“infinitud de gentes” a fin de recorrer el país, pidiendo li- 
mosna para sus imágenes. A veces, afirmó, habían converti- 
do aquello en negocio y cobraban una comisión sobre las 
ganancias, o hasta conseguían, pagando de contado, una li- 
cencia. Aunque el fiscal real exigió que se ordenara a las au- 
toridades diocesanas hacer un relato sumario de todos los 
demandantes en acción, la Audiencia observó que las exis- 
tentes Leyes de Indias permitían a los obispos otorgar tales 
licencias sin necesidad de la aprobación virreinal. Sin em- 
bargo, la respuesta del Consejo de Indias fue inmediata, 
pues en 1795 fue enviada una real cédula que estipulaba a 
los obispos limitar el otorgamiento de tales licencias, que en 
todos los casos tenían que ser antes aprobadas por el virrey. 
27 En todo lugar, la burocracia borbónica trató de reducir el 
poder y la jurisdicción eclesiásticos. 


3 


En una pastoral de 1769, el arzobispo Lorenzana expresó 
su preocupación por los excesos de la religión y la magia 
populares, condenando todas las curaciones supersticiosas y 
el consumo de peyote. En particular, prohibió, bajo pena de 
25 


azotes, “todas las representaciones al vivo de la Pasión de 
Cristo nuestro Redentor, Palo de volador, danzas de Santia- 
guito... representaciones de Pastores y Reyes” .28 Una opi- 
nión muy similar fue adoptada en 1792 por un recién nom- 
brado párroco de Santiago Tlatelolco, quien propuso “una 
gran reforma en punto de imágenes porque hay innumera- 
bles, indecentísimas, feísimas y ridiculísimas, que lejos de 
excitar la devoción sirven de mofa e irrisión” .29 El abismo 
que separaba a la nueva camada de clérigos ilustrados de la 
religión popular de la época barroca quedó inmejorable- 
mente expresado por el párroco de San Pedro Paracho, en 
Michoacán, quien confesó que, aunque no comprendía el ta- 
rasco, le parecían inaceptables las celebraciones de Semana 
Santa, ya que se escogía a un indio para representar a Cristo 
y le pintaban el cuerpo con los signos de la Pasión, “los cla- 
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vos señalados, el rostro bañado en sangre, espaldas y cuer- 
po”, y se le mantenía cautivo desde el Jueves Santo hasta el 
mediodía del Viernes Santo, cuando lo llevaban ante Pilato 
y Herodes: la ceremonia se hablaba sólo en tarasco. Añadió 
que obviamente todo se efectuaba “al arreglo de la Pasión 
pero malsonante a mi modo de pensar, así que no veo cosa 
que a ellos los muevan, ni aún en lo exterior, a devoción, co- 
mo por la mofa que contemplo entre estos bárbaros cuando 
de casa en casa andan preguntando por Jesús Nazareno”. Su 
predecesor había tratado de excluir esta práctica pero temió 
165 


provocar un motín, “siendo ellos tan tenaces y férreos en 
sus costumbres”. 30 El hecho de que el sacerdote en cues- 
tión fuese un español peninsular acentuó, sin duda, su sen- 
tido de enajenación ante sus feligreses aborígenes; pero la 
opinión criolla “ilustrada” iba avanzando en la misma direc- 
ción. 

En sus pastorales, el arzobispo Lorenzana reconoció que 
“los indios tienen un alma tan noble como los demás euro- 
peos”, pero luego pidió que se les enseñara 


“la doctrina christiana, no sólo en su idioma, sino princi- 
palmente en castellano”. 


Después de todo, ¿cómo podía “el mexicano, por sí escaso 
y bárbaro”, compararse con el hebreo y el latín? “¿Quien sin 
capricho dejara de reconocer que así como su nación fue 
bárbara, lo fue y es su idioma? ”31 Su amigo y colega, el 
obispo Fabián Fuero de Puebla, publicó un edicto en que 
prohibía que el clero parroquial empleara otro idioma que el 
castellano en sus tratos con los indios. En una cédula risible 
exigió que en un año se enseñara el español a todos los ni- 
ños indios y que en un periodo de cuatro años todos los in- 
dios de su diócesis pudiesen recitar su catecismo en este 
idioma.32 En 1803, el nuevo obispo de Oaxaca, Antonio Ber- 
gosa y Jordán, emitió una pastoral en que reprochaba a su 
grey “estar conservando vuestros toscos y desconocidos 
idiomas”, y sostuvo que, con 18 lenguajes diferentes, Oaxaca 
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se asemejaba a la Torre de Babel. 33 Observó que “una de 
las mayores astucias del Demonio... ha sido siempre impedi- 
ros el uso de nuestra lengua castellana”, y advirtió a sus 
súbditos indios que abandonaran sus “bárbaras” lenguas, 
que les habían impedido avanzar en el conocimiento cristia- 
no y la civilización. Esta diferencia entre los misioneros del 
siglo XVI y los ilustrados jerarcas de finales del siglo XVI! 
se reveló con insuperable claridad en sus contrastantes acti- 
tudes hacia el empleo de las lenguas indias en el ministerio 
pastoral de la Iglesia. 


Sin embargo, en todo momento, los clérigos se escandali- 
zaron por la forma exuberante y la frecuente embriaguez 
con que el pueblo celebraba las ocasiones religiosas. En 
1774, el recién instalado cura secular de la ex parroquia 
agustina de Yuririapúndaro quedó horrorizado por el modo 
en que por el pueblo se paseó la imagen de La Purísima 
Concepción, albergada en la capilla del hospital, durante 15 
días por los poblados y ranchos circundantes antes de vol- 
ver, para el día de su fiesta el 8 de diciembre.34 En todos los 
puntos de este viaje se celebraron procesiones por la noche, 
a la luz de las velas y con acompañamiento de música y 
danzas que duraban hasta romper el día. Tan popular se ha- 
bía vuelto la ocasión que llegaba gente hasta de Valladolid 
para participar en las celebraciones, con el lamentable re- 
sultado de “hurtos de mujeres, desfloramientos, deshonras 
entre casados..... Escandalizado por estas escenas de embria- 
guez, el cura fue en caballo hasta Pinícuaro, acompañado 
por el alcalde, determinado a dispersar la muchedumbre a y 
limpiar la plaza de los puestos en que se vendían alimentos 
y bebidas. Pero sus esfuerzos contra tales excesos tuvieron 
muy poco éxito, pues entre los indios “el principal que en 
ellos reina es el de la desobediencia y casi no 166 

se reducen a cosa alguna de la que se les manda, y esto 
con una apariencia de hipocresía, que parecen unos santos”. 
Según otras quejas, aunque el propósito aparente de la pro- 
cesión era pedir limosna, de los 200 pesos recabados sólo 47 
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fueron a parar a manos del cura. Al escuchar estas quejas, 
el obispo de Michoacán prohibió sumariamente la celebra- 
ción y los bailes, pese a las protestas del gobernador indio, 
quien intentó defender unas prácticas “que tan de inmemo- 
rial tiempo hemos acostumbrado”. 


En 1792, el virrey recibió una misiva anónima que denun- 
ciaba la feria celebrada en Pátzcuaro el Domingo de Palmas 
y los tres días siguientes de la Semana Santa. A este aconte- 
cimiento asistían comerciantes llegados de fuera y muchos 
labradores del distrito circundante, que iban “con sólo el fin 
de obrar iniquidades”. 35 Había cocinas abiertas en la plaza 
mayor, donde la gente se ponía a comer, desentendéndose 
de la Cuaresma, y a beber en exceso, de modo que, al termi- 
nar, había hombres tirados por el suelo. Eran comunes las 
peleas, las heridas y los robos. Como respuesta a esta acu- 
sación, el cabildo de la ciudad explicó que la feria se remon- 
taba, en el tiempo, hasta la fundación de la ciudad. 


Negó que el desorden fuera tan grande, haciendo ver que 
desde hacía años no ocurría ningún asesinato. La gente acu- 
día a Pátzcuaro a comprar alimentos y ropa fabricados en la 
Nueva España, y luego se retiraba a sus propios pueblos pa- 
ra las celebraciones del Jueves Santo y del Viernes Santo. 
Pero también insistió que la fecha de la feria tenía una sig- 
nificación religiosa, pues “los primeros vecinos de ella de- 
seosos del bien de las almas, dispusieron con santo zelo el 
que los dueños de minas, trapiches y haciendas diesen pun- 
to a el trabajo en la Semana de Dolores, para que los opera- 
rios pudiesen occurrir a esta ciudad en la Semana Santa, y 
con el pretexto de los avíos, oyesen la palabra de Dios y que 
al mismo tiempo se confesasen”. Sin dejarse impresionar 
por esta defensa de la antigua práctica, el fiscal real en Mé- 
xico expresó su desazón al saber que los labradores abando- 
naban su trabajo durante la Semana Santa para embriagar- 
se, y sugirió que lo mejor sería suprimir la feria. Sin embar- 
go, cuando el intendente indicó que si se abolía la feria sería 
necesario encontrar otros modos de dar alimentos y ropa a 
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la gente de los campos, y que la real hacienda sufriría una 
pérdida de ingresos, el abogado retiró su propuesta, dejando 
que los magistrados de la ciudad supervisaran las festivida- 
des con mayor rigor. 


Donde puede observarse con toda claridad el cambio de 
la actitud clerical es en su reacción al asunto —relacionado 
con lo anterior— de celebrar ferias los domingos y de traba- 
jar los domingos. En 1793, los comerciantes de Guanajuato 
recibieron autorización del obispo para vender cualquier ti- 
po de artículo después de la misa solemne en la parroquia 
hasta las dos de la tarde, licencia concedida a cambio de ha- 
ber aceptado ellos las mayordomías de las principales cofra- 
días, cubriendo cualquier déficit que hubiese en el costo de 
las funciones litúrgicas. 36 

En 1800 y en 1806 los propietarios, primero de la mina de 
la Valenciana y luego de la mina de Rayas, obtuvieron per- 
miso del obispo para emplear albañiles en la 167 


construcción y el mantenimiento de sus nuevos pozos ge- 
nerales los domingos y otras “fiestas de guardar”. El párroco 
de la ciudad, Dr. Antonio Lavarrieta, aceptó sus solicitudes 
pues en esos días “la gente del pueblo se entrega a embria- 
guez, juegos y liviandades...” hasta tal punto que ocurrían 
más asesinatos los días de fiesta que durante la semana la- 
boral. 37 Como respuesta, el obispo permitió trabajar los 
domingos siempre que en la misa el sacerdote explicara al- 
gún punto de la doctrina cristiana. Un problema muy seme- 
jante surgió en el pequeño campamento minero de Angan- 
gueo donde, desde su descubrimiento, había sido costumbre 
celebrar ferias los domingos y fiestas de guardar, pagando a 
los trabajadores pero obligándolos a laborar en los molinos 
de refinamiento y en operaciones de desagúe durante las 
noches de esos días. En 1805, los mineros y los comercian- 
tes pidieron una licencia al obispo para continuar con esta 
práctica ya establecida, señalando que gracias a sus limos- 
nas la iglesia del lugar ya estaba casi completa. Aunque en 
un principio el fiscal diocesano titubeó, por temor a que la 
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impía opinión —”de aquellos que en el día discurren con li- 
bertad filosófica, gravamen indebido y dictado por la codi- 
cia de la Iglesia”— pudiera acusar al obispo de vender la li- 
cencia a cambio de las almas, a fin de cuentas se decidió 
permitir que continuaran tales prácticas, a condición de que 
se obligara a los obreros a asistir a misa.38 


En Irapuato, los comerciantes abrían sus tiendas y ven- 
dían toda clase de artículos los domingos y fiestas de guar- 
dar, a cambio de lo cual se encargaron de las mayordomías 
de la parroquia, cubriendo los costos del culto. Cuando esta 
costumbre fue denunciada como pretexto “para cometer con 
mayor desenfreno la vil y reprobada usura”, los curas del lu- 
gar reconocieron que era un escándalo que hubiese tiendas 
permanentemente abiertas, pero dijeron que esa práctica 
era antigua y ya conocida. Empero, también notaron que los 
comerciantes a veces se oponían resueltamente a ser nom- 
brados mayordomos: “Se ofrecen contestaciones muy duras 
y vergonzosas para los ministros: en la designación de cual- 
quiera mayordomía se exponen a una ignominia los eccle- 
siásticos”. La solución sería cerrar las tiendas todos los do- 
mingos y fiestas de guardar, liberando a los comerciantes de 
su obligación de servir de mayordomos, sobre todo porque 
las funciones para las que aportaban fondos a veces eran 
causa de desórdenes populares.39 En 1806 el obispo ordenó 
que en adelante sólo pudieran venderse alimentos en Ira- 
puato los domingos y fiestas de guardar, y liberó a los co- 
merciantes de la obligación de servir de mayordomos. 

Los gastos y la pompa con que las cofradías desfilaban 
con sus imágenes durante la Semana Santa y otras festivida- 
des atrajeron la condenación de las autoridades civiles tanto 
como de la jerarquía católica. Fue un verdadero parangón 
de déspotas ilustrados, el virrey Revillagigedo el Menor, 
quien en 1794 


criticó con encono las procesiones de la Semana Santa de 
la ciudad de México, donde las principales cofradías lucían 
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sus pasos, llevando imágenes de sus patronos o escenas de 
la Pasión, seguidos por numerosos cofrades vestidos de 168 


Nazarenos o armados como soldados romanos. Se quejó 
de que el populacho gastara su dinero en alquilar ropajes y 
armas, para lo cual contraían deudas, descuidaban a sus fa- 
milias y luego no podían pagar sus tributos a la Corona. Las 
procesiones exponían la religión al ridículo. En el futuro, 
decretó, no se llevarían uniformes ni armas: este decreto 
puso fin a prácticas que aún se observaban en Sevilla y en 
otras partes de España. 40 La condición colonial de México 
lo convirtió, así, en un verdadero laboratorio de la reforma 
liberal. 


Muchos clérigos ilustrados compartían los prejuicios de 
los funcionarios seculares que ya no estaban dispuestos a 
tolerar la mezcla de celebración temporal y espiritual, tan 
característica del catolicismo barroco. En León, en 1804, el 
Dr. Tiburcio Camiña lamentó que durante la Semana Santa 
las procesiones que salían de los suburbios y de los dos pue- 
blos indios de San Miguel y de Cuisillo eran ocasión de “una 
verdadera prostitución vergonzosa no sólo a un pueblo Ca- 
tólico, sino también a cualesquiera país, que estuviese pene- 
trado con una leve tintura de la verdadera religión y de la 
santidad de aquellos días”. 41 Las procesiones salían de sus 
capillas a las ocho o nueve de la noche y no volvían hasta 
las dos de la mañana. La promiscuidad de los sexos en la os- 
curidad iba acompañada por embriaguez, robos, riñas, vio- 
laciones y maldiciones, por lo que el Demonio podía darse 
vuelo en los que habrían debido ser los días más santos del 
calendario. El año anterior, él había tratado de hacer que las 
imágenes salieran más temprano, pero “me vi precisado a 
retirarme a casa por no exponer mi autoridad ni mi persona 
a un ultraje indecoroso”. Camiña pidió al obispo que impi- 
diera todas esas procesiones, autorizando sólo las imágenes 
que salían de la parroquia y de la capilla de la Tercera Or- 
den Franciscana, ya que éstas salían y retornaban a hora 
temprana. Una ventaja de esta prohibición sería que los ma- 
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yordomos responsables de los costos y de la organización 
de las procesiones ya no estarían expuestos a caer en la po- 
breza que a veces causaban tales oficios. Como respuesta, el 
obispo San Miguel suspendió todas las procesiones de imá- 
genes de las capillas menores de la ciudad y pidió al inten- 
dente de Guanajuato que diese instrucciones al subdelegado 
de León para que ayudara al cura a imponer este decreto. 
Dos años después, tras muchas apelaciones, se dio licencia 
para reanudar las procesiones, pero a condición de que ter- 
minaran a las ocho de la noche. 


La creciente fisura entre la opinión clerical y la religión 
popular quedó inmejorablemente ilustrada en Silao, donde, 
en 1793, el obispo San Miguel prohibió sumariamente la 
procesión de las imágenes durante la Semana Santa. 


Ya conocemos los motivos de esta decisión: las procesio- 
nes causaban excesivos gastos a los indios y producían em- 
briaguez y desórdenes. Las imágenes mismas eran “indecen- 
tes por la mayor parte en su estructura y mucho más inde- 
centes en su adorno”, y por ello ponían en ridículo la reli- 
gión. Al populacho no le gustaban las procesiones silencio- 
sas y devotas sino que, antes bien, para él eran ocasiones 
que satisfacían su inclinación “al bullicio, a la ostentación 
pueril y a las juntas 169 


perniciosas” .42 Como podía esperarse, su decreto provo- 
có protestas. Los alcaldes notaron que muchas familias deci- 
dieron pasar la Semana Santa en otros lugares, por lo que el 
comercio en estos periodos había declinado. El administra- 
dor de las alcabalas declaró, en apoyo de esta protesta, que 
en 1788 tres predicadores misioneros del colegio de Santa 
Cruz habían contribuido a reformar al populacho y que des- 
de entonces las procesiones se habían organizado de día y 
no por la noche, como antes ocurriera. 

Sin embargo, lo que hace insólito este caso no es la prohi- 
bición y el prejuicio del obispo sino, antes bien, la defensa 
compuesta por los mayordomos de las cofradías, quienes 
declararon ser tributarios indios, ladinos en la lengua caste- 
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llana, y que representaban a los gremios de artesanos de Si- 
lao. Se quejaron de que los campesinos, rancheros e indios 
que solían asistir a las celebraciones de la Semana Santa en 
Silao ya no venían a la ciudad, sino que buscaban lugares 
más lejanos, donde aún se celebraban procesiones. Esto ha- 
bía perjudicado al comercio. Y, de no menos importancia, 
afirmaron que la fe del pueblo común estaba enfriándose, 
por carecer del estímulo del espectáculo y de la representa- 
ción física. En un pasaje que merece copiarse íntegramente, 
expusieron su argumento contra las prohibiciones del clero 
jansenizante 


[...] que la devoción de los fieles, principalmente de los 
pobres ignorantes, se va entibiando notablemente y acaso 
ha quedado solo en una sombra y de hay necesariamente es 
fuerza que se siga mayor relajación de costumbres, por el 
mismo caso de que les faltan estas vivas representaciones o 
imágenes, que son las que les causan impresión para que 
formen algún concepto o idea de los sublimes misterios de 
la religión porque su rusticidad e ignorancia, muchas veces 
no cede, o se da vencida a la explicación de las palabras, por 
muy claras que sean, si a esto también no se les añade un 
objeto que se les entre por la vista o que pueda acomodarse 
para tocarlo con lo material de los sentidos, mejor que com- 
prehenderlo por medio del discurso o de qualesquiera otra 
operación o entendimiento: que es decir en dos palabras, 
que lo que no se les puede hacer percibir porque tienen ta- 
piadas las puertas del discurso, se les entra por los sentidos, 
y así se consigue que formen algún concepto de los miste- 
rios de la religión. De esta verdad pueden ser téstigos fide- 
dignos todos los curas y confesores, pues por más que se 
predique y se explique al pueblo, con las palabras más rura- 
les, o con el más claro y vulgar catecismo, siempre se en- 
cuentra en la gente de la plebe una crasísima ignorancia de 
los misterios de la religión, no por falta de enseñanza y doc- 
trina de los pastores, pues es bien notorio su celo, sino por 
falta de comprehensión de las ovejas. 
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Aquí, en el lenguaje sencillo, a veces con mala gramática, 
de estos aculturados artesanos indios del Bajío, encontra- 
mos un claro eco de la doctrina misionera que se derivó del 
siglo XVI Los primeros mendicantes que llegaron a México 
pronto se convencieron de que la mejor manera —si no la 
única— de convertir a los indios al cristianismo, y conser- 
varlos en él, sería haciendo hincapié en la liturgia colectiva 
y no en la moral individual. Los grandes misterios de la Pa- 
sión y la vida de Cristo se pintaban y se representaban en 
incontables variaciones y ceremonias. Tal fue una lección 
que el clero ilustrado de finales del siglo XVIH 170 


decidió pasar por alto, más convencido de la necesidad de 
un buen gusto y una sobria piedad. Mientras que la cultura 
barroca del catolicismo tridentino tardío había logrado unir 
la élite intelectual y las masas en una devoción común y un 
igual deleite estético, por contraste, su rechazo produjo una 
creciente división entre las ideas cultivadas y la religión po- 
pular. 


San Miguel también suspendió, en 1803, las procesiones y 
los pasos que se representaban en diversos poblados del Ba- 
jío la víspera de la Navidad, pues las multitudes que asistían 
a estas funciones querían “convertir este devoto acto en es- 
pectáculo escandaloso”. En el futuro, sólo se permitiría sa- 
car en procesión la imagen de la Virgen María, acompañada 
por los fieles, llevando velas. Dos años después, el subdele- 
gado de Celaya protestó, diciendo que esta prohibición ha- 
bía causado gran descontento, ya que la Navidad era una 
fiesta popular y que desde una distancia de 10 leguas acudía 
gente a celebrarla en la ciudad. Había sido la costumbre que 
por las calles desfilaran varios pasos o imágenes sobre ca- 
rretas, 


“representando vivamente en carros graciosamente ador- 
nados varios pasos... 

visten niños de ambos sexos de imágenes y pastores... 
magos”. Esta solicitud tuvo éxito temporal, ya que el obispo 
concedió una licencia para la procesión, siempre que los ni- 
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ños fuesen adecuadamente vestidos, en particular los que 
representaban a Adán y Eva, y que la función terminara a 
las 9 de la noche. Pero en 1807, después de nuevas quejas de 
un clérigo local, quien afirmó que esas imágenes despresti- 
giaban a la religión —citó el atuendo de los Reyes Magos y 
la decapitación de los Santos Inocentes como principal cau- 
sa de frivolidad—, todo desfile de esta naturaleza quedó su- 
mariamente prohibido en la diócesis. 43 Sin embargo, para 
satisfacer la demanda popular de celebraciones, al magistra- 
do municipal de Salvatierra se le ocurrió una ingeniosa 
componenda, por la cual autorizó “un paseo civil”, en que 
una cabaña iba sobre una carreta acompañada por pastores 
bailando, sin imágenes ni figuras sagradas. Las autoridades 
diocesanas no tuvieron más remedio que aprobar esta diver- 
sión secular, simplemente estipulando que la carreta y los 
danzantes partieran después de que la procesión del rosario 
hubiese entrado en la iglesia. Así, la conclusión de esta cam- 
paña episcopal contra la manifestación pública de la reli- 
gión popular consistió en efectuar una clara distinción entre 
las esferas de la religión y las diversiones seculares. 
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En 1805, el fiscal del Consejo de Indias recibió la denun- 
cia de una elaborada procesión anual que había sido organi- 
zada en años recientes por un importante prebendario del 
cabildo eclesiástico de México, con el propósito de pedir li- 
mosnas para obtener la canonización del beato Felipe de Je- 
sús, mártir franciscano, nacido en México, quien fue marti- 
rizado en el Japón. 44 Según el 171 


informante, la procesión, que iba de la catedral al conven- 
to de San Francisco, comenzaba con 15 imágenes del mártir, 
transportadas por los gremios de la ciudad, con unos pasos 
acompañantes que mostraban escenas de su vida, algunas 
de las cuales eran sumamente grotescas, con un Demonio 
con cuernos y cola, vestido a la última moda, y un verdugo 
chino con una gorra de jacobino. 
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Venían después las comunidades religiosas, la universi- 
dad, el cabildo de la catedral con su coro y el cabildo civil de 
la ciudad con tres bandas y un piquete de soldados; todos 
ellos desfilaban por las calles, alineadas con carrozas y ates- 
tadas de gente. Huelga decir que el fiscal deploraba que tan 
ridículo espectáculo se diera en una capital tan civilizada 
como la de México. Pedía que se diera una reprimenda al 
prebendario, que se suspendiera la petición de limosnas y se 
impidiera la procesión. Sin embargo, en este caso, el Conse- 
jo de Indias decidió atender a los comentarios del virrey y el 
arzobispo; ambos recomendaron cautela. Y es que el pre- 
bendario, José Joaquín Ladrón de Guevara, era hijo de un 
venerable regente criollo de la Audiencia, apoyado por el 
cabildo de la ciudad y por la universidad, bastiones ambos 
de los intereses criollos. Además, los párrocos de la catedral 
avisaron que la causa de Felipe de Jesús contaba con un di- 
fundido apoyo entre el pueblo, y todo intento de prohibir la 
procesión podría causar disturbios. El propio Guevara acla- 
ró, acaloradamente, que todos los americanos veneraban a 
su compatriota mártir y vivían con la esperanza de ver que 
su país contara con un santo americano. A la luz de estos 
informes, las autoridades diocesanas decidieron permitir 
que continuaran las procesiones. 
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TERCERA PARTE 

LOS OBISPOS Y EL CABILDO 
173 

L LA CATEDRAL Y LA DIÓCESIS 
1 


EN 1803, la Corona emitió una real cédula que invitaba a 
las partes interesadas a presentar sus opiniones acerca del 
proyecto —propuesto formalmente por el fiscal del Consejo 
de Indias, Ramón de Posada— de crear tres nuevos obispa- 
dos en la Nueva España, basados respectivamente en Vera- 
cruz, Acapulco y San Luis Potosí.1 Un ex canónigo de la ca- 
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tedral de Valladolid, Manuel de Iturriaga, presentó ciertos 
cálculos del ingreso del diezmo, en que afirmaba que las 
diócesis de Puebla, México y Michoacán habían gozado de 
un ingreso comparable, entre 320 000 y 360 000 pesos du- 
rante el decenio de 1790. Una vez distribuido entre el obispo 
y el cabildo, este ingreso producía estipendios de más de 6 
000 pesos para los canónigos de la catedral: remuneración 
notablemente generosa si se consideraba que los 12 inten- 
dentes que gobernaban la Nueva España también recibían 6 
000 pesos. Pero Iturriaga, quien había renunciado a su pues- 
to para ingresar en el recién establecido Oratorio de Queré- 
taro, su ciudad natal, afirmó que no había razón para que 
estos clérigos disfrutaran de tan altos estipendios. 


El país estaría mucho mejor servido si el ingreso del diez- 
mo se dedicara a crear cinco diócesis, basadas respectiva- 
mente en Querétaro; San Luis Potosí; en Córdoba o Jalapa u 
Orizaba; a lo largo de la costa norte de Veracruz, incluyendo 
los cerros de la Huasteca; y a lo largo del Pacífico, con capi- 
tal en Acapulco, Chilapa o Chilpancingo. De hecho, Iturria- 
ga aceptó las propuestas de Posada, pero sugirió dividir la 
provincia de Veracruz en dos diócesis, y buscó un obispo 
para su ciudad natal. 2 

El argumento en favor de un nuevo obispado fue expues- 
to con toda energía por el cabildo de la ciudad de San Luis 
Potosí, el cual afirmó que por razón de la distancia (100 le- 
guas desde Valladolid) los residentes casi nunca veían a su 
obispo. Cierto, el siempre concienzudo obispo San Miguel 
había llegado en 1791, pero sólo para una “visita relámpa- 
go”, en la que había confirmado nada menos que a 21 000 al- 
mas en 20 días. Sin embargo, la ciudad era ya la capital de 
una vasta intendencia, que albergaba cinco conventos y 
“tiene una hermosa parroquia de tres naves, que por su bue- 
na construcción y adornos puede servir de catedral”. La ciu- 
dad tenía mucho que ganar con la presencia de un obispo, 
especialmente con la provisión de un seminario, pues hasta 
entonces sus hijos tenían que emigrar al sur en busca de 
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educación. 3 San Luis no era la única ciudad que presentaba 
sus reclamaciones, pues en la intendencia de Guanajuato, la 
ciudad de Celaya también solicitó un obispo, arguyendo que 
sus ricas tierras 174 


agrícolas y su universidad franciscana harían de ella una 
capital diocesana más idónea que el propio Guanajuato que, 
como todos los centros mineros, estaba expuesto a una de- 
cadencia cíclica. Lo que el cabildo no mencionó fueron los 
superiores derechos de la vecina ciudad de Querétaro, situa- 
da en la diócesis de México, que poseía una auténtica gala- 
xia de conventos y colegios, para no mencionar una próspe- 
ra industria textil y una fábrica de tabaco que era monopo- 
lio del estado.4 

Como podía esperarse, esas proposiciones provocaron 
una inmensa oposición de los intereses creados. En realidad, 
la diócesis del centro de México había conservado intactas 
sus fronteras desde el siglo XVI, y la creación de nuevos 
obispados en Monterrey (1777) y Hermosillo (1779) no ha- 
bía afectado grandemente sus ingresos. La protesta más vi- 
gorosa procedió del recién llegado obispo de Puebla, Ma- 
nuel Ignacio González del Campillo, quien escribió directa- 
mente al principal ministro de España, Manuel Godoy, in- 
sistiendo en que la pérdida de los ricos distritos agrícolas 
que circundaban las tres ciudades de Jalapa, Córdoba y Ori- 
zaba arruinaría a la catedral y su cabildo. En todo caso, el 
puerto de Veracruz tenía mala fama por su clima malsano y 
pronto sería “el sepulcro y osario de los obispos, cabildos y 
ministros”. Rechazando el razonamiento de Iturriaga de que 
era excesivo el estipendio del cabildo, afirmó que la existen- 
cia de tales puestos era estímulo importante para el clero 
parroquial que aspiraba, en pleno, a ver sus devotos servi- 
cios coronados por la categoría y los altos ingresos de una 
canonjía en la catedral. 5 No que él fuese enteramente 
opuesto a la reforma, pues aceptó el argumento de una nue- 
va sede, centrada en Chilapa, porque virtualmente ningún 
prelado de Puebla o de México había visitado jamás la mon- 
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tañosa región costera que abarca el actual estado de Guerre- 
ro. 


Pero la diócesis más expuesta a un desmembramiento era 
la de Valladolid, en Michoacán, ya que su vasta región abar- 
caba los actuales estados de San Luis Potosí, Guanajuato, 
Michoacán y partes de Guerrero. Ya en 1794 había perdido 
11 


parroquias que habían pasado a manos de la vecina dió- 
cesis de Guadalajara: transferencia ordenada por la Corona 
pese a las vigorosas protestas del obispo San Miguel, para 
alinear los límites meridionales de la intendencia y el obis- 
pado de Guadalajara. Esta medida hizo que la sede de Valla- 
dolid perdiera lo que se calculó en 28 532 pesos de ingresos 
por diezmos. 6 Ante la amenaza de una verdadera partición, 
el obispo San Miguel envió una extensa propuesta a la Co- 
rona, documento que obviamente fue escrito por su hombre 
de confianza, Manuel Abad y Queipo. Tomando una visión 
de conjunto de las propuestas, rechazó las proyectadas dió- 
cesis de Veracruz y de Acapulco alegando que serían inne- 
cesarias y ruinosas para Puebla. En cambio, sugería crear 
una diócesis que incluyera la Sierra Gorda, al norte de Que- 
rétaro, la Huasteca, Río Verde, Valle de Maíz y la costa del 
norte de Veracruz, territorios en que aún estaban en activi- 
dad misioneros franciscanos y que casi nunca recibían la vi- 
sita de un obispo. 7 Pero 175 


rechazó categóricamente el establecimiento de una nueva 
sede en San Luis Potosí porque Valladolid perdería ingresos 
y porque la carga de mantener al obispo y los canónigos 
arruinaría esa ciudad, que ya había tenido su número exce- 
sivo de clérigos, especialmente ahora que sólo le quedaba 
una población de unos 14 000 habitantes y unas 100 familias 
que vivían en confortable respetabilidad. Sin embargo, pese 
a estas protestas, casi no hay duda de que Posada e Iturriaga 
tenían razón al afirmar que las diócesis del centro de Méxi- 
co eran demasiado grandes y que los obispos y cabildos per- 
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cibían ingresos excesivos que mejor habrían podido em- 
plearse en otra parte. 


2 


La iglesia catedral de Valladolid estaba formada por el 
obispo y el cabildo, que en conjunto administraban la cate- 
dral y los diezmos eclesiásticos de que se mantenía. Aunque 
el obispo era el único gobernante de la diócesis, el cabildo 
afirmó que era su senado y su consistorio sagrado y que 
formaba un solo cuerpo con su cabeza, el obispo. Cuando 
morían los obispos, el cabildo gobernaba la diócesis hasta 
que fuera instalado un nuevo prelado, y de esta manera “el 
cabildo, sede vacante, succede en la jurisdicción ordinaria 
del obispo no por privilegio ni por delegación sino por dere- 
cho común”. Las excesivas protestas que la Iglesia mexicana 
presentó a la Corona acerca de amenazas a la inmunidad del 
clero y a su administración del diezmo, habían sido redacta- 
das por los obispos y cabildos de las principales diócesis y 
no sólo por los obispos.8 Así como la Santa Sede de Roma 
aún se compone del papa y de sus cardenales, en el siglo 
XVIII cada iglesia catedral formaba un organismo corporati- 
vo, un colegio sacro, y su preeminencia quedaba demostra- 
da por la grandeza de su catedral, por la compleja pompa 
con que celebraba el oficio divino y por la sabiduría y dis- 
tinción de sus miembros. Aunque el cabildo no poseía nin- 
gún derecho corporativo a intervenir en el gobierno dioce- 
sano, en la práctica el obispo integraba su curia, sus cortes y 
sus funcionarios entre los miembros más importantes del 
cabildo, confirmando así el carácter corporativo de la auto- 
ridad eclesiástica. Además, como muchos de los obispos de 
la época eran viejos y enfermos, las principales figuras del 
cabildo eran las que aportaban la continuidad y a la vez la 
experiencia al gobierno de la diócesis. 

Mientras que en los siglos XVI y XVII se reclutaba a los 
obispos en números aproximadamente iguales entre las ór- 
denes religiosas y el clero secular, en el siglo XVI! sólo hu- 
bo dos religiosos entre los 13 obispos que gobernaron Mi- 
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choacán en el periodo 1700-1815. Todos ellos fueron espa- 
ñoles peninsulares, pero en su mayoría habían servido en 
otros lugares de América antes de instalarse en Valladolid. 9 
En el periodo que estudiamos ocuparon el cargo los siguien- 
tes prelados: 

176 

Martín de Elizacoechea 

1745-1756 

Pedro Anselmo Sánchez de Tagle 

1758-1772 

Luis Fernando de Hoyos y Mier 

1773-1775 

Juan Ignacio de la Rocha 

1777-1782 

Antonio de San Miguel Iglesias 

1784-1804 

Marcos de Moriana y Zafrilla 

1809 

Manuel Abad y Queipo (obispo electo) 

1810-1815 

De ellos, Elizacoechea y Sánchez de Tagle habían sido 
obispos de Durango antes de la transferencia a Valladolid; 
Hoyos y Rocha habían sido dignatarios del cabildo de la ca- 
tedral de México, y San Miguel había sido obispo de Coma- 
yagua en la América Central, desde 1779. Por contraste, 
Moriana al parecer llegó directamente de España, y Abad y 
Queipo fue el hombre de confianza de San Miguel durante 
20 años e ingresó en el cabildo en calidad de canónigo antes 
de ser nombrado obispo por la Regencia que gobernó Espa- 
ña en 1810, aunque su nombramiento nunca fue confirmado 
canónicamente. San Miguel difería de otros prelados de este 
periodo en que era un monje jerónimo, y había actuado co- 
mo padre general de su orden en España. 
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Una consecuencia de que la Corona hiciera que sus nom- 
bramientos en Michoacán fuesen la culminación de ciertas 
carreras eclesiásticas fue que la mayoría de los obispos de 
este periodo eran viejos, frecuentemente enfermos y a me- 
nudo incapaces ya de cumplir con sus deberes. En particu- 
lar, la obligación de hacer visitas a la diócesis y de confir- 
mar a los fieles resultó, a veces, una carga excesiva. En 1756, 
el obispo Elizacoechea, por entonces de 77 años, pasó ocho 
meses en una prolongada visita a las parroquias del Bajío, 
experiencia que le dejó 

“tan quebrantada la salud” que falleció dos meses después 
de haber retornado a Valladolid. También los obispos Hoyos 
y Rocha murieron en haciendas mientras hacían sus respec- 
tivas visitas a Celaya y a San Miguel el Grande. 10 En 1771, 
Sánchez de Tagle informó a la Corona que él iba a cumplir 
80 años y estaba ya tan enfermo que apenas podía celebrar 
misa. Pedía que el Dr. Pedro Juarrieta, su vicario general y 
provisor, fuese nombrado obispo auxiliar. Ya Juarrieta, vas- 
co de Navarra, graduado en derecho en la ciudad de México, 
le había ayudado enormemente en la controversia por la se- 
cularización de las parroquias mendicantes, aplacando los 
efectos de la expulsión de los jesuitas. Sin embargo, su peti- 
ción no fue atendida y el obispo falleció poco después. 11 
Pero una propuesta similar llegó de fray Antonio de San 
Miguel, quien, después de su llegada en 1784, se encontró 
tan enfermo que propuso que su deán, José Pérez Calama, 
fuese nombrado obispo auxiliar. También esta sugestión fue 
desatendida y en 1799 San Miguel reiteró su propuesta, su- 
giriendo ahora como mejor candidato a Juan Antonio de Ta- 
pia, su vicario general y provisor.12 Esta vez las autoridades 
de Madrid atendieron la petición, pero en cambio designa- 
ron auxiliar a Benito María de Moxo y Francoli, distinguido 
clérigo catalán. Sin 177 

embargo, cuando Moxo llegó a México y fue consagrado, 
San Miguel ya había muerto, y poco después Moxo partió 
hacia la América del Sur para ser instalado como arzobispo 
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en Charcas. 13 Vemos así que el resultado de nombrar pre- 
lados ancianos fue dejar al cabildo como auténtico goberna- 
dor diocesano durante varios años consecutivos. 


En la segunda mitad del siglo XVIII la diócesis de Micho- 
acán fue gobernada por dos obispos notables, Pedro Ansel- 
mo Sánchez de Tagle y fray Antonio de San Miguel Iglesias. 
Como lo hemos visto, el primero adoptó una política de “lí- 
nea dura” hacia los mendicantes, intentando no sólo secula- 
rizar sus parroquias sino también expropiarles sus fincas. 
Pero también dedicó sus ingresos episcopales a la construc- 
ción de un magnífico seminario tridentino y de la iglesia de 
San José en Valladolid. Retoño de una noble familia de San- 
tillana del Mar, estaba emparentado con prósperos comer- 
ciantes y mineros de la Nueva España, y por haberse educa- 
do en el colegio mayor de San Bartolomé en Salamanca era 
ex condiscípulo de varios ministros de la Corona. 14 Menos 
se sabe de los antecedentes de San Miguel. Originario de 
Santander, había ingresado en la orden de los Jerónimos, 
llegando a Padre General antes de aceptar la diócesis de Co- 
mayagua. Como obispo, le tocó a él terminar el gran acue- 
ducto que aún adorna la ciudad de Morelia, y gozó de una 
reputación de verdadera santidad: consecuencia de sus ge- 
nerosas limosnas y su retiro de la sociedad. Mientras que 
Sánchez de Tagle aplicó con entusiasmo la política real, es- 
pecialmente porque iba dirigida, en gran parte, contra las 
órdenes religiosas, correspondió a San Miguel firmar varias 
abiertas protestas a la Corona, en defensa de los ingresos y 
los derechos del clero secular. 15 

Si los obispos pedían ayuda al cabildo para administrar la 
diócesis era porque estaba en manos de hombres de consi- 
derable talento, cultura y riqueza. Aunque la Corona se re- 
servaba el derecho de nombrar a todos los obispos y canóni- 
gos, para ciertos puestos era costumbre del cabildo presen- 
tar a las autoridades una lista de tres candidatos, indicando 
el número de votos en favor de cada quien. Al morir Vicen- 
te Gallaga en 1804, el cabildo invitó a los candidatos a so- 
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meterse a un examen para ocupar su puesto de canónigo pe- 
nitenciario, advirtiendo que la competencia estaba abierta a 
todos “los doctores y licenciados que se hubiesen graduado 
en las facultades de Teología sagrada y Derecho canónico”. 
Se dio aviso con seis meses de anticipación, y el anuncio 
circuló por todas las catedrales y universidades de la Nueva 
España. Después de escudriñar los documentos, tres candi- 
datos fueron elegidos para el examen, un ejercicio que con- 
sistía en exponer ciertos puntos de teología o de derecho ca- 
nónico ante el cabildo, reunido en la catedral, y después, 
responder a las objeciones planteadas por sus competidores. 


Sobre la base de esta extensa sesión se procedió a votar 
entre los dignatarios y canónigos del cabildo, y el resultado 
se envió a Madrid, acompañado por una epístola del asisten- 
te real, delegado de la Corona, en este caso el prior de los 
Carmelitas de Valladolid, que había sido nombrado por el 
intendente en 178 


funciones de vicepatrón. No se sabe claramente si este 
procedimiento se aplicaba a todos los puestos o sólo a algu- 
nos, sobre todo porque la Corona obviamente se reservaba 
el derecho de nombrar a los candidatos directamente desde 
España. 16 

A partir de 1737, el cabildo tenía sus miembros comple- 
tos; es decir, cinco dignidades, cinco canónigos de oficio, 
cinco canónigos de gracia, seis racioneros y seis medio ra- 
cioneros. Como en la mayoría de las catedrales europeas, 
los cinco dignatarios consistían en el deán, el arcediano, el 
chantre, el maestre de escuela y el tesorero.17 Una inspec- 
ción de las minutas compiladas por su secretario indica que 
el principal asunto entre las preocupaciones del cabildo en 
sus reuniones mensuales era la administración de la cate- 
dral y del diezmo. En realidad, era el cabildo el que gober- 
naba la catedral, considerando y decidiendo todas las cues- 
tiones relacionadas con su liturgia, sus finanzas, su escuela, 
coro y orquesta. 
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Además, tenía la responsabilidad del colegio de San Nico- 
lás, que se remontaba al siglo XVI, y también se encargaba 
de hacer nombramientos para los rectorados de Santa Fe, 
fundados asimismo por Vasco de Quiroga. Cada año, el ca- 
bildo votaba para nombrar a cierto número de funcionarios 
(clérigos habitualmente salidos de sus filas) que incluían a 
los superintendentes que trabajarían en el hospital de Valla- 
dolid y el colegio de San Nicolás, así como un juez y un cla- 
vero responsables de administrar los diezmos. 18 Hasta 
donde puede verse, los cinco dignatarios no ejercían ningún 
papel ex oficio en la administración diocesana: su participa- 
ción se derivaba del nombramiento del obispo y dependía, 
obviamente, de su competencia individual y de hasta qué 
punto gozaban de su confianza. Sin embargo, dentro de la 
catedral continuaban ciertas obligaciones tradicionales. El 
deán actuaba como presidente del cabildo y por lo general 
tenía a su cargo la celebración de la liturgia en la catedral. 
Era tarea del tesorero revisar el abasto y la compra de aceite 
para las lámparas del altar, las velas de cera, pan y vino que 
se usarían en el sacramento y la vestimenta de los celebran- 
tes. El chantre asumía la tarea de cuidar el coro, la orquesta 
y la escuela para jóvenes coristas. Pero no es claro lo que 
hacían el arcediano y el maestre de escuela, y aún menos 
clara es la distinción entre las dos clases de canónigos. 


Para comprender la estructura de la administración dio- 
cesana es necesario describir las obligaciones de los princi- 
pales funcionarios del obispo y establecer una clara distin- 
ción entre los negocios diocesanos y los de la catedral. En 
primer lugar, el obispo nombraba a un clérigo relativamente 
joven a servir en su secretaría de cámara y gobierno, lugar 
en que se despachaba su correspondencia privada y se aten- 
día a la emisión de títulos de nombramiento, licencias de 
confesar, la aprobación de constituciones de cofradías y el 
cobro de la pensión conciliar, contribución impuesta a todo 
el clero secular a fin de llevar fondos al Seminario Triden- 
tino. Vemos así que la oficina privada del obispo era la que 
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llevaba los registros del ingreso del clero parroquial. 19 Pero 
el funcionario principal de quien dependía el obispo era su 
vicario general y provisor, casi siempre un miembro vete- 
rano de su cabildo, quien como vicario general ejercía 179 


la autoridad ejecutiva delegada por el obispo, pero como 
provisor actuaba a su vez como juez, cuya jurisdicción (aun- 
que ejercida en nombre del obispo) no podía ser fácilmente 
afectada. En caso de un sacerdote pecador, que había abusa- 
do de sus feligreses indígenas, el fiscal promotor dijo al 
obispo que, empleando “o potestad política o canónica o go- 
bernativa”, podía moderar pero no alterar considerablemen- 
te el juicio del provisor. 20 El provisorato se desempeñaba 
como tribunal diocesano, que se encargaba de todos los ca- 
sos de matrimonio, acusaciones penales contra sacerdotes, y 
el embargo y la subasta de los bienes que se debieran a la 
iglesia. El tribunal contaba con un notario y un escribano, 
pero también empleaba los servicios del promotor fiscal, 
abogado canónico que como fiscal diocesano acusaba a los 
delincuentes y daba consejo al provisor. También recaía en 
él la tarea de dar sus opiniones jurídicas al obispo en todas 
las cuestiones de su jurisdicción, tanto en sus relaciones en- 
tre la Iglesia y la Corona como entre el obispo y el clero. Re- 
sidían en Valladolid, asimismo, al menos otros cuatro abo- 
gados canónicos llamados procuradores, quienes prepara- 
ban y presentaban los casos de sus clientes en los tribunales 
diocesanos. 21 

El segundo tribunal que formaba parte de la curia episco- 
pal era el juzgado de testamentos, capellanías y obras pías, 
establecido en su forma final tan sólo en 1768, que ejercía 
jurisdicción sobre últimas voluntades y testamentos, y al 
que se remitían los casos de herencias probadas o disputa- 
das. Sin embargo, esta jurisdicción, ya antigua, fue abrogada 
en 1784 cuando la Corona decretó que los tribunales reales 
se encargarían, en adelante, de todos los juicios testamenta- 
rios. 
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Pero el juez nombrado por el obispo aún administraba la 
creciente masa de capellanías y legados piadosos, nombraba 
capellanes para celebrar el número necesario de misas e in- 
vertía los fondos en préstamos seguros sobre propiedades, 
tanto rurales como urbanas. Cuando no se pagaran intere- 
ses, el juez tenía facultades para ordenar el embargo y la su- 
basta de fincas o casas. 


Como estos fondos eran considerables, el juzgado conser- 
vaba su propia arca dentro del palacio episcopal, donde pe- 
riódicamente se depositaban esos fondos. 


Como el vicario general, también el juez era nombrado 
por el obispo, pero no tenía que ser miembro del cabildo; lo 
ayudaban un notario y dos funcionarios menores. En los ca- 
sos de disputa, el promotor fiscal diocesano y los procura- 
dores presentaban los documentos al juez y los litigantes. 22 


Puesto que los obispos eran, a menudo, ancianos o enfer- 
mos, solían nombrar a un secretario de visita, que o bien los 
ayudaba durante las visitas episcopales o bien ejercía una 
autoridad delegada, y efectuaba visitas en nombre del obis- 
po. 

Era tarea del visitador inspeccionar las iglesias, examinar 
los libros de cuentas de parroquias y cofradías, así como las 
licencias de los sacerdotes para oír confesiones y predicar. 
Asimismo, inspeccionaba los conventos y colegios y otras 
instituciones que caían bajo la autoridad del obispo. Por lo 
general, las órdenes religiosas estaban exentas de toda visi- 
ta, pero donde administraban una doctrina 180 


o parroquia se esperaba que presentaran a su inspección 
los registros y sus cuentas. Pero estos visitadores eran inca- 
paces de cumplir con uno de los propósitos principales de 
las inspecciones episcopales, o sea administrar el sacramen- 
to de la confirmación a los fieles. 


Por cuanto al nombramiento de párrocos, el obispo con- 
fiaba en una junta de jueces sinodales reclutados entre el 
cabildo, cuya tarea era examinar a todos los candidatos que 
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entraban en las oposiciones, y recomendar, por orden de ca- 
pacidad, a tres potenciales elegidos. El obispo era libre de 
escoger a cualquiera de los tres candidatos que los jueces le 
recomendaran; pero, a su vez, la elección debía ser ratifica- 
da por el virrey, quien ejercía los derechos de patronato de 
la Corona española en las Indias. En 1793, el obispo reinante 
identificó a ocho miembros del cabildo como jueces sinoda- 
les, comprendiendo al chantre, cinco canónigos y dos racio- 
neros. Puede suponerse que debían sus puestos al obispo y 
que esos nombramientos no estaban relacionados con nin- 
gún oficio particular en el cabildo. Y como a menudo había 
muchos candidatos para las parroquias vacantes, es proba- 
ble que estos jueces examinaran a los distintos candidatos. 
23 


Un tercer tribunal, situado dentro del recinto de la cate- 
dral, era la haceduría, regido por dos jueces hacedores, ayu- 
dados por un notario y un copista, quien se responsabiliza- 
ba de administrar la recaudación y, posteriormente, de la 
distribución del diezmo eclesiástico. Como los principales 
beneficiarios de este impuesto a la producción agrícola eran 
el obispo y el cabildo, cada una de las dos partes interesadas 
nombraba a un juez y mostraba un agudo interés en las 
operaciones del tribunal, examinando sus cuentas y discu- 
tiendo sus decisiones. 

Correspondía a estos dos jueces la tarea de nombrar a los 
recaudadores del diezmo en la diócesis, negociar las condi- 
ciones e incluso —donde el impuesto era administrado di- 
rectamente en lugar de ser arrendado por una cantidad fija 


inspeccionar las cuentas. Asimismo, los jueces eran res- 
ponsables de la distribución de los ingresos entre el obispo 
y el cabildo, entregando las cuentas debidas. El tribunal 
también ejercía el derecho de embargar propiedades o de 
incoar juicios contra quienes se atrasaran en el pago del 
diezmo. 24 
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Al llegar las sumas del diezmo al recinto de la catedral, al 
punto eran depositadas en la clavería (la tesorería), adminis- 
trada por dos funcionarios cuya tarea era recibir el dinero, 
guardarlo y hacer pagos: sus operaciones eran vigiladas por 
dos claveros, miembros del cabildo, uno de ellos elegido por 
el obispo y el otro por el cabildo. Pero no podían hacerse 
pagos a menos que fuesen autorizados por la haceduría. De- 
be indicarse que las cuentas de la tesorería de la catedral 
simplemente registraban los ingresos y los egresos de sus 
arcas. Lo que no se sabe bien es hasta qué punto se deposi- 
taban en la clavería otros fondos, aparte de los diezmos. 25 
La dependencia responsable de las cuentas (a menudo com- 
plicadas) del cobro del diezmo y de hacer la final declara- 
ción del ingreso anual y su distribución era la contaduría, 
que estaba en manos de dos contables y dos empleados. Es- 
tos funcionarios a su vez revisaban las cuentas de la clavería 
181 


y de los gastos de la catedral. En 1775, la Corona nombró 
a un contador real de diezmos en cada catedral, encargado 
especialmente de la defensa de la parte real de los títulos, 
los dos novenos. Sin embargo, la posición de este contador 
era ambigua, puesto que era el jefe de los contadores, con 
un salario pagado del diezmo y, por tanto, subordinado a los 
jueces hacedores. En 1802, cuando el contador real trató de 
afirmar su independencia, al menos con respecto al impues- 
to real, el obispo le informó que las suyas sólo eran “unas 
oficinas instrumentales para el mecanismo de cuenta y ra- 
zón dependientes y subordinados a los S. S. Jueces Hacedo- 
res.... También se necesitaban las firmas de los contadores 
para autorizar pagos de la tesorería. 26 

Por último, debe notarse que el obispo y el cabildo em- 
pleaban a un alguacil mayor, quien, con cierto número de 
alcaldes, era el responsable de aplicar todas las sentencias 
pronunciadas por los tribunales diocesanos con respecto a 
personas y propiedades. En su breve descripción, Antonio 
Gama hizo notar que Valladolid contaba con la ventaja ina- 
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preciable de una fuerte cárcel diocesana, recién construida 
con un costo de 20 000 pesos. 27 Era responsabilidad del al- 
guacil mayor administrar esta institución y salvaguardar la 
seguridad de los reos. Sin embargo, el aspecto de coerción 
física de la jurisdicción eclesiástica fue progresivamente in- 
vadido por la Corona, de modo que a finales del siglo XVII 
los tribunales diocesanos a menudo tenían que apelar a los 
magistrados seculares para hacer cumplir sus sentencias. 


Como se observará, un número considerable de los fun- 
cionarios administrativos señalados por el obispo y el cabil- 
do participaban en el cobro, la recepción y el desembolso de 
los diezmos impuestos a la producción agrícolapor toda la 
diócesis. La razón de este sistema conjunto es que ambas 
partes obtenían de esta fuente sus ingresos. En efecto, los 
diezmos se dividieron, primero por mitades, la primera de 
las cuales era distribuida en dos partes iguales entre el obis- 
po y el cabildo. La segunda mitad era subdividida en nueve 
partes, novenos, dos de los cuales quedaban reservados a la 
Corona. Mas al mantenimiento de la catedral y al hospital 
de Valladolid se dedicaban uno y medio novenos, dejando 
un superávit de cuatro novenos que pasaba a aumentar el 
ingreso del cabildo, el cual recibía casi la mitad de todo el 
diezmo. A finales del siglo XVIIL la población y la prosperi- 
dad crecientes de la diócesis, especialmente en el Bajío, hi- 
cieron que la suma del diezmo aumentase considerablemen- 
te y que los estipendios del cabildo llegasen a sobrepasar los 
salarios de la burocracia real. Durante el quinquenio de 
17861790 la suma del diezmo en Valladolid tuvo como pro- 
medio 336 402 pesos. 


Los funcionarios diocesanos restaron de esta suma sus 
estipendios, dejando 323 


704 pesos para su distribución. 


CUA DRO 11 Diezmos diocesanos: distribución, gastos y 
estipendios, 1790 (en pesos) A. Administración diocesana y 
otros costos 
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2 jueces hacedores 

1 000 

2 claveros 

1 000 

Contador real 

1 500 

Contaduría, primer funcionario 
800 

Contaduría, segundo funcionario 
325 

Notario de diezmos 

500 

Secretario del cabildo 

300 

Procurador en México 1100 
Procurador en Madrid 

300 

Otros costos 

3 207 

Amortización del subsidio 

para el arsenal de Huasacualcos 
2666 

TOTA L 

12 698 

B. Distribución del diezmo 
Cuarta del obispo (4 1/2 novenos) 
80 926 

Cuarta del cabildo (4 1/2 novenos) 
80 926 

Dos novenos del rey (2 novenos) 
35 967 
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Edificio de la catedral (1 1/2 novenos) 
26 975 

Hospital Real (11/2 novenos) 
26 975 

Superávit (4 novenos) 

71 934 

TOTA L 

23 704 

C. Ingreso y costos del cabildo 
ingreso 

Cuarta del capítulo 

80 926 

Superávit 

71 934 

Misas de aniversario 

3771 

TOTA L 

156 631 

Deducciones 

Siete capellanes del coro 

2 098 

Puntador clerical 

550 

Organista 

250 

Rebajas del diezmo divididas entre curas 
de San Miguel, Dolores, Irapuato, Silao, 
Salamanca, Valle de Santiago 
11 731 

Otros gastos 

6 282 
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TOTA L 

20 911 

Menos total de deducciones 
20 911 

ingreso neto 

135 720 

D. Estipendios del cabildo 
Deán 

8 862 

4 dignatarios 

7680 
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Canónigo de la inquisición 
5735 

9 canónigos 

5 908 

6 racioneros 

4 135 

6 medio racioneros 

2 067 

TOTA L 

135 720 

FUENTE: A CM XIX, 14 y 35. 
Nótese que el noveno era en realidad una decimoctava 
parte del total neto del diezmo. 


Se habrá observado que los 500 pesos pagados a los jue- 
ces hacedores y claveros eran honorarios, que se les adjudi- 
caban además de sus estipendios de canónigos. Una sorpre- 
sa es que el donativo de 80 000 pesos a la Corona hecho en 
1779 para la construcción de un astillero en Huasacualcos 
se hubiese cargado al diezmo y estuviese siendo amortizado 
gradualmente. Por lo demás, se habrá visto que la Corona 
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había asignado diversas pensiones y contribuciones a la 
cuarta del obispo, de modo que el prelado recibía 68 826 pe- 
sos: seguía siendo un ingreso notablemente alto. En cuanto 
a la parte del cabildo, era costumbre devolver una parte del 
diezmo a los párrocos del Bajío, práctica que databa del si- 
glo XVI cuando aquellos distritos eran fronterizos. El cabil- 
do también pagaba a siete capellanes que ayudaban en el 
coro. El ingreso colectivo se acrecentó con los pagos de la 
Colecturía de Aniversarios, o sea fondos de misas de difun- 
tos. El resultado de estas sumas y restas era un notable nivel 
de remuneración: los canónigos y los dignatarios recibían 
tanto o más que los salarios pagados a los intendentes rea- 
les y oidores de la Audiencia. 


En 1787, el obispo San Miguel quiso saber las opiniones 
de eclesiásticos y comerciantes sobre el ingreso necesario 
para mantener a un canónigo del cabildo en una situación 
propia de su categoría. El prior de los frailes agustinos de 
Valladolid declaró que un canónigo debía tener un carruaje 
o silla de mano desde marzo o mayo hasta diciembre, por 
las lluvias y el viento, aun si algunos de los racioneros care- 
cían de él. El costo de alimentos y ropas había aumentado 
mucho en años recientes. Además, la ciudad tenía un fnú- 
mero infinito” de pobres que frecuentaban los palacios y las 
casas de los miembros del cabildo, pidiendo limosna, sobre 
todo desde que las casas religiosas eran tan pobres. Por ello, 
estimaba que un canónigo necesitaba un ingreso de 5 000 
pesos para mantener un carruaje, contar con servicio do- 
méstico y distribuir limosnas. Uno de los comerciantes más 
principales, Juan José de Lejarza, convino en ello, y observó 
que los sirvientes por lo general pedían sus salarios por 
adelantado y con frecuencia huían, debiendo hasta 30 pesos. 
Los miércoles y sábados, a veces había visto a 1 500 pobres 
en torno al palacio episcopal, pidiendo limosna. Otro co- 
merciante, regidor de la ciudad, reconoció que los precios 
en general se habían duplicado en los últimos 20 años. 28 
En efecto, los miembros del cabildo eran figuras importan- 
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tes de la sociedad de Valladolid, y por ello se esperaba que 
conservaran un estilo de vida y de largueza que los definie- 
ra como parte de la 184 


élite social. Tal era una posición que se vería amenazada 
en los últimos años del siglo XVIII por gran número de car- 
gos a sus estipendios, debidos a los funcionarios reales deci- 
didos a aumentar los ingresos de la Corona. Al mismo tiem- 
po, también serían amenazadas su administración del diez- 
mo, su jurisdicción y su inmunidad ante las audiencias rea- 
les. 


3 


En su breve descripción de la diócesis, Antonio León y 
Gama hizo un elogio de la catedral de Valladolid, afirmando 
que “casi no tiene igual en su adorno y riqueza... todos los 
frontales de sus altares son de plata de martillo”.29 El ma- 
jestuoso edificio que aún domina la ciudad fue construido 
durante los años de 1670-1745 y fue, por ello, la última de 
las grandes catedrales del centro de México en terminarse. 
Los costos iniciales se calcularon en 14 000 pesos por año, 
de los cuales el obispo y el cabildo aportaron 4 000, junto 
con otros 2 000 de una canonjía suprimida. La Corona cedió 
sus dos novenos del diezmo y asignó otras sumas, de los im- 
puestos pagados por indios y encomenderos. Las estimacio- 
nes del costo final varían, pero en 1732 se calculó que hasta 
entonces había costado 398 000 pesos y que aún se necesita- 
ban otros 14 000 para completarlo. Aunque la catedral fue 
consagrada en 1705, las torres gemelas que se elevan sobre 
la ciudad sólo fueron levantadas en el decenio de 1740, si- 
guiendo el modelo de las torres de la catedral de Puebla. 
Durante esta época, sus altares fueron diseñados en un esti- 
lo churrigueresco profusamente adornado. Pero en el siglo 
XIX, una combinación del prejuicio neoclásico y el ataque 
de los liberales devastó su interior, por lo que hoy resulta 
difícil imaginarlo en todo su esplendor barroco.30 


Aunque la construcción de esta gran catedral debió mu- 
cho a la resolución y 
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generosidad de sucesivos obispos, también dependió de la 
continuidad de dirección que le dieron el cabildo y sus fun- 
cionarios. 


La función de la catedral era “la celebración del Oficio Di- 
vino”, y la observancia del calendario litúrgico con la mayor 
pompa y ceremonia posibles. La administración de los sa- 
cramentos a los fieles quedó relegada al Sagrario, capilla si- 
tuada dentro de la catedral que contaba con su propio cura 
y sus tres vicarios; su tarea consistía en efectuar bautizos, 
bodas y funerales, además de oficiar misas. En 1794, el cura 
se quejó del mal estado de su capilla y pidió que se le entre- 
garan todos los derechos de la administración de sacramen- 
tos. Pero el cabildo rechazó su solicitud, pues esa concesión 
habría socavado sus dominio absoluto a la “fábrica espiri- 
tual” de la catedral, y en cambio le ofreció 1 000 pesos como 
ayuda para la renovación del sagrario. El puesto de cura de 
la catedral era muy codiciado, no porque su estipendio fue- 
se particularmente alto, sino porque ofrecía la oportunidad 
de tratar a los gobernadores de la diócesis y, por tanto, de 
obtener futuros ascensos.31 
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Para auxiliar al cabildo a cumplir con sus funciones, la 
catedral empleaba a 14 

capellanes del coro: sacerdotes que acompañaban a sus 
asientos a los dignatarios y canónigos, casi siempre enfer- 
mos y ancianos, y que con frecuencia los suplían cuando és- 
tos se veían incapacitados de asistir. En el decenio de 1790, 
el maestro del coro se quejó de que “carecen por completo 
de formación para el canto gregoriano”, observación que 
movió al cabildo a decidir que, antes de ser nombrados, to- 
dos los futuros capellanes tendrían que pasar un examen de 
canto y que se pediría a todos los demás asistir a las leccio- 
nes. Con un salario de 300 


pesos, siete capellanes eran empleados directamente por 
el cabildo, y los siete restantes dependían de los fondos de 
la catedral. Sin embargo, es posible que cuatro de estos clé- 
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rigos hayan aumentado sus estipendios actuando, respecti- 
vamente, como jefe sacristán, guardián de la iglesia y maes- 
tro de ceremonias.32 


Para la celebración de la liturgia católica, la catedral sos- 
tenía un coro con su orquestra. Aparte del maestro de coro 
(sochante) y sus dos ayudantes, el coro consistía en tres sal- 
mistas, tres expertos en canto gregoriano, dos contrateno- 
res, tres tenores, dos barítonos y un tiple.33 También había 
10 niños cantores, para quienes se mantenía una escuela di- 
rigida por un rector, del clero, quien recibía 2 

250 pesos anuales para alimentar, vestir y educar a los 
muchachos. Durante la semana, los niños servían como acó- 
litos, tarea que los domingos y días santos recaía en los es- 
tudiantes del seminario.34 En cuanto a la música, la catedral 
daba empleo a tres organistas, y la orquesta estaba dirigida 
por un maestro de capilla, y formada por tres violines, dos 
violonchelos, dos contrabajos, dos cornos, dos oboes, dos 
trompetas y tres fagotes. El pago de estos cantantes y músi- 
cos fluctuaba entre 100 y 300 pesos; sólo algunos intérpretes 
destacados ganaban más. El maestro de coro ganaba 600 pe- 
sos, el principal organista 800 pesos y el primer violín 500 
pesos. Si el maestro de capilla recibía 800 pesos era porque 
también enseñaba en la escuela del coro, actuaba como tiple 
y componía música. 

Durante el decenio de 1790 se hizo un plan por elevar los 
salarios de los músicos y cantores más mal pagados, pues la 
inflación de aquellos años amenazaba con reducirlos a la 
pobreza. Un fagotista se quejó de haber pasado 36 años en 
la catedral, habiendo ingresado como niño cantor, y luego 
pasado del corno al fagot, pero había recibido el mismo sa- 
lario de 250 pesos durante 25 años, con el resultado de que 
hoy sufría de “gran pobreza y una familia numerosa”; su pe- 
tición le valió un aumento de 50 pesos. Algo muy similar 
ocurrió al primer tenor, quien por entonces había pasado 
nada menos que 41 años en la catedral, habiendo ingresado 
asimismo como corista. Por los puestos principales había, 
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evidentemente, una considerable competencia, pues el pri- 
mer violín nombrado en 1779 era un español europeo de 
nombre José Beltrán Cristofani, quien había estado a punto 
de aceptar un puesto en la catedral de México cuando ganó 
la competencia en Valladolid.35 


Durante los siglos XVI y XVII, el obispo y el cabildo ha- 
bían nombrado a un 186 

mayordomo laico para encargarse de las finanzas y del 
mantenimiento material de la catedral. Pero, habiendo 
abundantes oportunidades de peculado, a menudo había ha- 
bido fraude. En 1731 se creó el cargo de superintendente de 
la fábrica espiritual, y desde 1751 fue ocupado siempre por 
el clavero elegido por el obispo. 


De este modo, la administración del ingreso y el manteni- 
miento del edificio quedaron en manos de miembros del ca- 
bildo. El puesto de superintendente poseía su propia arca 
para depositar los fondos; el obispo, el deán y el superinten- 
dente poseían, cada uno, su llave. De esta arca se sacaba el 
pago mensual del personal de la catedral; también el tesore- 
ro y el chantre recibían de ahí su dinero con el objeto de cu- 
brir los costos respectivos de la liturgia y de la escuela de 
coristas.36 Para ayudarlo, el superintendente contaba con 
un notario de la tesorería, a quien se pagaban 400 pesos, y 
un notario de la fábrica, que recibía 300. Unos funcionarios 
menores eran responsables del reloj de la catedral, de sus 
campanas y de que el lugar estuviese libre de perros. En la 
sacristía trabajaban cinco personas, a quienes se pagaban 
726 pesos, a las órdenes del sacristán del clero. 


Un somero examen de los costos de catedral, presentados 
en 1790, nos demostrará que el costo anual de operar este 
gran centro litúrgico era de 28 275 

pesos, divididos como se muestra en el cuadro 1.2. 


CUA DRO 1.2. Gastos de la catedral de Valladolid: 1790 (en 
pesos) Tesorero 


Velas de cera, 3 250 libras 
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3250 

Vino, 6 toneles 

210 

Incienso, 100 libras 

80 

Aceite para las lámparas 

560 

Ropa para los niños del coro 
816 

TOTA L 

5 364 

Chantre 

Costos del coro 

2 000 

Rector de la escuela del coro, 
para mantenimiento, etc. 
1800 

Otros puntos 

460 

TOTA L 

4 260 

Salarios del coro, la orquesta 
y el personal 

18 651 

GRA N TOTA L 

28 275 

FUENTE: A CM, XV III, 638, 9 de septiembre de 1790. 


Lo que más nos llama la atención de esto es la cantidad 
de cera para velas, importada de España, que se consumía 
cada año. En efecto, la catedral gastaba 187 
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más en la iluminación que en la escuela del coro. Pero lo 
que esta tarifa nos revela más claramente es hasta qué pun- 
to la celebración del calendario litúrgico católico exigía una 
extraordinaria concentración de clérigos así como un nume- 
roso cuerpo de cantantes, músicos y personal asistente. To- 
do esto requería abundantes fondos, y sin la asignación de 
su noveno y medio del diezmo anual, la catedral no habría 
podido mantener su impresionante ritual. 


4 


En los últimos decenios del gobierno español, las catedra- 
les de la Nueva España se encontraron en franca oposición 
a la Corona, cuando ministros y funcionarios trataron de in- 
vadir su jurisdicción y gravar sus ingresos. Los ejemplos 
más espectaculares de este ataque burocrático fueron el in- 
tento por arrancar el control del cobro del diezmo a los jue- 
ces hacedores, la imposición de un subsidio eclesiástico a 
todo ingreso clerical, y la amortización de los bienes de la 
Iglesia. 

Pero el cabildo de la catedral se vio particular mente afec- 
tado por la introducción de toda una serie de impuestos me- 
nores que redujeron considerablemente sus estipendios y 
acabaron por desafiar su control de las finanzas de la cate- 
dral. Para empezar, desde el Concordato de 1750 entre el Pa- 
pado y la Corona, todo el alto clero tenía que pagar media 
anata; es decir, la mitad del salario de su primer año en un 
nuevo puesto sería para las arcas reales. Pero en mayo de 
1791 se anunció que también tendrían que abonar una me- 
sada, 18% del estipendio de su primer año en un cargo nue- 
vo: este impuesto sólo se había fijado hasta entonces al cle- 
ro parroquial, que no tenía que contribuir con la media ana- 
ta.37 Lo peor estaba por venir. En 1802, el cabildo recibió un 
decreto en que la Corona imponía una anualidad, es decir, 
“una anualidad íntegra de los frutos y rentas correspondien- 
tes a todos los beneficios ecclesiásticos, seculares y regula- 
res, en España y en las Indias... que vacasen por muerte, re- 
signación, permuta, translación, privación...” Para añadir el 
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insulto a la herida, el virrey Iturrigaray (1803-1808) exigió 
que este impuesto se aplicara a todas las vacantes que hu- 
biesen quedado desde 1801, haciendo así retrospectivo el 
edicto, que sólo se había emitido en abril de 1802. Durante 
el caldeado debate que siguió a este nuevo impuesto, Ma- 
nuel Abad y Queipo, el Juez de Testamentos, Capellanías y 
Obras Pías, dijo al cabildo de Valladolid que el decreto de 
Iturrigaray iba en contra del derecho natural y del derecho 
positivo, ya que “el testimonio uniforme de los teólogos, ju- 
risconsultos y filósofos de la naturaleza de la ley positiva y 
según el dictamen de la Razón que les rehúsan todo efecto 
retroactivo.”. Pero el virrey se mostró inflexible y exigió que 
se aplicara la anualidad a todos los sacerdotes que tuviesen 
capellanías u ocuparan puestos en las catedrales, dejando 
exento sólo al clero parroquial.38 


Como respuesta, el cabildo de Valladolid dirigió una in- 
dignada protesta a la 188 


lo 


Corona, quejándose del efecto de todos estos cargos so- 
bre el ingreso y el prestigio de sus miembros. Hizo notar 
que en 1787 el obispo San Miguel había calculado que un 
racionero necesitaba cerca de 4 000 pesos para vivir con de- 
coro. Pero desde entonces había habido alzas de precios, y 
los impuestos reales se habían multiplicado. De hecho, en 
noviembre de 1804 la Corona se había anexado otro noveno 
del diezmo además de los dos novenos que ya cobraba, su- 
ma que obviamente había procedido del superávit y que, 
por tanto, podía calcularse que reducía en 11% la parte del 
diezmo que recibía el cabildo.39 El resultado de todos estos 
cargos era que, cuando un sacerdote era nombrado racione- 
ro o canónigo, tenía que entregar la media anata, la mesada 
y la anualidad, equivalente al salario de 20 meses: imposi- 
ción sólo mitigada por la autorización de la Corona de pa- 
gar la anualidad en cuatro partes anuales. Y 

encima de todo esto, el cobro del nuevo noveno hacía que 
cada miembro del cabildo sufriera una pérdida de 11% de su 
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salario, y quedaba expuesto a una deducción de 


para el subsidio eclesiástico. Pero lo que causó la mayor 
indignación fue que la Corona impusiese ahora todos estos 
cargos cada vez que un miembro del clero fuese promovido 
dentro del cabildo, de modo que el lento ascenso de medio 
racionero a dignatario iría periódicamente señalado por un 
rudo aumento de sus impuestos. El cabildo concluyó su pro- 
testa observando que los sacerdotes que ocupaban las ricas 
parroquias urbanas de la diócesis de Michoacán estaban 
ahora mucho mejor remunerados que los miembros meno- 
res del clero de la catedral. El Concilio de Trento había defi- 
nido los cabildos como el senado de cada diócesis. Pero “he- 
mos rebajado mucho en estos últimos años en autoridad y 
en privilegios: hemos rebajado también en renta proporcio- 
nal a los demás vasallos por lo mucho que se nos ha grava- 
do”.40 En efecto, los cargos acumulativos impuestos al clero 
de la catedral habían socavado la jerarquía tradicional de la 
Iglesia mexicana. 

Hasta qué punto los ministros y funcionarios reales ha- 
bían llegado a considerar al clero de la catedral como una 
verdadera gallina de los huevos de oro es algo que quedó 
claramente demostrado en febrero de 1805, cuando el virrey 
Iturrigaray mandó una circular al cabildo de Valladolid, que 
por la muerte del obispo era el cuerpo gobernante de la dió- 
cesis, insistiendo en la necesidad de 


“continuar socorriendo a nuestra necesitadísima metró- 
polis”.41 Anexaba una carta del ministro de Indias en que le 
informaba que la Gran Bretaña había violado la neutralidad 
en noviembre de 1804, apoderándose de cuatro fragatas que 
partieron de Montevideo cargadas de metal precioso. Al 
mismo tiempo, la cosecha era mala en España, y había epi- 
demia en Málaga, Cartagena y Castilla. 

Para dar alivio inmediato, Iturrigaray decidió adoptar el 
medio de reunir dinero 

“más fácil; pronto; sencillo; y exempto de perjuicio”, que 
consistiría en expropiar 
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“del fondo de fábrica de las santas iglesias catedrales”, 
aunque tomando estos dineros so pretexto de un préstamo 
forzoso. Una vez más, se esperaba que la Iglesia colonial sa- 
cara a flote a la Corona española. 
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Como podía esperarse, la exigencia de Iturrigaray provo- 
có una enconada resistencia de las principales diócesis de la 
Nueva España. En marzo de 1805, el cabildo eclesiástico de 
México informó al virrey que tenía en sus arcas 100 000 


pesos del fondo del arzobispo Núñez de Haro, recién fa- 
llecido, y que podría 

“prestar” esta suma a la Corona. En cuanto a su orden de 
entregar los fondos de fábrica de la catedral, se le recordaba 
que tanto el Concilio de Trento como las Leyes de Indias es- 
pecíficamente “ponen al cuidado privativo de los prelados y 
cabildos la administración de los bienes de Fábrica Espiri- 
tual..”. Eran estos caudales los que cubrían los gastos de las 
velas, el aceite de los altares, el vino y la vestimenta, ade- 
más de costear el mantenimiento del edificio. En realidad, 
en México la última ayuda recibida de la Corona por la cate- 
dral había sido en 1786, cuando el virrey conde de Gálvez 
apartó 100 000 pesos del medio real pagado por los indios 
para completar sus torres gemelas. Desde entonces, el cabil- 
do había empleado los fondos de fábrica para poner mosai- 
co a las cúpulas de la catedral e instalar la balaustrada. Se 
negaba a creer que el virrey tratase de imponer una 


“novedad que se opone a la erección de estas Iglesias, a 
las leyes del reino, a la disciplina ecclesiástica de la Iglesia, a 
la práctica y costumbre uniforme y tranquilamente observa- 
da casi por tres siglos...”.42 

En Valladolid, el cabildo buscó asesoramiento jurídico, el 
cual le confirmó que todas las leyes de la Iglesia y del Esta- 
do habían conferido la administración del dinero de la cate- 
dral al obispo y al cabildo de cada diócesis. Examinando sus 
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arcas, habían visto que los caudales del obispo San Miguel, 
recién finado, eran 34 

224 pesos que, junto con 4 700 pesos que se encontraban 
en el arca de la catedral, podían entregarse al virrey. Por 
ello, en abril de 1805, el cabildo informó a Iturrigaray que 
podía ofrecerle 50 000 pesos, añadiendo a estas sumas otros 
10 

000 pesos de los diezmos. Al mismo tiempo, se le recorda- 
ba que el cabildo había hecho los siguientes donativos a la 
Corona en decenios pasados: 19 de mayo de 1777 


80 000 pesos para el astillero 
de Huasacualcos 

26 de enero de 1793 

30 000 pesos 

12 de julio de 1793 

60 000 pesos pagados en tres 
anualidades 

12 de julio de 1795 

10 000 pesos 

6 de noviembre de 1798 

50 000 pesos 


El donativo para el astillero se había pagado de los diez- 
mos, deduciendo cerca de 2 000 pesos anuales en pagos, por 
lo que aún quedaban 10 666 pesos por saldar. El cabildo su- 
brayó que la mayor parte de estos donativos había procedi- 
do de los fondos asignados a la fábrica de la catedral.43 En 
efecto, a lo largo de los años la catedral había llegado a po- 
seer una dotación de 298 685 pesos, cargados a haciendas y 
casas, con un rendimiento de 5%. Además, la catedral conta- 
ba con 155 130 pesos “de cantidades invertidas en cons- 
trucciones y compras de casas de 190 


Colecturía en este obispado”, que procedían de donativos 
para misas de aniversario de difuntos. Este capital producía 
un ingreso que complementaba las cantidades debidas al 


272 


noveno y medio asignado a la fábrica de la catedral por el 
diezmo, y así producía un considerable excedente anual. 


CUA DRO 13. Capital e ingreso por la fábrica de la cate- 
dral de Valladolid: 1804 (en pesos) Ingreso 

Capital 

Réditos por dotación 

14 991 

298 685 

Rentas de colecturía 

7417 

155 130 

Un 1 noveno del diezmo 

32 803 

TOTA L% 

54 803 

453 815 

Promedio de costos (1800-1804) 

32 701 

Excedente anual 

c. 22 000 

FUENTE: A CM, XIX, 35. 


Era, sin duda, este gran excedente anual el que había per- 
mitido al cabildo responder a las demandas de la Corona 
con tan aparente generosidad sin causar un daño material a 
los estipendios de sus miembros. Desde 1784, la administra- 
ción de los fondos de la dotación se había transferido a los 
jueces hacedores, pues estos funcionarios poseían autoridad 
y jurisdicción suficientes para resistir a toda intromisión de 
los funcionarios reales.44 Su cuidadosa administración y 
buenas reinversiones del excedente habían hecho que los 
fondos aumentaran. Se desconoce el origen de las casas que 
pertenecían a la Colecturía de Aniversarios, y más aún por- 
que sus rentas debían distinguirse de los pagos de misas de 
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aniversario, que se hacían directamente al cabildo. Cada 
año, el cabildo nombraba colector a uno de sus miembros 
para administrar estos fondos.45 


Cuando el cabildo ofreció 50 000 pesos a Iturrigaray, tam- 
bién insistió en que su derecho de administrar los diezmos y 
los fondos de fábrica de la catedral se basaba en “leyes ge- 
nerales de la Iglesia Universal..”. Afirmó que “lo que hay de 
magnífico y primoroso en la arquitectura y bellas artes es 
debido por punto general a los obispos y cabildos como ecó- 
nomos de las fábricas espirituales... Si no han podido dete- 
nerse el desorden del buen gusto en los siglos XVI y XVII, 
han sido los primeros que han co-operado a su restableci- 
miento en el siglo XVIIT. 

Recordó al virrey que el cabildo sólo había protestado an- 
te la Corona por tres cuestiones primordiales: la inmunidad 
personal del clero, el derecho del obispo y del cabildo para 
administrar el diezmo y su actual afirmación de su deber de 
administrar los fondos de fábrica de la catedral. Concluía di- 
ciendo: “el clero de América, que habiendo sufrido con la 
más generosa resignación las novedades introducidas de 30 
años a esta parte, con que casi se han extinguido la 191 


jurisdicción ecclesiástica en materias temporales y la in- 
munidad de la Iglesia y sus ministros...”. Por sus esfuerzos, 
sólo recibió una nota escueta de Iturrigaray, en que acusaba 
recibo de los 50 000 pesos.46 Lo que este incidente reveló 
fue el abismo que ahora separaba al alto clero de la burocra- 
cia real. Derechos y prácticas que habían durado 300 años 
eran desafiados en nombre de la necesidad fiscal, y las anti- 
guas lealtades eran sometidas a dura prueba. 

192 

II. UN OBISPO Y SUS CANÓNIGOS 

1 


EN JUNIO de 1784, fray Antonio de San Miguel Iglesias 
llegó a México después de un agotador viaje desde Comaya- 
gua en la América Central, que lo dejó postrado con “un 
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ataque de hernia” y otras aflicciones. Incapaz de tomar po- 
sesión formal de su sede de Valladolid hasta diciembre de 
ese año, nombró gobernadores de la diócesis al arcediano 
José Pérez Calama y al canciller Juan Antonio de Tapia. 


Ambos, declaró después, eran “el ejemplo de moderación 
sacerdotal y su conducta tan cristiana cuanto política y afa- 
ble”. 1 En particular, gracias en gran parte a Pérez Calama, 
él había logrado paliar con tanta eficacia los efectos devas- 
tadores de la desastrosa cosecha del otoño de 1785, cuando 
los precios del maíz, ya insólitamente altos por una mala 
cosecha anterior, se fueron a las nubes.2 En la ciudad de 
México el joven virrey, conde de Gálvez, se esforzó por ase- 
gurar que la capital tuviese alimentos suficientes, y el arzo- 
bispo Haro desembolsó más de 100 000 pesos para financiar 
la plantación de maíz en tierras regadas o en la tierra ca- 
liente. 3 La crisis alcanzó su mayor gravedad en el Bajío, 
donde en el mes de noviembre los precios ya eran de 28 rea- 
les por fanega de maíz; los especuladores confiaban en que 
los precios pronto llegarían a 48 reales, es decir, el décuplo 
de su precio más bajo durante el ciclo anual. 4 En este pun- 
to, San Miguel decidió movilizar todos los recursos disponi- 
bles en las arcas de la catedral, en un intento por evitar la 
tragedia de miles de personas que morirían de inanición. En 
una dramática carta pastoral denunció a los terratenientes 
ricos que seguían acaparando sus cereales en espera de pre- 
cios más altos, y prometió a su grey que “todos nos y todas 
nuestras rentas son vuestras... prelado y cabildo tenemos ya 
acordado que si fuere necesario para vuestro socorro y sus- 
tento, se venderán la crujía de plata, lámparas y todas las 
demás alajas y vasos sagrados de nuestra Santa Iglesia Cate- 
dral”. 5 La auténtica elocuencia sólo podía basarse, de mo- 
mento, en dar ayuda, para que los pobres no sufrieran ham- 
bre ni necesidad. 

Prueba de que esto no fue simple retórica puede encon- 
trarse en la Gazeta de México, que en su número del 27 de 
diciembre de 1785 publicó una lista de las cantidades distri- 
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buidas por el obispo y el cabildo, que en total sumaba 288 
000 

pesos. 6 

En efecto, grandes sumas de dinero fueron entregadas a 
los ayuntamientos de las ciudades de Valladolid, Pátzcuaro, 
Irapuato, Guanajuato, Dolores y León para la compra de 
maíz con el objeto de vender granos a precios “moderados”, 
es decir, 193 


a 28 reales por fanega, y no a 48. Todas estas sumas se- 
rían pagadas; en el caso de Guanajuato, cargándoles intere- 
ses. También hubo el proyecto de comprar cereales en las 
parroquias tropicales de las tierras bajas, donde los precios 
seguían siendo muy moderados, llevar los granos a la costa 
y luego embarcarlos por el río Balsas hasta las cercanías de 
Valladolid. Y, más prácticamente, se entregaron fondos a co- 
merciantes locales, como Juan Manuel de Michelena, Isidro 
de Huarte, José Bernardo de Foncerrada y José Joaquín de 
Iturbide, quienes poseían haciendas en Urecho, Taretan, 
Ario y otros distritos de la tierra caliente. Allí la ventaja era 
que el maíz sembrado en noviembre podría cosecharse en 
febrero, dando así un alivio relativamente pronto a los me- 
nesterosos y hambrientos. En la propia Valladolid, el deán y 
el cabildo donaron 7 000 pesos para la reparación y cons- 
trucción de un puente y unos caminos. Lo que es más signi- 
ficativo, además de los 12 800 pesos de limosnas a los po- 
bres, San Miguel invirtió 40 500 pesos de su propio ingreso 
episcopal en la construcción del impresionante acueducto 
con sus arcos que aún hoy adorna la ciudad moderna.7 De 
acuerdo con el pensamiento ilustrado de la época, justificó 
esta medida afirmando que “el verdadero y discreto modo 
de repartir limosna con destierro de la ociosidad y vagabun- 
dería es proyectar obras en que toda clase de gente pobre, 
con inclusión de los muchachos de ocho años para arriba se 
occupen y ganen el correspondiente jornal, con que a los 
menos aseguren su alimento: que esta idea político econó- 
mica urge más cuando los pobres experimentan carestía en 
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sus principales alimentos, como en el día succede...”” Al in- 
vertir sus ingresos en tales proyectos públicos, San Miguel 
afirmó que lo hacía 


“para cumplir de algún modo con mis esenciales obliga- 
ciones de hombre, de fiel vasallo, de obispo y de amante 
ciudadano”. 8 Por su parte, el deán comparó al obispo con el 
arzobispo de Valencia, Santo Tomás de Villanueva, quien 
había sido célebre por la enorme escala de sus limosnas. 


Tanto el conde de Gálvez como San Miguel rindieron ho- 
menaje a la energía mostrada por José Pérez Calama, deán 
de Valladolid, al aplicar estas medidas de alivio. De hecho, 
en diciembre de 1785 San Miguel escribió a Madrid propo- 
niendo que se nombrara obispo auxiliar al deán, pues su en- 
fermedad le impedía hacer visitas o atender a sus asuntos. 
Lo recomendó por “su ejemplar conducta y virtud, profunda 
literatura, mucho tino, prudencia y experiencia en el mane- 
jo de negocios ecclesiásticos y políticos y mucha caridad 
con los pobres”. 9 


Al mismo tiempo, comentó que el éxito mismo del deán 
al administrar los asuntos de la diócesis le había valido ene- 
migos y lo había hecho objeto de calumnias. Sin amilanarse 
por tales envidias, en agosto de 1786 Pérez Calama publicó 
un ensayo en la Gazeta de México en que reflexionaba sobre 
las causas y los efectos de la gran hambruna, y sugería la 
construcción de graneros públicos en las ciudades principa- 
les de la diócesis: este proyecto sería realizado después por 
el intendente de Guanajuato, Juan Antonio de Riaño, quien 
edificó la célebre Alhóndiga de Granaditas. En reconoci- 
miento de su talento y sus realizaciones, en 194 

1789 Pérez Calama fue nombrado obispo de Quito, donde 
pronto dejó su huella al reformar el programa escolar de la 
universidad y ayudar al restablecimiento de una Sociedad 
Patriótica destinada a promover el desarrollo económico y 
cultural del país. En relación con ese proyecto, preguntó: 
“¿Será posible que en Quito, tan pobre y miserable, se esta- 
blezca el grande arte de hacer dinero, que es el espíritu y al- 
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ma política de todos los pueblos cultos?” Ya estando en Va- 
lladolid como miembro de la Real Sociedad Bascongada de 
los Amigos del País, Pérez Calama pertenecía a ese exclusi- 
vo círculo de nobles, ministros, burócratas y clérigos que se 
enorgullecían de sus ideas ilustradas, se burlaban del peso 
muerto de la tradición y confiaban en el poderío y el patro- 
cinio de la Corona. 10 


El hecho de que José Pérez Calama y su compatriota y co- 
lega Juan Antonio de Tapia hubiesen sido llevados a México 
por Francisco Fabián y Fuero, obispo de Puebla (1765-1773), 
inmediatamente los identificó como miembros del ala 

“ilustrada” de la Iglesia española. Como hemos visto, Fue- 
ro había desempeñado un papel importante en el Cuarto 
Concilio de la Iglesia Mexicana, y participado en la reforma 
de los conventos. Uno de sus admiradores criollos recorda- 
ría después su entusiasmo por las obras de los Padres Grie- 
gos, por Cicerón y Linneo, por la Ilíada y los Pensamientos 
de Pascal, y por Luis Vives y el canonista galicano Van Es- 
pen. Gracias a la intervención de Fuero, Pérez Calama llega- 
ría a ser primero racionero y luego canónigo de Puebla, 
además de servir como cura del sagrario de la catedral y 
rector del seminario fundado por Juan de Palafox. 11 


Tras el retorno de su mentor a España, tanto Tapia como 
Pérez Calama fueron transferidos a Valladolid, donde se ga- 
naron el favor del obispo Rocha. Fue en esos años cuando 
Pérez Calama publicó dos libros breves, de los cuales la Polí- 
tica cristiana (1782) llevaba un prefacio de Vicente de Herre- 
ra, por entonces regente de la Audiencia mexicana, quien 
elogiaba sus conocimientos. Pérez Calama hizo alarde de su 
adhesión a la causa “ilustrada” al confesar que en su juven- 
tud había sido “un puro altisonante ergo”, hasta que un sa- 
bio dominico le hizo ver el peligro de confiar en simples si- 
logismos, apremiándolo, en cambio, a estudiar la historia 
eclesiástica. 12 


En 1784, Pérez Calama escribió un breve informe acerca 
del programa escolar de los colegios de Valladolid en que 
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hizo notar que el seminario tridentino aún fundamentaba su 
filosofía en Aristóteles, dictando conclusiones y siguiendo 
“las erradas huellas de los filósofos peripatéticos y enmara- 
ñados”. En teología moral se empleaba la summa del Maes- 
tro Ferrer, escolástico medieval, que en la esfera dogmática 
se aunaba al texto tomista del dominico francés Jean Baptis- 
te Gonet. 


Aunque él había sugerido que en el curso de latín se leye- 
ra a Cicerón, Cornelio Nepote y “el erudito tratado de estu- 
dios de Rollin”, sus recomendaciones no surtieron efecto de- 
bido a la incapacidad de los estudiantes. Aquí el problema 
eran los pobres antecedentes de muchos de estos futuros 
sacerdotes, sobre todo porque algunos de ellos eran descen- 
dientes de mulatos. La situación no era mejor en San Nico- 
lás, ya que allí se empleaban casi los mismos textos ya 195 

caducos. En cuanto al antiguo colegio jesuita, ahora era 
lugar de “corrección” 


para clérigos pecadores que hacían allí ejercicios espiri- 
tuales. Concluía Pérez Calama diciendo que “la filosofía mo- 
ral, la historia y la ciencia política y económica ya no en- 
contraban alojamiento ni hogar en Valladolid”. 13 

Cuando Pérez Calama nombró a tres nuevos profesores 
del seminario en 1784 


les pidió leer El auténtico y sólido método de estudiar teo- 
logía sagrada, tratado reformista escrito por Luis Antonio 
Verney, clérigo portugués cuya obra se había publicado en 
España en 1760. Otros ídolos de la Ilustración española que 
él no dejó de recomendar fueron Feijóo y Piquer y, una vez 
más, Cicerón. También advirtió contra el laxismo de los teó- 
logos jesuitas y aconsejó, en cambio, que leyeran a Daniel 
Concina. Por lo demás, había que leer a San Agustín, San 
Gregorio Nacianceno y a Melchor Cano. Deberá notarse 
que los tres profesores habían sido estudiantes becados en 
el seminario antes de graduarse en la Facultad. Algo similar 
podía decirse de un joven profesor de teología del colegio 
de San Nicolás, Miguel Hidalgo y Costilla, cuya tesis impre- 
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sionó tanto a Pérez Calama que saludó al futuro jefe insur- 
gente diciendo que “es un joven en quien el ingenio y el tra- 
bajo forman honrosa competencia”. Afirmó que Hidalgo no 
era un simple “ergotista” sino, en cambio, un auténtico dis- 
cípulo de Minerva. 14 


Pero el afán de reforma, públicamente confesado, de Pé- 
rez Calama le valió vehementes críticas, pues en una sátira 
anónima fue acusado de no ser más que un plagiario, pro- 
ducto característico de “un siglo de pura máscara... en que 
todo es humo y ojarasca”. Peor aún, se le describía como un 
“gachupín caballo”, quien obviamente se imaginaba que en 
América no había autores ni libros, sin comprender que era 
“una región no menos fecunda en ingenios que en minas”. 
15 

En Valladolid, el principal adversario de Pérez Calama y 
de Tapia era el tesorero, Dr. Vicente Antonio de los Ríos, 
quien antes de su llegada había administrado el Juzgado de 
Testamentos, Capellanías y Obras Pías. Sus críticas sólo ce- 
saron cuando fue nombrado arcediano de Puebla, en 1786.16 
Sin embargo, la oposición no se limitaba a los criollos, pues 
dos canónigos peninsulares, Juan Carro y Manuel Yáñez, 
protegido el uno y amigo el otro de Tapia y de Pérez Cala- 
ma, se volvieron ahora contra sus antiguos asociados, va- 
liéndose de su relación con el fiscal promotor para preparar 
un ataque frontal que acabaría por llegar hasta el Ministerio 
de Indias, en Madrid. En efecto, Pérez Calama y Tapia fue- 
ron criticados por su “prepotencia, despotismo y delincuen- 
tes operaciones”, resultado, según decíase, de que tenían to- 
talmente dominado al obispo, de cuya confianza habían 
abusado para nombrar jueces hacedores y claveros a hom- 
bres de su propia facción, asegurándose así el control de las 
finanzas de la diócesis y de la catedral. En cuanto a la afir- 
mación de Pérez Calama de que había salvado a centenares 
de morir de hambre, decíase que él había distribuido miles 
de pesos a 
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“los hombres vagos y jugadores y más viciosos de la ciu- 
dad y de su comarca”. El resultado era que Valladolid se ha- 
bía llenado de gente que pedía limosna, lo que había hecho 
que muchos murieran de la peste. Tampoco Tapia estaba 
exento de 196 


culpa, pues se le acusaba de recorrer las ciudades por la 
noche, seguido por una pequeña guardia, socavando así la 
autoridad del magistrado real y frecuentando la casa de una 
mulata de mala fama. 17 


Esta denuncia no afectó la opinión de Madrid, pues Pérez 
Calama era amigo y correspondiente del conde de Tepa, im- 
portante consejero de las Indias quien, al averiguar el asun- 
to, fue informado de que toda era una desvergonzada conju- 
ra dirigida por “nuestros europeos” contra el deán. Enterado 
de la denuncia, el obispo San Miguel elogió, asimismo, a sus 
principales lugartenientes y una vez más insinuó la posibili- 
dad de que el deán llegara a ser obispo auxiliar. El fiscal de 
la Corona en México, Lorenzo Hernández de Alba, también 
rechazó los cargos, observando que parte del resentimiento 
procedía del Lic. Matías de los Ríos, hermano del anterior 
tesorero quien, después de arrendar el cobro del diezmo de 
Taximaroa, se había ganado censuras por su intento de ob- 
tener altos precios en tiempos de escasez. Hizo notar que 
Carro había debido su ascenso al deán, antes de volverse 
contra él. Por lo demás, aunque Pérez Calama hiciera exce- 
sivo alarde de sus medidas contra la hambruna, éstas habían 
sido necesarias y deseables. En realidad, la mayor parte del 
dinero había sido para los ayuntamientos de las ciudades. 
Cuando el virrey, Manuel Flores, escribió al respecto, obser- 
vó lo muy difícil que era obtener información fidedigna so- 
bre el caso y sugirió que el ministro discutiera la cuestión 
con Vicente de Herrera, recién salido de México para vol- 
verse consejero de Indias. Cualesquiera cartas enviadas a 
Valladolid pidiendo información provocarían un escándalo, 
en especial porque el obispo sabía poco de lo ocurrido acer- 
ca de él, confiando en sus dos lugartenientes para adminis- 
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trar la diócesis; “porque [está] reducido este virtuoso prela- 
do a las estrecheces de una celda, que mandó fabricar en su 
mismo palacio, donde hace la vida contemplativa de un ver- 
dadero monje jerónimo, franqueando con generosidad sus 
rentas a beneficio público”. 18 


Pese al apoyo del obispo y de sus amigos, Pérez Calama 
evidentemente se sintió herido en lo vivo por estas acu- 
saciones, ya que en el otoño de 1788 se retiró a Acámbaro 
para escribir allí una “breve memoria histórica”, en la que 
reflexionaba, un tanto a la defensiva, sobre su carrera. 19 
Nacido de padres pobres, “aunque honrados”, ingresó en Sa- 
lamanca a los 12 años, se registró en el colegio de la Con- 
cepción, llamado por entonces vulgarmente el hospicio. Pe- 
ro al cabo de seis años de estudio “ya se ombreaba con la 
gente de primer rango”, y era aceptado por los estudiantes 
de los prestigiados colegios mayores, gracias a “su fina 
crianza, dulzura y afabilidad”. A los 21 años se presentó a 
oposiciones para una canonjía en Santiago de Compostela: 
prueba del talento que movió a Fuero a llevárselo a México 
en 1765, de sólo 24 años. Fuero le enseñó a no aceptar nun- 
ca regalos y a combatir a los cuatro grandes enemigos del 
buen gobierno: 

“ignorancia, juego, mujer y dinero”. Llegado a Valladolid 
en 1776 como chantre, pronto fue nombrado visitador gene- 
ral por el obispo Rocha, a quien él vanamente trató de per- 
suadir de no llevar a cabo su visita al Oratorio de San 197 


Miguel. Tras la muerte de Rocha, por entonces arcediano, 
él había gobernado la diócesis y, cuando por fin llegó San 
Miguel, a finales de 1784, le ayudó a poner fin a las habitua- 
les fiestas, corridas de toros, comedias y peleas de gallos, 
pues eran causa de inmoralidad. 

Y se había formado un bando contra Pérez Calama preci- 
samente porque había entregado al obispo un informe exac- 
to y pormenorizado de todos los miembros del cabildo. Pese 
a sus enérgicas medidas por combatir el peligro del hambre 
en 1786, este partido lo había declarado un tirano, “antina- 
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cional... y en una palabra, enemigo capital de los provincia- 
les o naturales de este reino”. Él sabía que la educación era 
muy deficiente en América, y ahora descubría que muchos a 
quienes había ayudado se volvían contra él, lo que lo movió 
a citar a “el grande Ganganeli” (el papa Clemente XIV) 
quien en sus cartas publicadas escribió: 


“América es el paraíso terrenal donde se come muy a me- 
nudo el fruto prohibido” .20 Sin embargo, él mismo había 
ganado 100 000 pesos en sus 23 

años pasados en las Indias; envió sólo 12 000 pesos a Es- 
paña y gastó casi todo el resto en obras de caridad, mante- 
niendo en su casa a cuatro jóvenes americanos pobres que 
estudiaban para el sacerdocio. Durante el hambre de 1786 él 
había dado arroz cocido y maíz a los pobres, en grupos has- 
ta de 600, limosnas que, según confesaba, lo identificaban 
más con el Buen Samaritano que con el Levita. 


En todos sus esfuerzos por gobernar la diócesis y ayudar 
a su pueblo contó siempre con el apoyo de Tapia, “mi com- 
patriota y compañero”, que fue el fiscal promotor del obispo 
Fuero antes de unirse con él en Valladolid; añadía que “la 
instrucción canónico-legal del Dr. Tapia no es de puro ergo- 
tismo o bachillería escolástica”. Como David y Jonatán, los 
dos clérigos habían presentado un frente común contra la 
“ignorancia, juego, mujer y dinero mal adquirido”. Pérez 
Calama citaba luego el Salmo 40 de la Vulgata, donde el rey 
David ruega al Señor que lo libre de sus enemigos, y lamen- 
taba que “mi propio amigo familiar” se hubiese vuelto 
contra él: referencia a Yáñez o a Carro. Concluía citando 
una plegaria de Juan de Palafox, santo patrón de los clérigos 
realistas durante el reinado de Carlos III. Como se ha visto, 
la memoria es, por turnos, untuosa y exculpatoria, obra de 
un sacerdote demasiado consciente su propia virtud y sus 
realizaciones. 

A 


La oposición a Tapia y a Pérez Calama se debió a una ex- 
traña y frecuentemente escandalosa mezcla de envidias de 
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partido, corrupción personal y bien fundadas sospechas de 
evasión de impuestos. Empecemos por el caso más patético: 
en 1779, el Dr. Nicolás José de Villanueva y Santa Cruz, jo- 
ven racionero que procedía de una distinguida familia crio- 
lla con buenas relaciones en el cabildo mexicano y en la Au- 
diencia, solicitó al virrey un nombramiento equivalente en 
la catedral de Puebla, quejándose de que está “todo este ve- 
cindario summamente 198 

afligido y consternado a causa de ver la justicia estancada 
en el palacio episcopal”. 

El arcediano Pérez Calama dominaba al obispo Rocha y 
junto con los regidores y alcaldes de la ciudad, Juan Manuel 
de Michelena y José Bernardo de Foncerrada, imperaba en 
el tribunal de justicia. Enterado de esta queja, el obispo ex- 
plicó que Villanueva era de “ingenio altivo, turbulento e in- 
trépido, insultante a sus compañeros y a otras personas de 
este público..” Por si esto no bastara, a su llegada a Vallado- 
lid, “desde los primeros pasos manifestó una violenta incli- 
nación a otro sexo”, provocando escándalos que ya le ha- 
bían valido reprimendas de los obispos Sánchez de Tagle y 
Hoyos. Su actual manceba era su propia sobrina de 16 años, 
con quien se le veía en los baños de Cuincho, cerca de Va- 
lladolid, y caminando por las calles de la ciudad; era visible 
que ella se encontraba preñada. Aunque Villanueva afirma- 
ría después que la muchacha fue violada por su primo y lle- 
gó a su casa ya esperando un hijo, ella misma confesó que 
habían sido amantes, al menos durante un año. Agotada su 
paciencia por las protestas de Villanueva, en 1780 el obispo 
Rocha sentenció al racionero a 15 días de ejercicios espiri- 
tuales en el colegio correccional situado en el viejo colegio 
jesuita de Valladolid, y envió un informe a la Corona. Pero 
Villanueva huyó a Madrid, sólo para ser pronto detenido y 
obligado a volver a Valladolid, donde permaneció cinco 
años en el colegio correccional. Pero en marzo de 1784 el 
cabildo, que gobernaba la diócesis antes de la llegada de San 
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Miguel, tomó nota de su vida ejemplar en esta institución y 
levantó la sentencia, volviendo a admitirlo en sus filas. 21 


A pesar de todo, las acusaciones contra Pérez Calama 
procedían de dos canónigos europeos, el Dr. Juan Carro, su 
anterior protegido, que falleció súbitamente, y el Dr. Ma- 
nuel Vicente Yáñez, quien tenía parientes en el Ministerio 
de Indias, en Madrid, y a quien el deán, aún en 1787, había 
llamado 

“mi querido compañero y simpatiquísimo amigo”. En rea- 
lidad, el deán había sugerido entonces que junto con un 
grupo de amigos, en su mayoría europeos, se reunieran ca- 
da semana para discutir y conversar sobre religión, historia 
y política.22 Pero Yáñez tenía en mente otras diversiones, 
pues en compañía de un joven racionero, el Dr. Diego Suá- 
rez Marrero, originario de La Habana, desde 1786 empezó a 
cortejar a las cuatro hijas de Manuel de Arias Maldonado, 
funcionario que trabajaba en la tesorería de la catedral. Se- 
gún el obispo San Miguel, quien informó del asunto al nue- 
vo ministro de Indias, Antonio Porlier, los dos clérigos ha- 
bían bailado en público con estas muchachas, quienes de 
pronto “se han levantado con la primacía de majas y peti- 
metrías, mucho baile y mucho cantar, excediendo en galas y 
modas a las personas más ricas”. Y sin embargo, por el lado 
materno eran mulatas, y el padre de Arias no era en España 
más que un cómico de la legua; su dinero provenía de las 
fincas de dos canónigos finados, de quienes Arias había sido 
albacea. De este modo, Yáñez había formado 


“asambleas de música, teatral y mujeril”, y se le había vis- 
to con Suárez al lado de las cuatro muchachas, en su carroza 
tirada por mulas, paseando por la plaza y las 199 

calles de Valladolid. Y sin embargo, éstos eran quienes se 
habían atrevido a impugnar el buen nombre de Pérez Cala- 
ma y de Tapia, lo que decidió a San Miguel a citar a Juan de 
Solórzano, el jurista más importante de la Colonia, “que en 
Indias son más los chismes y enredos que las minas”. 23 
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Las cosas llegaron a tal punto que en 1789 la madre de las 
muchachas Arias, una viuda, se quejó al virrey de que Yáñez 
y Suárez se habían llevado a dos de las jóvenes a los baños 
de Cuincho, quedándose allí durante más de una semana y 
durmiendo en las mismas habitaciones. Los cuatro habían 
asistido a las corridas de toros y paseado por la plaza ante 
todo el mundo, cual si estuviesen casados. 


Los dos clérigos iban vestidos “de capa y gorro blanco”. 
Después, escribió que ahora sus dos hijas mayores vivían en 
la casa de Yáñez y a menudo se les podía ver en los balco- 
nes. A Madrid llegaron noticias del escándalo, y se envió un 
decreto al obispo, ordenándole abrir un proceso contra los 
sacerdotes descarriados. Pero San Miguel dio largas al asun- 
to, arguyendo que iniciar un juicio o cesar a los sacerdotes 
en su cargo causaría un escándalo público por toda la ciu- 
dad. Cuando el virrey, marqués de Branciforte, se informó 
del asunto en 1795, San Miguel contestó que Suárez había 
fallecido y que la hermana de Yáñez había llegado de Espa- 
ña con sus dos hijos, y que ahora el canónigo vivía apaci- 
blemente con su familia. En realidad, el obispo intentó po- 
ner fin al asunto en privado, sin someter al cabildo de su ca- 
tedral a la ignominia pública de un proceso legal. Una cu- 
riosa consecuencia del asunto fue una carta escrita en 1799 


por Yáñez a la Corona, quejándose de no haber sido as- 
cendido, e insistiendo en que él no había sido “ni amonesta- 
do ni corregido” por sus supuestos desmanes. 24 


Un aspecto intrigante de todo este caso surgió en 1788, 
cuando Diego Suárez Marrero, el joven racionero cubano 
que junto con Yáñez cortejó a las muchachas Arias, informó 
al virrey que, según sus sospechas, había una gran cantidad 
de dinero en las arcas de la catedral, el cual probablemente 
era propiedad de la Corona. Había trabajado breve tiempo 
como juez hacedor, y al revisar las cuentas descubrió un ex- 
cedente de 120 000 pesos, cuyo origen no era claro. Pero 
cuando trató de averiguar de dónde provenía, esto irritó el 
deán Pérez Calama. Alertado por esta revelación, el tesorero 


286 


real de Valladolid, cuyo cargo sólo fue establecido en 1786, 
descubrió que se debían a la Corona 115 999 pesos, deriva- 
dos del periodo consecutivo a la muerte de Rocha, cuando el 
obispado quedó vacante. A su vez, el contador real de diez- 
mos, quien trabajaba en las oficinas de la catedral, al revisar 
sus registros descubrió que había otra suma de 95 571 pesos 
que se debían desde los periodos vacantes tras la muerte de 
los obispos Sánchez de Tagle y Hoyos. Nada de esto fue re- 
futado por los jueces hacedores, quienes en septiembre de 
1789 y en febrero de 1790 hicieron dos pagos a la caja real, 
por un total de 211 570 pesos, afirmando con toda calma 
que tales cuestiones eran de la incumbencia del contador 
real. 25 En efecto, el dinero que San Miguel y Pérez Calama 
prestaron en 1785-1786 a cabildos de las ciudades y a ciertos 
200 


terratenientes para comprar y plantar maíz había proce- 
dido de la oficina episcopal de ingresos del diezmo, que ha- 
bían aumentado tras las muertes sucesivas de tres prelados, 
dinero que, durante los periodos vacantes, correspondía a la 
Corona. 

Pese a su servicio a la tesorería real, Suárez no recibió 
ninguna recompensa, como no fuese el odio de sus superio- 
res. Y al entrar en la competencia para obtener una canonjía 
ocupó el último lugar entre cuatro candidatos; el puesto fue 
para un muy respetado cura mexicano, el Dr. Manuel de Itu- 
rriaga. Sea como fuere, para entonces San Miguel había in- 
formado al virrey que Suárez sabía poco latín y menos dere- 
cho, y era poco más que un charlatán. Lo habían sacado de 
la haceduría por su incompetencia, y él se había asociado 
con Yáñez para acosar a las muchachas Arias y calumniar al 
deán.26 Tratando de defenderse, en 1790 

escribió Suárez a Antonio Porlier, ministro de Indias, afir- 
mando que lo perseguían por sus esfuerzos en favor de la 
Corona, y que sus colegas se burlaban de él llamándolo el 
“prebendado realista” y “fiscal de la real hacienda”. 
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Ratificó que Tapia, vicario general, también era “perpetuo 
clavero y superintendente de fábrica” y que encabezaba la 
facción que dominaba el cabildo y el gobierno de la diócesis. 
Acerca de San Miguel escribió que “el bondadoso prelado 
con su natural mansedumbre y clemencia no penetra las as- 
tutas ideas de estos hombres opulentos y poderosos... ellos 
usan de una refinada, astuta persuasión, para ocultar el ve- 
neno de sus empresas”. Sea cual fuere la verdad de estos ale- 
gatos, Suárez falleció poco después, sin haber haber ascen- 
dido de medio racionero. 27 


Otro miembro del cabildo que disputó con sus superiores 
por la cuestión de los impuestos fue el Lic. Luis Zerpa Man- 
rique, canónigo europeo a quien se había encargado cobrar 
las mesadas y la media anata: los cargos de un mes y medio 
año de estipendio que todos los miembros del cabildo de- 
bían abonar al ser nombrados o ascendidos. Una vez más, 
no está enteramente claro si fue su conducta escandalosa la 
que indujo al obispo y sus colegas a denunciarlo a la Coro- 
na, O la irritación causada por sus indiscretas preguntas so- 
bre los impuestos que ellos no habían pagado. Al parecer, a 
menudo se ausentaba del Oficio Divino en el coro y disputa- 
ba con sus colegas, aun durante la misa. Pero cuando reci- 
bió una reprimenda por real cédula llegada de Madrid, que 
le ordenaba cumplir con sus deberes, él respondió acusando 
a sus colegas de no pagar toda la media anata. Cuando ellos 
recibieron unos estipendios relativamente bajos por puestos 
de la catedral, como el de juez hacedor o el de clavero, él 
trató de cobrar media anata sobre estos pagos. Se negó a 
aprobar el nombramiento de unos curas por motivo de que 
sus estipendios eran mucho mayores a las sumas registra- 
das en la secretaría del obispo. Todo esto resultó excesivo 
para el cabildo que, en diciembre de 1798, se reunió en se- 
sión solemne y aprobó la iniciativa de proceder contra Zer- 
pa. Éste fue descrito como un hombre de conducta total- 
mente irreligiosa, que había insultado virtualmente a todos 
sus colegas, que rara vez 201 
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asistía al Oficio Divino, que había golpeado a comercian- 
tes y servidores, que había tratado de corromper a sus cria- 
das y que, en términos generales, actuaba como un demen- 
te.28 Cerca de 15 testigos estuvieron dispuestos a declarar 
en su contra. 


Como en el caso de Suárez, Zerpa trató de obtener el fa- 
vor virreinal afirmando que su intento de recaudar los im- 
puestos había sido la causa de todo, de modo que “hoy es el 
más pobre, desvalido y empeñado criado de V. M., aflijido, 
maltratado, vilipendiado por mis enemigos”. En realidad, lo 
odiaban por ser sobrino de Francisco Machado, el contador 
general que había formado las Ordenanzas de Intendentes 
que ahora amenazaban la administración de los diezmos por 
el cabildo. Aseveró que algunos de sus colegas habían de- 
nunciado de hereje a Machado y de injusto a Porlier. Pero 
todas estas acusaciones o protestas resultaron vanas, y el vi- 
rrey Miguel Azana condenó “el carácter intrépido de este 
subcolector y la fastidiosa jactancia con que abusa de su ju- 
risdicción”. 29 Multado por el cabildo por sus acusaciones, 
en junio de 1804 

Zerpa finalmente salió de Valladolid y fue nombrado ca- 
nónigo en la diócesis — 

mucho más humilde— de Oaxaca. Cuando tuvo la imper- 
tinencia de exigir a San Miguel que le diera un certificado 
de buena conducta, el obispo, indignado, observó que Zerpa 
lo había acusado de estar totalmente dominado por su vica- 
rio general, y añadió una nota escrita de su puño y letra pa- 
ra refutar esta acusación. 30 


Si Zerpa fue finalmente expulsado de Valladolid, ello fue 
en parte porque en aquellos últimos años había formado un 
bando con Nicolás José de Villanueva y con el chantre, Dr. 
Ramón Pérez Anastariz, los cuales se sentían excluidos del 
poder debido a que se les había negado todo ascenso. No era 
difícil encontrar la razón. Ya en 1795, cuando San Miguel 
explicó al virrey Branciforte por qué sería imprudente in- 
coar proceso jurídico contra Yáñez y Suárez, también había 
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notado que Villanueva y Zerpa habían tenido en otro tiem- 
po relaciones ilícitas con mujeres, pero que en las presentes 
circunstancias el verdadero problema era de carácter. Enga- 
ñado por la aparente reforma de Villanueva, lo había reco- 
mendado para que se le ascendiera a racionero, pues tenía 
que mantener a sus hermanas mayores, sólo para descubrir 
después que “su perniciosa osadía, seducción y libertina 
lengua me perturba la paz”. En cuanto a Pérez Anastariz, su 
conducta era absolutamente correcta, pero su carácter muy 
difícil. Lamentaba el obispo: 


“El conocimiento claro de la terrible cuenta que he de dar 
a Dios sobre la conducta de estos ecclesiásticos me ha des- 
velado muchas veces, llenándome de tribulación y amargu- 
ra”. 31 

Pero San Miguel se encontró con que era objeto de enco- 
nadas recriminaciones cuando, en sucesivas cartas escritas 
en 1799 y 1801, Villanueva se quejó airadamente de que, 
desde su llegada a Valladolid en 1768, había pasado 18 años 
como medio racionero y otros 12 de racionero, sufriendo la 
mortificación de ver que hombres más jóvenes lo dejaban 
atrás. Acusó al obispo de ser “el veneno 202 


más activo de mi honor, la tilde de mis ascensos y por 
consiguiente el origen de todos mis atrasos trascendentales 
a mi pobre e ilustre familia”. A manera de prueba, Villanue- 
va señalaba que Zerpa y Anastariz se habían procurado co- 
pias de cartas escritas por San Miguel, en las que se le vili- 
pendiaba. Como respuesta, San Miguel denunció al racione- 
ro ante el ministro de Justicia, José Antonio Caballero, refi- 
riéndose a “su genio precipitado, altivo, mordaz y maldi- 
ciente, detractor, provocativo y jactancioso”. En 1801 sólo 
llevaba 56 días en Valladolid y, en realidad, se ausentaría 
durante todo 1802 para ir a la ciudad de México. 32 El obis- 
po asimismo se quejó de Pérez Anastariz, quien pese a su 
aparente buena conducta estaba siempre intrigando con los 
rebeldes. Al enterarse de esta carta, gracias a sus relaciones 
con la secretaría del virreinato, Villanueva presentó un re- 
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curso de fuerza en la Audiencia de México, rogando vana- 
mente que su caso fuese examinado en la jurisdicción real. 
Luego, en un arranque apasionado, cambió de táctica y acu- 
só a Manuel Abad y Queipo, por entonces el hombre de ma- 
yor confianza de San Miguel, diciendo que él era la causa de 
todas sus dificultades: ÍMi prelado es un santo como lo pu- 
blica la debida fama a sus notorias virtudes personales”, es- 
pecialmente por “su retiro y abstracción de todas las cosas 
temporales, qual si viviese aún en el seno y centro de la cel- 
da de su antiguo monasterio”. En efecto, casi nunca salía del 
palacio excepto para ir a la catedral o asistir a alguna fun- 
ción pública, y de esta manera “no oye mal, no ve mal y no 
huele mal”. Aunque en apariencia era un santo, descuidaba 
así sus deberes de obispo, y “está todo y ciegamente entre- 
gado en manos de sus confidentes”, que eran quienes gober- 
naban el cabildo y la diócesis.33 Como resultado, Villanueva 
había sido acusado, juzgado y declarado culpable sin apela- 
ción. 

Herido en lo más vivo por esta acusación, San Miguel es- 
cribió a la Audiencia de México, defendiéndose con vehe- 
mencia. Hizo notar que ahora tenía 77 años, habiendo pasa- 
do 60 de monje y 26 de obispo. Lejos de ser prisionero en su 
propio palacio, había visitado casi todas sus diócesis, cono- 
cía sus parroquias y a sus curas, a quienes había nombrado 
personalmente, y había dado la confirmación a más de 400 
000 almas. Él en persona atendía sus asuntos y 


“nadie me abre una carta”. En una misiva enviada al mi- 
nistro de Justicia, San Miguel confesó que había pasado cin- 
co meses de “tribulación y congoja”, desde el recurso de 
fuerza y la burlona cita del Salmo 113 de la Vulgata, en que 
Villanueva lo comparaba con un ídolo que no podía oír, ver 
ni oler, que lo habían dejado en ridículo por todo el reino. 
Sus sufrimientos habían sido obra del 


“espíritu del partido, por el favor de la ambición y de la 
venganza, por las afecciones naturales y de familia (pues el 
señor Villanueva es un criollo bien emparentado en México) 


291 


y por aquella aversión que se nota siempre entre los súbdi- 
tos contra el gobierno y el que manda. Sin experiencia pro- 
pia no es posible, Excmo. Señor, formar concepto de lo que 
se padece en América en este estado de cosas”. Concluía, a 
la manera siempre aprobada, afirmando que a su edad todo 
lo 203 


que había buscado era “el servicio de ambas Majestades, 
la utilidad pública, el bien de la Iglesia, la justicia y la ver- 
dad”. 34 Su carta surtió el efecto deseado, y en 1804 llegaron 
unas cédulas reales en que se nombraba racionero a Villa- 
nueva en Durango, y canónigo a Zerpa en Oaxaca, transfe- 
rencias que reducían sus estipendios, pues el ingreso por 
diezmos en estas diócesis era considerablemente menor que 
en Michoacán. 35 Pero a fray Antonio de San Miguel le que- 
dó poco tiempo para sentirse libre de la presencia de ambos, 
pues en junio de 1804 se fue de este mundo, muy llorado 
por los pobres de su diócesis a quienes tan generosamente 
había socorrido con sus limosnas. En Valladolid, el acueduc- 
to construido en 1785-1786 constituye un perdurable monu- 
mento a su nombre. 


3 


En julio de 1794, el obispo San Miguel envió al Ministerio 
de Madrid una evaluación detallada de su cabildo, aunque 
más interesado en elogiar que en censurar, siendo el objeto 
de su carta describir a las autoridades sus candidatos a un 
ascenso. El año anterior, el intendente de Valladolid, Felipe 
Díaz de Ortega, también envió al virrey Revillagigedo una 
lista del clero, añadiendo comentarios sobre los individuos 
sobresalientes pero, por lo demás, limitándose a especificar 
si eran europeos o americanos. La ventaja de examinar estas 
listas es que al punto nos revela la existencia de cierto nú- 
mero de sacerdotes muy estimados, doctos y virtuosos que 
desempeñaban en forma competente sus deberes y que, por 
consiguiente, rara vez aparecían en la correspondencia del 
obispo. En efecto, la masa de documentos generados por la 
conducta escandalosa y el carácter irritante de un puñado 
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de individuos oscureció los méritos nunca disputados —y 
por tanto, poco advertidos— de tantos otros miembros del 
cabildo de Valladolid. 


Para demostrar esta observación es necesario resumir el 
informe del obispo, añadiendo, cuando sea pertinente, las 
observaciones del intendente. 36 


DIGNIDADES 


El deán, Dr. Vicente José Gorozabel: “americano de noto- 
ria probidad, arreglada ejemplar conducta, de carrera litera- 
ria y brillante en cánones”; era un jurista calificado en la 
Universidad de México y que después había ascendido len- 
tamente por las filas del cabildo, pero ya muy viejo y enfer- 
mo. Era generoso dando limosnas. 

El arcediano, Dr. Juan Antonio de Tapia, europeo, provi- 
sor y gobernador de la diócesis durante las visitas y enfer- 
medades del obispo: “De notoria instrucción literaria en de- 
recho, juicio, prudencia, integridad y pulso en el manejo de 
toda clase de negocios”; gozaba de toda la confianza de Ro- 
cha y de San Miguel, pero 204 


había sido víctima de infames calumnias. También fue 
muy elogiado por el intendente, quien hizo notar su “más 
ejemplar vida y arreglada conducta, muy limosnero”, aña- 
diendo que lo habían propuesto para varios obispados. 


Chantre, Dr. Ramón Pérez Anastariz, europeo que había 
sido capellán del regimiento de infantería de Granada antes 
de obtener una canonjía en Oaxaca. 

Asimismo, había sido rector del seminario tridentino y 
fue nombrado clavero por el cabildo. El intendente añadía 
que era “buen orador y de recomendable conducta”. 


El maestre de escuelas, Lic. Agustín José de Echeverría y 
Orcolaga, americano que había estudiado en el colegio de 
Todos Santos, nombrado juez hacedor por el obispo. Había 
servido en Durango: de “vasta instrucción en toda clase de 
negocios, en probidad, arreglada juiciosa conducta, y por 
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todo lo contemplo benemérito a mayores dignidades y as- 
censos”. 


El tesorero, Dr. José de Aregui, europeo que había ascen- 
dido por las filas del cabildo, “de sólida conducta pero muy 
anciano” (79 años), e “imposibilitado para todo y no piensa 
más que en vivir”. 

CANÓNIGOS DE GRACIA 


Dr. Manuel Vicente Yáñez, europeo que había estudiado 
en Granada y servido de canónigo en Durango antes de lle- 
gar a Valladolid. 

Dr. Manuel Antonio Salcedo, europeo, “de carrera brillan- 
te en sagrada teología”, cura de la arquidiócesis de Toledo a 
los 22 años. Visitador y superintendente clavero de la fábri- 
ca de la catedral durante seis años. Había sido rector de San 
Nicolás. “De ejemplar arreglada conducta”, predicaba con 
frecuencia. Merecía ser nombrado obispo y ya había llama- 
do la atención de los virreyes Flores y Revillagigedo como 
candidato al ascenso. 


Lic. Mariano de Escandón y Llera, americano, profesor de 
derecho, “de brillantes luces”, juez hacedor durante 18 años; 
“de genio laborioso, activo y a cuyo empeño deben las ren- 
tas de esta Santa Iglesia el incremento que hoy tienen”. Des- 
pués de 20 años de racionero y canónigo, merecía el ascenso 
a una dignidad en la catedral. Añadía el intendente que era 
“muy limosnero, pues invierte todas sus rentas en un beate- 
río, con mucha utilidad de las que en él voluntariamente se 
recogen y de la enseñanza de niñas”. Escandón heredaría 
más adelante el título de conde de Sierra Gorda. 


Lic. Luis Zerpa, europeo, que “no es sujeto de carrera, ni 
encuentro en este sujeto qualidades que lo hagan digno de 
las gracias del Rey”. 


CANÓNIGOS DE OFICIO 
205 


Dr. Ildefonso Gómez Limón, americano, “de carrera muy 
brillante, orador insigne y de particular gusto: de arreglada 
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conducta”. Había sido rector del colegio correccional y “fue 
once años juez ecclesiástico del partido de Irapuato en este 
obispado, donde por su notoria gran caridad y activo zelo 
en instruir a sus fieles en los misterios y dogmas de nuestra 
Santa Fe Católica y por su sumo disinterés fue muy amado”. 
Merecía un nombramiento a las dignidades y obispados. 


Dr. Manuel de Iturriaga, americano, rector y restaurador 
del antiguo colegio jesuita de San Francisco Javier de Que- 
rétaro, fiscal promotor en tiempos de Rocha, cura de Rincón 
de León, clavero nombrado por el cabildo, “de arreglada 
conducta, probidad, de recomendables prendas y por el 
buen concepto que me merece, acreedor a las gracias de S. 
M. en las dignidades vacantes de esta Iglesia”; merecía ser 
nombrado dignidad en la catedral. 

Dr. Vicente Gallaga, americano, “de sobresaliente literatu- 
ra, ejemplarísima arreglada conducta”; fue profesor y rector 
del seminario Tridentino *con notorio aprovechamiento de 
sus discípulos, debido a su aplicación, empeño y genio pro- 
pio para la educación e instrucción de la juventud”. Después 
de servir como cura en Tacámbaro y Celaya había renuncia- 
do para ingresar en el Oratorio de San Miguel el Grande. 
Era “sujeto de notoria caridad para con los pobres y de con- 
tinua assistencia al confesionario”. En la actualidad era rec- 
tor del seminario y se le consideraba digno de ascenso. 


RACIONEROS 

Lic. José Antonio Pina, americano que 'no es sujeto de 
carrera; pero sí de notoria arreglada conducta, ejemplares 
costumbres”; pero era viejo y enfermo. Había sido cura de la 
diócesis. 

Lic. Manuel de Leso, americano sin carrera, y de malas 
cualidades. Había sido cura de la diócesis. 


Dr. Nicolás de Villanueva y Santa Cruz, americano, “su 
conducta, qualidades y prendas personales tampoco lo ha- 
cen acreedor a las gracias del Rey”. 
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Lic. Antonio Belauzarán, europeo “es de notoria arregla- 
da conducta y recogimiento, constante en la assistencia a 
las obligaciones de su prebenda”. 


Había sido clavero y era el rector del colegio correccio- 
nal. 

Lic. Nicolás Collada y Plata, europeo que había sido cura 
en la diócesis de Oaxaca y racionero en Guadalajara; de 
buena conducta, pero tenía más de 70 


años y casi siempre estaba enfermo. 
MEDIO RACIONEROS 
206 


Dr. Diego Suárez Marrero, americano, de La Habana, gra- 
duado en derecho en las universidades de Cuba y de Guada- 
lajara, había sido capellán de la Marina antes de llegar a Va- 
lladolid. 

Lic. Manuel de Cubilano, europeo, había sido cura en la 
arquidiócesis de Guadalajara y juez hacedor en Valladolid. 
“De arreglada conducta y acreedor a mayores ascensos en 
esta Iglesia” 

Lic. Roque García Cifuentes, europeo que había sido cura 
de la diócesis de Oaxaca, “por su avanzada edad y corta ins- 
trucción presenta pocos motivos para mayores ascensos”. 

Lic. Francisco Ángel del Camino, americano, fue juez ha- 
cedor, “de la más arreglada conducta, costumbres ejempla- 
res, de competentes luces”; digno, por razón de “sus reco- 
mendables prendas”, de mayores ascensos. 


Inmediatamente después de esta descripción de su cabil- 
do, San Miguel insertó el nombre del Lic. Manuel Abad y 
Queipo, su juez de Testamentos, Capellanías y Obras Pías, 
europeo que ocupaba el puesto bien remunerado pero no- 
minal de sacristán mayor de Guanajuato, y a quien el obis- 
po elogió por “su grande instrucción literaria en derechos e 
integridad, arreglada conducta”. Eran precisamente su “ta- 
lento, virtud y prendas laudables, de mucha expedición en 
los negocios, raro disinterés, prudencia y trato agradable 
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para con todos” los que hacían que San Miguel lo llevara en 
sus visitas “para el despacho de todos los negocios judicia- 
les”; ahora lo recomendaba para un ascenso. En segundo lu- 
gar, recomendaba al Dr. Gabriel Bartolomé Gómez de la 
Puente, promotor fiscal, quien había sido cura interino en la 
catedral y en Tzintzuntzan. Cabe observar que en su evalua- 
ción (generalmente favorable) del cuerpo docente del semi- 
nario tridentino, San Miguel escogió al Dr. Miguel de la Bár- 
cena, europeo que enseñaba filosofía, describiéndolo como 
hombre dotado, “de particulares talentos, juicio, virtud sóli- 
da, de un tesón infatigable en el estudio, de singular modes- 
tia, trato muy afable y de amables prendas”. Otros profeso- 
res que fueron muy elogiados por su conducta, conocimien- 
to y dones naturales fueron el Lic. 


20d 


Francisco Uraga, el Lic. José de la Peña, el Br. Vicente Pi- 
sa y el Lic. Juan Salvador, todos ellos enumerados como 
americanos por el intendente. Resulta significativo que éste 
mencionara a Abad y Queipo bajo el rubro de “palacio epis- 
copal” junto con el secretario del obispo, Lic. Santiago Ca- 
miña, americano 

“de mediana literatura y mucha probidad y conducta”; y a 
fray Juan de Santander, capellán del obispo, monje jerónimo 
“de brillantes circunstancias y conducta irreprehensible”, 
que obviamente había acompañado a San Miguel desde Es- 
paña. 

Como ya se habrá observado, había seis puestos vacantes 
en el cabildo, ocasionados por recientes fallecimientos y as- 
censos. Dejando esto aparte, el rasgo más significativo es la 
presencia de 10 españoles europeos, hombres de talentos 
obviamente diversos pues mientras que Tapia y Salcedo fue- 
ron elogiados con los más altos calificativos como posibles 
obispos, en cambio Yáñez, 207 

Zerpa, Pérez Anastariz y García Cifuentes fueron conde- 
nados o bien mencionados sin ninguna recomendación. Lo 
que resulta revelador son los cálidos elogios con que San 
Miguel cubre a cierto número de americanos, incluyendo a 
Escandón, Iturriaga, Gallaga y Camiña. Debe notarse que 
aun cuando hemos enumerado como americano a Gómez 
Limón, esta atribución no es segura, pues el intendente, 
aunque de acuerdo con el obispo en lo tocante a sus talen- 
tos, no definió su origen. Como veremos, también existía en 
la diócesis de Michoacán cierto número de sacerdotes bien 
calificados, doctores en teología o licenciados en derecho, 
que estaban eminentemente capacitados a ocupar puestos 
en el cabildo, pero cuyo ingreso había sido bloqueado por el 
nombramiento de candidatos inferiores llegados del extran- 
jero, incluyendo en este caso a dos clérigos, Pérez Anastariz 
y Suárez, que antes habían sido capellanes en las fuerzas ar- 
madas. 
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Y cuando en 1789 quedó vacante un importante puesto de 
canónigo, San Miguel informó al ministro de Indias, Anto- 
nio Porlier, que sería un absoluto desastre que Suárez Ma- 
rrero fuese nombrado para ocuparlo. Por fortuna, la vota- 
ción del cabildo favoreció a Manuel de Iturriaga, originario 
de Querétaro, que había sido promotor fiscal del obispo Ro- 
cha, “en cuyo espinoso ejemplo acreditó su mucha jurispru- 
dencia, teórica y práctica, y mucha integridad y disinterés, 
circunstancias que en estos países es un milagro”. 37 Pero 
Iturriaga no obtuvo otro ascenso, pese a sus méritos eviden- 
tes, y en 1797 optó por renunciar para unirse al Oratorio, 
primero de la ciudad de México y luego de Querétaro. Un 
verdadero ejemplo de sacerdote ambicioso y con grandes 
talentos que vio bloqueado su ingreso al cabildo fue el Dr. 
Juan José de Michelena, quien, después de ser cura del 
sagrario de la catedral y luego de Celaya durante su juven- 
tud, sólo fue admitido como medio racionero cerca de 1799, 
y ascendido a racionero en 1807. El obispo de Durango es- 
cribió que poseía las tres cualidades 


“que hacen buenos los canónigos de oficio; ciencia bas- 
tante pero sin hinchazón soberbia; cuna limpia con crianza 
fina; y humildad sin afectación...”38 

Además de tan admirables cualidades, un candidato al as- 
censo dentro del cabildo indudablemente se beneficiaba de 
tener un patrocinio episcopal y buenas relaciones en Espa- 
ña, condiciones que obviamente favorecían a los europeos 
por encima de los americanos. Si examinamos una lista más 
sumaria, elaborada en 1813, veremos que para entonces Ma- 
nuel Abad y Queipo figuraba como obispo electo de Micho- 
acán, y que si Escandón y Llera había ascendido a arcediano 
y Gabriel Gómez de la Puente a tesorero, Manuel de la Bár- 
cena figuraba como maestre de escuela y José de la Peña 
(descrito ahora como europeo) entre los canónigos.39 Nin- 
guno de los otros catedráticos del seminario tridentino ha- 
bía ingresado al cabildo, aunque Francisco de Uraga había 
conseguido la importante parroquia de San Miguel el Gran- 
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de. Es bien sabido que Abad y Queipo acompañó a San Mi- 
guel desde Guatemala hasta Valladolid, donde inmediata- 
mente fue nombrado juez de Testamentos, Capellanías y 
Obras Pías, cargo que le daba el 208 


control de considerables fondos para invertirlos. Además, 
se confió a Abad y Queipo la tarea de redactar el memorial 
a la Corona con respecto a la discutida cuestión de la inmu- 
nidad del clero ante la jurisdicción real. Tras la muerte del 
obispo, Abad y Queipo afirmó: “Yo que siempre estuve a su 
lado”, en cuestiones de administración diocesana. 40 Pero 
San Miguel también ayudó a su compañero de toda una vi- 
da, Juan de la Bárcena, alias Santander, monje jerónimo co- 
mo él, quien después de su muerte solicitó la secularización, 
haciendo observar que siempre había sido “socio y confe- 
sor” del obispo en Comayagua y Valladolid, y a veces su 
“mayordomo y limosnero”. 41 Obviamente, recomendó a 
Manuel de la Bárcena, nacido en las montañas de Santander 
y, sin duda, pariente suyo, quien llegó a Valladolid siendo 
un miembro joven de la “familia” del obispo; luego se inscri- 
bió en el seminario y acabó por obtener el doctorado en teo- 
logía en la Universidad de México. Nombrado cura de Sala- 
manca casi inmediatamente después de recibir su título, 
Bárcena entró en el capítulo en 1796 como canónigo, y en 
1805 se le nombró tesorero. Recomendado por Abad y Quei- 
po como “sujeto de talentos e ilustración sobresalientes, 
buen orador y de carácter dulce y moderado”, en 1815 el 
obispo electo le designó gobernador de la diócesis en su au- 
sencia, cargo en el que continuó durante algunos años. 42 
Signatario del Acta de Independencia de 1821, Bárcena fue 
miembro de la Junta de la Regencia y ardiente partidario del 
efímero imperio establecido por Agustín de Iturbide. 

El principal efecto de las múltiples enfermedades de los 
obispos ancianos que gobernaron Michoacán durante la se- 
gunda parte del siglo XVII fue que estos prelados inevita- 
blemente tuvieron que apoyarse en un pequeño círculo de 
clérigos de su confianza que les ayudaran a gobernar esta 
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diócesis inmensa, con su levantisco cabildo. Lo revelador es 
que San Miguel confiara principalmente en españoles euro- 
peos. Hubo aquí una línea de sucesión que va de Tapia y Pé- 
rez Calama a Abad y Queipo y Bárcena, círculo cerrado de 
hombres que se enorgullecían de sus ideas ilustradas y de 
su competencia práctica en el gobierno de la diócesis. Es 
claro que estos hombres podían tratar fácilmente con los 
principales comerciantes de Valladolid, con Michelena, Fon- 
cerrada y Huarte, que también procedían de la Península. Es 
a su vez evidente que mantenían buenas relaciones y hasta 
amistad con clérigos criollos que compartían sus conviccio- 
nes reformistas. Abad y Queipo era buen amigo del rector 
del colegio de San Nicolás, Miguel Hidalgo y Costilla. Tam- 
poco los criollos estaban excluidos del gobierno diocesano. 
Resulta significativo el papel de Mariano Escandón como 
juez hacedor. Asimismo, el secretario del obispo, Santiago 
Camiña, permaneció en su puesto más de 30 años, y todavía 
en 1813 fue elogiado por el obispo electo por su gran inteli- 
gencia y sus servicios. Pero como lo muestran las casuales 
observaciones de Pérez Calama y de San Miguel, este grupi- 
llo de españoles ilustrados que gobernaron la diócesis du- 
rante los últimos años del régimen colonial siempre estuvo 
consciente de los peligros de la enemistad “nacional” o 

“provinciana”. Y para apoyar el interés imperial siempre 
solicitaron el ascenso de 209 

sus compatriotas talentosos. Por consiguiente, muchos 
importantes clérigos criollos prefirieron administrar las ri- 
cas parroquias del Bajío en lugar de pasar años ascendiendo 
lentamente por las filas de un cabildo dominado por euro- 
peos. 
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III. DIEZMOS Y CAPELLANÍAS 

1 

EN 1501, la Santa Sede concedió al rey de Castilla el in- 
greso obtenido de los diezmos eclesiásticos en el Nuevo 
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Mundo, derecho que fue confirmado en 1508 


cuando la Corona fue reconocida patrona universal de la 
Iglesia americana. Sin embargo, la Corona confió desde el 
principio la administración y el cobro de este impuesto a los 
obispos y cabildos de las Indias, reservándose tan sólo dos 
novenos (de hecho, un noveno) para gastos reales, señal de 
sus derechos primordiales sobre esta rama del ingreso. En el 
primer ciclo de colonización, a menudo los dos novenos 
fueron asignados a la inversión de capitales en la construc- 
ción de iglesias. Por su parte, la jerarquía católica consideró 
que este diezmo era una obligación cristiana universal, con 
raíces en la antigiiedad y confirmada por la Biblia y, por 
tanto, un derecho intrínseco de la Iglesia. Cuando los minis- 
tros de Carlos III trataron de obtener información acerca del 
diezmo — 


su magnitud y su distribución— pronto descubrieron que 
sus circulares y edictos a los obispos de Indias casi no reci- 
bían respuesta. Por consiguiente, en 1774 la Corona ordenó 
que se instalara un contador real en todas las oficinas cate- 
dralicias, cuya función consistiría en asegurarse de que se 
cobrara íntegro el noveno real. Este contador sería pagado 
de los diezmos diocesanos y quedaba subordinado a los jue- 
ces hacedores, o sea los jueces clericales que administraban 
el cobro y la distribución de este impuesto.1 En el decreto 
en que se nombraba a estos contadores se hacía una abierta 
queja de “el absoluto y despótico manejo de esta renta con 
notorio agravio de mi real hacienda, hospitales y fábrica, te- 
niendo presente la propiedad y absoluto dominio que tengo 
en aquellos diezmos como bienes patrimoniales que son de 
esta Corona... Las consecuencias de esta declaración serían 
claramente explicadas, poco más adelante, por Ramón de 
Posada, fiscal de real hacienda en México, quien definió los 
diezmos como “una cantidad asignada de un ramo de real 
hacienda para sustento de los ministros ecclesiásticos” .2 


En noviembre de 1785, una junta nombrada ad hoc por el 
Consejo de Indias, encabezado por el conde de Tepa, asentó 
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los argumentos presentados por el contador general, Fran- 
cisco Machado, de que el actual sistema de distribución del 
ingreso del diezmo era abusivo, y habría que reformarlo. El 
resultado de sus deliberaciones fue una real cédula emitida 
en agosto de 1786, la cual exigía que las catedrales se man- 
tuvieran gracias a las contribuciones de sus propias parro- 
quias y, lo que es de mayor importancia, que los cuatro no- 
venos del diezmo 211 


conocidos como superávit se distribuyeran entre las pa- 
rroquias de la diócesis y no, como hasta entonces, se em- 
plearan para aumentar los estipendios del cabildo. También 
se pedía que el noveno real fuese calculado antes y no des- 
pués de deducidos ciertos costos. Este decreto bien habría 
podido ser pasado por alto, de no ser corroborado por las 
Ordenanzas que establecían las intendencias en la Nueva 
España, promulgadas en diciembre de 1786, las cuales decla- 
raban que una Junta del Diezmo sería establecida en cada 
diócesis encabezada por el intendente local como vice-pa- 
trón de la iglesia. Los jueces hacedores estarían flanqueados 
por funcionarios de la caja real, en esta junta, ante la cual 
serían responsables, en adelante, en el ejercicio de sus debe- 
res y su jurisdicción. 3 De este modo, la Corona arrebató a 
los obispos y cabildos su autoridad sobre los diezmos, y 
consideró hacer una división reformada de los ingresos. 


Ocurriese lo que ocurriese en el resto de América, en la 
Nueva España la jerarquía católica, bajo la autoridad del ar- 
zobispo de México, Alonso Núñez de Haro, se unió para re- 
chazar estas medidas, dando instrucciones a sus jueces ha- 
cedores de no colaborar con los intendentes ni aceptar la 
autoridad de las proyectadas Juntas del Diezmo. En junio de 
1787, cuando Haro servía brevemente como virrey interino, 
enviaron una representación conjunta a la Corona en la que 
airadamente denunciaban “unas providencias que trastor- 
nan todo el orden y economía de la distribución de los diez- 
mos observada desde los primeros principios de estas Igle- 
sias”, medidas que eran impracticables, “llenas de inconve- 
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nientes gravísimos”, y que les dejaban “llenos de dolor y 
amargura, heridos en lo más vivo y sensible del honor”. Jus- 
tificando su actitud, afirmaron que cuando los decretos del 
rey o de sus consejos “van contra la ley o los debidos dere- 
chos. entonces las leyes siempre establecen que “se obede- 
cen pero no se cumplen” .4 Sea como fuere, el clero siem- 
pre había tenido el derecho de escribir directamente al rey. 
Por cuanto al asunto en cuestión, insistieron en que la con- 
cesión del dominio de los diezmos, donada por el papa a la 
Corona española, se había hecho con la condición precisa 
de que el ingreso fuese empleado para mantener a la Iglesia 
y sus prelados. Durante dos siglos y medio, el diezmo había 
sido administrado por los jueces hacedores, actuando como 
delegados de los obispos y cabildos sin apelar a las audien- 
cias y sin ninguna intervención del Consejo de Indias. En 
este caso, sus derechos no se basaban en la concesión hecha 
por el papa a la Corona, sino que se derivaban de la tradi- 
ción de Castilla y en particular del Concordato de Burgos, 
cuando los reyes de Castilla habían hecho un “donativo per- 
petuo” de diezmos a la Iglesia. Más aún, el Concilio de Tren- 
to, cuyos cánones eran cabalmente aceptados por la Corona 
y por el Consejo de Indias, claramente había afirmado el de- 
recho de la Iglesia a cobrar los diezmos. En contra de lo que 
se decía en las Ordenanzas de intendentes, la autoridad real 
con respecto a los diezmos no tuvo “jamás otras funciones 
que las de auxiliar y proteger las providencias de los obis- 
pos”, especialmente porque los diezmos conservan *su pri- 
mitiva y natural qualidad de bienes espirituales y 212 


ecclesiásticos”. 


Por cuanto a la distribución de los ingresos del diezmo, la 
jerarquía declaró que las parroquias de la catedral se en- 
contraban situadas en ciudades y por tanto no generaban 
ningún diezmo, de modo que desviar los diezmos a las pa- 
rroquias dejaría sin ningún apoyo a la catedral. En cuanto al 
superávit que equivalía a dos novenos del ingreso total, cita- 
ron una real cédula de 1774 dirigida al obispo de Micho- 
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acán, la cual aprobara la práctica —en vigor— de asignar ese 
dinero al cabildo. Afirmaron que los cabildos estaban for- 
mados por “los clérigos más distinguidos por nacimiento, 
por virtud y por letras”. “Una silla capitular, aun de las últi- 
mas, es el premio con que remunera V. M. a los curas celo- 
sos que han gastado sus mejores años y consumido su salud 
en el ministerio más arduo y más útil”. Además, aun si se 
pagaban unos estipendios relativamente generosos a digni- 
dades, canónigos y racioneros, ello era porque “espiró hace 
ya muchos años el siglo de oro de la Iglesia”, de modo que el 
respeto público y el honor dependían tanto de los recursos 
naturales como de la virtud. “Un canónigo roto, que viva en 
casa humilde, que anda a pie entre el lodo, al sol y al aire, 
confundido con los demás de la plebe, será el desprecio de 
todos”. Se mostraba respeto a los canónigos porque daban 
limosnas, por su atuendo y sus carruajes. En suma, ahora 
los cabildos se veían amenazados de ruina. Y en el futuro no 
podrían ya ayudar a la Corona con préstamos ni pagar los 
subsidios pendientes. Por último, los obispos concluyeron 
defendiendo su derecho a suspender la aplicación de las 
nuevas leyes hasta que hubiesen informado de sus defectos 
al rey, y recordaban a sus ministros que ellos eran “jueces 
autorizados por el Papa”, y por tanto disfrutaban del “uso de 
la plenísima facultad y autoridad Apostólica”. 


Para cuando llegó a Madrid esta declarada protesta, José 
de Gálvez había muerto, y Carlos III fallecería pronto. El 
nuevo ministro de Indias, encargado de los asuntos eclesiás- 
ticos, Antonio Porlier, se mostró más conciliador hacia las 
sensibilidades de América. Desde luego, en noviembre de 
1789 reprochó al obispo de Michoacán no haber aplicado el 
decreto de agosto de 1786 y condenó el que hubiese firmado 
la protesta conjunta con los obispos de México, Puebla y 
Oaxaca, “para disputar las supremas regalías” de la Corona. 
Cada obispo habría debido aplicar el decreto y luego elevar 
por separado su petición al rey. Sin embargo, en marzo de 
1788 Porlier envió una orden secreta al virrey, dándole ins- 
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trucciones de que si no habían entrado en vigor las nuevas 
ordenanzas y decretos, entonces habría que suspender sus 
provisiones con respecto a la Iglesia y los diezmos, aunque 
“extrañando justamente esta ilegal conducta de los referidos 
prelados y cabildos, pues aun en el caso de ser fundada su 
solicitud, debían haberla hecho después de ejecutadas y 
cumplidas dichas reales disposiciones” .5 Ante la intransi- 
gente resistencia de la jerarquía católica, las autoridades de 
Madrid decidieron, entonces, rescindir su proyectada refor- 
ma. 


La confirmación de la decisión del ministro se anunció en 
sesión plenaria del Consejo de Indias, celebrada en 1792. Só- 
lo el contador general, Francisco 213 


Machado, continuó pidiendo una reforma cuando en un 
extenso informe presentado en 1794 denunció rotundamen- 
te “la oposición”, es decir, el cabildo de la catedral de Méxi- 
co y sus aliados, por tratar de “sostener la injusticia y su 
usurpación”. Afirmó que las condiciones de sus ordenanzas 
fundadoras debían ser observadas al pie de la letra y que no 
debían atenderse las apelaciones a costumbres inmemoria- 
les. La costumbre no hacía derecho a la luz de la ley, espe- 
cialmente cuando era sancionada por la usurpación efectua- 
da por los cabildos del ingreso del diezmo, que en justicia 
pertenecía a las parroquias. 


También criticó enconadamente los generosos estipen- 
dios de los canónigos, añadiendo que “el decoro y estima- 
ción pública de los ecclesiásticos no consiste en grandes 
rentas sino en grandes virtudes”. Tampoco reconocía que 
los diezmos pertenecieran por derecho a la Iglesia, y los de- 
finía simplemente como una rama del ingreso real, que ha- 
bía sido asignada a un propósito específico, pero que con 
igual derecho podía aplicarse a otro. Concluía diciendo: 

“Convendría en quitar la raíz de donde nace a las falsas 
ideas. resumiendo el Rey el ramo de diezmos y dotando las 
Iglesias con las competentes congruas sobre los demás de su 
real patrimonio” .6 
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Aunque la cuestión continuó agitando al Consejo de In- 
dias, no se hicieron en Madrid nuevas iniciativas con res- 
pecto al cobro y la distribución de los diezmos: en adelante 
toda la atención se centraría en los medios de obtener in- 
gresos adicionales de esta fuente. Una característica del ca- 
so, que merece ser citada, es que mientras que las diócesis 
de la América del Sur al parecer sí enviaron información 
pormenorizada sobre los ingresos del diezmo, todavía en 
1819 los contadores generales seguían quejándose de que la 
diócesis de México aún no había cumplido los decretos rea- 
les. La información que poseían era manifiestamente erró- 
nea. Lo interesante de la disputa se encuentra en los princi- 
pios absolutamente opuestos de los obispos y los ministros 
reales: los primeros se remitían a la tradición y al Concilio 
de Trento, los últimos fundamentaban su alegato en la sobe- 
ranía de la Corona y en una visión esencialmente utilitaria 
de los ingresos eclesiásticos. En el memorando de Machado 
también puede notarse una nota de envidia al ver que digni- 
dades y canónigos dispusieran a veces de estipendios supe- 
riores a los de los altos escaños de la burocracia real. 


2 


Si los ministros trataron de intervenir en la administra- 
ción de los diezmos, ello fue en gran parte porque los ingre- 
sos eclesiásticos de esta fuente habían aumentado tanto en 
los últimos decenios del siglo XVIII. Son claras las razones 
de este fenómeno. La población de la Nueva España se iba 
acrecentando durante este periodo, y por ello había genera- 
do la demanda de un mayor volumen de los 214 


alimentos producidos por haciendas y ranchos. Al mismo 
tiempo, hubo un alza apreciable de los precios de las cose- 
chas tradicionales. El resultado obvio de esta expansión del 
volumen de producción y el alza del valor monetario fue un 
evidente aumento del ingreso por diezmos, incrementando 
notablemente los estipendios de obispos y canónigos. Aun- 
que la inflación general de aquellos años redujese el valor 
real de todos los ingresos, el clero capitular continuó disfru- 
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tando de un ingreso igual y a veces superior a los salarios 
de los más importantes funcionarios reales. Frustrados en 
su intento de controlar la administración de los diezmos, los 
ministros dependieron entonces de impuestos como la me- 
dia anata, la mesada, la anualidad y el nuevo noveno para 
reducir los estipendios de las dignidades, canónigos y racio- 
neros de la Nueva España cuyos ingresos les parecían exce- 
sivos. 


No es este el lugar para enfocar la discutida cuestión del 
rendimiento general de los diezmos durante este periodo, 
especialmente porque ni siquiera funcionarios de la época 
lograron captar siempre la complejidad del sistema contable 
empleado por los jueces hacedores. La única declaración ge- 
neral de que disponemos fue compilada por Eusebio Ventu- 
ra Beleña, distinguido oidor de la Audiencia, quien en 1791 
envió al virrey Revillagigedo un cuadro en que detallaba los 
ingresos del diezmo de las diócesis de México, Puebla, Valla- 
dolid, Guadalajara, Durango y Oaxaca para los años 1770- 
1790. Sus cifras muestran que mientras en 1771-1775 el total 
había sido de 1 229 968 sos anuales, en 1785-1789 


había crecido hasta 1 872 703 pesos: un aumento de más 
de 52%. 7 En el caso de Michoacán, puede mostrarse que las 
estadísticas de Beleña eran relativamente precisas, pues fue- 
ron comparables a un esquema de ingresos netos presenta- 
do por el obispo San Miguel. Mas para la arquidiócesis de 
México las cifras de Beleña eran burdamente engañosas. Se- 
gún su cuadro, durante el lustro 1785-1789 México recibió 
un promedio de 748 772 pesos anuales, suma que represen- 
taba no menos de 40% del ingreso del diezmo de la Nueva 
España. Pero un documento de la época, preparado obvia- 
mente por la contaduría de la arquidiócesis, demostró que el 
ingreso bruto sólo fue de 544 669 pesos durante estos años, 
y que Beleña había incluido los 204 104 pesos de las existen- 
cias, dinero guardado en la clavería y que en sumas varia- 
bles pasaba de un año a otro. 
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Más aún, hasta esta cifra exageraba el verdadero ingreso, 
pues una vez deducidos los costos del cobro y la administra- 
ción, sólo se habían distribuido 420 129 pesos anuales entre 
el arzobispo, la catedral, los hospitales, la Corona y el cabil- 
do. En efecto, el arzobispo tenía un ingreso anual de 100 693 
pesos, suma que era superior al ingreso total del diezmo de 
las diócesis de Oaxaca o de Durango. El deán recibía 12 459 
pesos y los 10 canónigos 8 306 pesos cada uno, estipendios 
bastante superiores a los 6 000 pagados a los 12 intendentes 
de la Nueva España. 8 


En 1791, el obispo San Miguel compiló una cuenta deta- 
llada del ingreso del diezmo para 1786-1790, la cual demos- 
tró que con un ingreso bruto de 336 402 
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pesos Michoacán sólo era inferior a México, aproximada- 
mente comparable a Puebla y muy superior a Guadalajara, 
que en estos años sólo tuvo un promedio de 260 175 pesos. 
Los enormes ingresos de 1800-1809 eran, a la vez, medida 
del alza del precio del maíz y del ganado, y del continuo au- 
mento de la población. No podemos saber a ciencia cierta si 
todas las diócesis de la Nueva España pasaron por una ex- 
pansión similar. En el caso de Michoacán, la vacante dejada 
por la muerte del obispo San Miguel hizo que la Corona se 
embolsara durante cuatro años el cuarto del diezmo que co- 
rrespondía al prelado, obteniendo así bastante más de un 
cuarto de millón de pesos extra. 

Si las personas de la época sólo lograron hacer estimacio- 
nes conflictivas de los ingresos del diezmo ello fue, en parte, 
porque el cobro era difícil y frecuentemente atrasado, con la 
consecuencia de que el balance final no solía terminarse an- 
tes de algunos años. Aunque fuera relativamente fácil para 
los recaudadores obtener declaraciones precisas sobre la 
producción de maíz y trigo de las haciendas, se necesitaban 
considerable ingenio y perseverancia para obtener la canti- 
dad apropiada de grano de la multitud de indios y castas 
que alquilaban tierras de las grandes fincas; especialmente 
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porque era común el subarriendo. Los indios no tenían que 
pagar el diezmo por las cosechas obtenidas para su consu- 
mo en tierras comunitarias; pero desde luego, muchos de 
ellos entraban en el mercado o trabajaban en las haciendas. 
En la práctica existía toda clase de acuerdos comunes por 
los cuales el diezmo se establecía en una cantidad especifi- 
cada; los pequeños campesinos de subsistencia y los preca- 
ristas pagaban una fanega de maíz. Más difícil aún era el ca- 
so de la ganadería, pues en los latifundios más remotos bo- 
vinos y ovejas merodeaban por las llanuras sin gran vigilan- 
cia. Además, una vez entregado el producto, aún tenían que 
venderlo los recaudadores, que a menudo aguardaban hasta 
que los precios del mercado les fuesen favorables. A menu- 
do, el maíz cosechado en diciembre o enero no se vendía 
hasta agosto. Asimismo, los potrillos y las terneras nacidos 
en agosto y septiembre no solían ser marcados y vendidos 
hasta bien entrado el año siguiente.9 Como resultado, los 
recaudadores a menudo se demoraban en enviar sus resulta- 
dos a Valladolid, de modo que las cuentas anuales presenta- 
das por los jueces hacedores al obispo y al cabildo siempre 
incluían pagos atrasados de años anteriores. 
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CUA DRO 11. Ingresos del diezmo: diócesis de Michoacán 
(en pesos) A. Ingresos del diezmo 


Año 
Bruto 
Dulces 
Pagos 
Total 

Cost. de la 
Neto 
Diócesis 
1786 

297 428 
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7975 
7018 
312 412 
12 723 
1787 
306 018 
8 050 

8 980 
323 049 
12 760 
1788 
288 412 
7613 
16 568 
312 593 
12 209 
1789 
346 771 
6 674 
30 872 
384 318 
12 943 
1790 
323 374 
11 100 
15 156 
349 630 
12 854 
Promedio 
312 400 
8 282 
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15 719 

336 402 

12 698 

323 704 

FUENTE: A CN, XIX, 14, 4 de agosto de 1791. 
B. Ingreso medio del diezmo anual 
1740-1749 

184 294 

1750-1759 

218 389 

1760-1769 

218 816 

1770-1779 

271 020 

1780-1789 

323 940 

1790-1799 

370 459 

1800-1804 

464 919 

1805-1809 

507 871 

FUENTE: Morín, Michoacán, p. 103. 
C. Diezmos por intendencia (1787) 
Intendencia 

Diezmos 

Porcentaje 

Guanajuato 

175 564 

49.76 

Valladolid 
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113 409 

32.15 

Guadalajara 

27 470 

7.79 

S.L. Potosí 

32 010 

9.07 

Otros 

4 350 

1.23 

TOTA L 

352 803 

100.00 

FUENTE: A CM, XV Ill, 650; XIX, 14. 

D. Diezmos medio anual en la Nueva España 1771-1789 
(en pesos) México 

Puebla 

Mich. 

Oaxaca 

Guadal. 

Durango 

Total 

217 

1771-1775 

327 796 

287 725 

270 660 

66 765 

183 773 

93 238 
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1 229 957 

1785-1789 

748 365 

351 652 

321 520 

83 864 

263 073 

106 329 

1 874 803 

Aumento 

420 569 

63 927 

50 860 

17 099 

79 300 

13 091 

644 846 

FUENTE: Florescano, Los problemas agrarios, p. 69. 

Durante la mayor parte del siglo XVII fue práctica de la 
diócesis de Michoacán nombrar a los recaudadores del diez- 
mo, que eran remunerados con una comisión de 8% sobre el 
ingreso cobrado, sistema que exigía la presentación de 
cuentas detalladas. Si examinamos los documentos enviados 
a Valladolid por el recaudador de León, veremos que enu- 
meró las 65 haciendas y ranchos por su nombre y luego di- 
vidió los pagos del diezmo por cosechas y animales. Anotó 
después los precios obtenidos por la venta de estos muy di- 
versos productos. 

Como podía esperarse en el Bajío, las 10 000 fanegas de 
maíz que vendió fueron 62% del ingreso total; el trigo pro- 
dujo otro 12%; pero el resto procedió de la venta de frijoles, 
chile, cebada, queso, gallinas, potros, mulas, pollinos, terne- 
ras, corderos y pulque, todo ello en pequeñas sumas. Una 
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vez sustraídos 513 pesos de gasto, del ingreso total de 3812 
pesos, la comisión del recaudador no pasó de 260 pesos. El 
pago a la clavería de la catedral fue hecho por comerciantes 
que residían en Valladolid, de quienes el recaudador había 
obtenido tres libranzas: las letras de cambio mexicanas.10 


La diócesis se había dividido en 51 distritos para el cobro 
del diezmo; algunos de estos distritos eran sinónimos de pa- 
rroquias, otros eran la unión de varias parroquias. En 1761, 
34 distritos fueron administrados sobre la base de comisión 
y otros 17 fueron arrendados por diversos periodos de años 
a recaudadores que se comprometían a pagar una suma fija 
cada año, durante todo el periodo de su contrato. La ventaja 
del arrendamiento de diezmos para los jueces hacedores es 
que les evitaba las marcadas variaciones anuales de ingre- 
sos, y quedaban libres de la tarea de revisar las cuentas de 
los recaudadores. En el decenio de 1770, el cabildo optó por 
abandonar el tradicional sistema de cobros en favor de la 
venta de los diezmos al mejor postor. Para 1787, sólo cinco 
distritos quedaban en administración directa, sin duda por- 
que su remota ubicación había hecho que no interesaran a 
nadie. 11 


Si examinamos el origen geográfico de los diezmos, vere- 
mos que la intendencia de Guanajuato aportó casi 50% de la 
suma total, mientras que Valladolid sólo pagó 32%: distribu- 
ción que indica la feracidad de los suelos del Bajío y la ri- 
queza de sus haciendas y ranchos. Por contraste, San Luis 
Potosí seguía siendo simple extensión de una diócesis que 
había llegado a rivalizar con Puebla y México en riqueza y 
población. No debemos pasar por alto una ironía, debida a 
la distribución del ingreso del diezmo. En el siglo XVI, a las 
empobrecidas parroquias limítrofes de San Miguel, Dolores, 
Silao, Irapuato, Salamanca y Valle de Santiago se les había 
concedido una rebaja sobre los diezmos cobrados en sus dis- 
tritos, equivalente a un noveno. Al término del 218 


periodo colonial, estas parroquias se contaban entre las 
más populosas y ricas de toda la diócesis de Michoacán. Sin 
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embargo, sus curas seguían beneficiándose de estas rebajas 
del diezmo, que de esta manera acentuaban más aún el 
contraste entre los “pingúes” beneficios del Bajío y las em- 
pobrecidas parroquias del altiplano y de la tierra caliente.12 


3 


En 1783, José de Gálvez, el imperioso ministro de Indias, 
envió una real cédula a todos los virreyes, gobernadores y 
obispos del imperio americano, exigiendo el pago inmediato 
de todas las sumas atrasadas del subsidio eclesiástico. Aun- 
que en dos sucesivos breves de 1721 y 1740 la Santa Sede 
había autorizado a Felipe V 


a cobrar un subsidio de más de cuatro millones de duca- 
dos a la Iglesia americana, para 1780 sólo se le habían paga- 
do 272 210 ducados.13 Pese a esta advertencia, muchas dió- 
cesis siguieron dando largas, con el resultado de que en 
1790 la Corona impuso un cargo de un sexto o 16.6% a todos 
los ingresos del clero. Para asegurarse de que se hicieran 
cuentas exactas, se dieron instrucciones a los obispos de en- 
viar estimaciones pormenorizadas de todos los ingresos de 
la Iglesia, de cualquier fuente que procedieran. Prueba de la 
nueva eficiencia del régimen borbónico fue que, para mayo 
de 1794, el virrey Revillagigedo pudo informar a Madrid que 
ya había cobrado 382 299 de los 573 741 pesos que se debían 
del subsidio. Alentados por el éxito de la operación, en 1795 
y nuevamente en 1799 los ministros obtuvieron nuevos sub- 
sidios, cada uno de un millón y medio de pesos.14 Resultado 
de esto fue la obtención de una cantidad sin precedente de 
datos fiscales acerca de la Iglesia americana. 


Aunque los ingresos tardaran en llegar, el contador gene- 
ral del Consejo de Indias se esforzó por compilar una lista 
comprobada de todas las diócesis americanas, y cuando és- 
tas no enviaban respuesta, insertó estimaciones basadas en 
datos anteriores. En 1799 presentaron un gran sumario que 
pretendía demostrar que el total de los ingresos anuales de 
la Iglesia americana, incluyendo la de Filipinas, era de cerca 
de 10 millones de pesos, estimación que pronto fue incre- 
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mentada en otro medio millón de pesos tras recibir el ingre- 
so de la arquidiócesis de Charcas.15 Si hubiesen llegado 
pronto las declaraciones de Caracas y de Popayán, no hay 
duda de que el total habría sido aún más considerable. Es 
muy importante no confundir estas estimaciones con la in- 
vestigación, totalmente aparte, del ingreso del diezmo de las 
diócesis americanas. Como lo indica la separación hecha 
por el obispo de Charcas, los sumarios incluían todas las ra- 
mas de ingresos de la Iglesia, desde diezmos y estipendios 
parroquiales hasta el ingreso de las órdenes religiosas y las 
cofradías. 


En realidad, en el Alto Perú era claro que los diezmos 
eran muy inferiores a los estipendios parroquiales, pues só- 
lo sumaban 16.2% del ingreso diocesano en 219 

comparación con 51% debido al ministerio parroquial.16 
Tiene cierto interés notar que la Iglesia mexicana era, con 
mucho, la más rica de América, y aportaba 40% de todo in- 
greso clerical. Por contraste, Perú y Chile, juntos, sólo apor- 
taban 25% del total. 


Recayó en el obispo San Miguel la tarea de presentar a la 
Corona el resultado de sus investigaciones en 1791. Obvia- 
mente, a veces se vio obligado a calcular los ingresos cuan- 
do los párrocos no respondieron a su circular. Asimismo, no 
podía confiarse en las cuentas de todos los curas. Pese a es- 
tas reservas, sus datos constituyen la única estimación glo- 
bal que tenemos del ingreso de la Iglesia en Michoacán du- 
rante el siglo XVIII. En el cuadro 1.2 presentamos las cifras 
de San Miguel con unas estimaciones basadas en los ingre- 
sos detallados, compilados para someterlos a la Corona. 

Con el fin de comprender este cuadro es necesario obser- 
var que aparte de las limosnas (acerca de las cuales no tene- 
mos datos), la Iglesia mexicana tenía cuatro principales 
fuentes de ingresos: los diezmos sobre la producción agríco- 
la, los derechos parroquiales por sacramentos y misas, los 
intereses de dotaciones (capellanías y censos), y los rendi- 
mientos y rentas de propiedades agrícolas y urbanas. La di- 
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visión puede simplificarse más si observamos que los diez- 
mos y los derechos parroquiales eran impuestos a la pro- 
ducción, agrícola y eclesiástica, mientras que el interés por 
dotación, ganancias y rentas eran rendimientos por inver- 
sión de capital. Otra distinción era que los diezmos, gran 
parte de los intereses por dotación y las ganancias se deri- 
vaban de pagos que emanaban de las haciendas. Por lo que 
toca a los recipientes, el análisis se vuelve complejo, ya que 
muchos sacerdotes en funciones clericales obtenían ingre- 
sos de dos si no de más de estas cuatro categorías. Los pá- 
rrocos a menudo tenían capellanías y la catedral de Vallado- 
lid se mantenía por su parte del diezmo, por réditos de su 
capital dotal y por rentas de las casas que eran propiedad de 
la Colecturía de Aniversarios. 

220 

CUA DRO L2. Ingreso de la iglesia en la diócesis de Micho- 
acán, 1791 (en pesos) Estimaciones 

Estimaciones calculadas 

Diezmos (neto) 

287 737 

Diezmos (bruto) 

323 704 

Capellanías 

147 734 

Capellanías 

147 734 

Colegios ex jesuitas 

7274 

Colegios ex jesuitas 

7274 

Derechos parroquiales 

Derechos parroquiales 

321 854 


318 


y casas religiosas 

506 401 

Esti pendios de los 

vicarios 

58 742 

Religiosos 

162 608 

Otros 

22 864 

TOTA L 

949 196 

TOTA L 

1 044 830 

Cofradías 

508 872 

Cofradías 

50 308 

FUENTE: A CM, XIX, 14, 4 de agosto de 1791. 

Inspeccionando las estimaciones de 1791 vemos que el in- 
greso del diezmo sumaba 29.3% de todo el ingreso de la Igle- 
sia dentro de la diócesis, en comparación con 34.4% forma- 
do por cuotas de la parroquia y estipendios de los vicarios. 
Sin duda fue un rasgo notable de las finanzas eclesiásticas 
de la época el hecho de que el obispo, el cabildo, la catedral 
y el hospital de Valladolid hubiesen absorbido tan grande 
proporción del ingreso disponible. Al mismo tiempo, es 
muy probable que las estimaciones de derechos parroquia- 
les hubiesen sido declaradas por debajo del monto. Como 
hemos visto, a menudo los vicarios podían duplicar sus esti- 
pendios mediante la celebración de misas, fuese por inten- 
ciones individuales o para cofradías. A este respecto es difí- 
cil saber dónde asignar los 50 308 pesos gastados por las co- 
fradías, pues gran parte de este gasto indudablemente en- 
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traba en las estimaciones de derechos parroquiales, y por 
tanto no debe duplicarse. Por otra parte, también declara- 
ban por lo bajo su capital, pues el valor de tierras y ganado 
de los indios rara vez era evaluado con rigor. En realidad, 
para el caso, tampoco lo eran las contribuciones indígenas a 
los curas, en alimentos y servicios, por su equivalente mo- 
netario. Pese a estas advertencias (que se aplican sobre todo 
a las parroquias más pobres), las cifras de San Miguel nos 
ofrecen una guía útil del equilibrio fiscal entre la catedral y 
las parroquias. 


Con respecto a los recursos de que se mantenía el clero 
secular, la tasa habitual de interés, de 5%, significa que los 
sacerdotes de las diócesis obtenían su ingreso de una dota- 
ción colectiva de capital, de 2 955 680 pesos. Como hemos 
visto, ésta era una cifra relativamente baja, en especial si la 
comparamos con los fondos correspondientes de las dióce- 
sis de Puebla y de México. Junto a esto debe colocarse el ca- 
pital de la catedral, 451 815 pesos, así como la dotación de 
238 460 
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pesos del santuario de Santa Cruz en Celaya. Lo que no 
se incluyó entre los rendimientos, salvo algunas excepcio- 
nes, fueron las múltiples pequeñas dotaciones de que goza- 
ban las parroquias para lámparas de los altares, misas de 
aniversario y otros propósitos locales. Bajo este rubro pro- 
bablemente se deban incluir los 1 006 166 pesos de capital 
de las cofradías, invertidos en propiedades y en censos, pues 
el ingreso se gastaba casi por completo en pagar los servi- 
cios de los sacerdotes. Si aceptamos esto podremos concluir 
que el clero secular de Michoacán se mantenía de una dota- 
ción total de capital de 4 632 121 pesos. 


En cuanto a las órdenes religiosas, San Miguel enumeró 
tres conventos, un colegio de niñas y cuatro beaterías que 
poseían un ingreso colectivo de 41 931 

pesos, es decir, una dotación de 858 620 pesos, que se car- 
gaban, virtualmente en su totalidad, a haciendas y casas. 
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Resulta sorprendente notar que esta suma probablemente 
fuera inferior al capital que mantenía el solo convento de 
Santa Clara en Querétaro. Más difícil es calcular la riqueza 
de las órdenes masculinas, pues mientras que agustinos y 
carmelitas dependían, para su mantenimiento, de extensas 
propiedades en tierras, los franciscanos observaban su re- 
gla, que les prohibía poseer propiedades y en cambio depen- 
dían del capital “espiritual”. Aquí, el problema está en que 
todos los conventos atraían toda una gama de dotaciones y 
obras pías; pero, en el caso de los carmelitas y agustinos, no 
se hizo ninguna división entre rendimientos de haciendas e 
intereses de ese capital. Si se aplica la tasa de rendimiento 
de 5%, entonces el total de capital de las órdenes religiosas 
masculinas, excluyendo el valor de sus monasterios e igle- 
sias, era de 2 293 350 


pesos. Sin embargo, esto no pasa de ser una burda esti- 
mación, pues obviamente las haciendas podían producir 
más Oo menos que 5%, según las cosechas y el nivel prevale- 
ciente de los precios. Por otras fuentes informativas sabe- 
mos que la hacienda agustina de San Nicolás tenía un valor 
calculado en 500 000 pesos, cifra que corresponde al ingreso 
combinado de los conventos de Salamanca y la propiedad 
de Salvatierra. En cuanto a los franciscanos, eran dueños de 
un fondo de capital de 571 600 pesos, dividido en una multi- 
plicidad de dotaciones y capellanías, que se cargaba a ha- 
ciendas y casas, de modo que cada convento tenía que cele- 
brar gran cantidad de misas. Pero los franciscanos también 
administraban no menos de siete parroquias en la diócesis, 
de las que obtenían un ingreso casi tan grande como el que 
les dejaba su dotación. Por último, debe notarse que los an- 
tiguos colegios jesuitas aún poseían fondos por 145 460 pe- 
sos. 

Por consiguiente, en total, las órdenes religiosas, masculi- 
nas y femeninas, gozaban de dotaciones espirituales y pro- 
piedades en la diócesis de Michoacán por valor aproximado 
de 3 297 430 pesos. 
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En diciembre de 1804, la Corona ordenó que se vendieran 
todas las propiedades 222 


de la Iglesia en América, y que las sumas obtenidas 
fuesen depositadas en la tesorería real, que en adelante sería 
responsable del pago de intereses sobre este capital, aunque 
a la tasa reducida de 3%. Si bien en España se había aplicado 
en 1798 una similar medida de amortización sin causar ex- 
cesiva conmoción, en cambio el decreto de Consolidación 
causó una lluvia de protestas, virtualmente de todas las ins- 
tituciones importantes de la Nueva España.17 No es difícil 
encontrar la razón de este escándalo. La Iglesia mexicana, 
en contraste con sus equivalentes en Europa, no poseía 
grandes tierras. Sólo las órdenes religiosas se habían esfor- 
zado activamente por adquirir haciendas y, en el caso de los 
conventos de monjas, propiedades urbanas. Pero el clero se- 
cular, las cofradías y muchos conventos obtenían sus ingre- 
sos del capital “espiritual”, es decir, de toda una desconcer- 
tante variedad de capellanías, obras pías y censos que se co- 
braban a haciendas y casas, todo lo cual producía, sobre el 
capital, un interés anual de 5%. El origen de estos fondos se 
remontaba al siglo XVI, y desde entonces no habían dejado 
de aumentar conforme algunos donadores piadosos hacían 
algunas aportaciones para mantener a sacerdotes e iglesias. 
Todavía en el decenio de 1790, ricos mineros de Guanajuato 
se proponían establecer nuevas capellanías. 


Las consecuencias económicas de la Consolidación fue- 
ron claramente presentadas por Miguel Domínguez, corre- 
gidor criollo de Querétaro, quien redactó la declaración que 
el Tribunal de Minas hizo al virrey Iturrigaray. Afirmó que 
la medida era una terrible sangría de capitales que dejaría 
en la ruina a la mayoría de los terratenientes, pues se les 
exigiría que al punto tomaran las medidas necesarias para 
pagar la frecuentemente variadísima gama de fondos ecle- 
siásticos que se cargaban a sus posesiones. Más general- 
mente, el efecto consistiría en arrebatar a la economía su 
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principal fuente de inversiones. En el mejor de los casos, 
había en circulación, en cualquier momento, cerca de 15 


millones de pesos. Y sin embargo, los fondos eclesiásticos 
cargados a las propiedades probablemente sumaban cerca 
de 40 millones de pesos, lo que hacía imposible su pago in- 
mediato. Los fondos eclesiásticos habían sido el principal 
recurso de comerciantes, mineros y terratenientes para ob- 
tener préstamos y capital de inversión, ya que “en este reino 
no hay cambios, bancos o fondos públicos de los cuales sa- 
car dinero a interés y el único expediente que había era re- 
currir a los Juzgados de Capellanías, a las arcas de los con- 
ventos O las de las cofradías, en una palabra, a las obras 
pías” .18 Contar con estos fondos para invertir era lo que 
impelía todo el engranaje de la economía mexicana, de mo- 
do que su amortización causaría la ruina universal. 


Pese a tales protestas, el virrey Iturrigaray aplicó riguro- 
samente la Consolidación, instalando juntas diocesanas en- 
cabezadas por los intendentes para regir su cobro. Casi la 
única concesión al sentido común consistió en permitir a 
los terratenientes y a los jefes de familia cubrir los fondos 
cargados a su propiedad durante un periodo de 10 años. A 
finales de 1808, cuando esta 223 


medida llegó a su fin, se habían pagado a la tesorería cer- 
ca de 10 millones y medio de pesos, que fueron enviados a 
España, donde la real hacienda se hallaba en virtual quiebra. 
La simple concentración de riquezas del clero en la ciudad 
de México y sus alrededores quedó demostrada cuando la 
arquidiócesis abonó poco menos de la mitad de la suma reu- 
nida durante estos años. Por contraste, Michoacán sólo 
aportó cerca de un millón de pesos: indicación clara de que 
aunque sobrepasaba a Puebla en ingresos del diezmo, la dió- 
cesis aún carecía de un capital equivalente, resultado de do- 
nativos de casi tres siglos. 19 Pese a todo, la carga de este 
pago provocó inmenso resentimiento entre los terratenien- 
tes, que presentaron una vigorosa protesta al virrey. 
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En octubre de 1805, el cabildo eclesiástico de Valladolid 
se quejó a Iturrigaray acerca de la Consolidación, basándose 
obviamente en argumentos presentados por Manuel Abad y 
Queipo, quien había administrado durante más de 20 años 
el Juzgado de Testamentos, Capellanías y Obras Pías. Afir- 
mó que la Iglesia mexicana no poseía más de 25 millones de 
pesos en fondos, de los cuales Michoacán sólo contaba con 
cuatro millones y medio, en comparación con los nueve mi- 
llones registrados en la arquidiócesis de México. De esta su- 
ma, sólo dos millones consistían en haciendas y propieda- 
des urbanas. Todo el resto tomaba la forma de capellanías y 
otros fondos. Exigir el cobro causaría “quebrantos incalcula- 
bles” y produciría “un secuestro universal”. 20 Sin dejarse 
impresionar por estas sombrías predicciones, la junta de 
Consolidación de la diócesis se reunió en octubre de 1805 y 
al punto encargó a Abad y Queipo hacer una lista detallada 
de todas las capellanías sometidas a su jurisdicción. Como 
respuesta, él se quejó de que “casi se ha extinguido la juris- 
dicción ecclesiástica por las últimas disposiciones del sobe- 
rano. y su oficina ya no tendría ingresos suficientes para 
pagar a los empleados que se necesitaran para hacer seme- 
jante lista. En 1791, él había enumerado 1 183 capellanías 
con un valor total de 2 988 050 pesos. Desde entonces, ha- 
bían surgido otras 148 capellanías, con un costo de 457 834 
pesos, por lo que el valor actual era de 3 445 884 pesos. Pero 
sería una labor inmensa localizar a los beneficiarios de to- 
dos estos fondos y determinar a qué haciendas se les carga- 
ban. Para mostrar la proporción del problema, indicó que 
durante el periodo 1780-1800 su oficina había recibido e in- 
vertido cada año un promedio de 96 885 pesos, que se deri- 
vaban de los redimidos de capellanías y fundaciones nue- 
vas. Sin embargo, desde 1800 la escasez de efectivo y los ba- 
jos precios de los productos agrícolas habían hecho que esa 
cantidad se redujera a 64 000 pesos anuales, y durante 1805 
sólo habían ingresado en sus arcas 21 000 pesos. 21 
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Tanto escaseaban los fondos de inversión que al redimir- 
se una dotación, ya había diez solicitantes ofreciendo garan- 
tías. 


En estas breves líneas, Abad y Queipo dio un inapreciable 
testimonio sobre la operación de su oficina al demostrar que 
los fondos que estaban bajo su supervisión seguían aumen- 
tando en valor y que eran redimidos con cierta frecuencia, 
obligando así al juzgado a actuar como agencia de inversio- 
nes. No 224 

recibía los intereses de estas capellanías, pues los terrate- 
nientes hacían pagos directo a los capellanes. Podemos te- 
ner cierta idea del aumento de la dotación de capital para 
sacerdotes por las declaraciones de Vicente Antonio de los 
Ríos, quien en 1781 observó que el juzgado, como oficina 
separada, sólo se había creado en 1768, ya que hasta enton- 
ces “la escasez del clero y la corta dotación de sus capella- 
nías ha hecho muy reducido el fondo”. 22 En efecto, la dió- 
cesis de Michoacán sólo abandonó su condición fron teriza 
en el curso del siglo XVII. Sin embargo, durante la adminis- 
tración de Abad y Queipo, el juzgado llegó a desempeñar un 
papel importante en la economía local. Acaso el ejemplo 
más espectacular de esta actividad ocurriera en 1798 cuando 
el marqués de San Juan de Rayas, rico minero de Guanajua- 
to, solicitó nada menos que 80 000 pesos para “el desarrollo 
de sus grandes negocios”, ofreciendo como garantía su ha- 
cienda de Irapuato, su casa y su hacienda de beneficio en 
Guanajuato. El propósito de este préstamo era financiar la 
construcción de un tiro general para la mina de Rayas. En 
mayo de 1798, Abad y Queipo entregó los 20 861 pesos que 
se habían depositado en las arcas del juzgado y luego com- 
pletó los 80 000, en noviembre del mismo año, confiando así 
a un gran empresario todos los fondos que habían ingresado 
en su oficina. 23 


La frecuencia con que los comerciantes ofrecían sus ha- 
ciendas como garantía para obtener préstamos puede verse 
en una declaración hecha por los albaceas de la propiedad 
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de Antonio Peredo, importante hombre de negocios de Va- 
lladolid. Sobre las tres haciendas y su casa había obtenido 
nada menos que 92 


650 pesos, suma que consistía en 33 renglones separados, 
desde 20 000 pesos que pidió prestados al convento de Santa 
Catalina en Valladolid hasta sólo 400 


pesos del cura de Tarímbaro. Había conseguido dinero de 
los conventos agustino y franciscano de Pátzcuaro y de Va- 
lladolid, así como 6 000 pesos del santuario de Santa Cruz 
en Celaya. En la lista había al menos siete capellanías y 
unos 7 800 


pesos atribuidos directamente al juzgado. Asimismo, la 
Colecturía de Aniversarios de la catedral tenía en esta cuen- 
ta 4 750 pesos. Empero, lo que esa lista no revela es si todas 
estas sumas fueron reunidas por Peredo o si muchas de sus 
entradas ya se habían cargado a las haciendas cuando él las 
compró.24 

Cualquiera que sea su origen, es claro que la mayor parte 
de las instituciones clericales trataban de salvaguardar su 
capital dividiendo sus préstamos en sumas relativamente 
pequeñas entre cierto número de propiedades en tierras. De 
este modo, en Querétaro, la casa madre de la provincia fran- 
ciscana de San Pedro y San Pablo poseía una dotación de 
187 743 pesos, compuesta por 68 fundaciones piadosas, que 
producía un ingreso anual de 9 397 pesos, suma desde luego 
insuficiente para mantener a una comunidad de más de 50 
frailes. Virtualmente todos estos fondos incluían provisio- 
nes para misas de aniversario, de modo que el convento te- 
nía la obligación de celebrar cada año 882 misas cantadas.25 

Por cuanto a las capellanías individuales, no se sabe con 
justeza cuántos sacerdotes dependían para su mantenimien- 
to de esta fuente de ingresos. En 225 

1775, el cura de León informó que en su parroquia había 
18 sacerdotes con capellanías, cuya dotación total sumaba 
66 500 pesos, lo que dejaba así un ingreso anual medio de 
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185 pesos. Sin embargo, existían considerables variaciones, 
pues el párroco interino, José Manuel de Ibarra, tenía dos 
capellanías que en conjunto valían 6 000 pesos, mientras 
que cinco sacerdotes, incluyendo a uno de los tres vicarios, 
tenían capellanías de 2 000 pesos, capital que producía un 
insuficiente estipendio de 100 pesos. No menos significativo 
es el hecho de que 14 de estos clérigos pudieran identificar- 
se como miembros de familias terratenientes de León, que 
así subsistían de dotaciones establecidas por sus padres o 
por antepasados más lejanos. 26 Como resultado, entre los 
sacerdotes con capellanías se incluían a la vez a herederos 
ricos, como el propio Ibarra, y una clase de criollos relativa- 
mente pobres cuyas familias habían perdido sus posesiones 
ancestrales, pero cuyas heredadas capellanías aún les ha- 
bían permitido abrazar el sacerdocio. Al mismo tiempo, cu- 
ras y vicarios a menudo gozaban de ingresos complementa- 
rios de capellanías personales. 


La determinación del virrey Iturrigaray de aplicar la Con- 
solidación hizo que terratenientes, comerciantes y mineros 
de la diócesis de Michoacán tuviesen que presentarse en Va- 
lladolid o bien autorizar a un agente de la ciudad para nego- 
ciar las condiciones del pago con la junta diocesana. Por 
ejemplo, al marqués de San Juan de Rayas se le cargaban 
nada menos que 154 610 pesos de fondos del clero sobre sus 
posesiones y propiedades urbanas, que él aceptó pagar en 
12 abonos anuales de 12 884 pesos. 27 Similares condiciones 
aceptaron los herederos de Domingo Narciso de Allende, de 
San Miguel el Grande, quienes acordaron hacer 12 pagos 
anuales de 1 500 pesos, para saldar su deuda de 18 000 pe- 
sos, así como los herederos de Gabriel García de Obeso, rico 
comerciante de Valladolid, quien tuvo que entregar 33 969 
pesos que se cargaron a sus posesiones. 28 Empero, no to- 
dos pudieron reunir el dinero necesario para llegar a un 
acuerdo con la junta. 


El cura de Dolores, Miguel Hidalgo y Costilla, no hizo 
ningún intento por pagar las dos capellanías, que en con- 
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junto valían 7 000 pesos, cargadas a las haciendas de Santa 
Rosa y San Nicolás, que él poseía en el distrito de Irimbo. 
Como se negó a presentarse en la junta de Valladolid ale- 
gando mala salud, e insistiendo en que le era imposible pa- 
gar cualquier cantidad a la tesorería de la Consolidación, en 
agosto de 1 807 la junta ordenó que se embargaran sus ha- 
ciendas. Valuadas en 31 602 pesos, esas propiedades no en- 
contraron comprador y, en febrero de 1810, finalmente fue- 
ron devueltas a Hidalgo. De esta manera, su obcecación le 
salvó de contribuir a la tesorería real, aunque al precio de 
perder sus ingresos de las haciendas. 29 En efecto, virtual- 
mente todos los cabecillas de la Insurgencia de 1810 habían 
sido víctimas de la insensatez de la aplicación forzosa de la 
Consolidación. 


Lo extraordinario de estos últimos años de Pax hispanica 
fue el grado en que la Corona española trató de intervenir 
prácticamente en todas las ramas de la riqueza y el ingreso 
del clero. Habiendo fallado en su intento de imponer una 
226 

administración oficial a los diezmos, por unas juntas en- 
cabezadas por intendentes, los ministros de Madrid introdu- 
jeron toda una serie de cargos menores, destinados todos a 
gravar los cabildos de las catedrales. El subsidio eclesiástico 
afectó todas las ramas del clero. Pero fue el decreto de Con- 
solidación de 1804 el que tuvo consecuencias más trascen- 
dentes, pues puso en peligro el modo de vida de gran núme- 
ro de sacerdotes, tanto seculares como religiosos. 


Como reacción a este ataque concertado contra unos pri- 
vilegios consagrados y los capitales acumulados de casi tres 
siglos, los obispos y cabildos de la Nueva España citaron el 
derecho canónico y los derechos conferidos por el Concilio 
de Trento, sólo para que sus argumentos fuesen rechazados, 
alegando las necesidades fiscales del gobierno. La burocra- 
cia borbónica ya no consideraba a la Iglesia como principal 
pilar de la autoridad de la Corona sobre la sociedad, y en 
cambio prefirió definirla como una rica corporación, madu- 
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ra ya para una reforma, que ofrecía la perspectiva de un ri- 
co botín. Cuando algunos de los miembros principales del 
clero de Michoacán surgieron como jefes de la Insurgencia 
de 1810, con ello señalaron la ruptura final de la tradicional 
alianza entre la Iglesia mexicana y la Corona española. 


227 
IV. UN PRELADO LIBERAL 
1 


EN 1813, el obispo electo de Michoacán, Manuel Abad y 
Queipo, publicó una colección de sus escritos importantes 
dirigidos al gobierno, así como una extensa carta pastoral 
en que condenaba la rebelión que por entonces azotaba su 
diócesis. Con ello se identificó públicamente como fervoro- 
so defensor de los privilegios y las propiedades de la Iglesia; 
como crítico de las enormes desigualdades de la sociedad 
mexicana, deseoso de una reforma, como partidario de la 
monarquía constitucional establecida por la Constitución de 
Cádiz, y como vehemente adversario de la Insurgencia de 
1810, dirigida por el que fuera su amigo, Miguel Hidalgo y 
Costilla. Nacido en 1751, hijo ilegítimo de un noble astu- 
riano, Abad y Queipo estudió derecho en la Universidad de 
Salamanca y en 1779 acompañó al arzobispo Cayetano 
Francisco Monroy a Guatemala, donde hizo las veces de 
promotor fiscal y fue ordenado sacerdote. En 1784 se unió a 
fray Antonio de San Miguel en su viaje a Valladolid y, al lle- 
gar, fue nombrado juez de Testamentos, Capellanías y Obras 
Pías, cargo que ocupó hasta 1809. 1 


Como hemos visto, fue el hombre de confianza del obispo 
y figuró en forma sobresaliente entre el círculo de eclesiás- 
ticos y funcionarios ilustrados que gobernaban la diócesis 
en las últimas décadas del régimen borbónico. Estudioso de 
Adam Smith, Montesquieu, Campomanes y Jovellanos, 
Abad y Queipo se basó en su profunda experiencia de Méxi- 
co y en sus vastas lecturas para hacer el primer análisis ver- 
dadero de la sociedad colonial. Al visitar París en 1806, pre- 
sentó a Alejandro de Humboldt una copia de sus memoria- 
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les, fuente que el sabio prusiano citó a menudo en su Ensa- 
yo político sobre el reino de la Nueva España, aunque atribu- 
yéndola al obispo San Miguel. Liberal en política y en eco- 
nomía, el obispo electo sería poco después acusado de jan- 
senismo, sin duda en parte porque, siguiendo a Campoma- 
nes, había aceptado los principios galicanos del abate Fleury 
y del canonista holandés Van Espen.2 Pese a sus opiniones 
radicales, defendió resueltamente el imperio español en 
América y se negó a entrar en componendas con los rebel- 
des criollos. Como muchos otros imperialistas liberales, pre- 
fería el buen gobierno al autogobierno, aun si para sobrevi- 
vir había que depender de la fuerza militar. 


En su primera representación a la Corona, hecha en nom- 
bre del obispo y del cabildo de Michoacán en 1798, Abad y 
Queipo lamentó la invasión de la jurisdicción eclesiástica 
por la legislación reciente, y protestó con energía contra la 
real cédula de 1795 que abrogaba la inmunidad personal del 
clero ante los 228 


tribunales en casos de delitos graves y repugnantes. Ya el 
país se había escandalizado al presenciar el encarcelamiento 
y juicio de un sacerdote en Puebla. En particular, la sala del 
crimen de la Audiencia estaba empeñada en 


“lograr la degradación del clero americano”, incoando 
procesos sin atender a los consejos o al juicio de los obis- 
pos. Sin inmunidad, cualquier clérigo podía ser acusado de 
delitos criminales por magistrados locales con base en falsas 
acusaciones, y expuesto a la humillación de ser juzgado por 
los jueces reales. “En los más de los pueblos [de Michoacán] 
todos son indios o mulatos, no hay más cara blanca que la 
del cura y la del justicia, si no es también mulato” Más aún, 
la sala del crimen de la Audiencia había mostrado una ten- 
dencia alarmante a aceptar cualquier denuncia contra el cle- 
ro presentada por magistrados del país, por mal fundada 
que estuviese.3 


No contento con advertir a la Corona de las consecuen- 
cias prácticas de esa medida, Abad y Queipo invocó tam- 
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bién principios políticos, observando que “las inmunidades 
del clero español hacen parte de nuestra constitución mo- 
nárquica, y no pueden reducirse con exceso sin peligro de 
alterarse... El derecho de ser juzgado por jueces de su clase 
es como una propiedad la más preciosa en el concepto de 
cada individuo, y por esta razón todas las clases distingui- 
das han pretendido y obtienen sus fueros respectivos”. Para 
confirmar su argumento, Abad y Queipo citó el ejemplo de 
Francia, donde los parlements habían desacreditado tanto al 
clero en la estima popular, al destruir sus privilegios, que el 
pueblo acabó por volverse contra la propia Corona. Tampo- 
co vaciló en citar directamente de El espíritu de las leyes, de 
Montesquieu, la frase “Quitad en una monarquía las prerro- 
gativas de los señores, del clero y de la nobleza, y bien 
pronto tendréis un Estado popular”. En todas las monar- 
quías modernas, nobleza y clero eran los dos pilares que 
sostenían al Estado. Además, en la Nueva España cuatro 
quintas partes del clero “no tienen beneficio, y subsisten só- 
lo de los cortos estipendios de su oficio, nada reciben del 
gobierno que los distinga de las otras clases, si no es el pri- 
vilegio del fuero”. Y dado que los curas de pueblo a menudo 
eran los únicos protectores de las masas contra los abusos 
de magistrados y terratenientes, seguían gozando de grande 
influencia, que hasta entonces habían empleado siempre pa- 
ra predicar lealtad y obediencia a la Corona. “Luego el fuero 
clerical es el único vínculo especial que los estrecha al go- 
bierno. 74 


El carácter secular, por no decir utilitario, del pensamien- 
to de Abad y Queipo puede observarse a la perfección en un 
informe confidencial que preparó en 1804 para el obispo 
San Miguel, sobre las propuestas de crear tres diócesis nue- 
vas en la Nueva España, con sede respectivamente en Aca- 
pulco, Veracruz y San Luis Potosí. Enconadamente criticó el 
proyecto, alegando que despojaría a los obispos de Puebla y 
Michoacán de su ingreso del diezmo, rebajando así su cate- 
goría. De momento, confesaba, los cabildos de la catedral 
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estaban llenos de candidatos, tomados por igual de España 
y de México: reducir sus salarios menoscabaría las aspira- 
ciones de los sacerdotes locales. Sea como fuere, “el clero 
229 


es una carga del Estado” y del pueblo, los cuales habían 
de pagar las contribuciones que lo mantenían. Para com- 
prender todas las consecuencias de formar un nuevo obis- 
pado, “será preciso escribir un tratado de economía políti- 
ca”. Las consecuencias serían particularmente ruinosas para 
San Luis Potosí, ciudad situada en los límites septentriona- 
les de la diócesis de Michoacán, pues ya poseía cinco con- 
ventos de mendicantes, tres parroquias, un santuario dedi- 
cado a Nuestra Señora de Guadalupe, 26 cofradías y unos 30 
clérigos que vivían de sus capellanías. Añadir una catedral 
con canónigos sería imposición excesiva para una ciudad de 
no más de 14 000 habitantes, rodeada por una provincia do- 
minada por vastos latifundios. En vena liberal, confesaba 
Abad y Queipo: “La falta de propiedad y el exceso del clero 
son, pues, las verdaderas causas de la decadencia de San 
Luis Potosí”. Sea como fuere, no estaba muy persuadido de 
la eficacia moral de las visitas episcopales, arguyendo que 
sus efectos serían momentáneos, a menos que “concurran 
otros motivos capaces de reprimir las pasiones humanas co- 
mo son el honor, el interés y el respeto a los otros hom- 
bres... cuya fuerza es también proporcional al género de so- 
ciedad en que se vive”. 5 


En ambos memoriales, Abad y Queipo ofreció un sor- 
prendente análisis de la sociedad rural en la Nueva España, 
e hizo radicales propuestas de reforma. Su punto de partida 
fue que en América “no hay graduaciones o medianos y son 
todos ricos o miserables, nobles o infames”. De cerca de 4.5 
millones de habitantes que se calculaban a la Nueva España, 
“los españoles compondrán un décimo del total de la pobla- 
ción y ellos solos tienen casi toda la propiedad y riquezas 
del reino”. El resto, es decir los indios y las castas, “son cria- 
dos, sirvientes o jornaleros de la primera clase”. El resultado 
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de esta deplorable desigualdad era un odio manifiesto y un 
conflicto de intereses que conducían a 


“la envidia, el robo, el mal servicio de parte de unos, el 
desprecio, la usura, la dureza de parte de los otros”. Cierto, 
en un pasaje ulterior, Abad y Queipo reconoció que bajo el 
nivel de los españoles había un estrato que comprendía una 
quinta o una tercera parte de la población que tenía medios 
suficientes para alimentarse y vestirse relativamente bien. 
En otro informe, aún inédito, dividió a la población rural de 
su diócesis en cuatro clases, a saber, “propietarios, operarios 
rústicos, arrendatarios e indios”; los operarios rústicos eran 
subdivididos luego entre peones residentes y alquilados. 6 
De estos grupos, los peones mantenidos eran los que se en- 
contraban con mucho, en mejor situación, pues sus familias 
a menudo vivían en la misma hacienda durante generacio- 
nes y recibían un pago mensual de tres a cuatro pesos y me- 
dio y una ración semanal de maíz de un cuarto de fanega. 
Sin embargo, estos peones a menudo acumulaban deudas, y 
sus entierros a menudo eran costeados por sus patrones. 
Por contraste, los operarios alquilados se toman de los 
arrendatarios de las mismas haciendas y de los indios de los 
pueblos inmediatos. Estos arrendatarios son ordinariamente 
pobres y miserables. Reducidos a una 230 


porción pequeña de terreno de posesión precaria y a cua- 
tro cabezas de ganado, apenas pueden subsistir: y persegui- 
dos según el capricho de los amos, que ya los mueven ya los 
quitan, ni cultivan la tierra con empeño ni menos piensan 
en labrar habitaciones algo estables [...]. 


Concluía diciendo que, en general, la población rural “gi- 
me bajo el peso de la indigencia, la ignorancia y la abyec- 
ción”. Y el reciente establecimiento de intendencias y la 
abolición de los repartimientos de comercio no había mejora- 
do la situación de las masas, pues los sucesores de los alcal- 
des mayores recibían ahora, por pago, una mísera pitanza y 
así eran aún más corrompidos que sus predecesores. En rea- 
lidad, a los intendentes les resultaba difícil encontrar candi- 
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datos calificados para encontrar un puesto de subdelegado. 
Aunque los repartimientos habían ocasionado algunas es- 
trecheces, sin embargo los antiguos magistrados de distrito 
habían causado dos grandes beneficios: “La una que admi- 
nistraban justicia con desinterés y rectitud en los casos en 
que ellos no eran parte, y la otra que promovían la industria 
y la agricultura en los ramos que les importaban”. 


En su descripción de las masas rurales, Abad y Queipo 
hizo observar que “las castas se hallan infamadas por dere- 
cho como descendientes de negros esclavos”. 


Por esta razón, detestaban pagar el tributo y trataban de 
cambiar de condición, ascendiendo sigilosamente hasta el 
estrato español, aunque siempre obstaculizados por su po- 
breza y su falta de educación. Pero en los indios fue en los 
que más concentró su atención Abad y Queipo, pues se- 
guían constituyendo la mayor parte de la población mexica- 
na. No cabía la menor duda de su degradación social: el co- 
lor, la ignorancia y la miseria de los indios los colocan a una 
distancia infinita de un español”. 7 Empero, en contraste 
con muchos observadores europeos de su época, Abad y 
Queipo no achacó el estado del indio mexicano a su pereza 
o su embriaguez, o a ninguna característica innata hereda- 
da. En cambio, culpó a las Leyes de Indias. Era la bien inten- 
cionada pero desastrosa legislación de la Corona española la 
que había hecho que los indios fuesen tratados como meno- 
res de edad, que se les prohibiera pedir prestados más de 
cinco pesos, que hubiesen sido recién privados de todo cré- 
dito de los alcaldes mayores y, ante todo, que hubiesen que- 
dado atrapados permanentemente en el sistema de tenencia 
comunitaria de la tierra. El resultado era que los indios vi- 
vían separados del resto de la sociedad, no podían hacer 
transacciones obligatorias y, a cada paso, se les negaban los 
medios de mejorar su condición: “aislados por su idioma y 
por su gobierno, el más inútil y tirano, se perpetúa en sus 
costumbres, usos y supersticiones groseras, que procuran 
mantener misteriosamente en cada pueblo ocho o diez in- 
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dios viejos que viven ociosos a expensas del sudor de los 
otros, dominándolos con el más duro despotismo”. 8 


Para remediar los manifiestos y obvios padecimientos de 
la Nueva España, Abad y Queipo se basó mucho, aunque sin 
hacer reconocimiento explícito, en el Informe de Ley Agra- 
ria, de Jovellanos. En primer lugar, pidió “una ley que 231 

establezca una igualdad civil, absoluta de la clase de in- 
dios con la clase de españoles”. El único modo de hacer esto 
sería abolir el tributo o capitación, permitirles incurrir en 
las deudas que pudiesen echarse, y liberarlos de todas las 
restricciones puestas a la venta de sus productos; concesio- 
nes que, sin embargo, irían aparejadas a una obligación de 
pagar alcabalas y diezmos iguales a los de los españoles. 
Permisos muy semejantes habrían de extenderse a las cas- 
tas, que quedarían libres del tributo, se les permitiría ocupar 
todos los puestos para los que no se requiriera nobleza de 
sangre, y gozar de la misma categoría de los demás vasallos 
de la Corona. No contento con la igualdad jurídica y fiscal, 
Abad y Queipo propuso luego una radical reforma agraria. 
En cuanto a los indios, pidió 


“dividir las tierras de comunidades de los indios en domi- 
nio y propiedad entre ellos mismos, dejando sólo en común 
los ejidos y montes”. Además, dado que “la mala división de 
tierras” era la causa principal de la pobreza y dispersión de 
la población, propuso que todas las otras tierras realengas 
fuesen distribuidas entre indios, castas y españoles pobres. 
Más radicalmente aún, sugirió que la tierra de las haciendas 
que hubiese estado ociosa durante 20 o 30 años fuese abier- 
ta al cultivo popular, supuestamente por medio de disposi- 
ciones de tenencia. Otras reformas incluirían la abolición 
del impuesto de venta a todas las transacciones de propie- 
dades, la licencia libre para el establecimiento de talleres de 
textiles, y autorización para que cualquiera viviese en los 
poblados indios. En suma, Abad y Queipo se centró en la 
injusta distribución de la propiedad como causa de la mise- 
ria social de la Nueva España y pidió la propiedad indivi- 
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dual de la tierra como remedio principal. 9 En todo esto 
puede notarse claramente la influencia de Jovellanos, sobre 
todo en la premisa de que cada individuo, cualquiera que 
fuese su raza o su historia, respondería a los incentivos eco- 
nómicos una vez que el gobierno hubiese creado un marco 
de igualdad legal y disponibilidad de la tierra. 


En 1805, Abad y Queipo volvió a dirigir una representa- 
ción a la Corona, ahora en nombre de los hacendados y co- 
merciantes de Valladolid, para pedir la suspensión del de- 
creto de amortización eclesiástica del año anterior, pues ta- 
les medidas “destruyen radicalmente la agricultura, la in- 
dustria y el comercio del reino y arruinan la hacienda real”. 
Lo que los ministros de Madrid no habían comprendido o 
habían preferido pasar por alto era que, en la Nueva Espa- 
ña, la Iglesia poseía relativamente pocas tierras, especial- 
mente después de la confiscación y venta de las haciendas 
de los jesuitas. En cambio, en más de tres siglos de gobierno 
colonial, toda la compleja gama de las instituciones eclesiás- 
ticas, desde ricos conventos y prestigiosas cofradías hasta 
humildes hermandades y fondos para altares de parroquias, 
habían acumulado vastas sumas en forma de anualidades, 
préstamos, capellanías y censos, todo ello asegurado en ha- 
ciendas y propiedades urbanas. Basado en su experiencia 
como juez de Testamentos, Capellanías y Obras Pías, res- 
ponsable de la inversión de estos dineros, una vez redimidos 
o establecidos, Abad y Queipo estimó que este capital acu- 
mulado sumaba 44.5 millones de pesos, contra bienes in- 
muebles por 232 

valor de 2.5 a 3 millones. Pero ahora la Corona exigía que 
esta vasta suma fuese redimida y pagada a la tesorería real. 
La conclusión tendría que ser desastrosa para las clases pu- 
dientes y empresariales de la Nueva España, pues los co- 
merciantes y mineros, tanto como los terratenientes, habían 
obtenido dinero de la Iglesia para financiar sus operaciones, 
ofreciendo como garantía sus haciendas. Además, gran par- 
te del capital del clero se había cargado a las haciendas, por 
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sus propietarios, como fondos anuales para los hijos que in- 
gresaban en el sacerdocio y que, como tales, nunca habían 
participado en transacciones monetarias. En realidad, la Co- 
rona había impuesto una bárbara leva de capitales a la élite 
terrateniente de la Nueva España, y su efecto sería destruir 
el sistema de crédito del país y sangrar la economía. Cerca 
de 20 000 


ciudadanos tendrían que ir a las capitales diocesanas, pa- 
ra negociar allí la tasa de redención sobre un periodo de 10 
años, advirtiendo así a todo el mundo del precario estado de 
sus finanzas.10 No obstante, era precisamente la quinta par- 
te superior de la población la que pagaba virtualmente to- 
dos los impuestos, soportaba el peso del comercio exterior y 
siempre se había distinguido por su lealtad al rey. 

Ansioso de aprovechar la oportunidad de desarrollar aún 
más su análisis de la economía de la Nueva España, Abad y 
Queipo incluyó en su memorial un estudio de la agricultura 
mexicana. ¿Por qué eran incapaces los hacendados mexica- 
nos de competir contra sus equivalentes angloamericanos, 
al enviar harina a Cuba? 


Como en la cuestión similar del retraso de los indios, la 
respuesta era sencilla: el campo mexicano estaba dominado 
por unas 10 000 haciendas, que habían crecido casi conti- 
nuamente desde el siglo XVI y que en algunos casos cu- 
brían distritos enteros. Al disponer de fondos de la Iglesia, 
las haciendas habían podido crecer en tamaño, y esto tam- 
bién había impedido su partición. Sin embargo, muchas ha- 
ciendas habían soportado tal peso de cargos de la Iglesia, 
que la suma combinada a veces equivalía a la mitad del va- 
lor de la hacienda, y como resultado el ingreso anual apenas 
cubría el pago de los intereses, haciendo que el propietario 
tuviera que depender de los años de grandes ventas para 
obtener ganancias. Pese a esta precaria situación, muchos 
propietarios, confesaba Abad y Queipo, decidían no arren- 
dar sus tierras, sino que dejaban grandes espacios sin culti- 
vo o dedicados al pastoreo, temerosos de que los aparceros 
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indios recurriesen a las autoridades pidiendo que se les re- 
conociese como pueblo constituido y, por tanto, con dere- 
cho legal a una dotación de tierras. Otros factores que impe- 
dían el desarrollo de la agricultura mexicana eran el diezmo 
eclesiástico, la alcabala de 6% para la Corona, las leyes mu- 
nicipales que gobernaban la venta de cereales, los malos ca- 
minos, el terreno montañoso y la irregularidad de las llu- 
vias. En los últimos años, es decir, desde 1800, la Nueva Es- 
paña había sufrido una marcada escasez de activo circulan- 
te, lo “que causa un atraso muy considerable en todos los 
pagos, gran lentitud en el curso de los negocios, y una difi- 
cultad suma para las nuevas empresas”. Los pagarés o 233 


libranzas emitidos por las minas del norte o por casas 
mercantiles de la ciudad de México circulaban a menudo 
durante dos o tres meses, endosados hasta en diez transac- 
ciones distintas. No obstante, por muy larga que fuese la lis- 
ta de las causas que contribuían a la situación, Abad y Quei- 
po se fijó en la concentración de la propiedad de la tierra 
como causa principal del atraso de la agricultura mexicana 
y del marcado contraste entre ricos y pobres en la población 
mexicana. 

Concluía diciendo: “La indivisibilidad de las haciendas, 
dificultad de su manejo y falta de propiedad en el pueblo, 
produjeron y aún producen efectos muy funestos a la agri- 
cultura misma, a la población y al Estado en general”. 11 

2 

En 1808, Napoleón Bonaparte obligó a Carlos IV y a su 
recién proclamado heredero, Fernando VII, a renunciar a su 
derecho dinástico al trono, e instaló como rey de España a 
su hermano José. Varios ministros y altos funcionarios es- 
pañoles recibieron con júbilo al nuevo rey, considerando 
que les ofrecería una oportunidad de aplicar sus reformas 
tan largamente deseadas, sobre todo con respecto a la Igle- 
sia. Pero toda esperanza de un cambio de dinastía pacífico 
fue súbitamente disipada cuando campesinos y gente de las 
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ciudades se unieron en motines populares para atacar a los 
franceses y perseguir a los colaboracionistas. 


Los funcionarios e hidalgos locales, que acaso habrían fa- 
vorecido el nuevo acomodo, se apresuraron a establecer 
juntas de leales en todas las ciudades y provincias impor- 
tantes. En muchos distritos, sacerdotes y frailes se pusieron 
a la cabeza predicando una guerra santa de resistencia 
contra los invasores franceses. 


Poco después del golpe se estableció una Junta Central 
para coordinar la resistencia contra Napoleón, pero ni el 
ejército regular ni las milicias reclutadas por las juntas loca- 
les resultaron dignos adversarios de las tropas francesas, 
que para 1810 habían ocupado casi todas las ciudades de la 
Península. Ese año, la Junta Central fue remplazada por una 
Regencia que se estableció en Cádiz, ciudad inexpugnable 
desde tierra y protegida en el mar por la flota británica. Pa- 
ra restaurar al menos una apariencia de legitimidad de su 
gobierno, la Regencia sancionó de mala gana los planes de 
la anterior Junta Central a convocar a unas Cortes Genera- 
les, a las que asistirían diputados de España y de América. 
En 1812 


se promulgó una nueva constitución, la cual declaró que 
“la soberanía reside esencialmente en la nación”, principio 
que relegaba la monarquía a la condición de un ejecutivo 
hereditario, incapaz de oponerse a las leyes decretadas por 
las Cortes, que eran de elección popular. Pero muchos cléri- 
gos y aristócratas rechazaron la nueva disposición, y en 
cambio llamaron a Fernando VII para que rechazara esta 
constitución liberal. 12 

Estos dramáticos acontecimientos constituyeron una im- 
portante división en la vida de Manuel Abad y Queipo, que 
ahora surgió como ardiente patriota 234 

dispuesto a sacrificar la riqueza y los privilegios de la 
Iglesia en aras de la salvación temporal de la nación españo- 
la y su imperio americano. Residiendo en la Península en la 
época del golpe de Napoleón, escribió una proclama dirigi- 
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da al pueblo francés en que le reprochaba su servil someti- 
miento al “genio del mal”, Bonaparte, déspota que había 
destruido su libertad y su Constitución. Muy lejos de los 
años heroicos de 1791-1793, cuando habían defendido su 
solemne declaración de los derechos del hombre”, ahora los 
franceses se asemejaban a los árabes o los vándalos, actuan- 
do como horda de conquistadores y saqueando todos los 
pueblos de Europa. Sin embargo, mientras los franceses de- 
rramaban su sangre para mantener una tiranía militar, los 
ingleses aumentaban en prosperidad y poder, y sus produc- 
tos manufacturados llegaban a todos los rincones del globo. 
Abad y Queipo concluía profetizando que una España re- 
surgida acabaría por destruir los ejércitos que intentaban 
conquistarla. Este explosivo panfleto escrito en Cádiz fue 
impreso por la junta de Valencia, luego en Madrid y por úl- 
timo en la ciudad de México, en noviembre de 1808. 13 


La razón de que Abad y Queipo hubiese retornado a Eu- 
ropa después de pasar tantos años en América es que su 
nombramiento de canónigo penitenciario de Valladolid, en 
1805 había causado protestas debido a que era hijo ilegíti- 
mo. Más aún, como lo indicó el fiscal del Consejo de Indias, 
existían buenas causas para suponer que su elección había 
sido amañada, pues los otros dos candidatos nombrados por 
el cabildo en la terna obligatoria eran dos criollos relativa- 
mente jóvenes, uno de ellos profesor de teología del semi- 
nario tridentino, y el otro un jurista en derecho canónico 
que hacía las veces de secretario del obispo de Guadalajara. 
14 Para obtener las dispensas necesarias de la Santa Sede y 
de la Corona española, Abad y Queipo salió de México en 
julio de 1806; su viaje fue financiado por contribuciones de 
un círculo impresionante de mercaderes, mineros y curas 
acaudalados. Debido al bloqueo de la escuadra británica, sus 
viajes lo llevaron primero a Filadelfia y luego a París, antes 
de llegar finalmente a Madrid en septiembre de 1807. Más 
adelante recordaría que en París se había alojado en una ca- 
sa frente al Palacio de las Tullerías, y había visto a Napo- 
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león recibir el saludo de los ejércitos al mando del general 
Murat. 15 Aunque pronto obtuvo todas las dispensas reque- 
ridas para ocupar su alto cargo en la Iglesia, incluyendo una 
declaración de nobleza, se quedó en Madrid a hacer un vano 
intento por persuadir a ministros y funcionarios de que pu- 
siesen alto a la aplicación del decreto de Consolidación que 
ya amenazaba con arruinar toda la economía mexicana. In- 
sistió en que, en lugar de una bárbara leva de capitales, las 
necesidades de la tesorería española se verían mejor satisfe- 
chas por un aumento de la alcabala y un incremento del 
precio del tabaco vendido por el monopolio real. 


A su llegada a México en el otoño de 1808, Abad y Quei- 
po vio al país víctima de una enconada división: los españo- 
les peninsulares se encontraban triunfantes pero aprehensi- 
vos; los americanos, resentidos pero expectantes. Mas al lle- 
gar a 235 

México noticias del levantamiento de los españoles 
contra los invasores franceses, el virrey Iturrigaray ya había 
celebrado varias reuniones de notables en que los abogados 
criollos que representaban al Ayuntamiento de la ciudad de 
México habían exigido que se convocara a una junta nacio- 
nal “para llenar en lo pronto el hueco inmenso que hay en- 
tre las autoridades que mandan y la soberanía” del pueblo. 
Pero toda esperanza de una transición pacífica a la autono- 
mía se disipó cuando los oidores de la Audiencia conspira- 
ron con el consulado y con el arzobispo para organizar un 
golpe de Estado, en que Iturrigaray fue obligado a renun- 
ciar; ocupó el cargo de virrey un oficial del ejército, pobre y 
ya entrado en años, Pedro de Garibay. Alarmado por las 
tensiones políticas que pudo observar, en marzo de 1809 
Abad y Queipo dirigió un breve memorial a la Audiencia 
(que era, de hecho, el gobernante del país), en que sostuvo 
que la Nueva España se hallaba expuesta a las amenazas ge- 
melas de un conflicto interno y una invasión inglesa. En 
realidad, supuso que Bonaparte, hombre hábil y siempre 
lleno de recursos, podría incluso entrar en alianza con los 
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Estados Unidos y enviar un ejército a México. Por ello, era 
indispensable reclutar otros 40 000 hombres para la milicia, 
liberándolos de la obligación de pagar el tributo. Asimismo, 
habría que comprar cañones y munición a Jamaica; el costo 
se pagaría alzando el precio del tabaco. 16 


En agosto de 1809, Abad y Queipo envió memoriales al 
arzobispo Lizana, virrey en funciones, y a la Junta Central 
de España, en que criticaba el proyecto de obtener de Méxi- 
co un préstamo de 20 millones de pesos, para ayudar a Es- 
paña, haciendo observar que la Consolidación había sangra- 
do al país dejándolo sin ningún capital. La única manera de 
reunir dinero sería aumentando la alcabala, de 6 a 8%, y el 
precio del tabaco de 10 a 12 reales por libra. Volvió a insistir 
en la necesidad de reclutar un ejército nuevo, pues temía 


“la espantosa anarquía con que estamos amenazados”. 
Sus peores temores se confirmaron cuando en septiembre 
de 1809 se descubrió en Valladolid una vasta conspiración 
en que había participado un gran número de jóvenes crio- 
llos de las familias más importantes de la ciudad. Deseoso 
de ganarse la opinión pública, el arzobispo Lizana trató a 
los conspiradores con gran clemencia; como castigo, los 
sentenció al exilio y no a la ejecución. La alarma cada vez 
mayor con que Abad y Queipo observaba los acontecimien- 
tos de España y de México se manifestó con toda claridad 
cuando advirtió a la Junta Central que la vida misma de la 
nación española estaba en juego: “ser o no ser: libertad o es- 
clavitud; gloria o ignominia... rige, pues, la ley suprema de 
la salud del pueblo, que suspende los efectos de todas las 
demás leyes, privilegios e inmunidades civiles y ecclesiásti- 
cas”. Por consiguiente, pidió medidas tan radicales como 
fundir la plata de las iglesias, utilizar el ingreso de las obras 
pías y las vacantes eclesiásticas y aplicar un impuesto gene- 
ral a toda propiedad. No veía utilidad alguna en convocar a 
Cortes en un momento en que el primer imperativo era de- 
rrotar a los franceses. 17 
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En febrero de 1809 llegó de España un obispo nuevo, 
Marcos de Moriana y Zafrilla, primer prelado en ocupar el 
cargo de Michoacán desde la muerte de San Miguel ocurri- 
da en 1804. Pero su gobierno resultó sumamente breve, pues 
falleció en julio del mismo año, aunque no sin antes nom- 
brar a Abad y Queipo su vicario general y provisor. 18 Al 
punto, el cabildo eclesiástico escribió a España pidiendo que 
Abad fuese nombrado obispo, y no sólo elogiando su carác- 
ter y su caridad, sino subrayando 


sobre todo un patriotismo singular, que en tiempo de un 
gobierno tirano y tenebroso, le obligó a reclamar los dere- 
chos de los pueblos y los verdaderos intereses de la nación, 
en dos valientes representaciones que dirigió, una a la Corte 
y otra al gobierno superior de México, inculcando los prin- 
cipios eternos de justicia [...] así cuando no había patria era 
ya un patriota impertérrito, la feliz insurrección nacional 
electrizó e inflamó más y más su patriotismo. 

Hombre de confianza de dos obispos, Abad había em- 
prendido varias obras de utilidad pública y era universal- 
mente admirado. Una nota muy similar tocaron el intenden- 
te y el cabildo de la ciudad de Guanajuato, que escribieron 
recomendando a Abad por “un carácter bondadoso, amable, 
dulce, social, noble y generoso” aparte del *zelo patriótico y 
nacional que anima todas sus acciones”. 


Además de “las proclamas... llenas de fuego y energía... 
contra el intruso y gobierno tiránico”, también había defen- 
dido los auténticos intereses de la nación en el momento 
“en el que gimió nuestra España bajo el yugo del ministro 
destructor y enemigo de nuestra libertad y felicidad”: alu- 
sión al favorito de Carlos IV, Manuel de Godoy.19 Ninguno 
de estos elogios convenció al arzobispo Lizana, quien infor- 
mó a la Junta Central que no había nadie apropiado para ser 
obispo en Valladolid, y en cambio recomendó para el cargo 
al deán de la Inquisición mexicana, Bernardo de Prado y 
Ovejero.20 Pero el arzobispo, quien estaba dominado por su 
primo, Isidro Sainz de Alfaro, otro Inquisidor, pronto cayó 
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del favor real y fue cesado de su puesto. En febrero de 1810, 
la recién establecida Regencia nombró obispo de Michoacán 
a Abad y Queipo, pero como no obtuvo la aprobación papal 
del nombramiento éste nunca fue consagrado en toda for- 
ma. 


Poco después de tomar posesión como obispo electo, en 
mayo de 1810 Abad y Queipo envió una advertencia urgen- 
te a la Regencia, de que “nuestras posesiones de América y 
especialmente esta Nueva España están muy dispuestas a 
una insurrección general... el fuego eléctrico de la revolu- 
ción francesa ha puesto un movimiento... un deseo ardiente 
de independencia”. 21 Existía “una turba inmensa de idóla- 
tras admirados” que veían a Napoleón como “regenerador 
del mundo”. Además, la “conducta ambigua” de Iturrigaray, 
el golpe que lo había sacado de su cargo y la inepta admi- 
nistración de Garibay y Lizana habían exacerbado la tradi- 
cional enemistad de gachupines y criollos. Las noticias des- 
de la Península, de juntas enemigas, derrotas y desunión 
habían creado la impresión de que España estaba perdida. El 
resultado era que “los americanos 237 


quisieran mandar solos y ser propietarios exclusivos” del 
reino. En cuanto a los indios y las castas, odiaban a los es- 
pañoles y seguirían a los criollos en una rebelión aunque 
sus intereses fuesen totalmente distintos. Esta rebelión en 
masa podía degenerar en una guerra de razas, creando esce- 
nas que recordaran la revolución de Santo Domingo, donde 
los antiguos esclavos habían masacrado a sus amos blancos. 
Para prevenir tan terribles acontecimientos, Abad y Queipo 
volvió a sus anteriores propuestas y propuso la abolición 
completa del tributo, una capitación solamente cargada a 
los indios y las castas. De momento, todos los de ascenden- 
cia africana, por muy tenue o remota que fuera, habían de 
pagar este impuesto, que sólo servía como “insignia de es- 
clavitud”. Para acallar el descontento criollo, Abad pedía la 
abolición del monopolio comercial de España, pues “las 
Américas ya no se pueden conservar por las máximas de 
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Felipe IP”, sino que exigían “un nuevo sistema más justo y 
más liberal”. Todos los principales puertos de la América es- 
pañola debían abrirse a los navíos extranjeros. Estas conce- 
siones fiscales podrían pagarse aumentando el precio del ta- 
baco y las alcabalas puestas a las importaciones. Sin embar- 
go, ante todo Abad y Queipo pedía el inmediato recluta- 
miento de un ejército regular en México, al menos de 20 000 
hombres: si ya no se podía estar seguro de la lealtad criolla, 
entonces habría que asegurar el dominio español por medio 
de la fuerza militar. 

3 

En septiembre de 1810, Miguel Hidalgo y Costilla (1753- 
1811), cura de Dolores, llamó a las masas a rebelarse contra 
el dominio europeo. Se le unieron indios y castas, ranche- 
ros, artesanos y mineros del Bajío. Como estandarte y sím- 
bolo de su movimiento, dio a sus seguidores la imagen de 
Nuestra Señora de Guadalupe. 


Aclamado “generalísimo de América”, Hidalgo encabezó 
a su creciente e indisciplinada multitud hacia Guanajuato, 
avanzando al grito de “¡Viva Nuestra Señora de Guadalupe! 
¡Viva Fernando VIT! ¡Mueran los gachupines!” Al exigir la 
rendición de la ciudad explicó que el propósito de su insu- 
rrección era expulsar a los europeos y recuperar los dere- 
chos de “la nación mexicana”, poniendo fin así a la cruel ti- 
ranía de 300 años. “El movimiento actual es grande, y mu- 
cho más grande cuando se trata de recobrar derechos san- 
tos, concedidos por Dios a los mexicanos y usurpados por 
unos conquistadores crueles..”. Sin dejarse convencer por 
esta retórica, el intendente, Juan Antonio de Riaño, concen- 
tró sus fuerzas en la Alhóndiga de Granaditas, impresionan- 
te edificio neoclásico construido para servir de mercado de 
cereales y granero municipal. En el sitio y la matanza que 
siguió a la toma del edificio, perdieron la vida más de 300 

españoles. El populacho recorrió la ciudad saqueando las 
propiedades de los 
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“gachupines”. Estos acontecimientos marcaron la ruptura 
final entre españoles europeos y americanos; dejaron de ser 
unos primos con trato difícil para ser 238 


enemigos desconfiados, por muy grande que fuese la ne- 
cesidad de aliarse contra las masas insurgentes. 22 


Después, Hidalgo llevó sus fuerzas primero a Valladolid y 
luego a Guadalajara, donde hizo celebrar misa solemne y 
cantar el Te Deum en las catedrales, mientras asesinaban en 
los suburbios a los españoles peninsulares. Suprimió la es- 
clavitud y, de mayor importancia, decretó la abolición del 
tributo para indios y mulatos, medida que de este modo eli- 
minó toda necesidad de llevar registro de tan injustas dis- 
tinciones. También prohibió el arriendo de las tierras comu- 
nales de los indios, tratando de proteger la integridad de sus 
límites. Por último, exigió la expulsión de todos los gachu- 
pines, denunciándolos como 


hombres desnaturalizados, que han roto los más estre- 
chos vínculos de la sangre [...] que abandonando a sus pa- 
dres, a sus hermanos, a sus mujeres y a sus propios hijos 
[...] al atravesar inmensos mares, exponerse al hambre, a la 
desnudez, a los peligros de la vida [...]. El móvil de todas 
esas fatigas no es sino su sórdida avaricia [...] ellos no son 
católicos sino por política; su dios es el dinero.2 3 

El hecho de que Miguel Hidalgo hubiese encabezado la 
Insurgencia mexicana fue fiel medida de la crisis de autori- 
dad y de fe que caracterizó este periodo, pues él era uno de 
los sacerdotes más doctos de su diócesis, y ya se le había 
acusado de jansenismo debido a su admiración por la histo- 
ria eclesiástica del abate Fleury. 


Su conocimiento de la literatura francesa y su celo al pro- 
mover la industria artesanal en Dolores le habían ganado el 
respeto del intendente Riaño, funcionario bien conocido por 
sus ideas ilustradas. Siendo rector del colegio de San Miguel 
en Valladolid, había trabado buena amistad con Manuel 
Abad y Queipo. Casi no puede dudarse de que ambos com- 
partían opiniones muy similares sobre la necesidad de una 
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reforma económica y social en la Nueva España. Pero Abad 
y Queipo era un asturiano cuyo liberalismo no llegaba hasta 
reconocer el derecho de los mexicanos a gobernar su propia 
tierra. Por su parte, cuando Hidalgo acaudilló la rebelión, 
dejó en suspenso sus ideas liberales en favor de los temas 
ya consagrados del patriotismo criollo. Se abrió así una fisu- 
ra entre liberalismo y patriotismo, fisura que no se cerraría 
en la política mexicana durante muchos años por venir. 


Podemos ver hasta cierto punto los sentimientos que ins- 
piraron a los sacerdotes que ayudaron a Hidalgo, en un pe- 
riódico insurgente, El Despertador Americano (1810-1811), 
dirigido por Francisco Severo Maldonado, doctor en teolo- 
gía, quien advirtió a los americanos contra los avances del 
ateísmo que las fuerzas francesas habían propagado en Es- 
paña. Correspondía a los americanos ponerse al frente en la 
defensa de “el derecho sacrosanto del Altar y de la Patria”. 


Una religión que había sido exterminada en Europa podía 
conservarse en América: si el rey José había proscrito las 
órdenes religiosas, los criollos debían esforzarse por conser- 
varlas. Ante todo, los insurgentes servían a la “Madre Santa 
de Guadalupe, Numen Tutelar de este Imperio y Capitana 
Jurada de nuestras 239 


legiones”. Hidalgo era otro Washington, un “héroe liber- 
tador” que después de 300 años de tiranía ahora buscaba “la 
independencia de una nación que sólo ha tomado las armas 
para recobrar sus derechos naturales y mantener intacta la 
Religión de sus Padres”. ¿Por qué habría de permitirse que 
los gachupines poseyeran las minas más ricas o las hacien- 
das más florecientes, que casaran con las herederas de las 
familias más prósperas, que monopolizaran el comercio, 
que sacaran metales preciosos y dineros del país, que ocu- 
paran los puestos más importantes de la Iglesia y del Estado 
y, para añadir el insulto al daño, que luego acusaran de pe- 
reza a los criollos? Y existía el peligro de que los europeos 
entregaran el país al rey José. 24 


347 


Cuando se realizaron sus peores temores, Abad y Queipo 
procedió, al punto, a emitir una serie de edictos en los que 
denunciaba a Hidalgo “que había merecido hasta aquí mi 
confianza y mi amistad”, como a un nuevo Mahoma, culpa- 
ble de encabezar un movimiento que era “essencialmente 
anárquico”. Bajo el estandarte de Nuestra Señora de Guada- 
lupe, predicaba una nueva religión de odio, asesinato y pi- 
llaje, alentando a indios y castas a saquear las fincas y casas 
de las clases poseedoras. De hecho, llegó a acusar al cura de 
Dolores de enseñar a los indios que ellos eran los verdade- 
ros amos y dueños de la tierra de la Nueva Expaña, mensaje 
que inevitablemente provocaría una enconada guerra civil 
entre los naturales y los criollos. México se encontraba, así, 
en peligro de caer en la anarquía, amenazado de una repeti- 
ción de las terribles experiencias de Santo Domingo y de la 
Revolución francesa, en que las masas asesinarían a los 
criollos y acabarían con la prosperidad del país. Abad y 
Queipo defendió acaloradamente a los gachupines contra 
las calumnias de Hidalgo, arguyendo que se habían identifi- 
cado con América y que con su laboriosidad habían creado 
nuevas fuentes de empleo para las masas. Terminaba invo- 
cando su autoridad episcopal para excomulgar a Hidalgo y a 
sus principales asociados por infringir el principio de inmu- 
nidad eclesiástica, al haber aprisionado a carmelitas euro- 
peos y a un sacristán en Celaya.25 En todo esto puede no- 
tarse la apasionada sensación de haber sido traicionado, al 
ver que miembros de la élite criolla, que estaban emparenta- 
dos con los gachupines por lazos de sangre, de amistad y de 
comercio, hubiesen desencadenado a las masas contra los 
europeos. 

En su carta pastoral del 26 de septiembre de 1812, Abad y 
Queipo hizo una sostenida defensa del gobierno español y 
reiteró su condena de los insurgentes. 

Después de saludar al pueblo español como una “porción 
escogida, nación santa... una nueva Israel”, elegida por la 
Divina Providencia para difundir el evangelio cristiano por 


348 


el nuevo mundo, lamentó que ahora la nación se viese ame- 
nazada por Bonaparte en la Península y por Morelos y otros 
clérigos insurgentes en México. Aunque Hidalgo ya había 
sido vencido y ejecutado, habían surgido nuevos cabecillas, 
y por todo el país rondaban bandas de rebeldes. Denuncian- 
do las “teorías delirantes” de Rousseau, insistió en que el 
hombre era un animal social, incapaz de vivir en soledad, y 
sostuvo que todas las 240 


instituciones de la sociedad y del Estado se derivaban de 
Dios. Por ello no había derecho de sublevarse contra el go- 
bierno, aun si éste fuese tiránico. Tanto el Antiguo como el 
Nuevo Testamento de la Sagrada Escritura condenaban toda 
rebelión. En particular, Martín Lutero había denunciado la 
rebelión de los campesinos de 1525 en Alemania, y el propio 
Rousseau, analizando los casos particulares de Polonia y de 
Ginebra, había advertido que la libertad era un fruto peli- 
groso, que exigía educación y guía si no se quería que resul- 
tase envenenado.26 

El derecho de España a gobernar América se derivaba, a 
la vez, del derecho general conferido por la conquista (dere- 
cho también ejercido por los aztecas) y por “la especial pro- 
videncia de Dios en la elección de los españoles” para con- 
vertir y civilizar a “tantos pueblos idólatras y bárbaros”. Pe- 
ro subrayó esta autoridad primordial insistiendo en que la 
patria no era ninguna ciudad o provincia particular, ya que 
“nuestra patria, pues, es toda la nación española... 


associación general de todos los inhabitantes de sus dila- 
tados dominios”, que comprendían a españoles, americanos, 
africanos y asiáticos, que eran gobernados, todos ellos, por 
las mismas leyes, instituciones y religión. De no menor im- 
portancia, el pueblo español que “sufrió con resignación los 
desórdenes del gobierno desorganizado de Godoy” se había 
levantado en masa contra Bonaparte para defender su pa- 
tria, su religión y su rey y luego, tras una serie de gobier- 
nos, había convocado a las Cortes de Cádiz, las cuales ela- 
boraron 
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“una constitución la más liberal, la más justa y más pru- 
dente de quantas se han visto hasta ahora en las sociedades 
humanas”. La Junta Central, la Regencia y las Cortes deriva- 
ban su autoridad de la voluntad soberana de la nación espa- 
ñola y, de hecho, “las Cortes están legítimamente congrega- 
das, ejercen la soberanía en toda la plenitud y es el gobierno 
más justo y más legítimo que ha tenido jamás la monarquía 
española”. 27 No contento así con izar su bandera en el asta 
constitucionalista en el sitio más visible, Abad y Queipo 
procedió a afirmar que el patronato que los regentes ejer- 
cían en nombre del rey sobre la Iglesia “es una regalía per- 
teneciente a la nación”. Aun si la nación se volviese una re- 
pública, aristocrática o democrática, seguiría poseyendo es- 
te patronato sobre la Iglesia. 


Por cuanto al imperio americano, Abad y Queipo retroce- 
dió ante la declaración de la Junta Central, de que formaba 
parte integral de la monarquía, sometida a un rey común. 
En cambio, afirmó que la Península era la fuente y hontanar 
originales del pueblo español que había partido como con- 
quistador y benefactor de América, por lo que seguía siendo 
la “cabeza de toda la nación”, su metrópoli y sede de go- 
bierno. 28 En consecuencia, las Américas no eran más que 
los miembros de un extenso organismo político, simples 
provincias de la monarquía y, por tanto, sometidas a la ca- 
beza común, España, desde donde el rey gobernaba a toda la 
nación. 

Una vez más, Abad y Queipo condenó a Hidalgo y a sus 
cómplices como 


“verdaderos heresiarcas” que habían predicado una moral 
nueva y corrompida, 241 

alentando a las masas al robo y al asesinato. Reconocía 
ahora que en la Nueva España la insurrección “es obra casi 
propria de los ecclesiásticos, pues que ellos son los principa- 
les autores y los que la han promovido y la sostienen”. En 
un edicto anterior había reconocido ya que las autoridades 
diocesanas ordenaban a un número excesivo de sacerdotes: 


350 


“se han introducido muchos en el clero sin educación, virtu- 
des ni talentos, con hábitos groseros, sin idea del honor, dig- 
nidad y santidad de sacerdocio” .29 No que el propio Abad y 
Queipo estuviese dispuesto a sostener ciertos principios, 
pues cuando el virrey Venegas abolió la inmunidad eclesiás- 
tica de todos los presuntos rebeldes, él defendió la medida 
como necesaria, observando que todos esos privilegios se 
derivaban del rey, quien bien podía retirarlos una vez con- 
cedidos. Las inmunidades existentes se basaban en el dere- 
cho canónico promulgado por el papado durante los siglos 
XII y XIII legislación basada en documento falsificado y 
mala historia. Sólo en los dos últimos siglos se había esta- 
blecido, gradualmente, que los príncipes no estaban sujetos 
a la autoridad temporal del papado y que todos los obispos 
y sacerdotes eran ciudadanos gobernados por las leyes de 
sus respectivos países. Y 


en tiempos de necesidad, la riqueza y los privilegios del 
clero podrían ser apropiados y quedar suspendidos, ya que 
salus populi suprema lex, “la ley soberana” decretaba que la 
seguridad del pueblo es suprema.30 


Tal vez el rasgo más extraordinario de la carta pastoral 
fue la defensa hecha por Abad y Queipo de la avaricia de 
los gachupines, contra las acusaciones de Hidalgo. “La codi- 
cia de los gachupines... no significa otra cosa que el deseo 
innato en el corazón del hombre de mejorar su condición, 
que es el primer móvil de las operaciones humanas y el estí- 
mulo de las virtudes sociales, de los talentos, aplicación, 
economía, frugalidad, valor y constancia en las empresas y 
en las adversidades” En un edicto anterior había elogiado a 
los españoles inmigrantes por haber amasado capitales, a 
los que definió como “unos verdaderos manantiales de vida, 
que circula como sangre por el cuerpo social”. De hecho, sin 
el espíritu de empresa, el capital y el ejemplo de los gachu- 
pines, la economía mexicana habría sido como un cadáver. 
¡Cuán diferente era la situación en los Estados Unidos, ex- 
clama Abad, donde cada granjero y artesano sabía que la 


351 


persona que acumulaba capital creaba empleos y promovía 
la prosperidad general! En aquel país era desconocida la ri- 
validad entre europeos y americanos, pues los emigrantes 
encontraron empleo desde el día mismo en que desembar- 
caron de sus naves. 31 En estas observaciones, Abad y Quei- 
po reveló el alcance de su liberalismo. 


4 


La fase de la insurgencia en el Sur estuvo aún más domi- 
nada por sacerdotes que el movimiento acaudillado por Hi- 
dalgo. Un folletinista monárquico advirtió que 242 


José María Morelos, cura que ahora mandaba las fuerzas 
rebeldes, tenía cuatro claros principios: que había que ex- 
pulsar de América a todos los europeos; que toda propiedad 
debía ser de americanos; que había que obedecer en todo a 
Nuestra Señora de Guadalupe; y que los sacerdotes podían 
actuar como lugartenientes de Dios, gobernando las esferas 
temporal y espiritual. Tanto se exasperó Félix Calleja, co- 
mandante realista, al ver el número de clérigos criollos que 
participaban en la rebelión, que sugirió llevar frailes de la 
Península para ocupar todas las parroquias. El carácter reli- 
gioso del movimiento fue insuperablemente expresado por 
Carlos María de Bustamante, por entonces periodista insur- 
gente, quien reconoció su devoción a Nuestra Señora de 
Guadalupe proclamando que durante su aparición Juan Die- 
go había oído “la escritura auténtica de nuestra libertad. Me 
llamaréis Madre y lo seré vuestra; me invocaréis en vuestras 
tribulaciones y yo os oiré; me pediréis la libertad y yo des- 
ataré vuestras cadenas... .32 


La decisión de las autoridades virreinales de suspender la 
inmunidad clerical ante la jurisdicción real de tal forma que 
los comandantes militares pudiesen enjuiciar y ejecutar a 
curas rebeldes sin remitirlos a sus obispos, alarmó al clero y 
provocó una indignada protesta. Cuando el cabildo de la ca- 
tedral de México, compuesto por canónigos distinguidos 
por su sabiduría, su rango y su lealtad a la Corona, condenó 
vigorosamente la medida, su memorial fue impreso por An- 
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drés Quintana Roo en su publicación rebelde. El cabildo ar- 
gúía que “el clero en todo se distingue del estado secular, 
tiene un carácter santo, indeleble y eterno; su persona es 
sagrada e inviolable..”. Aunque los sacerdotes fuesen ciuda- 
danos dotados de los mismos derechos y obligaciones que 
los demás hombres, su carácter sacerdotal les confería dere- 
chos muy superiores a todos los que pudiesen conceder la 
sociedad o el Estado. Se había dicho que el poder soberano 
de los príncipes entrañaba la sujeción del clero, pero esto 
era olvidar que los obispos del clero ejercían un poder sobe- 
rano dentro de la Iglesia, en que los laicos sólo figuraban 
como súbditos. Dado que la autoridad de la Iglesia no era de 
origen terrenal, de ahí se seguía que era independiente, en 
esencia, de los poderes seculares de este mundo. La inmuni- 
dad del clero ante la jurisdicción real era por ello fsacra e 
inviolable”. Y para hacer notar su desaprobación, el general 
Mariano Matamoros, que en un tiempo fuese cura de Taute- 
lelco, $dio a sus tropas por estandarte una gran bandera ne- 
gra con una cruz verde, similar a la que usaran los canóni- 
gos el Miércoles Santo, con las armas de la Iglesia y un le- 
trero que decía: “Muera por la inmunidad eclesiástica”. 33 


Fue José María Morelos (1765-1815) quien expresó con la 
mayor energía los ideales que animaban la insurgencia. Na- 
cido en una familia de artesanos, aunque considerado espa- 
ñol, educado en el seminario diocesano, Morelos había ser- 
vido en una remota parroquia de la tierra caliente, donde 
conservó una visión notablemente arcaica y provinciana de 
la sociedad. Después de reunir sus fuerzas, informó a los lu- 
gareños de Atenango que “sólo va mudando el Gobierno 
243 

político y militar, que tienen los gachupines, para que 
tengan los criollos, quitando a éstos cuantas trabas se pue- 
dan, como tributos y demás cargas que nos oprimían”. En 
Oaxaca lanzó el mismo mensaje, proponiéndose expulsar 
del gobierno a todos los europeos y añadiendo que “se qui- 
tan todas las pensiones, dejando sólo los tabacos y alcabalas 
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para sostener la guerra y los diezmos y derechos parroquia- 
les para sostener el clero”. Aquí, en estas propuestas aparen- 
temente sencillas, encontramos una imagen de la sociedad, 
en que las dos espadas, guerreros y sacerdotes, poseen cada 
uno sus propios impuestos y, por implicación, sus tribunales 
y jurisdicciones. Cuando Morelos convocó a un Congreso 
Constitucional en Chilpancingo, insistió en que todos los 
diputados fuesen teólogos o juristas calificados. Mas, pese a 
esta insistencia en el privilegio de la corporación, firme- 
mente exigió la destrucción de la jerarquía colonial de cas- 
tas étnicas, injusto sistema por el cual los derechos y las 
obligaciones cívicos del individuo quedaban definidos al na- 
cer, por su pertenencia a los registros bautismales respecti- 
vos que se conservaban para cada grupo. En adelante, decla- 
ró, “a excepción de los europeos, todos los demás habitantes 
no se nombrarán en calidad de indios, mulatos ni otras cas- 
tas, sino todos generalmente americanos. Nadie pagará tri- 
butos ni habrá esclavos en lo sucesivo...”. Las tierras indias 
ya no serían arrendadas, sino devueltas a sus comunidades 
respectivas. En realidad, Morelos proclamaba aquí el princi 
pio radical de la igualdad étnica, pero justificaba este ideal 
no invocando los derechos universales del hombre, sino 
afirmando la identidad común de los mexicanos.34 


Al mismo tiempo, condenó todos los llamados a la “gue- 
rra de castas” o a una confiscación general de propiedades, 
por motivo de que no era su “sistema” 

atacar a “los ricos por razón de ser tales ni menos contra 
los ricos criollos... 


Siendo los blancos los primeros representantes del Reino 
y los que primero tomaron las armas en defensa de los na- 
turales de los pueblos y demás castas, uniformándose con 
ellos, deben ser los blancos por este mérito el objeto de 
nuestra gratitud y no del odio que se quiere formar contra 
ellos”. Concluyó diciendo que todos los americanos eran 
hermanos en Cristo, una nueva Israel que luchaba por libe- 
rarse de sus opresores, y una vez más insistió en que “esta 
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igualdad en calidades y libertades es consiguiente al proble- 
ma divino y natural, y es que sólo la virtud ha de distinguir 
al hombre y lo ha de hacer útil a la Iglesia y al Estado”. 35 
Cuando sus seguidores lo aclamaron como “Generalísimo 
de América septentrional”, Morelos decidió llamarse el 
“siervo de la nación”. 


En aquellos años, Abad y Queipo fue mostrándose cada 
vez más melancólico, al quedar en claro que Morelos había 
logrado reunir a los rebeldes que ahora dominaban gran 
parte del país. Decidido partidario de Francisco Javier Vene- 
gas (1810-1813), se sintió desalentado cuando el virrey fue 
remplazado por el general Calleja, que mostró una actitud 
más conciliadora hacia los criollos. Cuando el nuevo virrey 
introdujo la Constitución de 1812, se quejó a la Regencia di- 
ciendo que en las primeras elecciones celebradas en la Nue- 
va España, los candidatos 244 


americanos habían acaparado los puestos de regidores de 
ciudades, diputados provinciales y diputados a las Cortes. 
En cartas privadas a Venegas, que ya radicaba en España, 
confesó que “Morelos... tiene a su disposición toda la masa 
del pueblo”. Provincias enteras se hallaban dominadas por 
los insurgentes, por lo que el ejército realista simplemente 
ocupaba las principales ciudades y pueblos de la mesa cen- 
tral. De hecho, existía un generalizado deseo de indepen- 
dencia, y si las clases educadas y propietarias permanecían 
fieles a la Corona española, ello era en gran medida porque 
temían la anarquía popular. Al aumentar su desesperanza, 
importunó a Calleja y a la Regencia con nuevas propuestas 
y remedios, y solicitó que de España se enviase una expedi- 
ción militar, hasta de 10 

000 hombres.36 Pero su propia posición quedó en peligro 
cuando en 1814 

Fernando VII volvió a España, pronto declaró nula la 
Constitución de 1812 y nombró ministro de Indias a Miguel 
de Lardizábal y Uribe. Abad y Queipo no tardó en escribir al 
nuevo ministro, criticando su declaración de que la insur- 
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gencia no era más que una querella familiar entre dos her- 
manos, criollos y gachupines, que competían por el favor de 
su padre común, el rey. “Esta es sólo una figura retórica 
muy hermosa”, la cual oscurecía el hecho de que la rebelión 
era “una conspiración infame y atroz de unos hermanos 
contra otros, dirigida al degiello y exterminio de éstos, con 
el fin de ocupar sus empleos y sus bienes” .37 


Ni su franqueza ni su antigua defensa de la Constitución 
de 1812 le ganaron a Abad las simpatías de los partidarios 
de la monarquía absoluta. El inquisidor Sainz de Alfaro, pri- 
mo del arzobispo Lizana, lo denunció, por motivo de que “el 
cura Hidalgo... era íntimo amigo suyo”. También el virrey 
Calleja se quejó a Lardizábal de que el obispo electo interve- 
nía de continuo en los asuntos públicos 


“con cierto derecho para ser oído y respetado como orá- 
culo en materias absolutamente ajenas a su profesión”. Ya 
había advertido a Abad que limitara su atención a los asun- 
tos eclesiásticos, sobre todo porque el clero de su diócesis 
participaba demasiado en la insurgencia. Hablaba de “el sis- 
tema constitucional, de que el referido prelado era y es aca- 
lorado partidario y defensor...” 38 Pero mientras estas em- 
ponzoñadas misivas cruzaban el Atlántico, el nuevo minis- 
tro había ordenado, en septiembre de 1814, que Abad y 
Queipo volviera a España. 


Lardizábal, reaccionario que había sido uno de los prime- 
ros en denunciar la Constitución de 1812, era un criollo de 
rancio linaje, nacido en Tlaxcala, quien en un memorando 
escrito por entonces declaró que la nobleza de la Nueva Es- 
paña permanecía leal a la Corona. Los descendientes de 
mercaderes y artesanos, “los criollos hijos de tales gentes, es 
decir, la gente baja y ordinaria, son los autores y mantene- 
dores de la insurrección”. Aunque era necesario suprimir 
por la fuerza la rebelión, en adelante sería imperativo bus- 
car una reconciliación, en lugar de depender de una repre- 
sión sangrienta. Criticó a los españoles inmigrantes, argu- 
yendo que “los gachupines... han sido allá lo mismo que los 
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serviles exaltados aquí”, que trataban de aplicar medidas du- 
ras e imprudentes. 39 Es obvio que, con tal política en men- 
te, el ministro tenía poca paciencia para las 245 


propuestas de Abad y Queipo, como el de la gran fuerza 
expedicionaria que había de enviarse a la Nueva España. 

Al enterarse de que lo llamaban de España, Abad y Quei- 
po confió a Venegas que estaba “convencido sobre todo de 
que el ministro Lardizábal trabajaba sagazmente en favor de 
la independencia de las Américas”. 40 Antes de salir defini- 
tivamente de México en junio de 1815, redactó su “testa- 
mento político”, haciendo notar que, aunque lo había acom- 
pañado una escolta de 400 hombres en su viaje a Veracruz, 
dos veces había sido atacado por rebeldes. Confesó que 
existía una poderosa coalición en favor de la Independencia, 
basada en logias masónicas establecidas en Cádiz, Londres, 
Filadelfia y Caracas. Existían nexos secretos entre los insur- 
gentes y los diputados americanos a las Cortes. En cuanto a 
Lardizábal, había ascendido a altos cargos a muchos ameri- 
canos de dudosa lealtad: clara prueba de la locura de confiar 
el Ministerio de Indias a un criollo. 


Pese a las enormes sumas de dinero gastadas en suprimir 
la rebelión, los insurgentes dominaban todo el país, con ex- 
cepción de las grandes ciudades y pueblos: “Son los verda- 
deros soberanos del país”. Tan sólo el temor al conflicto 
étnico y a otras escenas como las de Santo Domingo mante- 
nía leales a la Corona a muchos españoles americanos. 41 
Como siempre, Abad y Queipo concluyó su memorial, diri- 
gido a Fernando VII, rogándole el envío de un ejército al 
menos de 10 000 hombres a México y el nombramiento de 
españoles europeos a los altos cargos de la Iglesia y el Esta- 
do. 

De regreso en España, Abad y Queipo se dirigió a Ma- 
drid, donde se le concedió una entrevista con Fernando VII, 
quien quedó tan impresionado por sus ideas y su personali- 
dad que el 24 de enero de 1816 lo nombró “Secretario de Es- 
tado y del Despacho Universal de Gracia y Justicia de Espa- 
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ña y de Indias”. Por un breve momento pareció que su in- 
transigente defensa del dominio español en México le había 
valido por fin el debido reconocimiento y recompensas.42 
Pero al tomar posesión de su cargo descubrió que la Inquisi- 
ción mexicana había reunido todo un legajo en su contra, y 
que los documentos ya estaban en Madrid. Sólo tres días 
después, el 27 de enero, fue informado de que el rey, entera- 
do de estas acusaciones, había decidido despedirlo de su 
cargo. En julio de 1816 fue detenido por la Inquisición y 
confinado al convento del Rosario en Madrid. 


Las acusaciones contra Abad y Queipo no podían ser más 
infundadas. En primer lugar, se basaban en las afirmaciones 
de la Inquisición mexicana, transmitidas en una carta de 
mayo de 1811 al Consejo del Tribunal Supremo de España, 
afirmando que él había mostrado al Dr. Uraga una copia de 
Lettres a Eugénie, el bien conocido escrito materialista; que 
era “relajado” en su modo de vida; que era “íntimo amigo” 
de Hidalgo y que, después de dirigir la diócesis de Micho- 
acán durante 28 años, casi todos sus sacerdotes eran sedi- 
ciosos. 43 Al considerar estos alegatos, los fiscales del Con- 
sejo de Indias se declararon desconcertados por “las vehe- 
mentes sospechas de la malignidad de sus acusadores” y 
concluyeron que “no hay hasta fundamento que disminuya 
el 246 

buen concepto y reputación del señor Queipo”. En di- 
ciembre de 1816, el cabildo eclesiástico de Valladolid escri- 
bió elogiando al obispo electo como “un compañero estima- 
ble, un amigo generoso, un venerable obispo” que había 
mostrado gran patriotismo al actuar con tanta decisión para 
excomulgar a Hidalgo: “Él era el atleta de la justa causa: era 
una roca inmovible a los choques furiosos de la rebelión, 
era la columna de la fidelidad”. Antes de la insurgencia, él 
había ayudado a fundar el convento de Capuchinas en Sal- 
vatierra, el de la Enseñanza en Irapuato y el de los Francis- 
canos en Silao. Su encarcelamiento constituía un gran triun- 
fo para los insurgentes. En cuanto al propio Abad y Queipo, 
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rechazó los cargos de la Inquisición, atribuyéndolos a sim- 
ple envidia, pues su deán, Prado de Ovejero, había sido can- 
didato a la mitra de Michoacán. 


Por lo demás, observaba que como juez de Testamentos, 
Capellanías y Obras Pías, él no había intervenido en la edu- 
cación ni en la formación del clero diocesano. Su intimidad 
con Hidalgo, sostuvo, se debía a “la estrechísima que tenía 
con el Señor Riaño”, el ilustrado intendente de Guanajuato. 
Tampoco se le podía echar en cara su visita a Francia, pues- 
to que había escrito un enérgico ataque contra Bonaparte. 
En suma, atribuía su dimisión y su encarcelamiento a Lardi- 
zábal, el ex ministro de Indias, a quien denunciaba al rey co- 
mo insurgente en su fuero interno. 

Pero, en Madrid, la Inquisición decidió llevar adelante el 
caso y prestó atención a la Carta Pastoral, en la que hizo 
notar diez proposiciones consideradas heréticas. En enero 
de 1818 Abad y Queipo presentó su defensa, haciendo notar, 
ante todo, que sólo dos de una junta de cinco asesores ha- 
bían encontrado algo dudoso en sus escritos. Lo que estaba 
en juego, declaró, era la posición de la tradición galicana en 
la teología católica, hoy atacada por aquel resurgimiento ul- 
tramontano. Apeló a las obras de Bossuet, Van Espen, Fleu- 
ry, Gerson y las cuatro proposiciones de la Iglesia galicana 
de 1682, autores cuyas doctrinas se habían enseñado por to- 
da Europa y se habían leído en las universidades españolas 
durante el reinado de Carlos III. Habría podido añadir que 
sus compatriotas asturianos, Campomanes y Jovellanos, 
también pertenecían a esta escuela. Lo que afirmaban era 
que el poder soberano en todo Estado derivaba su autoridad 
directamente de Dios, y que ni el papado en particular ni el 
sacerdocio en general tenían jurisdicción en asuntos tempo- 
rales. El poder que Cristo confirió a los Apóstoles y a sus 
sucesores era enteramente espiritual. Sólo durante el siglo 
XIL en tiempos de Gregorio VII, el Papado había aspirado 
también a la jurisdicción temporal. Y sin embargo, de hecho 
todos los privilegios, inmunidades y jurisdicción ejercidos 
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por el clero se derivaban de los príncipes cristianos y por 
tanto se fundamentaban más en la ley positiva que en el de- 
recho divino. No que Abad y Queipo negara el poder espiri- 
tual de la jerarquía católica, ya que había condenado a los 
insurgentes mexicanos por haber nombrado vicarios gene- 
rales en sus ejércitos, por motivo de que se arrogaban así la 
autoridad episcopal. En cuanto a su cita del viejo lema la- 
tino, salus populi 247 


suprema lex, que los inquisidores condenaban como heré- 
tico, sostuvo que en casos de peligro extremo, el poder so- 
berano siempre podía decretar medidas radicales para sal- 
var al país. Sea como fuere, él había propuesto la suspen- 
sión y no la abolición de la inmunidad eclesiástica. Tampo- 
co se le podía echar en cara su apoyo a la Junta Central, la 
Regencia y las cortes, ya que “todos los publicistas recono- 
cen que la soberanía reside en la masa de la nación”. Priva- 
da de su autoridad constituida por la abdicación de sus re- 
yes Borbones y la imposición de José Bonaparte, la nación 
española había invocado su poder soberano e inherente a 
establecer nuevas formas de gobierno que ejercieran la au- 
toridad legítima en nombre del rey. Una vez más, hizo notar 
que esta doctrina se había enseñado en todas las facultades 
de derecho de las universidades españolas. 

Concluyó afirmando que en teología él era, ciertamente, 
galicano, pero que “no soy Jansenista ni Molinista, sino Ca- 
tólico apostólico romano”. 44 


5 


En 1820, tropas en Cádiz destinadas al servicio en la 
América del Sur se amotinaron, iniciando así una revolu- 
ción que rechazó el absolutismo de Fernando VII y restauró 
la Constitución de 1812. Las nuevas Cortes volvieron a ex- 
pulsar a los jesuitas, abolieron la Inquisición y pusieron fin 
a la inmunidad eclesiástica. En este momento, Agustín de 
Iturbide, originario de Valladolid, y que hasta entonces se 
había distinguido principalmente por la brutal energía de 
sus campañas contra los insurgentes, empezó a conspirar 
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con clérigos y con otros oficiales del ejército, para separar a 
México de España. En su Plan de Iguala (1812) ofreció tres 
garantías: conservar la religión católica, lograr la Indepen- 
dencia con una monarquía constitucional y mantener la paz 
y la unión entre americanos y europeos. Unas cláusulas su- 
bordinadas exigían la restauración del privilegio y la pro- 
piedad del clero y ofrecían a todos los funcionarios el dere- 
cho de continuar en sus puestos siempre que aceptaran el 
plan. Estas garantías eran tan seductoras que Iturbide logró 
adueñarse del poder virtualmente sin derramamiento de 
sangre. Aunque el siguiente virrey liberal, Juan O"Donojú, 
firmó el Tratado de Córdoba en que México era reconocido 
como imperio independiente que sería gobernado por una 
dinastía borbónica, pronto quedó en claro que Fernando VII 
no tenía ninguna intención de reconocer la autonomía de la 
Nueva España. El resultado fue que, en 1822, el propio Itur- 
bide se proclamó emperador, sólo para tropezar pronto con 
una creciente oposición y una final rebelión, que remplazó 
al imperio por una república federal. 


Aunque cuatro obispos oficiaron en la coronación de 
Iturbide, el arzobispo de México, Pedro de Fonte, brilló por 
su ausencia y pronto huiría a Europa a terminar sus días en 
Valencia, donde se le había asignado el ingreso de un arce- 
diano. Se justificó ante el papa afirmando que en su consa- 
gración había 248 


prestado juramento de lealtad al rey de España y que ha- 
bría sido culpable de baja ingratitud si hubiese participado 
en la coronación. Hacerlo habría sido como santificar una 
usurpación. “¡Cómo se hubiera atrevido a levantar una co- 
rona arrancada a su monarca, para afianzarla en las sienes 
de quien se la había quitado! ”45 En efecto, este último ar- 
zobispo peninsular de México resultó más leal a su rey que 
a su grey o a su vocación de obispo. Su actitud se vuelve 
más comprensible si observamos que en 1809 había enviado 
un extenso informe sobre el estado de la Nueva España a la 
Junta Central, en que mostraba un absoluto desprecio a los 
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habitantes de la colonia, diciendo que los indios y castas 
eran ignorantes y viciosos, y los criollos perezosos y co- 
rrompidos. De hecho, eran precisamente los defectos mora- 
les de sus habitantes, afirmó, los que hacían muy improba- 
ble toda perspectiva de rebelión. 46 Fueron los prejuicios de 
prelados españoles como Fonte los que hicieron que la 
perspectiva de Independencia pareciese tan atractiva a los 
clérigos criollos. 


Aunque la partida de Fonte constituyó el fin de la monar- 
quía católica, en marzo de 1822 representantes de los obis- 
pos de México se reunieron para analizar la situación de la 
Iglesia frente al Estado. El patronato ejercido por la Corona 
española se había basado en la bula papal del 28 de julio de 
1508, renovada por la bula del 11 de enero de 1757, que ha- 
bía concluido el concordato entre el Papado y la Corona. 
Pero con la Independencia, ese patronato había llegado a su 
fin; el nuevo Estado no heredaba el derecho y si deseaba 
ejercer derechos de patrocinio sobre la Iglesia, los tendría 
que negociar directamente con la Santa Sede. Mientras tan- 
to, el derecho de nombrar canónigos y curas recaía en cada 
obispo. Sin embargo, la junta concluyó afirmando que obis- 
pos y cabildos debían presentar listas de sus candidatos al 
Poder Supremo, el cual podría afectar candidatos “por moti- 
vos políticos”. 47 En efecto, de un solo salto, los dignatarios 
y los canónigos del cabildo que dirigían las diócesis libera- 
ron así a la Iglesia mexicana de depender de las autoridades 
seculares. El hecho de que tal libertad resultara incompati- 
ble con el mantenimiento del catolicismo como religión ofi- 
cial del Estado mexicano no se les había ocurrido aún a los 
dirigentes de la Iglesia y del Imperio. 

No todos los clérigos peninsulares residentes en México 
adoptaron la intransigencia de Fonte ni aspiraron a liberar 
del dominio civil a la Iglesia. Entre el círculo de asesores de 
Iturbide se contaba a Manuel de la Bárcena, el antiguo pro- 
tegido de Abad y Queipo, quien siendo arcediano de Valla- 
dolid y gobernador de la diócesis de Michoacán había utili- 
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zado su considerable influencia para apoyar el Plan de Igua- 
la y coronar emperador a Iturbide. En 1808 había mandado 
imprimir un pequeño panfleto en que elogiaba a Fernando 
VIT comparándolo con Salomón, y arguyendo que la monar- 
quía era la mejor forma de gobierno. 48 En 1810 tuvo que 
huir para salvar la vida cuando los insurgentes se aproxima- 
ron a Valladolid, y perdió todas sus posesiones valiosas 
cuando ellos saquearon su casa. Pero en 1821 emitió un ma- 
nifiesto en que sostenía que había 249 


llegado el momento en que España y México siguieran 
caminos separados, y cuando ningún Borbón apareció para 
aceptar el trono, él optó por Iturbide como emperador. 49 
Las esperanzas que entre los círculos eclesiásticos despertó 
la creación de una monarquía mexicana pueden observarse 
en una circular emitida por el ministro de Justicia en que se 
llama a Iturbide “Primer Emperador Constitucional y Gran 
Maestre de la Orden Imperial de Guadalupe, Agustín por la 
Divina Providencia y por el Congreso de la Nación”. 50 

En diciembre de 1822, Bárcena predicó el sermón en la 
primera función solemne de la Orden Imperial de Guadalu- 
pe, en que interpretó la fundación de ésta como vivo testi- 
monio de “nuestra alianza con la Madre de Dios”. Después 
de hacer una pausa para lamentar el triste estado de Teno- 
chtitlan, que gemía bajo la carga del paganismo y del sacri- 
ficio humano, celebró la aparición de la Virgen María en el 
Tepeyac como una nueva aurora que anunciaba la conver- 
sión de Anáhuac a la fe católica, conversión que compensa- 
ba a la Iglesia por la herejía de Lutero y de Calvino. Pero 
ahora, después de un gobierno extranjero “somos nación so- 
berana”, de modo que “el águila mexicana se apareció de 
nuevo triunfante en su nopal”. Pero insistió en que “si el 
país de Anáhuac respira libertad, todo se lo debemos a la 
Virgen Tepeyacana”. Aunque en la reciente guerra civil am- 
bos bandos habían invocado a Nuestra Señora de Guadalu- 
pe, ella aparecía ahora como madre de la Unión, especial- 
mente porque México es “el país más católico del mundo”, 
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baluarte de la ortodoxia y de la devoción en una época en 
que la religión en Europa se veía desafiada por la impiedad 
y el ateísmo. 


Concluyó diciendo que “la santa religión Católica... ella 
es el alma de este Imperio: sí, la fe de Jesucristo es insepara- 
ble, es identificada con la nación Anahuacana y el que no 
sea cristiano apostólico, no es ciudadano nuestro, no es me- 
xicano”. 51 Era éste, sin duda, un intento manifiesto por in- 
vestir el imperio de Iturbide con el prestigio tradicional de 
la monarquía española y aumentar su autoridad apelando a 
Nuestra Señora de Guadalupe; de este modo la unión de la 
Iglesia y el Estado era presentada como fundamento inevi- 
table de la vida nacional. 


¿Se habría unido Manuel Abad y Queipo a Bárcena en su 
apoyo a Iturbide, o se habría embarcado a Europa, con Fon- 
te? Por desgracia, no tenemos medios de saberlo. Como 
salieron las cosas, él aprovechó la revolución constitucional 
para llegar a miembro de la Junta Provincial de Madrid, y 
desde esa posición aventajada obtuvo una resolución del 
Consejo de Estado de que retiraría todas las acusaciones en 
su contra. En 1822 abandonó sus derechos de Michoacán y 
aceptó el nombramiento de obispo de Tortosa sólo para que, 
una vez más, se le negara la consagración, pues Fernando 
VIT había dado instrucciones a su embajador en Roma de no 
buscar la confirmación papal del nombramiento. Al restau- 
rarse la monarquía absoluta, Abad y Queipo huyó al norte, 
hasta Castro Urdiales, y allí descubrió que como miembro 
de la Junta Provincial no se le había incluido en la amnistía 
general. 52 En mayo de 1824 fue detenido y enviado bajo 
250 


custodia desde Santander hasta Madrid donde, tras un pe- 
riodo de prisión, fue sentenciado a seis años de confina- 
miento en el monasterio de los jerónimos de Santa María de 
la Sisla, en las afueras de Toledo. El 30 de junio de 1825 pre- 
sentó una mísera protesta contra la sentencia, alegando que, 
como ya tenía 74 años y estaba cerca de la muerte y había 
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sufrido en los dos últimos años crecientes dolores por cálcu- 
los en la vejiga, dentro de seis años “me hallaría sordísimo, 
ciego, chocho”, y por ello pedía autorización para ir al exi- 
lio, a Montpellier. 


Mientras Manuel Abad y Queipo yacía moribundo cerca 
de Toledo, ¿recordaría los largos años que había pasado en 
Valladolid, rodeado por las llanuras feraces del Bajío y los 
lagos radiantes de Michoacán, aquella región que su primer 
cronista franciscano llamó “un paraíso terrenal”? Su reve- 
renciado mentor, fray Antonio de San Miguel, había servido 
como maestre general de la orden jerónima y bien pudo vi- 
sitar el monasterio de Sisla, en que Abad se hallaba confina- 
do. ¿Se explayaría Abad, con orgullo, en aquellas represen- 
taciones tan audazmente planteadas que había escrito a pe- 
tición de San Miguel, en que advertía a los ministros que 
meterse con la inmunidad del clero desde los tribunales rea- 
les bien podría costarle su imperio a España? ¿Y hablaría de 
sus conversaciones con Miguel Hidalgo? Su amistad se ha- 
bía basado, en parte, en sus muchas ideas compartidas. ¿No 
habían admirado ambos al abate Fleury por hablar de los 
milagros como de simple superstición, indigna del evange- 
lio de Cristo? También Hidalgo había convencido a sus feli- 
greses de que no gastaran sus ingresos, tan difícilmente ga- 
nados, en dorar el retablo de su iglesia, aun si había llegado 
demasiado tarde para impedir que se le construyera en el 
bárbaro estilo barroco de la decadencia de España, cuando 
ya se habían perdido los principios del buen gusto. Recordó 
que Hidalgo había aprobado sus propuestas de abolir el tri- 
buto impuesto a indios y castas, viéndolo como el primer 
paso hacia el desmantelamiento de todo el injusto sistema 
de castas, por el cual la calidad étnica de un hombre le era 
asignada al nacer y, en adelante era conservada mediante la 
evaluación regular de sus tributos. ¿Cómo podría lograrse 
una igualdad entre ciudadanos sin la destrucción de tal sis- 
tema? Desde luego, Hidalgo y Morelos habían prometido a 
las masas insurgentes que, cuando el país quedara libre, no 
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habría ya distinciones étnicas: estas promesas eran especial- 
mente atractivas para los mulatos. Lo que Abad no pudo re- 
cordar fue cómo reaccionó Hidalgo a sus críticas de las ha- 
ciendas, y si aprobó o no sus modestas proposiciones de 
abrir sus tierras al cultivo. Mas, para el caso, a los criollos 
con frecuencia no les gustaba tocar este punto, ya que a me- 
nudo poseían haciendas y, en realidad, en las Cortes un di- 
putado mexicano había rechazado furiosamente la suges- 
tión de que las haciendas fueran divididas, considerándola 
como un ataque a “los sagrados derechos de propiedad”. 53 


Mas, ¿por qué había desencadenado Hidalgo a las masas 
en rebelión y cómo pudo permitir que sus seguidores masa- 
craran a sangre fría a tantos presos europeos inocentes? Al 
recordar cómo él y Bárcena habían huido tan 251 


precipitadamente de Valladolid para salvar la vida, Abad 
y Queipo no podía arrepentirse de su apasionada denuncia 
a su anterior amigo, al que había llamado un nuevo Maho- 
ma. Presentar a los insurgentes la imagen de Nuestra Seño- 
ra de Guadalupe fue un acto ruin, en que la religión fue 
aprovechada con un propósito político. Y al acusar de avari- 
cia a los gachupines, Hidalgo había renegado de sus princi- 
pios ilustrados, pues ahora era generalmente aceptado que 
el propio interés era la fuente de todo progreso económico. 
Y sin embargo, ¿qué recompensa recibió Abad por su apa- 
sionada defensa del derecho de España a gobernar Améri- 
ca? La Constitución de Cádiz resultó inaplicable en México, 
pues hubo una conspiración secreta que unió a los rebeldes 
en el campo, a los llamados “leales” criollos en la ciudad de 
México y a los diputados americanos en las Cortes. Todo lo 
que él logró con sus memoriales, denuncias y advertencias 
fue ganarse la enemistad de tantos criollos, hasta de conser- 
vadores como Lardizábal que se enorgullecían de su lealtad 
a la Corona. Durante un breve momento, tras su entrevista 
con Fernando VII, cuando fue nombrado ministro de Indias, 
había parecido que sus esfuerzos por fin recibían el recono- 
cimiento debido. Pero llegaron después los años de confina- 
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miento. Acaso, después de todo, Bárcena tuviera razón al 
alentar a Iturbide a maniobrar para obtener la Independen- 
cia y crear un imperio mexicano. Al reflexionar en su desi- 
lusión con el rey que le había alentado tan imprudentemen- 
te a unirse a la revolución constitucionalista, ¿no lamentaría 
Abad haber dedicado tan grande parte de su vida a los asun- 
tos públicos? ¿No temería haber traicionado su vocación de 
sacerdote? Si hubiese conocido bien las obras de Shakespea- 
re, sin duda habría hecho eco a la lamentación del cardenal 
Wolsey: 


De haber servido a mi Dios con sólo la mitad del celo que 
he puesto en servir a mi rey, no me hubiera entregado éste, 
a mi vejez, desnudo, al furor de mis enemigos. 

Cualesquiera que fuesen sus pensamientos y lamentacio- 
nes, el 10 de septiembre de 1825, abrumado por “una fiebre 
maligna biliosa y nerviosa con delirio”, Manuel Abad y 
Queipo recibió los últimos sacramentos y falleció en el mo- 
nasterio de Santa María de la Sisla. 


Las trágicas muertes de Abad y Queipo y de Hidalgo re- 
velaron, en la forma más extrema, el destino común de una 
generación de sacerdotes ilustrados que vieron sus proyec- 
tos de reforma superados por las fuerzas desencadenadas 
por el desplome de la monarquía española en 1808. El hecho 
de que ambos fuesen entonces más impelidos por el entu- 
siasmo patriótico que por el compromiso religioso mostró la 
brecha que los separaba del mundo del ascetismo barroco y 
la dedicación pastoral que caracterizaron a los mejores 
miembros del clero mexicano durante los primeros decenios 
del siglo XVII. Ante una crisis de autoridad política, Hidal- 
go y Abad optaron por medidas violentas para resolver la 
prolongada rivalidad entre españoles europeos y america- 
nos en México. Fueron la intensidad misma de sus senti- 
mientos patrióticos y su preferencia por las 252 

soluciones militares a los problemas políticos las que se- 
ñalaron la destrucción de la monarquía católica en América 
y el derrumbe final (anunciado ya de mucho tiempo antes) 
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de esa cultura religiosa barroca, postridentina, que había 
sostenido la presencia española en México durante los dos 
siglos anteriores. 
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1. Ingresos de la Iglesia en la América española, 1799 (en 
pesos) Diócesis 

Ingreso 

Subsidio 

Nueva España 

México 

1 170 746 

175 446 

Puebla 

866 666 

129 880 

Michoacán 

946 797 

142 246 

Oaxaca 

472 574 

70 820 

Guadalajara 

447 091 

67 000 

Durango 

204 285 

30 616 

Nuevo León 

104 986 
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15 732 
Sonora 
39 900 

5 980 

Y ucatán 
170 839 
25 612 
TOTA L 
3 976 193 
662 332 
Perú 
Lima 
996 474 
149 328 
Cuzco 
349 819 
52 420 
Arequipa 
370 867 
55 580 
Trujillo 
249 746 
37 426 
Huamanga 
266 849 
39 988 
Chile 
208 418 
31 242 
Concepción 
62 443 
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9 354 
TOTA L 
2 504 616 
4 430 918 


América Central 


Guatemala 
481 988 

12 232 
Chiapa 

93 653 

14 030 
Comayagua 
65 068 

9 748 
Nicaragua 
143 481 

21 500 
TOTA L 
784 190 
117 510 

El Caribe 
La Habana 
563 714 

84 478 
Cuba 

189 461 

28 392 
Puerto Rico* 
15 000 

2 246 
Luisiana** 


* 
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3000 

448 
TOTA L 
771 175 
115 564 
Nueva Granada 
Santa Fe 
135 997 

20 382 
Cartagena 
124 717 

18 692 

255 
Popayán** 
37 500 
5620 
Panamá”* 
37 500 
5618 
Santa Marta 
15 300 

2 292 
Caracas”** 
207 000 

31 020 
Guyana 
50 093 
7506 
Maracaibo 
49 582 

7 472 
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Quito** 
153 000 
22 936 
Cuenca 
115 677 
17 334 
TOTA L 
926 636 
138 872 
La Plata 
Charcas** 
180 000 
26974 
La Paz** 
56 000 

8 392 
Buenos Aires* 
32 000 

4 798 
Tucumán 
66 612 

9 978 
Paraguay 


* 
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25 907 

3 882 

TOTA L 

429 871 

64 418 
Filipinas 
Manila 

110 830 

16 608 
Nueva Segovia 
43 289 

6 486 

Nueva Cáeceres 
7023 

1 052 

Cebu** 

5 500 

824 

TOTA L 

166 642 

24 970 

GRA N TOTA L 
10 006 474 

1 500 000 
Charcas, 1801 
Diezmos 

129 114 
Parroquias 
401 229 
Conventos 
83 737 
Monasterios 
71 747 
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Confraternidades 
23 582 
Capellanías 

83 546 

TOTA L 

792 967 


FUENTE: A GLI Indiferente General 2962, Contadores General, 
9 de noviembre de 1799; para Charcas véase A Gl, Indiferente 
General 2966, 31 de octubre de 1801. 


NB+* Indica el ingreso estimado a falta de informes. 
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2. Ingreso parroquial y conventual en la diócesis de Michoacán c. 
1790 (en pesos) 


LA INTENDENCIA DE GUANAJUATO 
Parroquias 

Cura 

Fábrica 

Sacristán 

Total 

Vicario 
Acámbaro (Fran.) 
3 987 

Vic. de Jeréquaro 
1 953 

Vic. de Contepec 
219 

Vic. de Coroneo 
418 

6 578 

6 578 

Apaseo 

1751350 

300 

2 401 
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Chamacuero 
1 666407 
300 
2373 
500 (1) 
Celaya 
3 362394 
873 

4 629 
600 (2) 
Dolores 
4 276956 
958 
6190 

1 200 (4) 
Guanajuato 
9 868 (2) 
5 045 
2229 

17 212 

1 952 (6) 
Irapuato 
9 206 (2) 
2090 

1 343 

12 639 

1 200 (4) 
León 

4 8242 019 
800 

7 643 

1 200 (4) 
Y uriria 
2 840— 
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599 


Vic. de S. Nicolás 
657 

Vic. de S. Rosa 
600 

4 097 

4 097 
Marfil 

3 112690 
577 

4 379 

300 (1) 
Pénjamo 
35381 223 
830 

5 591 

1870 (5) 
Piedragorda 
2 338262 
306 

2 906 

600 (2) 
Rincón 
2857224 
174 

3255 

805 (2) 
Salamanca 
4 080845 
700 

5625 

1 200 (4) 
Salvatierra 
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2371684 
700 
3755 
600 (2) 
Silao 
5721 (2) 
2 130 

1 453 
9304 
1700 (4) 
Sta. Ana 
1 259283 
213 
1755 
300 (1) 
S. Felipe 
2 664644 
515 

3 823 

2 000 (5) 
S. Miguel 
5 822837 
1105 
7764 

1 200 (4) 
S. Luis de la Paz 
3 000687 
3 687 
900 (3) 
S. Juan de la Vega (Fran.) 
8 872442 


9314 
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S. Pedro de los Pozos 
350 

70 

420 

Valle de Santiago 
3160720 

612 

4 492 

900 (3) 

TOTA L (23) 
94 422 

20 932 

14 657 

130 011 

19 027 (57) 
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LA INTENDENCIA DE VALLADOLID 
Parroquias 
Cura 

Fábrica 
Sacristán 
Total 

Vicario 
Aguacana 

500 

500 
Angamacutiro 
2124 

479 

231 

2 834 

1 200 (3) 
Apatzingán 


378 


1197 

300 (1) 
Axuchitlán 
2 685 

136 

2821 

500 (1) 
Capácuaro 
281 


379 


476 
Chilchota 

1 033 

116 

1 149 

300 (1) 
Chucándiro 
435 

60 

495 

200 (1) 
Churumuco 
1 853 

249 

2 102 

500 (1) 
Coaguaytla 
539 

48 

587 

400 (1) 
Coalcomán 
707 

15 


380 


722 
Copándaro 
1397 

99 

1 496 

100 (1) 
Cuzamala 

1 566 

165 

1731 

400 (1) 

Cuzeo 

2 137 

231 

2368 

800 (2) 
Cuitzeo (Aug.) 
1 248 

Vic. de Guandacareo 
428 

Vic. de S. Anna Maya 
870 

2 546 

2 546 
Etucuaro 

681 

681 
Erongaricuaro 
900 

900 
Indaparapeo 

2 189 


381 


601 

286 
3076 
600 (2) 
Irimbo 
1 303 
90 
1393 
300 (1) 
Ixtlán 
988 

48 

1 036 
600 (2) 
Jacona 
2723 
570 

450 

3 743 

1 200 (3) 
Jiquilpan 
2.077 
203 
2280 
900 (3) 
Maravatío 
1 223 
83 

133 
1439 
600 (2) 
Maquili 
674 


382 


674 
Nahuatzén 
976 

115 

1091 

300 (1) 
Pátzcuaro 
1 903 

1 052 

298 

3253 

700 (3) 
Paracho 

1 603 

1 603 

600 (2) 
Parangaricutiro 
568 

568 
Patamban 
700 

700 
Peribán 
1094 

378 

1 472 

1 000 (2) 
258 
Petatlán 

1 106 

1 106 
Piedad 

1 623 

487 


383 


365 
600 (2) 


Vic. de Surecuaro 


775 
270 
200 (1) 


Vic. de Tahuencaro 


471 

112 

300 (1) 
2869 

869 

4 103 
Pinzandaro 
588 

231 

819 
Purenchecuaro 
890 

890 
Pungarabato 
1 069 

528 

1597 

800 (2) 
Puruándiro 
1112 

531 

288 

1 931 

600 (2) 
Pomaro 
312 

312 


384 


Purungueo 

610 

76 

686 

Sahuayo 

1550 

290 

1840 

800 (2) 

S. Anna Amatlán 
563 

563 

500 (1) 

Sta. Clara del Cobre 
1853 

485 

320 

2 658 

1 200 (4) 

S. Felipe de los Herreros 
434 


Sta. Fe de la Laguna 

598 

598 

Sta. Fe del Río 

569 

569 

Sta. María del Valladolid 
498 

498 
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Tacámbaro 
3331 

352 

3 683 

400 (1) 
Tansitaro 
1574 

189 

1763 

300 (1) 
Tarímbaro 
1 122 

148 

1270 

300 (1) 
Taretán 
840 

153 

993 

400 (1) 
Tarecuato 
540 

540 
Taximaroa 
1 944 

384 

225 

2553 

975 (3) 
Tlalpujahua 
3 488 
1365 

434 

5 287 


386 


600 (2) 
Tlazazalca 
2 609 

788 

425 

3 882 

1 250 (4) 
Tepalcatepec 
806 

88 

948 

800 (2) 
Teremendo 
589 

589 
Tecpan 
1000 

1000 
Tingambato 
825 

825 
Tirindaro 

1 686 

81 

1767 

600 (2) 
Tiripitio (Aug.) 
1169 

108 

1 277 
Tingúindín 
1 562 

40 

1 602 
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Turicato 

1 281 

231 

1512 

600 (2) 

Tuxpan (Santiago) 
504 


990 

700 (2) 
Tuzantla 
1375 

208 

1583 

800 (2) 
Tzirondaro 
1275 

170 

1 445 

400 (1) 
Tzintzuntzan 
1191 

305 

172 

1 668 

900 (3) 
Tziritzicuaro 
1271 

196 

1 467 

600 (2) 
Valladolid (Sagrario) 


388 


300 

2 403 
Uaniqueo 
892 

127 

1 019 
300 (1) 
Uango 
1 948 
201 

2 149 
300 (1) 
259 
Urecho 
1 831 
434 

2 265 
800 (2) 
Undameo 
541 

30 

571 
Uruapan 
1 581 
389 
1970 
600 (2) 
Zamora 
1977 
807 

256 

3 040 


389 


600 (2) 
Zacapu 
393 

49 

442 

300 (1) 
Zinapecuaro 
2760 

799 

3 559 

700 (2) 
Zitácuaro 
4 260 

451 

403 

5114 

1 200 (4) 
Zirosto 
855 

855 
Zirahuén 
1110 
1110 
TOT A L: (82) 
107 381 

16 923 

4 586 

128 890 

31 425 (96) 
LA INTENDENCIA DE GUADALAJARA 
Parroquias 
Cura 
Fábrica 
Sacristán 
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Total 
Vicario 
Almoloyan 
2865 

157 

3 022 

400 (1) 
Atotonilco 
954 

406 

306 

1 666 

800 (2) 
Ayo el Chico 
2 503 

633 

478 

3614 

1 200 (4) 
Caxitlán 
839 

36 

875 
Colima 
2560 

500 

257 

3317 

(?) 
Ixtlahuacan 
1 238 

14 

1 252 

400 (1) 
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La Barca 
1 449 

506 

266 

2221 

900 (3) 
Ocotlán 
1 422 

158 

1580 

300 (1) 
Tamazula 
2 465 

265 

2730 

400 (1) 
Tuxpan (Fran.) 
2944 

127 

3071 
(San Juan Bautista) 
Zapotlán 
2 423 

200 

450 

3 073 

600 (?) 
TOTA L 
21 662 

3 002 
1757 

26 421 

5 000 (15) 
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LA INTENDENCIA DE SAN LUIS POTOSÍ 
Parroquias 

Cura 

Fábrica 
Sacristán 

Total 

Vicario 
Armadillo 

2423 

224 

300 

2947 

400 (1) 

Cerro de S. Pedro 
1 382 

141 

1523 

800 (2) 
Guadalcázar 
3113 

281 

185 

3579 

800 (2) 

Mesquite 

2 407 

125 

2 532 

300 (1) 

Río Verde (Fran.) 
4 631 

826 

Misiones de Valle 
del maíz 


393 


683 

Gamotes 

218 

Piniguan 

261 

S. Nicolás 
846 

260 

S. Antonio 
251 

6890 

6890 

S. Luis Potosí 
5 066 

925 

804 

6795 

900 (3) 

S. Francisco de los Pozos 
965 

125 

1 090 

S. María del Río 
1 968 

964 

440 

3372 

900 (3) 

S. Sebastián 
1 000 

125 

1125 
Tlaxcalilla (Fran.) 
640 
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640 

Valle de S. Francisco 
3 798 

643 

772 

5213 

TOTA L(11) 

29 652 

4 379 

2501 

36 532 

3 000 (10) 
TOTAL DIOCESANAL 
Guanajuato (23) 
94 422 

20 932 

14 657 

130 011 

19 027 

(57) 

Valladolid (82) 
107 381 

16 923 

4 586 

128 890 

31 425 

(96) 
Guadalajara (11) 
21 682 

3 002 

1757 

26 421 

5 000 


(15) 
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S. Luis Potosí (11) 
29 652 

4 379 

2 501 

36 532 

3 300 

(10) 

TOTA L (127) 
253 117 

45 236 

23 501 

321 854 

58 752 

(178) 

261 
ÓRDENES RELIGIOSAS 
Monasterios 
Fran. 

Agus. 
Carm. 

Mer. 

Celaya 

5 585 

4 404 

8 041 

940 

Colima 

746 

Cuitzeo 

5 920 
Irapuato 

2 256 

León 

194 


396 


Pátzcuaro 
1 264 

558 
Salamanca 
13 416 
Salvatierra 
1 104 

14 548 

8 135 

S. Miguel 
2231 

S. Luis Potosí 
4 037 
2834 
7840 
2079 
Tiripitio 
3828 
Tlalpujahua 
2954 
Valladolid 
4 742 
6819 

7 652 

2027 

San Diego 
2343 

Valle de Santiago 
310 

TOTA L 

28 580 

53 327 

31 668 

6 102 
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119 677 

Parroquias 

Acámbaro 

6578 

Cuitzeo 

2 546 

S. Juan de la Vega 

9 314 

Río Verde 

7716 

Tiripitío 

1277 

Tlaxcala 

640 

Tuxpan 

3071 

TOTA L 

27 319 

3823 

Fran. = Franciscano; Agus. = Agustino; Carm. = Carmelita; 
Mer. = Mercedarios. Los estipendios de las parroquias ya fueron 
enumerados. Los agustinos poseían la hacienda de San Nicolás en 
Salvatierra. 


Monjas y otros 

Beatería de Celaya 

542 

Guanajuato 

San Miguel: Concepción 
7330 

Colegio de Sta. Ana 
997 

Beatería 

50 

Colegio de San Nicolás, 
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San Luis Potosí 

4 861 

262 

Pátzcuaro Sta. Catalina 
14 340 


Valladolid: Sta. Catalina 


12 851 
Sta. Rosa 
1 960 
TOTA L 
42 931 

11 923 


Santuario de la Sta. Cruz 


Hospital de Belén 

3 837 

Oratorio 

1295 

Colecturía de Ánimas 
5 809 

TOTA L 

22 864 

GRA N TOTA L 
Derechos parroquiales 
321 854 

Religiosos 

119 667 

Conventos de monjas 
42 931 

Otros 

22 864 

TOTA L 

507 326 

Vicarios 

58 752 
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FUENTE: A MC, XIX, 14, obispo San Miguel, 4 de agosto de 
1791. 


3. Ingresos del diezmo: diócesis de Michoacán en 1787 (en pesos) 
LA INTENDENCIA DE GUANAJUATO 


Distritos 
Diezmos 
Rendim. de los diezmos 
Acámbaro 
14 510 
Apaseo 

11 050 
Celaya 

17 000 
Dolores 

13 568 

1 248 
Irapuato 
20 100 

4 300 (2) 
León 

6 773 
Marfil 

1 259 
Pénjamo 

9 210 
Rincón 
7626 
Salamanca 
11 818 

2 668 (2) 
Salvatierra 
9 000 

S. Felipe 
12 226 


400 


S. Luis de la Paz 

4 550 

S. Miguel 

14179 

1 248 

Silao 

16 195 

2 675 (2) 

Y uriria 

6 500 

263 

TOTA L 

175 564 

12 139 

264 

LA INTENDENCIA DE VALLADOLID 
Distritos 

Diezmos 
Apatzingan y Pinzandaro 
5 087 

Axuchitlan 

1015 

Cutzamala 

1 820 

Cutzio y Zirandaro 
2 950 

Etucuaro 

210 

Maravatio 

18 500 

Patzcuaro y La Sierra 
7840 

Piedad y Tlazazalca 
4 105 
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Pungarabato 

1 800 

Puruandiro 

8 050 

Purungeo 

400 

Sta. Rosa Parangueo 

2 882 

Sahuayo 

4 500 

Tarimoro (hacienda) 
645 

Tecpan, Atoyac, Petatlan 
4 550 

Tinguindin, Jiquilpan, Periban 
4 050 

Turicato, Tacambaro 

3 300 

Urecho 

375 

Valladolid 

21078 

Zacautla 

1 750 

Zamora con Chilchota 
5 600 

Zinagua 

3 262 

Zitácuaro 

10 000 

TOTA L 

113 409 

LA INTENDENCIA DE GUADALAJARA 
Distritos 
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Diezmos 

Ayo, La Barca, Ocotlán 
14 270 

Colima 

8 100 
Zapotlán 

5 100 

TOTA L 

27 470 

LA INTENDENCIA DE SAN LUIS POTOSÍ 
Distritos 
Diezmos 
Guadalcázar 
7010 

S.Luis Potosí con 
Armadillo 

25 000 

265 

TOTA L 

32 010 

Otros 

Añil 

1584 

Dulces 

2744 

Lana 

22 

TOTA L 

4 350 

266 

GRAN TOTAL 
Intendencia 
Diezmos 
Porcentaje 
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Guanajuato 

175 564 

49.76 

Valladolid 

113 409 

32.15 

Guadalajara 

27 470 

7.79 

S. Luis Potosí 

32 010 

9.07 

Other 

4 350 

1.23 

TOTA L 

352 803 

100.00 

FUENTE: A CM, XV III, 650; XIX, 14. 
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34 Gamarra, Tratados, pp. 45, 58, 121-122; Elementos, 193. 

35 Gamarra, Tratados, pp. 131-138. 

36 Francisco Javier María de Munibe e Idiáquez, Conde de Pe- 
ñaflorida, Los aldeanos críticos... (Madrid, 1758), dedicatoria. 

37 Gamarra, Elementos, pp. 2-9, 16. 

38 Ibid., pp. 12-18, 68-87; Tratados, pp. 97-104, 176-205. 

39 Gamarra, Elementos, pp. 117-162. 

40 Ibid., pp. 174-183. 

41 Gamarra, Tratados, pp. 13-36; Elementos, pp. 2-5. 

42 Gamarra, Elementos, pp. 25, 183; Tratados, pp. 49, 97, 110. 
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1 AGI, México 2716, cuenta con un extenso relato de estos 
acontecimientos. 

2 José Antonio de Villaseñor y Sánchez, Theatro americano, 2 
vols. (México, 1746), I, 26-30; Fernando Navarro y Noriega, Catá- 
logo de los curatos y misiones de la Nueva España (México, 1812), 
passim. Yo he consultado la edición de 1943. 


3 AGI, México 2712, Revillagigedo al Marqués de la Ensenada, 
25 de abril de 1749; para Ulloa, véase Brading, Orbe indiano, pp. 
457-462. 


4 AGI, México 2716: he aquí una lista de los miembros de la 
junta y su informe. 
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5 Estas protestas se pueden seguir en AGÍ, México 2712, 2714, 
2716. 

6 AGI, México 2712, Ayuntamiento de la ciudad de México, 27 
de julio de 1753. 

7 AGÍ, México 2712, Revillagigedo, 22 de mayo de 1752. 

8 AGI, México 2714, Manuel Rubio a Arriaga, 21 de abril de 
1756. 

9 Lynch, Bourbon Spain, pp. 188-192. 

10 AGÍ, México 2716, el padre confesor del rey, 29 de julio de 
1759. 

11 AGI, México 2716, arzobispo, 1 de marzo de 1759. 

12 Estas cifras pueden encontrarse en AGI, México 3173, cédu- 
la que limitaba el número de novicios, 14 de octubre de 1763; 
véase también BN (México), Archivo Franciscano 127, doc. 1647- 
1648 y 128, doc. 1650-1651; para el censo de la ciudad de México 
de 1792, véase Alejandro de Humboldt, Ensayo político sobre el 
reino de la Nueva España, ed. Juan A. Ortega y Medina (México, 
1966), p. 573. 

13 Para Jalisco, véase AGN, Clero 4, 16, 43-51; 13 de julio de 
1784. 

14 AGN, Templos 23, f. 414, diciembre de 1815. 

15 En AGÍ, México 2747, existe una visita detallada de todas las 
provincias dominicas de la Nueva España; véase también AGN, 
Historia 129-137, para la investigación de 1770. 

16 AGN, Templos 15, 12 de diciembre de 1757. 

17 AGN, Historia 129-136, obispo de Oaxaca, 1 de junio de 
1770. 

18 AGN, Historia 7, 129-136; véase también AGI, México 1308, 
Revillagigedo, 30 

de septiembre de 1793. 

19 Véase Nicolás P. Navarrete, Historia de la provincia agusti- 
niana de San 285 

Nicolás de Tolentino de Michoacán, 2 vols. (México, 1978), L, 513, 
540-541, 560-566. 

20 ACM, XVIII, 345, Francisco Antonio de Eguía, 9 de agosto 
de 1765; ACM, XVIIL 232, Revillagigedo, 17 de mayo de 1754. 
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21 Navarrete, Historia, 1, 511, 520, 540; ACM, XVIIL, 345, mues- 
tra cuentas de las haciendas decomisadas. 

22 AGI, México 2725, protesta, 13 de mayo de 1761; ACM, XVI- 
II, 345; ACM, XVIII, 362, Sánchez de Tagle, 17 de abril de 1766; 
véase también Miguel J. Malo y de Zozaya, Genealogía, nobleza y 
armas de la familia Malo (México, 1971), pp. 69-72. 

23 ACM, XIX, 51, Sánchez de Tagle al conde de Aranda, 20 de 
octubre de 1763. 

24 ACM, XIX, 5, 21 de diciembre de 1761; AGI, México 2725, 
Tagle, 10 de marzo de 1762. 

25 AGI, México 2725, Tagle, 13 de abril de 1766; AGN, Clero 
31-34, 27 de julio de 1765; Brading, Mineros y comerciantes, pp. 
62-69. 


26 Navarrete, Historia, 1, 553, 573; todo el caso se encuentra re- 
sumido en AGÍ, México 2725. 

27 ACM, XIX, 7 Rocha, 8 de abril de 1780. 

28 ACM, XIX, 34. 

29 Navarrete, Historia, 1, 551-552. 

30 Ibid., 1, 560-561; II, 88-89. 

31 AFPM, Q-2, Ayuntamiento de la ciudad, 5 de noviembre de 
1751; virrey Amarillas, 22 de febrero de 1758. 

32 AFPM, 1-1, y L-B-3, “Libro decenial de provincia 1734-1803”. 

33 AGN, Historia 113-119, el donativo de Irapuato fue hecho 


en 1761; licencia para la fundación de Zamora, 8 de agosto de 
1790, en ACM, XVIIL 668 (bis). 


34 ACM, XVIII, 350, Provincial, 2 de febrero de 1762. 

35 ACM, XVIIL 356, Croix, 3 de septiembre de 1766; AFPM, C- 
M, real cédula, 11 de marzo de 1785. 

36 AFPM, Z-2, protesta, 8 de mayo de 1759; ACM, XVIII, 386, 
cura, 7 de 286 

noviembre de 1770; real cédula, 11 de marzo de 1785. 

37 ACM, XIX, Reales Cédulas, I, 12 de agosto de 1805. 

38 ACM, XIX, 34, Prior, 12 de marzo de 1804; ACM, XVIII, 739, 
15 de mayo de 1798. Sobre los carmelitas, véase Alfonso Martínez 
Rosales, “La Provincia de San Alberto de Indias de Carmelitas 
Descalzos”, Historia Mexicana, 124 (1982), pp. 
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471-542. 

39 AGI, México 2651: en 1803-1804 se otorgaron más de 50 li- 
cencias de secularización; para 1806 véase AGI, México 2545. 

40 AGN, Clero 139-141, 30 de septiembre de 1790; AGN, Clero 
88-97, 14 de junio de 1814. 


41 Navarrete, Historia, l, 566-579; véase también AGI, México 
2733, real cédula, 25 de octubre de 1790, insistió en que se mantu- 
viera la alternativa. 

42 Estas disputas se pueden seguir en AGN, Clero 2-6; Clero 
58-61; Clero 131-135. 
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1 AGI, I. G. 3043, Pastoral, 6 de diciembre de 1791. 

2 AGI, I. G. 3043, apelación a la real audiencia, 22 de enero de 
1772; la carta de Fuero, del 27 de abril de 1772, fue leída al rey. 
Véase también AGL, I. G. 3044, Bucareli al obispo de Puebla, 19 de 
febrero de 1772. 

3 AGÍ, México 2604, Haro a Bucareli, 9 de octubre de 1773. 

4 AGI, México 2604, 15 de octubre de 1773. 

5 AGI, México 1308, Bucareli a Arriaga, 27 de julio de 1774. El 
escrito de Jorge Mas Theophoro (Fr. Luis Vicente Mas) se titulaba 
“Carta a una religiosa para su desengaño y dirección”. 

6 AGI, I. G. 3044, real cédula, 17 de agosto de 1780. 

7 AGÍ, I. G. 3043, Santa Clara, voto el 15 de febrero de 1775; 
véase también AGN, Historia 132-134. 

8 AGN, Templos 10-12 sobre el ingreso; véase también AGN, 
Bienes Nacionales 1825-1915, donde Ana María Marmolejo pagó 
2 000 pesos por una celda. 

9 ACM, XVIIL, 457, voto con 71 signatarias, 7 de julio de 1775. 

10 ACM, XVIII 638 por el voto. 

11 ACM, Fondo Catalogado 38 para el consumo; para el capi- 
tal, véase ACM, XVIII, 385; XVIII, 513. 

12 ACM, XIX, 28; ACM, XVIIL 731, 12 de agosto de 1797; ACM, 
XIX, Pretendientes de Ordenes 9, 12 de agosto de 1812. 

13 ACM, XVIIL 664, 14 de octubre de 1747; para Ibarra véase 
ACM, XVIIL, 468; para 1786-1790 véase ACM, XIX, 4. 

14 ACM, XVIII, 459, agosto de 1775. 
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15 AGN, Historia 113-123, solicitud del 26 de febrero de 1752. 
16 ACM, XVIII, 347; 28 de diciembre de 1765. 
17 ACM, XVIIL, 353, visita, 6 de abril de 1766. Los comentarios 


sobre las monjas a menudo eran desdeñosos; muchas padecían de 
mala salud. 

18 ACM, XVIIL, 457, 17 de noviembre de 1775. He aquí un rela- 
to de la visitación efectuada por el obispo Hoyos y Mier. 
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19 ACM, XVIII, 541, 24 de julio de 1782. 

20 ACN, XVIII, 675, Abad y Queipo, 11 de febrero de 1792. Ésta 


es una descripción del consumo mensual. Véase también ACM, 
XIX, 4. 

21 Para las criadas véase ACM, XVIII, 731; para las donadas, 
ACN, XVIII, 747, 2 de marzo de 1799; sobre el entierro, ACM, 
XIX, 33, 25 de noviembre de 1803. 

22 AGN, Templos 6-11, Antonio Velásquez, 9 de mayo de 1801. 

23 ACM, XIX, 22, relatos 1811-1817; véase también ACM, XIX, 
40, 29 de diciembre de 1818. 

24 Josefina Muriel de la Torre, Conventos de monjas en la Nue- 
va España (México, 1946), sigue siendo la introducción indispen- 
sable a las órdenes religiosas femeninas en la Nueva España. 

25 AGN, Bienes Nacionales 345-371, 12 de febrero de 1784. 

26 AGN, Historia 77-81, elogio fúnebre, 18 de abril de 1792; la 
condenación de la Inquisición, 9 de junio de 1809. 

27 BN (México), ms. 1789, “vida de la Madre María Marcela”. 
Esta es una copia sacada en 1844. 

28 ACM, XVIIL 355 (bis), Conde de Jalpa, 12 de agosto de 1789. 
Es la historia de esta fundación. 

29 ACM, XIX, 37 y 19 (1). 

30 ACM, XVIII, 742, Gobernadores diocesanos, 30 de junio de 
1816. 

31 Véase Josefina Muriel y Alicia Grobet, Fundaciones neoclási- 
cas: La Marquesa de Selva Nevada, sus conventos y sus arquitectos 
(México, 1969), passim. 

32 AGN, Historia 77-81, real cédula, 25 de junio de 1802; para 
los planos, véase AGN, Conventos 18. 
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33 AGN, Historia 109-111, José María de Guevara, 19 de mayo 
de 1723. 

34 AGN, Historia 109-114, real cédula, 14 de marzo de 1734; 
para la autorización de mendigar, AGN, Clero 27-32, 14 de abril 
de 1795; para el candidato, ACM, XVIII, 676, 14 de abril de 1792. 

35 Véase la inapreciable y seminal obra de Pilar Foz y Foz, La 
revolución pedagógica en Nueva España 1754-1820. María Ignacia 
de Azlor y Echeverz y 289 

los colegios de la Enseñanza, 2 vols. (Madrid, 1981). Véase tam- 
bién Pilar Foz y Foz, Fuentes primarias para la historia de la edu- 
cación de la mujer en Europa y América. Archivos históricos Com- 
pañía de María Nuestra Señora 1607-1921 

(Roma, 1989). 


36 ACM, XIX, 35, real cédula, 15 de marzo de 1803; AGI, Méxi- 
co 2544, Consejo de Indias, 27 de enero de 1804; ACM, XIX, Pre- 
tendientes de órdenes 9, 16 de julio de 1812; para el capital ACM, 
XIX, 22, 10 de marzo de 1800; Foz y Foz, La revolución pedagógi- 
ca, 1, 377-397. 

37 José Guadalupe Romero, Noticias para formar la historia y la 
estadística del obispado de Michoacán (México, 1862), p. 27. 

38 ACM, XVIII, 347, 13 de diciembre de 1764; véase también 
Gloria Carreño A., El colegio de Santa Rosa María de Valladolid 
1743-1810 (Morelia, 1979). 

39 ACM, Fondo Catalogado 32, sin fecha. 

40 Gabriel Ibarrola Arriaga, Familias y casas de la vieja Valla- 
dolid (Morelia, 1969), pp. 104, 109-110; Romero, Noticias, p. 46. 

41 ACM, XIX, 8, cura, 7 de enero de 1745; ACM, XVIII, 717: la 
benefactora fue María Ana Caballero, quien construyó la iglesia 
de Nuestra Señora de los Ángeles para la beatería. 

42 ACM, XVIII, 450, cabildo de la ciudad al obispo, 3 de febrero 
de 1775. 

43 AGN, Historia 109-110, cabildo de la ciudad de San Luis Po- 
tosí, 8 de abril de 1752; ACM, XVIII, 165, cura al obispo, 19 de oc- 
tubre de 1742. 

44 ACM, XVIIL 719, aprobación del obispo, 9 de agosto de 
1796. 
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45 Véase ACM, XVIIL 353 para la visita general de 1766; el nú- 
mero de miembros de Santo Domingo, en ACM, XVIII, 668 (bis); 
para Salvatierra ACM, XVIII, 405, cura, 20 de febrero de 1771. 

46 AGN, Bienes Nacionales 242-248, aprobación papal, 11 de 
julio de 1732. 

47 Esta regla puede encontrarse en AGN, Bienes Nacionales 
474, dictada por el arzobispo Manuel Rubio, 1 de agosto de 1752. 

48 AGN, Bienes Nacionales 242-248, 19 de junio de 1739; AGN, 
Templos 9-6, 2 

de septiembre de 1783; AGN, Historia 77-81, la marquesa de 
Selva Nevada; su regla puede encontrarse en AGN, Bienes Nacio- 
nales 382-392. 

49 AGN, Templos 24; Foz y Foz, La revolución pedagógica, l, 
416-438. 
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1 Texas, García Collection, 370, f. 1-3; note que esta descrip- 
ción fue impresa en BAGN, XI (1940), pp. 125-145. 
2 Brading, Mineros y comerciantes, pp. 301-314. 


3 El original de este censo se encuentra en BPR, ms. 2484, Mis- 
celánea de Ayala, X-25, f. 232-233, 3 de abril de 1761. Si se calcu- 
lara que la población de menos de siete años de edad era el 23%, 
entonces la población total era de 524 

299 habitantes. Para esta proporción véase D. A. Brading, Ha- 
ciendas y Ranchos del Bajío: León 1700-1860 (Grijalbo, México, 
1988), pp. 94-96. Véase también Claude Morin, Michoacán en la 
Nueva España del siglo XVI (México, 1979), passim. 

4 Esta lista de parroquias se encuentra en ACM, XIX, 14, 4 de 
agosto de 1791; véase también, Óscar Mazín Gómez (ed.), El Gran 
Michoacán. Cuatro informes del obispado de Michoacán 1759-1769 
(Zamora, 1986). 

5 AGN, Historia 578 (a), Felipe Díaz de Ortega, 11 de octubre 
de 1793, para Valladolid; Juan Antonio de Riaño, 11 de octubre de 
1793, para Guanajuato; Bruno Díaz del Salcedo, 9 de octubre de 
1793, para San Luis Potosí. Para 1777 

véase ACM, XVIII, 490, y para 1809 véase ACM, XIX, 44. 

6 AGN, Obispos 17, Miguel Hidalgo, 7 de julio de 1791. 
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7 AGÍ, México 2622, Sánchez de Tagle, 20 de febrero de 1772. 
Esta es una copia de las constituciones. 


8 ACM, XVIII, 741, San Miguel, 9 de noviembre de 1798. 
9 AGÍ, Quito 589, Rocha, sin fecha. 


10 Compárense los informes en ACM, XVIII 490 para 1777 y 
ACM, XIX, 44 para 1809. 


11 ACM, XIX, Pretendientes de órdenes 9, edicto impreso, 7 de 
marzo de 1811. 


12 ACM, XIX, 44, Irapuato, curas, 1809. 


13 AGN, Historia 128-134, José Pérez Calama, 24 de septiembre 
de 1785. 


14 ACM, XIX, 14, 4 de agosto de 1791. 


15 Estos informes se encuentran en AGN, Historia 578 (a); el 
informe de San Miguel se encuentra en AGI, México 1896, 25 de 
julio de 1794. 


16 AGN, Historia 578 (a), Riaño, 11 de octubre de 1793. 
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17 AGN, Historia 578 (a), Díaz del Salcedo, 9 de diciembre de 
1789. 


18 ACM, XVIII, 710, Antonio Mariano Lavarrieta y Macuso, 22 
de abril de 1795. 


19 Procesos inquisitorial y militar seguidos a d. Miguel Hidalgo y 
Costilla, Antonio Pompa y Pompa (ed.) (México, 1960), pp. 36-39, 
53-55, 68, 104-105, 121. 

20 ACM, XIX, Reales Cédulas, 1, 28 de febrero de 1807. 

21 AGÍ, Quito 589, 25 de mayo de 1784. 

22 ACM, XIX, 36, 30 de enero de 1808. 

23 ACM, XIX, 34. 

24 ACM, XIX, 32, 21 de abril de 1802. 

25 ACM, XVIII, 739, 16 de noviembre de 1798. 

26 ACM, XIX, 33, cura, 2 de junio de 1803. 

27 ACM, XVIIL 673, 7 de mayo de 1792. 

28 ACM, XVIII 509, 11 de mayo de 1779. 

29 ACM, XVIIL 367, 3 de septiembre de 1768. 
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30 ACM, XVIIL 356, real cédula impresa el 12 de marzo de 
1697. 


31 ACM, XIX, 44. 
32 ACM, XVIIL 649, septiembre de 1790. 
33 ACM, XVIII, 725, marzo de 1792. 


34 ACM, XVIIL 387, solicitud del 10 de octubre de 1770; apro- 
bación, 7 de agosto de 1771. 


35 ACM, XVIII, 649, solicitud de tonsura, 31 de marzo de 1788; 
apelación última, 9 de mayo de 1792. 


36 ACM, XVIII 711, solicitud del 3 de diciembre de 1792; apro- 
bación, 6 de marzo de 1795. 


37 ACM, XVIIL 649, septiembre de 1790. 

38 ACM, XIX, 7, 22 de noviembre de 1780. 

39 ACM, XVIII, 352, 21 de agosto de 1766. 
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40 ACM, XIX, 16 de octubre de 1785. 

41 ACM, XVIII 546, 6 de junio de 1782. 

42 AGÍ, México 1976, Posada, 23 de octubre de 1787, ACM, 


XVIII, 647, real cédula, 21 de diciembre de 1787, 10 de agosto de 
1788. 


43 ACM, XVIIL, 347, Sánchez de Tagle, 11 de diciembre de 1764. 

44 ACM, XVIII, 385, Obispo, 12 de junio de 1770. 

45 ACM, XVIII, 746, cura, 31 de diciembre de 1798. 

46 ACM, XVIII, 747, informe inicial, 4 de octubre de 1796; carta 
de Azanza, 18 de enero de 1799. 


47 Farriss, Crown and Clergy, pp. 178-196, ACM, XVIIL, 747, sa- 
la del crimen, 12 


de julio de 1799. 
48 AGIÍ, I. G. 3027, obispo de Puebla, 30 de octubre de 1799. 


49 ACM, XVIIL, 747. Se encuentra aquí una copia sin fecha de 
la representación del cabildo eclesiástico de México. 


50 AGÍ, México 1892, Lizana, 24 de octubre de 1804. AGI, Mé- 
xico 2256, Lizana, 10 de abril de 1809. 
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1 AGN, Obispos 18, decreto de junio de 1777; Obispo, 5 de ma- 
yo de 1778. 


2 AGN, Obispos 18, real cédula, 18 de marzo de 1791. 
3 AGI, México 2651, peticiones de Toluca, 7 de enero de 1796. 


4 AGI, México 2651, fiscal, 3 de septiembre de 1802, 10 de di- 
ciembre de 1807. 


5 AGN, Obispos 18, Haro, 24 de mayo de 1794; sobre la ciudad 
de México, véase AGN, Cofradías 6; y, más generalmente, Clara 
García Ayluardo, “Confraternity, cult and Crown in Colonial Me- 
xico City: 1700-1800”, tesis doctoral en filosofía (Cambridge Uni- 
versity, 1990). 

6 ACM, XIX, 14, 4 de agosto de 1791. 

7 AGN, Clero 195-119, mayordomo, 13 de julio de 1795. 

8 ACM, XVIII, 342, Luis de Cabrera, 2 de diciembre de 1765. 

9 ACM, AVIIL, 323, petición, 22 de febrero de 1759. 

10 ACM, XVIII, 323, petición, 4 de mayo de 1767. 

11 ACM, XVIIL 732, Tapia, 20 de junio de 1791. 

12 ACM, XIX, 34, aprobación del obispo, 10 de abril de 1804. 

13 Para las listas de cofradías, véase ACM, XVIII, 732, y ACM, 
XIX. 

14 Para las listas de sacerdotes véase ACM, XVIII, 490 (bis) pa- 
ra 1777; y AGN, Historia 578 (a) para 1793. 

15 ACM, XVIII, 666, 22 de marzo de 1791. 

16 ACM, XIX, 14. 

17 AGN, Clero 72-119, real cédula, 24 de marzo de 1791. 

18 ACM, XIX, 5, edicto del obispo, 30 de mayo de 1781. 

19 AGN, Historia 73-118, s. 142-144. 

20 AGN, Historia 73-118, s. 204-206. 

21 AGN, Historia 73-118, s. 376-378. Varias de las descripciones 
de estos poblados se encuentran en José Bravo Ugarte (ed.), Ins- 
pección ocular en Michoacán (México, 1960). 

22 AGN, Historia 78-118, s. 367-368. 
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23 AGN, Historia 78-118, s. 142-144. 

24 ACM, XVIII, 165, Indaparapeo, 10 de julio de 1742. 
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25 ACM, XIX, 14, arancel impreso, 22 de diciembre de 1731. 

26 ACM, XVIII, 362, 6 de marzo de 1767. 

27 ACM, XIX, 34, 17 de noviembre de 1804. 

28 ACM, XIX, 7, 24 de enero de 1780; cura, 18 de marzo de 
1780. 

29 ACM, XIX, 42, real cédula, 15 de mayo de 1804. 

30 Para los ingresos parroquiales en 1760, véase Mazín, Entre 
ambas majestades, pp. 285-288. 

31 Fernando Navarro y Noriega, Memoria sobre la población del 
reino de Nueva España (México, 1812), pliego. Yo utilicé la edición 
de 1943. 

32 ACM, XVIII, 741, San Miguel, 9 de noviembre de 1798. 
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1 Agustín Francisco Esquivel y Vargas, El fénix del amor (Méxi- 
co, 1764), ed. 

facsimilar en Alberto Carrillo Cázares, La primera historia de 
La Piedad (Zamora, 1990), pp. 8-18, 31-32, 37-38, 69-70. 

2 Ibid., pp. 1-2, 26-27, 30, 96. 

3 Ibid., pp. 45-52, 62-63. 

4 ACM, XIX, 15 (2), Guardián, 28 de febrero de 1772. 

5 ACM, XVIIL 725, Marqués de Rayas, 14 de julio de 1797. Co- 
mo patriota criollo, Rayas prefería invitar a frailes criollos de Za- 
catecas, que a frailes peninsulares que llegarían de Querétaro. 

6 ACM, XIX, 3, 19 de septiembre de 1798. 

7, ACM, XVIII, 742 (bis), Herrera, 7 de noviembre de 1797. 

8 ACM, XVIIL, 327, Ignacio Corominas, 1 de septiembre de 
1764. 

9 Lucio Marmolejo, Efemérides guanajuatenses, 4 vols. (Guana- 
juato, 1884), IL, 108, 161, 170, 217. 

10 ACM, XVIIL, 667, cura, 27 de agosto de 1790. 

11 ACM, XVIII, 364, sentencia, 6 de febrero de 1768. 

12 AGN, Clero 12-13, 31 de agosto de 1808; ACM, XVIII, 623, 
14 de abril de 1788. 

13 ACM, XIX, 19, Antonio Lavarrieta, 31 de enero de 1800; 
ACM, XIX, 30, Francisco Cano de la Puente, 15 de noviembre de 
1801. 
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14 ACM, Fondo Catalogado (Inquisición) 43, octubre de 1795; 
ACM, XVIII, 356, denuncia 29 de marzo de 1767; ACM, Fondo Ca- 
talogado 41, Denuncia de Velasco, 14 de septiembre de 1752. 

15 ACM, Fondo Catalogado (Inquisición) 44, denuncia, 18 de 
marzo de 1763. 

16 ACM, Fondo Catalogado 44, Ildefonso Álvarez Pereyra, 4 de 
enero de 1762. 

17 ACM, XVIII, 694, Valle de Maíz, 27 de diciembre de 1793. 

18 ACM, Fondo Catalogado 43, María Gertrudis Reyna, 20 de 
septiembre de 1780. 

19 ACM, Fondo Catalogado 44, acusaciones, 26 de agosto de 
1760, 5 de diciembre de 1767. 
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20 ACM, Fondo Catalogado 41, Junípero Serra, 13 de diciembre 
de 1755. 

21 ACM, XVIII, 710, Francisco Javier Morfín, 13 de enero de 
1795. 

22 ACM, Fondo Catalogado 41, informe del cura, 7 de diciem- 
bre de 1796; la sentencia del obispo, 11 de febrero de 1799. 
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34 ACM, XVIII, 460, cura, 18 de noviembre de 1775. 
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de abril de 1806. 
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de 1806. 
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de abril de 1792-1798, febrero de 1793. 
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20 ACM, XIX, 7, caso de Gómez Dávalos, 22 de noviembre de 
1780. 

21 Véase la lista del clero en Valladolid en AGN, Historia 578 
(a). 

22 Michael P. Costeloe, Church Wealth in Mexico. A study of 
the “Fuzgado de Capellanías” in the Archbishopric of Mexico 1800- 


434 


1856 (Cambridge, 1967), passim; sobre la pérdida de jurisdicción 
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pendios, junto con los propuestos aumentos puede encontrarse 
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XVIII, 399, y Mazín, Entre ambas majestades, pp. 
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34 AGI, Quito 589, José Pérez Calama, 25 de mayo de 1784. 
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435 
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38 AGL 1. G. 2962, real cédula, 12 de abril de 1802; ACM, XIX, 
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1795. 

25 AGÍ, I. G. 2965, Suárez Marrero, 14 de julio de 1789; AGN, 
Historia 44-48, Revillagigedo, 28 de abril de 1792. 


26 AGÍ, México 2572, San Miguel a Porlier, 18 de agosto de 
1789. 


437 


27 AGÍ, I. G. 2965, Suárez Marrero a Porlier, 22 de agosto de 
1790. Esta historia puede proseguirse en AGN, Historia 129-210. 


28 ACM, XVIII, 729, cabildo de Valladolid, diciembre de 1798. 

29 AGL 1. G. 2967, Azanza, 26 de marzo de 1800. 

30 AGN, Obispos 2-11, Zerpa al virrey, 14 de diciembre de 
1798; AGI, México 2545, real cédula, 16 de julio de 1804, nombra- 
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31 AGN, Historia 128-216, San Miguel a Branciforte, 10 de julio 
de 1795. 

32 AGI, México 2572, Villanueva, 19 de agosto de 1799, 18 de 
diciembre de 1801; San Miguel, 21 de diciembre de 1801. 

33 AGÍ, México 2651, Villanueva, 24 de marzo de 1802. 

34 AGI, México 2577, San Miguel a Caballero, 22 de mayo de 
1802. 

35 AGI, México 2577, real cédula, 18 de enero de 1804. 

36 Para la evaluación del cabildo por San Miguel véase AGL, 
México 1896, 25 de julio de 1794. Las evaluaciones del intendente 
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37 AGI, México 2572, San Miguel, 1789. 

38 ACM, XVIIL 668, obispo de Durango, 1% de marzo de 1791; 
véase también AGI, México 2567, 21 de febrero de 1799. 
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40 ACM, XVIIL, 741, Abad y Queipo, 15 de julio de 1811. 
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der), 18 de noviembre de 1805. 
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este capítulo, véase Sánchez Bella, Iglesia y Estado, pp. 275-301; y 
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2 AGN, Diezmos 13, Posada, 16 de septiembre de 1783. 
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5 ACM, XVIII, 604, Porlier, 10 de noviembre de 1787; AGI, I. G. 
2973, 23 de marzo de 1788. 

6 AGI, I. G. 2973, Francisco Machado, 27 de octubre de 1794. 
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cola en Puebla 1540-1795 (México, 1983); y Elías Trabulse (comp.), 
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8 Fabián de Fonseca y Carlos de Urrntia, Historia general de 
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1809”, JLS 1 (1969), pp. 85-113; Asunción Lavrin, “The Execution 
of the Laws of Consolidation in New Spain: Economic Gains and 
Results”, HAHR 52 (1973), pp. 27-49; Margaret Clowning, “The 
Management of Church Wealth in Michoacán 1810-1856”, JLS, 22 
(1990), pp. 459-496. 
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de septiembre de 1805, impreso en D. A. Brading, “Relación sobre 
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pp. 29-30; AGÍ, México 2568, Abad y Queipo, 12 de agosto de 
1814. 

20 ACM, XIX, Reales Cédulas I, cabildo de Valladolid, 3 de oc- 
tubre de 1805. 

21 ACM, XIX, Juzgado de Capellanías 4, Abad y Queipo, 14 de 
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das por Arnold J. Bauer, “The Church in the Economy of Spanish 
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22 AGN, Obispos 18, Vicente de los Ríos, 4 de agosto de 1781. 

23 ACM, XVIII, 433, 29 de noviembre de 1798. 

24 ACM, XVIIL 666, 16 de julio de 1791. 

25 AGN, Bienes Nacionales 1865. 
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27 AMM, 143, 1 de septiembre de 1806. 
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29 AMM, 153-237, embargo de hacienda, 19 de agosto de 1807; 
este caso y el inventario de la hacienda aparecen impresos en D. 
A. Brading, “La situación económica de los hermanos d. Manuel 
y d. Miguel Hidalgo y Costilla”, BAGN, XI (1970), pp. 17-82. 
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1 La única biografía es la de Lillian E. Fisher, Champion of Re- 
form. Manuel Abad y Queipo (Nueva York, 1955); pero véase Car- 
los Herrejón Peredo, “México: las luces de Hidalgo y Abad y 
Queipo”, Caravelle 54 (1990), pp. 107-135. 

2 Humboldt, Ensayo político..., p. CVI; San Miguel falleció en 
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3 Manuel Abad y Queipo, Colección de los escritos más impor- 
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pp. 35-41. Fueron reproducidos en José María Luis Mora, Obras 
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4 Ibid., pp. 8-9, 18-20, 50, 60. 

5 AGI, México 2603, memorial atribuido al obispo San Miguel; 
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crito póstumo del obispo de Michoacán Fray Antonio de San Mi- 
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6 Abad y Queipo, Colección de escritos, pp. 51-52; ACM, XVIII, 
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12 Brading, Orbe indiano, pp. 581-586. 

13 Abad y Queipo, Colección de escritos, pp. 113-123. 

14 AGI, México 2693, he aquí una narración detallada de sus 
oposiciones para la canonjía, 22 de julio de 1805; fue confirmado 
en su cargo, real cédula, el 27 de marzo de 1807. 
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15 AGI, México 1894, Abad y Queipo, 21 de febrero de 1805; 
AGI, México 2571, Abad y Queipo, 7 de octubre de 1818. 

16 Brading, Orbe indiano, pp. 603-607. 
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México, 2 vols. 

(México, 1969), II, 40-49. 
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27 Ibid., pp. 19-25. 

28 Ibid., pp. 105-113. 
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le puede encontrar en ACM, XIX, Pretendientes de órdenes 9. 

30 Ibid., pp. 80-101. 
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ma pasión de David A. Brading por la historia mexicana pone en 
manos del lector Una Iglesia asediada: el obispado de Michoacán, 
1749-1810, libro que “puede considerarse como el último de una 
trilogía sobre el México borbónico”, de carácter más general 
que sus dos antecesores, Con objeto de mostrar la conmoción 
causada por el ataque de los Borbones a la Iglesia mexicana, el 
autor incluye, en la primera parte de la obra, capitulos basados 
en los cronistas mendicantes de Michoacán, en los que se ob- 
serva la dinámica del catolicismo barroco en la Nueva España 
de los primeros decenios del siglo xvi. 

En la segunda parte Brading se refiere al clero secular, al 
papel que desempeñaron las cofradías en la vida parroquial y a 
las formas de la religión popular. En la tercera parte examina el 
cabildo de la catedral de Valladolid —Morelia— y da una rela- 
ción sistemática de las finanzas del clero. El libro termina con un 
estudio de la vida y los escritos de Manuel Abad y Queipo, último 
obispo español de Michoacán, quien fue electo pero nunca reci- 
bió la confirmación papal a la dignidad. De hecho, afirma el 
autor, la obra consta de ensayos separados sobre variados as- 
pectos de la vida eclesiástica en la diócesis de Michoacán. 

La actitud hostil que casi siempre se ha tenido hacia la 
Compañía de Jesús permitió que aun en las filas de la Iglesia 
hubiese gente poderosa que deseaba su desaparición. Como 
ejemplos en México, Brading cita al arzobispo Antonio de Lo- 
renzana y al entonces obispo de Oaxaca. Por otra parte: "Car- 
los Ill jamás se habría atrevido a expulsar a los jesuitas de no 
haber estado seguro de que contaba con el apoyo de un bando 
influyente dentro de la Iglesia española”. 

Lo que a continuación afirma el autor puede considerarse 
uno de los resultados de la pugna Estado- Iglesia: “una poderosa 
corporación eclesiástica había sido brutalmente destruida por 
un simple fat de la Corona, y el pueblo había sido bárbaramente 
reprimido por oponerse al cambio [...] Desde la Conquista, 
México había disfrutado de una envidiable Pax hispanica, per- 
turbada tan sólo por incursiones en las fronteras de las indómi- 


tas tribus indias como los apaches”. 
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